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INTRODUCCIÓN

 Hoy la  economía popular  y  solidaria  aparece  como novedad.  Lo  es,  quizás,  porque 
resulta reciente su reconocimiento formal, jurídico, como sector de la economía: está en la 
Constitución y se aprobó también una ley de Economía Popular y Solidaria. Aun así, debe 
entenderse que no se trata de una novedad absoluta. La constitución de 1967 asumía que 
lo prioritario en la economía era que “la actividad privada recib[a] estímulo del estado para 
la creación de nuevas empresas, para su ampliación y reinversión de sus beneficios en 
actividades  lucrativas”  (Art.  86),  pero  señalaba  también  que,  “Sin  menoscabo  de  la 
libertad  individual  ni  de  la  autonomía  de  las  cooperativas  y  empresas,  el  Estado 
promoverá su creación y desarrollo, para el mejoramiento de la economía popular” (Art. 
87); un poco confuso, es cierto, pero presente al fin de cuentas. La constitución de 1978 
ya fue más clara, y hablaba de cuatro sectores de la economía: el sector público, el de la  
economía mixta, el privado y “El  sector  comunitario  o  de  autogestión,  integrado  por 
empresas cooperativas, comunales o similares, cuya propiedad y gestión pertenezcan a la 
comunidad de personas que trabajen permanentemente en ellas” (Art. 246).
 Por fin, como se sabe, la Constitución de 2008 establece que “El sistema económico es 
social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una relación 
dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y 
tiene por objetivo garantizar la producción y reproducción de las condiciones materiales e 
inmateriales que posibiliten el buen vivir. El sistema económico se integrará por las formas 
de organización económica pública, privada, mixta, popular y solidaria, y las demás que la 
Constitución determine. La economía popular y solidaria se regulará de acuerdo con la ley 
e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios” (Art. 283).
 No lo es, en cambio, porque la práctica económica popular ha estado allí desde siempre. 
Se trata  de los  modos que la  gente  se ha dado para  asegurar  su  sobrevivencia,  en 
relación  con  los  otros  “sectores”  de  la  economía,  pero  también  “autogenerando”  su 
empleo,  como  se  enfatizaba  en  los  estudios  sobre  el  “sector  informal”.  Además,  la 
comunidad, como entidad al mismo tiempo social, económica y política aún sobrevive a 
700 años de dominio colonial, incluyendo los 200 años de república. 
 De  este  modo,  se  trata  de  una  realidad  antigua  y  presente,  al  mismo  tiempo  muy 
heterogénea;  conviven  allí  formas  económicas  muy  diversas:  diversas  escalas  de  la 
pequeña propiedad, desde las que han logrado alcanzar una cierta prosperidad hasta las 
que mal  subsisten en la  precariedad;  formas de asalariamiento precario  y  disfrazado; 
semiasalariamientos;  cooperativas y asociaciones de distinta índole (las más con poco 
espíritu  cooperativo,  todo  sea  dicho);  formas  comunitarias…  Por  un  lado,  un  lado 
significativo de la diversidad es que todas ellas son economías populares, pero pocas son 
solidarias;  mientras  más  se  internan  en  los  trazos  laberínticos  del  mercado,  más 
dificultades se presentan para que se mantenga y se desarrolle la solidaridad. Por otro 
lado, se trata de economías que se encuentran fuertemente presionadas por el mercado, 
que mina y desconstituye las expresiones de solidaridad.  En los últimos años hemos 
presenciado  una  fuerte  ofensiva  del  capital  sobre  los  recursos  generados  en  las 
economías  populares:  negocios  inclusivos,  cadenas  productivas,  son  formas  de 
subordinación, captación y transferencia de valor desde las economías populares hacia 
los centros de acumulación capitalista, y eso se observa igual en la agricultura y en la 
manufactura que en el comercio y en los servicios, incluidas las finanzas. Y eso se ha 
convertido en política compartida por el Estado y el gran capital.
 En  la  hora  actual,  con  el  reconocimiento  formal,  suele  decirse  que  se  abren 
oportunidades de desarrollo para la economía popular. La pregunta es: ¿qué desarrollo? 
¿en qué sentidos? El reconocimiento formal y la institucionalización pueden ser antesalas 



de  su desarticulación  como economías  solidarias  y  de  su articulación  subordinada  al 
capital.  De  manera  que  el  análisis  del  movimiento  real  de  la  economía  y  el 
desentrañamiento de las nuevas leyes y reglamentaciones se vuelven una necesidad para 
orientarse  en  medio  (y  resguardándose)  de  las  nuevas  corrientes  de  modernización 
capitalista que se han vuelto hegemónicas.
 Pero un análisis y un conocimiento que son necesarios para todos, no sólo para los 
especialistas,  los  técnicos  y  los  funcionarios.  Lamentablemente,  muchas  veces  ese 
conocimiento se vuelve muchas veces esquivo para la gente común. Todos hablamos de 
la  Constitución,  de la  necesidad de defenderla,  de las  disputas por  discernir  quién la 
defiende más que otros,… pero, para la mayoría, sigue en buena parte desconocida; ni se 
diga en lo tocante a leyes particulares.
 Este es el gran valor del trabajo de William Ochoa Parra, que nos presenta, ordenadas y 
relacionadas, las nuevas normativas relacionadas con la economía popular y solidaria. Es 
una herramienta indispensable, y de seguro será de gran utilidad para todos aquellos que 
sueñan y trabajan por un mundo humano y solidario. 

Mario Unda
Mayo de 2012



PRESENTACIÓN

 Este  documento  fue  preparado  con  el  objeto  de  que  el  Lector/a  tenga  un  
concepto jurídico más amplio con respecto al contenido de cada disposición de la  
Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular  
y  Solidario,  al  relacionarla  con  los  procedimientos  y  con  las  disposiciones  de  
varias leyes que en la actualidad influyen en el  ejercicio real,  y en la práctica  
diaria, de la economía solidaria en el Ecuador.

 Para ello, los artículos que tienen vinculación con otros de la misma Ley, incluye  
en letra negrita esta simbología, R: 139, LOEPS, y se refiere a que su contenido  
está relacionado a la disposición enumerada. De su parte, las disposiciones del  
Reglamento  General  se  encuentran  añadidas  en  el  articulado  que  ha  sido  
regulado o que le sirve de base; y, aquellas disposiciones de otros cuerpos legales  
que señalan algo sobre el mismo tema se presentan en letra azul, debido a que,  
según la regla 4 del artículo 18 del Código Civil, “Los pasajes oscuros de una ley  
pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si versan sobre el  
mismo asunto”. 

 Importante  también resulta  presentarles el  sistema tributario  previsto  para las  
organizaciones de este sector de la economía, y se lo hace como Parte II  del  
documento, para facilitar su comprensión. 

 Se espera que esta publicación tenga utilidad práctica para quienes están al  
frente de una comunidad u organización que actúa en esta otra economía.

William Ochoa Parra  
EDITOR



ABREVIATURAS
Y FUENTES LEGALES INCLUIDAS

Art.: Artículo (de la Ley)

Arts.: Artículos (de la Ley)

C.C. Código Civil

C.COM. Código de Comercio

CdT: Código del Trabajo

C169-OIT: Convenio Sobre Pueblos Indígenas y Tribuales N° 169-OIT (Organización Internacional del 
Trabajo). 

COOTAD: Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización.

COPCI: Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones.

CP: Código Penal.

CPC: Código de Procedimiento Civil.

CR-CNV: Codificación de las Resoluciones Expedidas por el Consejo Nacional de Valores.

CRE: Constitución de la República del Ecuador

CT: Código  Tributario.

Disp. Gen. Disposición General

Disp. Ref. Disposición Reformatoria

Disp. Trans. Disposición Transitoria

DNUDPI: Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas

LCE: Ley de Comercio Electrónico.

LDA: Ley de Defensa del Artesano.

LISF: Ley de Instituciones del Sistema Financiero.

LMV: Ley de Mercado de Valores.

LOdEP: Ley Orgánica de Empresas Públicas.

LOEPS Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario.

LOIPPIE: Ley  Orgánica  de  las  Instituciones  Públicas  de  Pueblos  Indígenas  del  Ecuador  que se  
autodefinen como Nacionalidades de Raíces Ancestrales.

LORCPM: Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado.

LORSA: Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria.

LORTI: Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno.

LOTTTSV: Ley Orgánica de Tránsito, Transporte Terrestre y Seguridad Vial.



LPI: Ley de Propiedad Intelectual.

LRLA: Ley para Reprimir el Lavado de Activos.

LRUC: Ley de Registro Único de Contribuyentes

LRyTV: Ley de Radiodifusión y Televisión.

NdE Nota del Editor

R: Relación (con otra disposición legal).

RAEPSSC: Reglamento  para  el  Aseguramiento  y  Entrega  de  Prestaciones  en  el  Seguro  Social 
Campesino

RCOPCI: Reglamento a la Estructura e Institucionalidad de Desarrollo Productivo de la Inversión y los 
Mecanismos e Instrumentos de Fomento Productivo establecidos en el COPCI.

RGLDA: Reglamento General a la Ley de Defensa del Artesano.

RGLOEPS: Reglamento  General  a  la  Ley  Orgánica  de  Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  Sector 
Financiero Popular y Solidario.

RGLORTI: Reglamento General de Aplicación de la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno. 

RGLRUC: Reglamento General de la Ley de Registro Único de Contribuyentes.

RLNPIE: Reglamento para Registro Legal de las Naciones, Nacionalidades, Pueblos Indígenas del  
Ecuador.

RO: Registro Oficial.

ROFGIPPIE: Reglamento de Organización, Funcionamiento y Gestión de las Instituciones Públicas de las 
Naciones, Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador.

S-RO: Suplemento del Registro Oficial.

TULMICIP: Texto Unificado de Legislación Secundaria del Ministerio de Industrias (hoy MIPRO).

TULP: Texto Unificado de Legislación Pesquera.

*****



PARTE I

LEY ORGÁNICA DE LA ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA 
Y DEL SECTOR FINANCIERO POPULAR Y SOLIDARIO

ASAMBLEA NACIONAL
EL PLENO

CONSIDERANDO:

 Que, el artículo 283 de la Constitución de la República, establece que el sistema 
económico  es  social  y  solidario  y  se  integra  por  las  formas  de  organización 
económica  pública,  privada,  mixta,  popular  y  solidaria  y  las  demás  que  la 
Constitución determine, la economía popular y solidaria se regulará de acuerdo 
con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios;

 Que, el artículo 309 de la Constitución de la República señala que el sistema 
financiero nacional se compone de los sectores público, privado y del popular y 
solidario;

 Que, el  artículo 311 de la misma Constitución señala que el sector financiero 
popular y solidario se compondrá de cooperativas de ahorro y crédito, entidades 
asociativas o solidarias,  cajas y bancos comunales,  cajas de ahorro y que las 
iniciativas de servicios del  sector financiero popular  y  solidaria y de las micro, 
pequeñas y medianas unidades productivas, recibirán un tratamiento diferenciado 
y  preferencial  del  Estado,  en  la  medida  en  que  impulsen  el  desarrollo  de  la 
economía popular y solidaria;

 Que, el  artículo  319  de  la  Constitución  de  la  República  establece  que  se 
reconocen  diversas  formas de  organización  de la  producción  en  la  economía, 
entre  otras  las  comunitarias,  cooperativas,  empresas  públicas  o  privadas, 
asociativas, familiares, domésticas, autónomas y mixtas;

 Que, el artículo 394 de la Constitución de la República garantiza la libertad de 
transporte  terrestre,  aéreo,  marítimo y  fluvial  dentro  del  territorio  nacional  y  la 
promoción del transporte público masivo y que, históricamente, la prestación de 
este tipo de servicio, se ha efectuado a través de cooperativas;

 Que, el Ministro de Finanzas de conformidad con el artículo 74 numeral 15 del  
Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, mediante oficio N° 071-
SCM-MF-2011  0520  de  24  de  febrero  de  2011,  emite  dictamen  favorable  del 
proyecto de Ley de la Economía Popular y Solidaria y se ratifica mediante oficio N° 
116-SCM-MF-2011 0694 de 16 de marzo de 2011;

 Que, de conformidad con el artículo 84 de la Constitución de la República, la 
Asamblea Nacional tiene la obligación de adecuar formal y materialmente las leyes 



y  demás  normas  jurídicas  a  los  derechos  previstos  en  la  Constitución,  para 
garantizar  la  dignidad  del  ser  humano,  de  las  comunidades,  pueblos  y 
nacionalidades;

 Que, el artículo 120 numeral 6 de la Constitución de la República establece como 
atribución de la Función Legislativa la de expedir, codificar, reformar, derogar leyes 
e interpretarlas con carácter generalmente obligatorio; y,

 En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales expide la siguiente:

LEY ORGÁNICA DE LA ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA Y DEL SECTOR 
FINANCIERO POPULAR Y SOLIDARIO

Título I
Del Ámbito, Objeto y Principios

Artículo  1.-  Definición.- Para  efectos  de  la  presente  Ley,  se  entiende  por 
Economía Popular y Solidaria a la forma de organización económica, donde sus 
integrantes,  individual  o  colectivamente,  organizan  y  desarrollan  procesos  de 
producción, intercambio, comercialización, financiamiento y consumo de bienes y 
servicios, para satisfacer necesidades y generar ingresos, basadas en relaciones 
de solidaridad, cooperación y reciprocidad, privilegiando al trabajo y al ser humano 
como sujeto  y  fin  de  su  actividad,  orientada  al  buen  vivir,  en  armonía  con  la 
naturaleza, por sobre la apropiación, el lucro y la acumulación de capital.

Reglamento: 
Artículo 1.- Ámbito y objeto.-  El presente Reglamento General tiene por objeto el desarrollo y  
aplicación de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaría y del Sector Financiero Popular y  
Solidario.

CRE: 
Art. 277.- Para la consecución del buen vivir, serán deberes generales del Estado:.../...
6. Promover e impulsar la ciencia, la tecnología, las artes, los saberes ancestrales y en general las  
actividades de la iniciativa creativa comunitaria, asociativa, cooperativa y privada.

Art. 283.- El sistema económico es social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin;  
propende a una relación dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con  
la  naturaleza;  y  tiene  por  objetivo  garantizar  la  producción  y  reproducción  de  las  condiciones  
materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir.
 El sistema económico se integrará por las formas de organización económica pública, privada,  
mixta,  popular y solidaria,  y las demás que la Constitución determine.  La economía popular y  
solidaria se regulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y  
comunitarios.

Art. 284.- La política económica tendrá los siguientes objetivos:
1. Asegurar una adecuada distribución del ingreso y de la riqueza nacional.



2. Incentivar la producción nacional, la productividad y competitividad sistémicas, la acumulación  
del conocimiento científico y tecnológico, la inserción estratégica en la economía mundial y las  
actividades productivas complementarias en la integración regional.

3. Asegurar la soberanía alimentaria y energética.
4. Promocionar la incorporación del valor agregado con máxima eficiencia, dentro de los límites  

biofísicos de la naturaleza y el respeto a la vida y a las culturas.
5. Lograr  un  desarrollo  equilibrado  del  territorio  nacional,  la  integración  entre  regiones,  en  el  

campo, entre el campo y la ciudad, en lo económico, social y cultural.
6. Impulsar el pleno empleo y valorar todas las formas de trabajo, con respeto a los derechos  

laborales.
7. Mantener la estabilidad económica, entendida como el máximo nivel de producción y empleo  

sostenibles en el tiempo.
8. Propiciar  el  intercambio  justo  y  complementario  de  bienes  y  servicios  en  mercados  

transparentes y eficientes.
9. Impulsar un consumo social y ambientalmente responsable.

COPCI: 
Art. 2.- Actividad Productiva.- Se considerará actividad productiva al proceso mediante el cual la  
actividad  humana  transforma  insumos  en  bienes  y  servicios  lícitos,  socialmente  necesarios  y  
ambientalmente  sustentables,  incluyendo  actividades  comerciales  y  otras  que  generen  valor  
agregado.

Art. 4.- Fines.- La presente legislación tiene, como principales, los siguientes fines: .../...
q. Promover las actividades de la economía popular, solidaria y comunitaria, así como la inserción  

y promoción de su oferta productiva estratégicamente en el  mundo,  de conformidad con la  
Constitución y la ley;

r. Incorporar  como un  elemento  transversal  en todas  las  políticas  productivas,  el  enfoque de  
género y de inclusión económica de las actividades productivas de pueblos y nacionalidades;

Artículo 2.- Ámbito.- Se rigen por la presente Ley, todas las personas naturales y 
jurídicas, y demás formas de organización que, de acuerdo con la Constitución, 
conforman  la  Economía  Popular  y  Solidaria  y  el  sector  Financiero  Popular  y 
Solidario;  y,  las  instituciones  públicas  encargadas  de  la  rectoría,  regulación, 
control, fortalecimiento, promoción y acompañamiento.
 Las disposiciones de la presente Ley no se aplicarán a las formas asociativas 
gremiales, profesionales, laborales, culturales, deportivas, religiosas, entre otras, 
cuyo objeto social principal no sea la realización de actividades económicas de 
producción de bienes o prestación de servicios.
 Tampoco serán aplicables las disposiciones de la presente Ley, a las mutualistas 
y  fondos  de  inversión,  las  mismas  que  se  regirán  por  la  Ley  General  de 
Instituciones  del  Sistema  Financiero  y  Ley  de  Mercado  de  Valores, 
respectivamente.

CRE: 
Art. 319.- Se reconocen diversas formas de organización de la producción en la economía, entre  
otras las comunitarias,  cooperativas,  empresariales públicas o privadas,  asociativas,  familiares,  
domésticas, autónomas y mixtas.
 El  Estado promoverá las formas de producción que aseguren el  buen vivir  de la población y  
desincentivará  aquellas  que  atenten  contra  sus  derechos  o  los  de  la  naturaleza;  alentará  la  
producción que satisfaga la demanda interna y garantice una activa participación del Ecuador en el  
contexto internacional.



Nota:  Tampoco se aplicarían las disposiciones de la LOEPS a las formas societarias de capital 
prescritas en la Ley de Compañías; a las Empresas Unipersonales de Responsabilidad Limitada; y, 
a las Empresas Públicas (NdE).

Artículo 3.- Objeto.- La presente Ley tiene por objeto:
a) Reconocer, fomentar y fortalecer la Economía Popular y Solidaria y el Sector 

Financiero Popular y Solidario en su ejercicio y relación con los demás sectores 
de la economía y con el Estado; R: 132, 137, 138, LOEPS

b) Potenciar las prácticas de la economía popular y solidaria que se desarrollan en 
las  comunas,  comunidades,  pueblos  y  nacionalidades,  y  en  sus  unidades 
económicas productivas para alcanzar el Sumak Kawsay; R: 15, LOEPS

c) Establecer un marco jurídico común para las personas naturales y jurídicas que 
integran la  Economía Popular  y  Solidaria  y  del  Sector  Financiero Popular  y 
Solidario;

d) Instituir el  régimen de derechos, obligaciones y beneficios de las personas y 
organizaciones sujetas a esta Ley; y, R: 132, 137, 138, 141, 167, LOEPS

e)  Establecer  la  institucionalidad  pública  que  ejercerá  la  rectoría,  regulación, 
control, fomento y acompañamiento. R: Título VI, LOEPS

CRE: 
Art. 334.- El Estado promoverá el acceso equitativo a los factores de producción, para lo cual le  
corresponderá:
1. Evitar  la  concentración  o  acaparamiento  de  factores  y  recursos  productivos,  promover  su  

redistribución y eliminar privilegios o desigualdades en el acceso a ellos.
2. Desarrollar  políticas  específicas  para  erradicar  la  desigualdad  y  discriminación  hacia  las  

mujeres productoras, en el acceso a los factores de producción.
3. Impulsar y apoyar el desarrollo y la difusión de conocimientos y tecnologías orientados a los  

procesos de producción.
4. Desarrollar políticas de fomento a la producción nacional en todos los sectores, en especial  

para garantizar  la  soberanía  alimentaria  y  la  soberanía energética,  generar  empleo y  valor  
agregado.

5. Promover los servicios financieros públicos y la democratización del crédito.

COPCI: 
Art. 57.- Democratización productiva.- En concordancia con lo establecido en la Constitución, se  
entenderá por democratización productiva a las políticas, mecanismos e instrumentos que generen  
la desconcentración de factores y recursos productivos,  y faciliten el  acceso al  financiamiento,  
capital y tecnología para la realización de actividades productivas.
 El  Estado  protegerá  a  la  agricultura  familiar  y  comunitaria  como  garantes  de  la  soberanía  
alimentaria, así como también a la artesanía, al sector informal urbano y a la micro, pequeña y  
mediana empresa, implementando políticas que regulen sus intercambios con el sector privado.
 El Estado promoverá políticas específicas para erradicar la desigualdad y discriminación hacia las  
mujeres productoras, en el acceso a los factores de producción.

Art.  59.-  Objetivos de democratización.- La política de democratización de la transformación  
productiva tendrá los siguientes objetivos:
a. Fomentar y facilitar el acceso de los ciudadanos ecuatorianos a la propiedad y transformación  

de los medios productivos;
b. Facilitar la ciudadanización de empresas, a través del diseño e implementación de herramientas  

que permitan el acceso de ciudadanos a las acciones de empresas en manos del Estado;
c. Apoyar  el  desarrollo  de  la  productividad  de  las  MIPYMES,  grupos  o  unidades  productivas  

organizadas,  por  medio  de  la  innovación  para  el  desarrollo  de  nuevos  productos,  nuevos  
mercados y nuevos procesos productivos;



d. Fomentar el cumplimiento de las éticas empresariales que promueve el Gobierno Nacional, a  
través de la creación de un sello de gestión de reconocimiento público, que permita alentar e  
incentivar  a  las  empresas  que  realizan  sus  actividades  respetando  el  medio  ambiente;  
cumpliendo con sus empleados y trabajadores en sus obligaciones laborales y de seguridad  
social; y, con la comunidad, con el pago oportuno de sus obligaciones tributarias, conforme a la  
legislación aplicable;

e. Apoyar el desarrollo de procesos de innovación en las empresas ecuatorianas, a través del  
diseño e implementación de herramientas que permitan a las empresas ser más eficientes y  
atractivas, tanto en el mercado nacional como en el internacional;

f. Incentivar  y  atraer  inversiones  que  generen  desarrollo  local  y  territorial,  mayores  
encadenamientos  productivos  con  equidad,  una  inserción  estratégica  en  el  mercado  
internacional, empleo de calidad, innovación tecnológica y democratización del capital;

g. La territorialidad de las políticas públicas;
h. Promover la desconcentración de factores y recursos productivos;
i. Implementar  medidas  dirigidas  especialmente  a  las  y  los  agricultores  familiares,  mujeres  y  

comunidades pueblos y nacionalidades para erradicar la desigualdad y la discriminación;
j. Incentivar  la  redistribución  y  eliminación  de  desigualdades  en  el  acceso  a  los  factores  de  

producción, entre los sectores discriminados;
k. Promover medidas específicas para erradicar la desigualdad y discriminación hacia las mujeres  

productoras, en el acceso a los factores de producción;
l. Fomentar el desarrollo y la difusión de conocimientos y tecnologías orientados a los procesos  

de producción;
m. Apoyar el fomento a la producción nacional en todos los sectores, en especial para garantizar la  

soberanía alimentaria y la soberanía energética que genere empleo y valor agregado; y,
n.  Desarrollar servicios financieros públicos para la democratización del  crédito que faciliten el  

acceso al financiamiento, capital y tecnología para la realización de actividades productivas,  
especialmente de los grupos tradicionalmente excluidos de estos servicios financieros.

 Las  iniciativas  que  se  buscan  fomentar  con  estos  mecanismos  serán  aquellas  que  realicen  
transformación productiva y agregación de valor.  El  reglamento a este Código establecerá los  
parámetros  técnicos  y  requisitos que deberán cumplir  los particulares y  las  empresas  que se  
involucren en estos procesos.

CRE: 
Art. 281.- La soberanía alimentaria constituye un objetivo estratégico y una obligación del Estado  
para  garantizar  que  las  personas,  comunidades,  pueblos  y  nacionalidades  alcancen  la  
autosuficiencia de alimentos sanos y culturalmente apropiado de forma permanente.
 Para ello, será responsabilidad del Estado:
1. Impulsar  la  producción,  transformación  agroalimentaria  y  pesquera  de  las  pequeñas  y  

medianas unidades de producción, comunitarias y de la economía social y solidaria.
2. Adoptar políticas fiscales, tributarias y arancelarias que protejan al sector agroalimentario y  

pesquero nacional, para evitar la dependencia de importaciones de alimentos.
3. Fortalecer  la  diversificación  y  la  introducción  de  tecnologías  ecológicas  y  orgánicas  en  la  

producción agropecuaria.
4. Promover políticas redistributivas que permitan el acceso del campesinado a la tierra, al agua y  

otros recursos productivos.
5. Establecer  mecanismos  preferenciales  de  financiamiento  para  los  pequeños  y  medianos  

productores y productoras, facilitándoles la adquisición de medios de producción.
6. Promover la preservación y recuperación de la agrobiodiversidad y de los saberes ancestrales  

vinculados a ella; así como el uso, la conservación e intercambio libre de semillas.
7. Precautelar que los animales destinados a la alimentación humana estén sanos y sean criados  

en un entorno saludable.
8. Asegurar el desarrollo de la investigación científica y de la innovación tecnológica apropiadas  

para garantizar la soberanía alimentaria.
9. Regular  bajo  normas  de  bioseguridad  el  uso  y  desarrollo  de  biotecnología,  así  como  su  

experimentación, uso y comercialización.



10. Fortalecer el desarrollo de organizaciones y redes de productores y de consumidores, así como  
las de comercialización y distribución de alimentos que promueva la equidad entre espacios  
rurales y urbanos.

11. Generar sistemas justos y solidarios de distribución y comercialización de alimentos. Impedir  
prácticas monopólicas y cualquier tipo de especulación con productos alimenticios.

12. Dotar de alimentos a las poblaciones víctimas de desastres naturales o antrópicos que pongan  
en  riesgo  el  acceso  a  la  alimentación.  Los  alimentos  recibidos  de  ayuda  internacional  no  
deberán afectar la salud ni el futuro de la producción de alimentos producidos localmente.

13. Prevenir y proteger a la población del consumo de alimentos contaminados o que pongan en  
riesgo su salud o que la ciencia tenga incertidumbre sobre sus efectos.

14. Adquirir alimentos y materias primas para programas sociales y alimenticios, prioritariamente a  
redes asociativas de pequeños productores y productoras.

Artículo 4.- Principios.- Las personas y organizaciones amparadas por esta Ley, 
en el ejercicio de sus actividades, se guiarán por los siguientes principios, según 
corresponda:
a) La búsqueda del buen vivir y del bien común;
b) La prelación del trabajo sobre el capital y de los intereses colectivos sobre los 

individuales;
c) El comercio justo y consumo ético y responsable:
d) La equidad de género;
e) El respeto a la identidad cultural;
f) La autogestión;
g) La responsabilidad social y ambiental, la solidaridad y rendición de cuentas; y,
h) La distribución equitativa y solidaria de excedentes.

CRE: 
Art. 320.- En las diversas formas de organización de los procesos de producción se estimulará una  
gestión participativa, transparente y eficiente.
 La  producción,  en  cualquiera  de  sus  formas,  se  sujetará  a  principios  y  normas  de  calidad,  
sostenibilidad, productividad sistémica, valoración del trabajo y eficiencia económica y social.

Art. 340.- El sistema nacional de inclusión y equidad social es el conjunto articulado y coordinado  
de  sistemas,  instituciones,  políticas,  normas,  programas y  servicios  que aseguran  el  ejercicio,  
garantía y exigibilidad de los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los  
objetivos del régimen de desarrollo.
 El sistema se articulará al Plan Nacional de Desarrollo y al sistema nacional descentralizado de  
planificación  participativa;  se  guiará  por  los  principios  de  universalidad,  igualdad,  equidad,  
progresividad, interculturalidad, solidaridad y no discriminación; y funcionará bajo los criterios de  
calidad, eficiencia, eficacia, transparencia, responsabilidad y participación.
 El  sistema se compone de los ámbitos  de la  educación,  salud,  seguridad social,  gestión de  
riesgos, cultura física y deporte, hábitat y vivienda, cultura, comunicación e información, disfrute del  
tiempo libre, ciencia y tecnología, población, seguridad humana y transporte.

Art. 341.-  El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus habitantes a lo  
largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en  
particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos  
grupos  que  requieran  consideración  especial  por  la  persistencia  de  desigualdades,  exclusión,  
discriminación o violencia, o en virtud de su condición etaria, de salud o de discapacidad.
 La protección integral funcionará a través de sistemas especializados, de acuerdo con la ley. Los  
sistemas especializados se guiarán por sus principios específicos y los del sistema nacional de  
inclusión y equidad social.



 El sistema nacional descentralizado de protección integral de la niñez y la adolescencia será el  
encargado de asegurar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes. Serán parte del  
sistema las instituciones públicas, privadas y comunitarias.

Art. 342.- El Estado asignará, de manera prioritaria y equitativa, los recursos suficientes, oportunos  
y permanentes para el funcionamiento y gestión del sistema.

Artículo  5.-  Acto  Económico  Solidario.- Los  actos  que  efectúen  con  sus 
miembros las organizaciones a las que se refiere esta Ley, dentro del ejercicio de 
las actividades propias de su objeto social, no constituyen actos de comercio o 
civiles sino actos solidarios y se sujetarán a la presente Ley. R: 139; y, Disp. Gen. 
Primera, LOEPS

C.COM.: 
Art. 3.- Son actos de comercio, ya de parte de todos los contratantes, ya de parte de alguno de  
ellos solamente:
1.- La compra o permuta de cosas muebles, hecha con ánimo de revenderlas o permutarlas en la  
misma  forma o  en  otra  distinta;  y  la  reventa  o  permuta  de  estas  mismas  cosas.  Pertenecen  
también a la jurisdicción mercantil las acciones contra los agricultores y criadores, por la venta de  
los frutos de sus cosechas y ganados, más no las intentadas contra los comerciantes para el pago  
de lo que hubieren comprado para su uso y consumo particular, o para el de sus familias;
2.- La compra y la venta de un establecimiento de comercio, y de las acciones de una sociedad  
mercantil;
3.- La comisión o mandato comercial;
4.-  Las  empresas  de  almacenes,  tiendas,  bazares,  fondas,  cafés  y  otros  establecimientos  
semejantes;
5.- El transporte por tierra, ríos o canales navegables, de mercancías o de personas que ejerzan el  
comercio o viajen por alguna operación de tráfico;
6.- El depósito de mercaderías, las agencias de negocios mercantiles y las empresas de martillo;
7.- El seguro;
8.- Todo lo concerniente a letras de cambio o pagarés a la orden, aún entre no comerciantes; las  
remesas de dinero de una plaza a otra, hechas en virtud  de un contrato de cambio, y todo lo  
concerniente a libranzas  entre comerciantes solamente, o por actos de comercio de parte del que  
suscribe la libranza;
9.- Las operaciones de banco;
10.- Las operaciones de correduría;
11.- Las operaciones de bolsa;
12.- Las operaciones de construcción y carena de naves, y la compra o venta de naves o de  
aparejos y vituallas;
13.- Las asociaciones de armadores;
14.- Las expediciones, transportes, depósitos o consignaciones marítimas;
15.- Los fletamentos, préstamos a la gruesa y más contratos concernientes al comercio marítimo;  
y,
16.- Los hechos que producen obligación en los casos de averías, naufragios y salvamento.

C.C.: 
Art. 18.- Los jueces no pueden suspender ni denegar la administración de justicia por oscuridad o  
falta de ley. En tales casos juzgarán atendiendo a las reglas siguientes:
1a.- Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consultar  
su espíritu.
 Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o  
espíritu claramente manifestados en ella misma, o en la historia fidedigna de su establecimiento;
2a.- Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de  
las  mismas  palabras;  pero  cuando  el  legislador  las  haya  definido  expresamente  para  ciertas  
materias, se les dará en éstas su significado legal;



3a.- Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los que  
profesan la misma ciencia o arte, a menos que aparezca claramente que se han tomado en sentido  
diverso;
4a.- El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que  
haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía.
Los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si  
versan sobre el mismo asunto;.../...

Artículo 6.- Registro.- Las personas y organizaciones amparadas por esta Ley, 
deberán inscribirse en el Registro Público que estará a cargo del ministerio de 
Estado que tenga a su cargo los registros sociales. El registro habilitará el acceso 
a los beneficios de la presente Ley.

Reglamento: 
Artículo 9.- Notificación para registro.-  La Superintendencia, una vez emitida la resolución de  
concesión de personalidad jurídica de una organización, comunicará del particular al Ministerio de  
Coordinación de Desarrollo Social, para el registro correspondiente.

Artículo  10.-  Registro  Público.-  El  Ministerio  de  Coordinación  de  Desarrollo  Social,  será  el  
responsable del Registro Público de las personas y organizaciones, sujetas a la Ley, que se llevará  
en forma numérica y secuencial.
 Los  emprendimientos  unipersonales,  familiares  o  domésticos  se  registrarán  presentando  una  
declaración suscrita por el titular de la unidad, en la que conste el tipo de actividad, los nombres y  
apellidos de los integrantes y copia de la cédula.
 Los emprendimientos unipersonales, familiares o domésticos, cuyos titulares sean ciudadanos en  
situación de movilidad, deberán presentar además, el pasaporte y el documento que acredite el  
estatus migratorio, cuando sea procedente.
 Los comerciantes minoristas y artesanos se registrarán presentando el documento que acredite el  
cumplimiento de las condiciones previstas en la Ley.

Artículo 12.- Autorización de funcionamiento.-  La Superintendencia, simultáneamente con el  
registro de directivos y representante legal,  emitirá la autorización de funcionamiento que será  
exhibida  en  la  oficina  principal  de  la  organización.  En  la  misma  forma  se  procederá  con  la  
autorización de funcionamiento de oficinas operativas.

Artículo  136.-  Certificación  de  cumplimiento  de  obligaciones.-  Las  organizaciones  de  la  
Economía Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, para acceder a los beneficios que  
les  otorgue  la  legislación  nacional,  acreditarán  su  inscripción  en  el  Registro  Público  
correspondiente y adjuntarán una certificación de encontrarse activas y en cumplimiento de sus  
obligaciones, concedida por la Superintendencia.
  El certificado de cumplimiento de obligaciones tendrá una validez por un año.

Artículo  7.-  Glosario.- Para  los  fines  de  la  presente  Ley,  se  aplicarán  las 
siguientes denominaciones:
a) Organizaciones del sector asociativo, como “asociaciones”;
b) Organizaciones del sector cooperativista, como “cooperativas”;
c) Comité  Interinstitucional  de  la  Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  sector 

Financiero Popular y Solidario, como “Comité Interinstitucional”;
d) Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, como “Superintendencia”;
e) Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria, como “Instituto”;
f) Junta de Regulación del Sector Financiero Popular y Solidario, como “Junta de 

Regulación”; y,



g) Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias, como “Corporación”.

Título II
De la Economía Popular y Solidaria

Capítulo I
De las Formas de Organización de la Economía Popular y Solidaria

Artículo 8.- Formas de Organización.- Para efectos de la presente Ley, integran 
la Economía Popular y Solidaria las organizaciones conformadas en los Sectores 
Comunitarios,  Asociativos  y  Cooperativistas,  así  como  también  las  Unidades 
Económicas Populares. R: 10, 124, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 13.- Transformación.- Las organizaciones amparadas por la Ley, podrán transformarse  
en otra de las formas previstas en la misma, mediante la aprobación de, al menos, las dos terceras  
partes del máximo órgano de gobierno, en sesión convocada especialmente para el efecto.

(Disp. Trans.) QUINTA.- Las cooperativas de servicios educacionales, en el tiempo que señala la  
Ley, adecuarán sus estatutos, organización y funcionamiento, a una de las formas cooperativas  
constantes en este reglamento, caso contrario, deberán constituirse como otra forma jurídica, bajo  
pena de disolución de la cooperativa.

COPCI: 
Art. 1.- Ámbito.- Se rigen por la presente normativa todas las personas naturales y jurídicas y  
demás formas asociativas que desarrollen una actividad productiva, en cualquier parte del territorio  
nacional.
 El ámbito de esta normativa abarcará en su aplicación el  proceso productivo en su conjunto,  
desde  el  aprovechamiento  de  los  factores  de  producción,  la  transformación  productiva,  la  
distribución y  el  intercambio  comercial,  el  consumo,  el  aprovechamiento de las  externalidades  
positivas y políticas que desincentiven las externalidades negativas. Así también impulsará toda la  
actividad productiva a nivel  nacional,  en todos sus niveles de desarrollo y a los actores de la  
economía popular  y  solidaria;  así  como la  producción de bienes  y  servicios realizada por  las  
diversas formas de organización de la producción en la economía, reconocidas en la Constitución  
de  la  República.  De  igual  manera,  se  regirá  por  los  principios  que  permitan  una  articulación  
internacional  estratégica,  a  través  de  la  política  comercial,  incluyendo  sus  instrumentos  de  
aplicación y aquellos que facilitan el comercio exterior, a través de un régimen aduanero moderno  
transparente y eficiente.

Artículo 9.- Personalidad Jurídica.- Las organizaciones de la Economía Popular 
y Solidaria se constituirán como personas jurídicas, previo el cumplimiento de los 
requisitos que contemplará el Reglamento de la presente Ley.

Reglamento: 
Artículo 2.- Asamblea Constitutiva.-  Para constituir una de las organizaciones sujetas a la Ley,  
se realizará una asamblea constitutiva con las personas interesadas, quienes, en forma expresa,  
manifestarán su deseo de conformar la organización y elegirán un directorio provisional integrado  
por un presidente, un secretario y un tesorero, que se encargarán de gestionar la aprobación del  
estatuto social y la obtención de personalidad jurídica ante la Superintendencia.



Artículo 3.- Acta constitutiva.- El acta de la asamblea constitutiva a que se refiere el artículo  
anterior, contendrá lo siguiente:
1.Lugar y fecha de constitución;
2.Expresión libre y voluntaria de constituir la organización;
3.Denominación, domicilio y duración;
4.Objeto social;
5.Monto inicial del fondo o capital social;
6.Nombres, apellidos, nacionalidad, número de cédula de identidad de los fundadores;
7.Nómina de la directiva provisional; y,
8.Firma de todos los integrantes fundadores.

 La  personalidad  jurídica  se  otorgará  mediante  acto  administrativo  del 
Superintendente que se inscribirá en el Registro Público respectivo.

Reglamento: 
Artículo 8.- Trámite de aprobación.- La Superintendencia, si la documentación cumple con los  
requisitos exigidos en el presente Reglamento admitirá a trámite la solicitud de constitución. En el  
término de treinta días, la Superintendencia efectuará el análisis de la documentación y, en caso  
de ser necesario, realizará una verificación in situ, luego de lo cual elaborará la resolución que  
niegue o conceda la personalidad jurídica a la organización y, en este último caso, notificará al  
Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social para su inscripción en el Registro Público.
 Si la documentación no cumpliere con los requisitos exigidos, se concederá un término de treinta  
días  adicionales  para  completarla;  y,  en  caso  de  no  hacerlo,  dispondrá  la  devolución  de  la  
documentación.
 La Superintendencia mediante resolución, negará el otorgamiento de personalidad jurídica a una  
cooperativa, cuando determine que su constitución no es viable, por las causas establecidas en el  
informe técnico respectivo.

 Las organizaciones en el ejercicio de sus derechos y obligaciones actuarán a su 
nombre y no a nombre de sus socios.

C.C.: 
Art. 565.- No son personas jurídicas las fundaciones o corporaciones que no se hayan establecido  
en virtud de una ley, o que no hayan sido aprobadas por el Presidente de la República.

Art. 568.- Lo que pertenece a una corporación, no pertenece, ni en todo ni en parte, a ninguno de  
los individuos que la componen; y recíprocamente las deudas de una corporación no dan a nadie  
derecho para demandarlas,  en todo o en parte,  a ninguno de los individuos que componen la  
corporación,  ni  dan  acción  sobre  los  bienes  propios  de  ellos,  sino  sobre  los  bienes  de  la  
corporación.
  Sin embargo, los miembros pueden, expresándolo, obligarse en particular, al mismo tiempo que la  
corporación  se  obliga  colectivamente;  y  la  responsabilidad  de  los  miembros  será  entonces  
solidaria, si se estipula expresamente la solidaridad.
  Pero  la  responsabilidad  no  se  extiende  a  los  herederos,  sino  cuando  los  miembros  de  la  
corporación los hayan obligado expresamente.
  Si una corporación no tiene existencia legal, según el Art. 565, sus actos colectivos obligan a  
todos y cada uno de sus miembros solidariamente.

Art. 1957.- Sociedad o compañía es un contrato en que dos o más personas estipulan poner algo  
en común, con el fin de dividir entre sí los beneficios que de ello provengan.
  La sociedad forma una persona jurídica, distinta de los socios individualmente considerados.

 En el caso de las cooperativas, el procedimiento de constitución, los mínimos de 
socios y capital social, serán fijados en el Reglamento de esta Ley, tomando en 



cuenta  la  clase  de  cooperativa,  el  vínculo  común  de  sus  socios  y  el  ámbito 
geográfico de sus operaciones. R: 21, LOEPS

Reglamento: 
Artículo  11.-  Personalidad  jurídica.-  La  personalidad  jurídica  otorgada  a  las  organizaciones  
amparadas por la Ley, les confiere la capacidad legal para adquirir derechos, contraer obligaciones  
y acceder a los beneficios que la Ley les concede, en el ejercicio de las actividades de su objeto  
social.

(Disp. Gen.) PRIMERA.- El otorgamiento de personalidad jurídica a las organizaciones amparadas  
por  la  Ley,  les  concede  exclusividad  para  el  uso  en  su  razón  social,  de  la  denominación,  
expresiones  o  siglas  que  les  identifique  como  “organización  comunitaria,  asociación  EPS,  o  
cooperativa”.
 Se prohíbe expresamente a otras instituciones que no se encuentren amparadas por la Ley, la  
utilización de términos o frases que causen confusión de cualquier naturaleza con organizaciones  
de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario.

LPI: 
Art. 1.- El Estado reconoce, regula y garantiza la propiedad intelectual adquirida de conformidad  
con la ley, las decisiones de la Comisión de la Comunidad Andina y los convenios internacionales  
vigentes en el Ecuador.
 La propiedad intelectual comprende:
1. Los derechos de autor y derechos conexos;
2. La propiedad industrial, que abarca, entre otros elementos, los siguientes:
a) Las invenciones;
b) Los dibujos y modelos industriales;
c) Los esquemas de trazado (topografías) de circuitos integrados;
d) La información no divulgada y los secretos comerciales e industriales;
e) Las marcas de fábrica, de comercio, de servicios y los lemas comerciales;
f) Las apariencias distintivas de los negocios y establecimientos de comercio;
g) Los nombres comerciales;
h) Las indicaciones geográficas; e,
i) Cualquier otra creación intelectual que se destine a un uso agrícola, industrial o comercial.../...

Artículo 10.- Capital de riesgo y organizaciones mixtas.- El Estado Central y 
los  Gobiernos Autónomos Descentralizados participarán en la  conformación de 
capitales de riesgo y de organizaciones mixtas de economía popular y solidaria a 
través de mecanismos legales y financieros idóneos. El carácter temporal de las 
inversiones efectuadas por el Estado deberá ser previamente acordado, tanto en 
tiempo cuanto en forma; privilegiando los procesos de desinversión del Estado en 
organizaciones donde es o será miembro, asociado o socio en forma parcial, a 
favor  de  la  y  las  comunidades  en  cuyos  territorios  tales  emprendimientos  se 
desarrollen, dentro de las condiciones y plazos establecidas en cada proyecto. R: 
8, 124, 134, 136, LOEPS

RCOPCI: 
Artículo 131.- De empresas de propiedad del Estado a favor de los ciudadanos.-  El Estado 
podrá, desinvertir las acciones de su propiedad a favor de los ciudadanos, utilizando para ello los  
siguientes mecanismos:
1.- Aquellos establecidos en la normativa que rige el mercado de valores;
2.- Rondas de promoción focalizadas en zonas de influencia de la empresa; y,
3.- Aquellos que permitan la intervención comunitaria o asociativa.



Artículo  11.-  Competencia  desleal.- Los  miembros,  asociados  y  socios,  bajo 
pena de exclusión, no podrán competir con la organización a que pertenezcan, 
realizando  la  misma  actividad  económica  que  ésta,  ni  por  sí  mismos,  ni  por 
intermedio de terceros.

Reglamento: 
(Disp. Gen.) SEGUNDA.- Los integrantes de las organizaciones amparadas por la Ley, incurrirán  
en  competencia  desleal,  cuando  tengan  la  calidad  de  socios,  accionistas,  administradores,  
arrendatarios, apoderados de socios o accionistas de empresas privadas con idénticos fines.

CdT: 
Art. 46.- Prohibiciones al trabajador.- Es prohibido al trabajador: …/...
g)  Hacer  competencia  al  empleador  en  la  elaboración  o  fabricación  de  los  artículos  de  la  
empresa;.../...

Artículo 12.-  Información.-  Para ejercer el  control  y con fines estadísticos las 
personas  y  organizaciones  registradas  presentarán  a  la  Superintendencia, 
información periódica relacionada con la  situación económica y de gestión,  de 
acuerdo con lo que disponga el Reglamento de la presente Ley y cualquier otra 
información inherente al uso de los beneficios otorgados por el Estado. R: 14, 120, 
169, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 55.- Resolución de la Superintendencia.- La Superintendencia, podrá resolver, de oficio, o a  
petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente liquidación de una cooperativa,  
por las causales previstas en el artículo 57 de la Ley o una de las siguientes: 1.../..; y,
2. Por la falta de remisión de los informes que le fueren requeridos por la Superintendencia.

Artículo  13.-  Normas contables.- Las  organizaciones,  sujetas  a  esta  Ley  se 
someterán  en  todo  momento  a  las  normas  contables  dictadas  por  la 
Superintendencia,  independientemente  de  la  aplicación  de  las  disposiciones 
tributarias existentes. R: 167.g), LOEPS

Reglamento: 
(Disp. Trans.) NOVENA.-  El Superintendente, dentro de los ciento ochenta días siguientes a su  
posesión,  emitirá  el  catálogo  único  de  cuentas,  al  que  deberán  adecuar  su  contabilidad  las  
organizaciones sometidas a su control.

LORTI: 
Art. 19.- Obligación de llevar contabilidad.- Están obligadas a llevar contabilidad y declarar el  
impuesto en base a los resultados que arroje la misma todas las sociedades. También lo estarán  
las personas naturales y sucesiones indivisas que al primero de enero operen con un capital o  
cuyos ingresos brutos o gastos anuales del  ejercicio inmediato anterior,  sean superiores a los  
límites que en cada caso se establezcan en el Reglamento, incluyendo las personas naturales que  
desarrollen actividades agrícolas, pecuarias, forestales o similares.
 Las personas naturales que realicen actividades empresariales y que operen con un capital u  
obtengan ingresos  inferiores  a  los  previstos  en  el  inciso  anterior,  así  como  los  profesionales,  
comisionistas, artesanos, agentes, representantes y demás trabajadores autónomos deberán llevar  
una cuenta de ingresos y egresos para determinar su renta imponible.

Art. 20.- Principios generales.-  La contabilidad se llevará por el sistema de partida doble, en  
idioma castellano y en dólares de los Estados Unidos de América, tomando en consideración los  



principios contables de general aceptación, para registrar el movimiento económico y determinar el  
estado de situación financiera y los resultados imputables al respectivo ejercicio impositivo.

Art. 21.- Estados financieros.- Los estados financieros servirán de base para la presentación de  
las declaraciones de impuestos, así como también para su presentación a la Superintendencia de  
Compañías  y  a  la  Superintendencia  de  Bancos  y  Seguros,  según  el  caso.  Las  entidades  
financieras así como las entidades y organismos del sector público que, para cualquier trámite,  
requieran conocer sobre la situación financiera de las empresas, exigirán la presentación de los  
mismos estados financieros que sirvieron para fines tributarios.

RALORTI: 
Art.  37.-  Contribuyentes  obligados  a  llevar  contabilidad.-  Todas  las  sucursales  y  
establecimientos permanentes de compañías extranjeras y las sociedades definidas como tales en  
la Ley de Régimen Tributario Interno, están obligadas a llevar contabilidad.

Art. 39.- Principios generales.- La contabilidad se llevará por el sistema de partida doble, en  
idioma castellano y en dólares de los Estados Unidos de América.

NOTA: En la Parte II de este documento se encuentran, en detalle, los contenidos legales sobre el  
tema tributario de las organizaciones de economía solidaria (NdE). 

Artículo  14.-  Disolución  y  Liquidación.- Las  organizaciones  se  disolverán  y 
liquidarán  por  voluntad  de  sus  integrantes,  expresada  con  el  voto  de  las  dos 
terceras partes de sus integrantes, y por las causales establecidas en la presente 
Ley y en el procedimiento estipulado en su estatuto social. R: 57, 60, LOEPS
 Los resultados de la disolución y liquidación, en forma documentada, se pondrán 
en conocimiento de la Superintendencia, a fin de proceder a la cancelación de su 
registro público. La Superintendencia podrá supervisar la disolución y liquidación 
de las organizaciones. R: 12, 169, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 14.- Disolución voluntaria.- La disolución voluntaria de las organizaciones sujetas a la  
Ley y la designación del liquidador, serán resueltas en sesión del máximo órgano de gobierno,  
convocada, expresamente para el efecto y con el voto de al menos las dos terceras partes de sus  
integrantes.
 En el acta de la sesión constarán el nombre del liquidador, los nombres, apellidos, número de  
cédula y firma de los asistentes. Una copia certificada del acta, será puesta en conocimiento de la  
Superintendencia. R: 50, LOEPS

Artículo 17.- Cancelación de registro.-  La Superintendencia, una vez que apruebe el informe 
final  del  liquidador,  dispondrá  la  cancelación  del  registro  de  la  organización,  declarándola  
extinguida de pleno derecho y notificando del particular al Ministerio de Coordinación de Desarrollo  
Social, para que, igualmente, cancele su registro en esa entidad.

Sección 1
De las Organizaciones del Sector Comunitario

Artículo 15.- Sector Comunitario.- Es el conjunto de organizaciones, vinculadas 
por relaciones de territorio, familiares, identidades étnicas, culturales, de género,  
de cuidado de la naturaleza,  urbanas o rurales;  o,  de comunas,  comunidades, 
pueblos y nacionalidades que, mediante el trabajo conjunto, tienen por objeto la 



producción,  comercialización,  distribución  y  el  consumo  de  bienes  o  servicios 
lícitos y socialmente necesarios, en forma solidaria y auto gestionada, bajo los 
principios de la presente Ley. R: 135, 136 LOEPS

Reglamento:  Artículo  5.-  Requisitos  organizaciones  comunitarias.-  Las  organizaciones 
comunitarias, para la obtención de personalidad jurídica presentarán ante la Superintendencia una  
solicitud, junto con el acta constitutiva, suscrita, al menos, por diez miembros fundadores y copia  
de la cédula de identidad del representante provisional y el certificado de depósito del aporte del  
fondo social inicial por el monto fijado por el Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social.

COPCI: 
Art. 4.- Fines.- La presente legislación tiene, como principales, los siguientes fines: .../...
r. Incorporar  como un  elemento  transversal  en todas  las  políticas  productivas,  el  enfoque de  

género y de inclusión económica de las actividades productivas de pueblos y nacionalidades;..

LOIPIE: 
Art. 13.- Son objetivos y atribuciones del FODEPI, los siguientes:
a) Promover el  desarrollo de los sistemas financieros,  capacidad técnica y empresarial  de las  
nacionalidades y pueblos indígenas;
b)  Fortalecer  el  desarrollo  económico  y  financiero  de  las  empresas  comunitarias  y  de  
autogestión;.../...
e)  Implementar  sistemas  de  crédito  a  través  de  empresas  económicas  comunitarias  o  de  

autogestión.

RLNPIE: 
Art.  4.- Definiciones.- Para efectos de aplicación de este instrumento, se entenderá por: .../...
d) Comunas o Comunidades Indígenas.- Es una forma nuclear de organización territorial  de  
base, constituido por un conjunto de familias o parentesco familiares, ancestralmente asentadas en  
un territorio determinado. Se denominan también Ayllus o centros,  es el  espacio en donde se  
ejerce el gobierno comunitario a través de sus propias autoridades. Mantienen un modo de vida  
basado en una práctica colectiva común de reciprocidad y solidaridad. Pertenecen y forman parte  
de un pueblo, nacionalidad o nación originaria.

Art.   11.-  Organizaciones sociales.-  Las otras formas de organizaciones sociales que van a  
funcionar dentro de las comunas, comunidades, centros, de pueblos, nacionalidades o naciones  
indígenas, previa autorización de la misma presentarán los siguientes documentos:
a) Dos (2) ejemplares del estatuto redactado en el idioma propio de la nación o nacionalidad a la  

que se pertenece y en el idioma de relación intercultural, debidamente aprobado y codificado,  
con la certificación del Secretario o Secretaria de la organización;

b)  Acta  de  reconocimiento  o  aval  de  la  comunidad,  pueblo  u  organización  indígena  zonal  o  
provincial a la que se pertenece y donde funcionará;

c) Acta de constitución y aprobación del estatuto por la asamblea general de la organización. El  
acta estará firmada por todos los asistentes a la asamblea general y debidamente certificada  
por el Secretario o Secretaria;

d) Nómina mínimo de 15 socios que integran la organización. Deberán adjuntar la fotocopia de la  
cédula y certificado de votación de cada uno; y,

e) Nómina de la Directiva, señalando el periodo de duración.  Deberá adjuntar fotocopia de la  
cédula de ciudadanía y certificado de votación de cada uno de los miembros de la Directiva.

LORSA: 
Artículo 16. Producción pesquera y acuícola.- El Estado fomentará la producción pesquera y  
acuícola  sustentable,  y  establecerá  las  normas de  protección  de  los  ecosistemas.  Las  tierras  
ilegalmente ocupadas y explotadas por personas naturales o jurídicas, camaroneras y acuícolas,  
serán  revertidas  al  Estado  de  no  solicitarse  su  regularización  en  el  plazo  de  un  año,  de  



conformidad  con  las  normas  vigentes  en  la  materia,  con  el  fin  de  garantizar  procesos  de  
repoblamiento y recuperación del manglar.
 Serán  revertidas  al  Estado  las  zonas  ocupadas  en  áreas  protegidas,  sin  que  éstas  puedan  
regularizarse.
 El  Estado protegerá a los pescadores artesanales y recolectores comunitarios y estimulará la  
adopción de prácticas sustentables de reproducción en cautiverio de las especies de mar, río y  
manglar.  Se  prohíbe  la  explotación  industrial  de  estas  especies  en  ecosistemas  sensibles  y  
protegidos.

CRE: 
Art.  56.-  Las comunidades,  pueblos,  y  nacionalidades indígenas,  el  pueblo  afroecuatoriano,  el  
pueblo montubio y las comunas forman parte del Estado ecuatoriano, único e indivisible.

Art.  57.- Se  reconoce  y  garantizará  a  las  comunas,  comunidades,  pueblos  y  nacionalidades  
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás  
instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: .../...
9. Conservar  y  desarrollar  sus  propias  formas  de  convivencia  y  organización  social,  y  de  

generación  y  ejercicio  de la  autoridad,  en  sus  territorios  legalmente  reconocidos  y  tierras  
comunitarias de posesión ancestral.../...

15. Construir  y  mantener  organizaciones  que  los  representen,  en  el  marco  del  respeto  al  
pluralismo y a la diversidad cultural, política y organizativa. El Estado reconocerá y promoverá  
todas sus formas de expresión y organización.

Art.  58.- Para fortalecer  su identidad,  cultura,  tradiciones y  derechos,  se reconocen al  pueblo  
afroecuatoriano  los  derechos  colectivos  establecidos  en  la  Constitución,  la  ley  y  los  pactos,  
convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos.

Art.  59.- Se  reconocen  los  derechos colectivos  de  los  pueblos  montubios  para  garantizar  su  
proceso de desarrollo humano integral, sustentable y sostenible, las políticas y estrategias para su  
progreso y sus formas de administración asociativa, a partir del conocimiento de su realidad y el  
respeto a su cultura, identidad y visión propia, de acuerdo con la ley.

DNUSDPI: 
Artículo 5: Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones  
políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar  
plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado.

Artículo 20:  1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus sistemas o  
instituciones políticos,  económicos y sociales,  a que se les asegure el  disfrute de sus propios  
medios de subsistencia y desarrollo y a dedicarse libremente a todas sus actividades económicas  
tradicionales y de otro tipo.
2. Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho  

a una reparación justa y equitativa.

Artículo 21: 1. Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación alguna, al mejoramiento  
de sus condiciones económicas y sociales, entre otras esferas, en la educación, el empleo, la  
capacitación  y  el  readiestramiento  profesionales,  la  vivienda,  el  saneamiento,  la  salud  y  la  
seguridad social.
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces y, cuando proceda, medidas especiales para asegurar  

el  mejoramiento continuo de sus condiciones económicas y  sociales.  Se prestará particular  
atención a los derechos y necesidades especiales de los ancianos, las mujeres, los jóvenes, los  
niños y las personas con discapacidad indígenas.

C-169 OIT: 
Artículo 7: a) Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades  
en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias,  



instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de  
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además,  
dichos  pueblos  deberán  participar  en  la  formulación,  aplicación  y  evaluación  de  los  planes  y  
programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.

Artículo 23: 1. La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales y  
relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza, la pesca,  
la  caza  con  trampas  y  la  recolección,  deberán  reconocerse  como  factores  importantes  del  
mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la participación  
de esos pueblos, y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar por que se fortalezcan y  
fomenten dichas actividades.
2. A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando sea posible, una asistencia  

técnica  y  financiera  apropiada  que  tenga  en  cuenta  las  técnicas  tradicionales  y  las  
características  culturales  de  esos  pueblos  y  la  importancia  de  un  desarrollo  sostenido  y  
equitativo.

CRE: 
Art.  318.-  El  agua  es  patrimonio  nacional  estratégico  de  uso  público,  dominio  inalienable  e  
imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y para la existencia de  
los seres humanos. Se prohíbe toda forma de privatización del agua.
 La  gestión  del  agua  será  exclusivamente  pública  o  comunitaria.  El  servicio  público  de  
saneamiento,  el  abastecimiento  de  agua  potable  y  el  riego  serán  prestados  únicamente  por  
personas jurídicas estatales o comunitarias.
 El Estado fortalecerá la gestión y funcionamiento de las iniciativas comunitarias en torno a la  
gestión del agua y la prestación de los servicios públicos, mediante el incentivo de alianzas entre lo  
público y comunitario para la prestación de servicios.
 El Estado, a través de la autoridad única del agua, será el responsable directo de la planificación y  
gestión de los recursos hídricos que se destinarán a consumo humano, riego que garantice la  
soberanía alimentaria, caudal ecológico y actividades productivas, en este orden de prelación. Se  
requerirá  autorización del  Estado para el  aprovechamiento del  agua con fines productivos por  
parte de los sectores público, privado y de la economía popular y solidaria, de acuerdo con la ley.

Artículo  16.-  Estructura  interna.- Las  organizaciones  del  Sector  Comunitario 
adoptarán,  la  denominación,  el  sistema  de  gobierno,  control  interno  y 
representación que mejor convenga a sus costumbres, prácticas y necesidades, 
garantizando  su  modelo  de  desarrollo  económico  endógeno  desde  su  propia 
conceptualización y visión.  R: 167.a), 175, 179; Disp. Gen. Primera, Séptima, 
LOEPS

RLNPIE: 
Art.   14.-  Las  competencias,  atribuciones,  fines  y  objetivos  de  las  naciones,  nacionalidades,  
pueblos, comunas o comunidades indígenas o ancestrales, serán todas aquellas reconocidas y  
garantizadas en la Constitución e instrumentos internacionales de derechos humanos, los mismos  
que serán incorporados en sus respectivos estatutos.

(Disp.  Gen.)  PRIMERA.- Las  naciones,  nacionalidades,  pueblos,  comunas  y  comunidades  
indígenas, en su condición de titulares de los derechos colectivos, al amparo del Art. 57 numerales  
9 y 15 de la Constitución de la República, podrán legalmente autorizar la creación y funcionamiento  
de  cualquiera  de  las  formas  de  organizaciones  sociales,  culturales,  económicas,  educativas,  
políticas, espirituales, medicinales u otras, según su derecho propio o consuetudinario y su propia  
cosmovisión, que funcionarán dentro de sus respectivas tierras y territorios, así como reconocer a  
sus directivas.



Artículo  17.-  Fondo  Social.- Para  el  cumplimiento  de  sus  objetivos,  las 
organizaciones del Sector Comunitario, contarán con un fondo social  variable y 
constituido  con  los  aportes  de sus miembros,  en  numerario,  trabajo  o  bienes, 
debidamente avaluados por su máximo órgano de gobierno. También formarán 
parte del fondo social, las donaciones, aportes o contribuciones no reembolsables 
y legados que recibieren estas organizaciones.
 En el caso de bienes inmuebles obtenidos mediante donación, éstos no podrán 
ser objeto de reparto en caso de disolución y se mantendrán con el fin social que 
produjo la donación. R: 20, LOEPS

Reglamento: 
Artículo  90.-  Entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y  bancos  comunales.-  Son 
organizaciones  que  pertenecen  al  Sector  Financiero  Popular  y  Solidario,  que  realizan  sus  
actividades,  exclusivamente,  en los  recintos,  comunidades,  barrios  o  localidades en donde se  
constituyen  y  se  pueden  financiar,  con  sus  propios  recursos  o  con  fondos  provenientes  de  
programas o proyectos ligados al desarrollo de sus integrantes.
 Ejercerán su actividad exclusivamente en un área de influencia que no afecte a otras entidades  
financieras con estos fines o propósitos.

Artículo 92.- Constitución, organización y funcionamiento.- La constitución y organización de  
las entidades asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales y cajas de ahorro, se regirá por lo  
dispuesto para las organizaciones comunitarias.
 El  funcionamiento y  actividades de estas organizaciones serán determinados por la  Junta de  
Regulación.

Sección 2
De las Organizaciones del Sector Asociativo

Artículo 18.- Sector Asociativo.- Es el conjunto de asociaciones constituidas por 
personas  naturales  con  actividades  económicas  productivas  similares  o 
complementarias,  con el  objeto de producir,  comercializar  y  consumir  bienes y 
servicios  lícitos  y  socialmente  necesarios,  auto  abastecerse  de  materia  prima, 
insumos,  herramientas,  tecnología,  equipos  y  otros  bienes,  o  comercializar  su 
producción en forma solidaria y auto gestionada bajo los principios de la presente 
Ley.

Reglamento: 
Artículo 4.-  Reserva de denominación.-  Las asociaciones EPS y cooperativas en formación,  
reservarán en la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, el uso de una denominación  
por  el  plazo  de  noventa  días  dentro  de  los  cuales  presentarán  la  documentación  para  el  
otorgamiento de la personalidad jurídica.
 En el caso de las cooperativas de transporte, la reserva se mantendrá vigente por un año.

Artículo 6.- Requisitos asociaciones EPS.- Las asociaciones EPS, por su parte presentarán los  
siguientes documentos:
1. Solicitud de constitución;
2. Reserva de denominación;
3. Acta constitutiva, suscrita por un mínimo de diez asociados fundadores;
4. Lista  de  fundadores,  incluyendo,  nombres,  apellidos,  ocupación,  número  de  cédula,  aporte  

inicial y firma;
5. Estatuto social, en dos ejemplares; y,



6. Certificado de depósito del aporte del capital  inicial,  por el monto fijado por el Ministerio de  
Coordinación de Desarrollo Social, efectuado, preferentemente, en una cooperativa de ahorro y  
crédito.

LORSA: 
Artículo 14.  Fomento de la producción agroecológica y orgánica.- El  Estado estimulará la  
producción agroecológica, orgánica y sustentable, a través de mecanismos de fomento, programas  
de capacitación, líneas especiales de crédito y mecanismos de comercialización en el mercado  
interno y externo, entre otros.
 En  sus  programas  de  compras  públicas  dará  preferencia  a  las  asociaciones  de  los  
microempresarios,  microempresa  o  micro,  pequeños  y  medianos  productores  y  a  productores  
agroecológicos.

Artículo 15. Fomento a la Producción agroindustrial rural asociativa.- El Estado fomentará las  
agroindustrias de los pequeños y medianos productores organizados en forma asociativa.

TULP: 
Art. 64.- La Dirección General de Pesca, promoverá la formación de cooperativas pesqueras y de  
otros tipos de asociación entre los pescadores artesanales concediéndoles asistencia técnica y  
programación de proyectos específicos que permitan su desarrollo.

Artículo 19.- Estructura Interna.- La forma de gobierno y administración de las 
asociaciones constarán en su  estatuto  social,  que preverá  la  existencia de  un 
órgano de gobierno, como máxima autoridad; un órgano directivo; un órgano de 
control interno y un administrador, que tendrá la representación legal; todos ellos 
elegidos por mayoría absoluta, y sujetos a rendición de cuentas, alternabilidad y 
revocatoria del mandato.
 La integración y funcionamiento de los órganos directivos y de control  de las 
organizaciones del sector asociativo, se normará en el Reglamento de la presente 
Ley,  considerando  las  características  y  naturaleza  propias  de  este  sector.  R: 
167.a); Disp. Gen. Séptima, LOEPS

Reglamento: 
Capítulo III

Estructura Interna de las Organizaciones del Sector Asociativo

Artículo  18.-  Órgano de  gobierno.- El  órgano  de  gobierno  de  las  asociaciones  EPS estará  
integrado por todos los asociados, quienes se reunirán, ordinariamente, cuando menos, una vez al  
año y, extraordinariamente, cuantas veces sea necesario. Sus decisiones serán obligatorias, para  
los órganos directivos, de control, administrador y la totalidad de sus integrantes.

Artículo 19.- Órgano Directivo.- El órgano directivo de las asociaciones EPS, será electo por el  
órgano de gobierno y  estará  integrado  por  un mínimo de tres y  máximo de cinco  asociados,  
quienes  se  reunirán,  ordinariamente,  cuando  menos,  una  vez  cada  trimestre  y,  
extraordinariamente,  cuantas  veces  sea  necesario,  previa  convocatoria  efectuada  por  el  
presidente, señalando el orden del día a tratarse.

Artículo 20.- Órgano de Control.- Los integrantes del órgano de control de las asociaciones EPS,  
serán elegidos por el órgano de gobierno, en un número no mayor de tres asociados, quienes se  
reunirán, ordinariamente, cuando menos, una vez cada trimestre y, extraordinariamente, cuantas  
veces sea necesario, previa convocatoria efectuada por el presidente de dicho órgano, señalando  
el orden del día a tratarse.



Artículo 21.- Control Interno.- El control interno de las asociaciones EPS, además del efectuado  
por su propio órgano de control, será ejercido por la auditoría interna cuando sea procedente de  
acuerdo a lo previsto en el presente Reglamento y conforme lo determinado, para el efecto, en las  
cooperativas.

Artículo 22.- Administrador.- El Administrador, bajo cualquier denominación, será elegido por el  
órgano de gobierno y será el representante legal de la asociación EPS.
 Será responsable de cumplir y hacer cumplir a los asociados, las disposiciones emanadas de los  
órganos de gobierno, directivo y de control de la asociación EPS.
 El administrador deberá presentar un informe administrativo y los estados financieros semestrales  
para consideración de los órganos de gobierno y control.
 El Administrador de la asociación EPS está obligado a entregar a los asociados en cualquier  
momento la información que esté a su cargo y que se le requiera.

Artículo 23.- Funcionamiento.- El número de vocales y el período de duración de los órganos  
directivos  y  de  control,  así  como  sus  atribuciones  y  deberes  al  igual  que  las  funciones  del  
administrador constarán en el estatuto social de la asociación.

Artículo 20.-  Capital  Social.- El  capital  social  de estas organizaciones,  estará 
constituido  por  las  cuotas  de  admisión  de  sus  asociados,  las  ordinarias  y 
extraordinarias, que tienen el carácter de no reembolsables, y por los excedentes 
del ejercicio económico.
 En el caso de bienes inmuebles obtenidos mediante donación, no podrán ser 
objeto de reparto en caso de disolución y se mantendrán con el fin social materia 
de la donación. R: 17, LOEPS

Sección 3
De las Organizaciones del Sector Cooperativo

Artículo 21.-  Sector Cooperativo.- Es el  conjunto de cooperativas entendidas 
como  sociedades  de  personas  que  se  han  unido  en  forma  voluntaria  para 
satisfacer sus necesidades económicas, sociales y culturales en común, mediante 
una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática, con personalidad 
jurídica de derecho privado e interés social.
 Las  cooperativas,  en  su  actividad  y  relaciones,  se  sujetarán  a  los  principios 
establecidos  en  esta  Ley  y  a  los  valores  y  principios  universales  del 
cooperativismo y a las prácticas de Buen Gobierno Corporativo.

PRINCIPIOS UNIVERSALES DEL COOPERATIVISMO
• Primer  Principio:  Adhesión  abierta  y  voluntaria:  Las  cooperativas  son  organizaciones  

voluntarias,  abiertas  a  todas  las personas capaces de utilizar  sus servicios  y  dispuestas a  
aceptar las responsabilidades de ser socio/a, sin discriminación social, política, religiosa, racial  
o de sexo.

• Segundo Principio: Control Democrático por parte de los Socios/as: Las cooperativas son 
organizaciones democráticas controladas por sus socios/as, quienes participan activamente en  
la definición de sus políticas y en la toma de decisiones. Los hombres y mujeres seleccionados  
para representar y administrar las cooperativas son responsables ante los socios/as. En las  
cooperativas de primer grado, los socios/as tienen iguales derecho de voto (un socio/un voto), y  
las cooperativas de otros grados se organizan también mediante procedimientos democráticos.

•  Tercer  Principio:  Participación  Económica  de  los  Socios/as:  Los  socios/as  contribuyen 
equitativamente  al  capital  de  sus  cooperativas  y  administran  dicho  capital  en  forma  



democrática. Por lo menos una parte de dicho capital es propiedad común de la cooperativa.  
Normalmente los socios/as reciben una retribución limitada, si es que la hay, sobre el capital  
aportado. Los socios/as asignan los excelentes para todos o alguno de los siguientes fines: el  
beneficio de los socios/as en proporción a sus operaciones con la cooperativa; el apoyo de  
otras actividades aprobadas por los socios/as, y el desarrollo de su cooperativa, mediante la  
posible creación de reservas, las cuales podrían ser, en todo o en parte, indivisibles.

•  Cuarto  Principio:  Autonomía  e  Independencia:  Las  cooperativas  son  organizaciones 
autónomas de ayuda mutua, controladas por sus socios/as. Si entran en acuerdos con otras  
organizaciones, incluidos los gobiernos, o si obtienen capital de fuentes externas, lo hacen en  
términos  que  aseguren  el  control  democrático  por  parte  de  sus  socios  y  mantengan  la  
autonomía de la cooperativa.

• Quinto  Principio:  Educación,  Capacitación  e  Información:  Las  cooperativas  brindan 
educación  y  capacitación  a  sus  socios/as,  a  sus  dirigentes  electos,  sus  gerentes  y  
empleados/as  para  que  pueden  contribuir  eficazmente  al  desarrollo  de  sus  cooperativas.  
Informan al público en general, especialmente a los jóvenes, a los líderes de la comunidad y los  
medios de opinión, en torno a la naturaleza y los beneficios del cooperativismo.

• Sexto Principio: Cooperación entre Cooperativas:Las cooperativas sirven a sus socios/as en  
forma  más  eficaz  y  fortalecen  el  movimiento  cooperativo  al  trabajar  de  forma  integrada  
mediante estructuras locales, nacionales, regionales e internacionales.

• Séptimo  Principio:  Responsabilidad  Social:  Las  cooperativas  trabajan  para  lograr  el  
desarrollo  sostenible  de  sus  comunidades mediante  políticas  aprobadas por  sus  socios/as.  
(Fuente: www.liga.coop)

Nota: El programa Buen Gobierno Corporativo fue creado en Ecuador a finales de 2006, bajo el 
auspicio de la Bolsa de Valores de Quito y el Banco Interamericano de Desarrollo, con fondos del  
FOMIN. Su  objetivo es la promoción de prácticas de gobierno corporativo entre las empresas 
ecuatorianas (NdE). 

Un Buen Gobierno Corporativo debe considerar:
1. Trato igualitario y protección de los intereses de todos los accionistas.
2. Reconocimiento del papel de terceros interesados en la marcha y permanencia de la sociedad.
3. Emisión, revelación y transparencia de la información.
4.  Aseguramiento de que existan guías estratégicas en la sociedad,  monitores efectivos de la  
administración y responsabilidad fiduciaria del Directorio.
5. Identificación y control de los riesgos a que está sujeta la sociedad.
6. Declaración de principios éticos y de responsabilidad social.
7. Prevención de operaciones ilícitas y conflictos de interés.
8. Revelación de hechos indebidos y protección a los informantes.
9. Cumplimiento de las regulaciones a que esté sujeta la sociedad.
10.  Dar  certidumbre  y  confianza  a  inversionistas  y  terceros  interesados  sobre  la  conducción  
honesta y responsable de los negocios de la sociedad.
 Este programa ha desarrollado un Código Andino de Gobierno Corporativo, que sirve de guía para  
la acción. (Fuente: www.gobiernocorporativo.com.ec).

Artículo 22.- Objeto.- El objeto social principal de las cooperativas, será concreto 
y constará en su estatuto social y deberá referirse a una sola actividad económica, 
pudiendo incluir el ejercicio de actividades complementarias ya sea de un grupo, 
sector o clase distinto, mientras sean directamente relacionadas con dicho objeto 
social.

Reglamento: 
Artículo 4.-  Reserva de denominación.-  Las asociaciones EPS y cooperativas en formación,  
reservarán en la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, el uso de una denominación  
por  el  plazo  de  noventa  días  dentro  de  los  cuales  presentarán  la  documentación  para  el  
otorgamiento de la personalidad jurídica.

http://www.liga.coop/
http://www.gobiernocorporativo.com.ec/


 En el caso de las cooperativas de transporte, la reserva se mantendrá vigente por un año.

Artículo 7.- Requisitos cooperativas.-  Las cooperativas, a través de su presidente provisional,  
además de los requisitos exigidos a las asociaciones, salvo lo relativo al número mínimo de socios,  
presentarán los siguientes documentos:
1. Estudio  técnico,  económico  y  financiero  que  demuestre  la  viabilidad  de  constitución  de  la  

cooperativa y plan de trabajo;
2. Declaración  simple  efectuada  y  firmada  por  los  socios  de  no  encontrarse  incursos  en  

impedimento para pertenecer a la cooperativa; y,
3. Informe  favorable  de  autoridad  competente,  cuando  de  acuerdo  con  el  objeto  social,  sea  

necesario.  Para  el  caso  de cooperativas  de  transporte,  se  contará  con  el  Informe Técnico  
favorable, emitido por la Agencia Nacional de Tránsito o la autoridad que corresponda.

Además deberán cumplir con los siguientes mínimos de socios y capital:
1. Cooperativas de transportes en cabeceras cantonales o parroquias con población de hasta  

50.000 habitantes, veinte socios y un monto mínimo equivalente a cuarenta salarios básicos  
unificados de capital social inicial;

2. Cooperativas de transportes en cabeceras cantonales con población superior a 50.000 hasta  
100.000 habitantes, cuarenta socios y un monto mínimo equivalente a ciento sesenta salarios  
básicos unificados de capital social inicial;

3. Cooperativas  de  transportes  en  cabeceras  cantonales  con  población  superior  a  100.000  
habitantes  sesenta  socios  y  un  monto  mínimo  equivalente  a  doscientos  cuarenta  salarios  
básicos unificados de capital social inicial; y,

4. Para la constitución de Cooperativas de ahorro y crédito, además de los requisitos señalados en  
el  presente  Reglamento,  se  requerirá  un  mínimo  de  50  socios  y  un  capital  social  inicial,  
equivalente a doscientos salarios básicos unificados.

5. Las cooperativas de las restantes clases, se constituirán con un mínimo de veinte socios y un  
monto mínimo equivalente a cuatro salarios básicos unificados de capital social inicial.

LOTTTSV: 
Art.  20.-  Las funciones  y  atribuciones  del  Directorio  de la  Agencia  Nacional  de  Regulación  y  
Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, son las siguientes: .../...
20. Aprobar los informes previos emitidos por el departamento técnico para la constitución jurídica  

de toda compañía o cooperativa en el ámbito de su competencia, según los parámetros que se  
establezcan en el  Reglamento.  Así  mismo deberá registrar  y  auditar  los informes técnicos  
previos  para  la  constitución  jurídica  emitidos  por  los  GAD's  que  hubieren  asumido  la  
competencia;../...

24.  Elaborar  el  informe de factibilidad previo y obligatorio para la constitución jurídica de toda  
compañía o cooperativa de transporte terrestre en el ámbito de sus competencias, según los  
parámetros que se establezcan en el Reglamento;

Reglamento: 
Artículo 8.- Trámite de aprobación.- La Superintendencia, si la documentación cumple con los  
requisitos exigidos en el presente Reglamento admitirá a trámite la solicitud de constitución. En el  
término de treinta días, la Superintendencia efectuará el análisis de la documentación y, en caso  
de ser necesario, realizará una verificación in situ, luego de lo cual elaborará la resolución que  
niegue o conceda la personalidad jurídica a la organización y, en este último caso, notificará al  
Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social para su inscripción en el Registro Público.
 Si la documentación no cumpliere con los requisitos exigidos, se concederá un término de treinta  
días  adicionales  para  completarla;  y,  en  caso  de  no  hacerlo,  dispondrá  la  devolución  de  la  
documentación.
 La Superintendencia mediante resolución, negará el otorgamiento de personalidad jurídica a una  
cooperativa, cuando determine que su constitución no es viable, por las causas establecidas en el  
informe técnico respectivo.



Artículo 23.- Grupos.- Las cooperativas, según la actividad principal que vayan a 
desarrollar,  pertenecerán  a  uno  solo  de  los  siguientes  grupos:  producción, 
consumo, vivienda, ahorro y crédito y servicios. En cada uno de estos grupos se 
podrán  organizar  diferentes  clases  de  cooperativas,  de  conformidad  con  la 
clasificación y disposiciones que se establezcan en el Reglamento de esta Ley.

Artículo 24.- Cooperativas de producción.- Son aquellas en las que sus socios 
se dedican personalmente a actividades productivas lícitas, en una sociedad de 
propiedad colectiva y manejada en común, tales como: agropecuarias, huertos 
familiares, pesqueras, artesanales, industriales, textiles.

COPCI: 
Art. 2.- Actividad Productiva.- Se considerará actividad productiva al proceso mediante el cual la  
actividad  humana  transforma  insumos  en  bienes  y  servicios  lícitos,  socialmente  necesarios  y  
ambientalmente  sustentables,  incluyendo  actividades  comerciales  y  otras  que  generen  valor  
agregado.

TULP: 
Art. 64.- La Dirección General de Pesca, promoverá la formación de cooperativas pesqueras y de  
otros tipos de asociación entre los pescadores artesanales concediéndoles asistencia técnica y  
programación de proyectos específicos que permitan su desarrollo.

Art. 65.- Cuando exista inversión estatal en las cooperativas pesqueras, la Dirección General de  
Pesca estructurará planes concretos de recuperación del capital aportado, una vez comprobada la  
solidez económica de las mismas.

Art. 66.- La Dirección General de Pesca, conjuntamente con la Dirección General de Cooperativas,  
se encargarán de formular los planes adecuados para la organización de cooperativas pesqueras,  
así como también de la elaboración y ejecución de planes de capacitación cooperativa.

Art. 67.- Los estatutos de las cooperativas pesqueras serán aprobados por el Ministerio de Trabajo  
y Bienestar Social, previo informe favorable de la Dirección General de Pesca.

LDA: 
Art.  15.-   Los  maestros  debidamente  titulados  y  los  artesanos  autónomos  podrán  ejercer  el  
artesanado, abrir y mantener sus talleres, una vez que se hayan registrado en la Junta Nacional de  
Defensa del Artesano, la que les conferirá el Carnet  (Carné) Profesional Artesanal, al momento  
mismo de su registro.
 Los aprendices y operarios podrán formar parte de las cooperativas de producción y consumo,  
cuyo fomento y extensión se encarga de manera especial a la Junta Nacional de Defensa del  
Artesano.

RGLDA: 
Art.  8.  Taller Artesanal:  Es el  establecimiento en el  cual  el  artesano ejerce habitualmente su  
profesión, arte, oficio o servicio, y cumple con los siguientes requisitos:
a) Que la actividad sea eminentemente artesanal;
b) Que el número de operarios no sea mayor de quince y el de aprendices no mayor de cinco;
c) Que el capital invertido, no sobrepase el monto establecido en la Ley;
d) Que la dirección y responsabilidad del taller esté a cargo del Maestro de Taller; y,
e) Que el taller se encuentre calificado por la Junta Nacional de Defensa del Artesano.

Art. 9. Los artesanos titulados, así como las sociedades de talleres artesanales calificados por la  
Junta Nacional de Defensa del Artesano que, para lograr mejores rendimientos económicos por  



sus productos, deban comercializarlos en un local independiente de su taller, serán considerados  
como una sola unidad para gozar de los beneficios que otorga la Ley.

Art. 10.- En los casos de talleres artesanales asociados o de producción cooperativa de artesanos,  
el capital y el número de artesanos no excederá del máximo señalado por la Ley de Defensa del  
Artesano.

Artículo 25.-  Cooperativas de consumo.- Son aquellas que tienen por objeto 
abastecer a sus socios de cualquier clase de bienes de libre comercialización; 
tales como: de consumo de artículos de primera necesidad, de abastecimiento de 
semillas, abonos y herramientas, de venta de materiales y productos de artesanía.

CRE: 
Art. 52.- Las personas tienen derecho a disponer de bienes y servicios de óptima calidad y a  
elegirlos con libertad, así como a una información precisa y no engañosa sobre su contenido y  
características.
 La ley establecerá los mecanismos de control de calidad y los procedimientos de defensa de las  
consumidoras y consumidores; y las sanciones por vulneración de estos derechos, la reparación e  
indemnización por deficiencias, daños o mala calidad de bienes y servicios, y por la interrupción de  
los servicios públicos que no fuera ocasionada por caso fortuito o fuerza mayor.

Art. 55.- Las personas usuarias y consumidoras podrán constituir asociaciones que promuevan la  
información y educación sobre sus derechos, y las representen y defiendan ante las autoridades  
judiciales o administrativas.
 Para el ejercicio de este u otros derechos, nadie será obligado a asociarse.

Art. 281.- La soberanía alimentaria constituye un objetivo estratégico y una obligación del Estado  
para  garantizar  que  las  personas,  comunidades,  pueblos  y  nacionalidades  alcancen  la  
autosuficiencia de alimentos sanos y culturalmente apropiado de forma permanente.
 Para ello, será responsabilidad del Estado: .../...
10.  Fortalecer el  desarrollo de organizaciones y redes de productores y de consumidores,  así  

como las  de  comercialización  y  distribución  de  alimentos  que  promueva la  equidad  entre  
espacios rurales y urbanos.

11. Generar sistemas justos y solidarios de distribución y comercialización de alimentos. Impedir  
prácticas monopólicas y cualquier tipo de especulación con productos alimenticios.../...

Artículo 26.- Cooperativas de vivienda.- Las cooperativas de vivienda tendrán 
por objeto la adquisición de bienes inmuebles para la construcción o remodelación 
de viviendas u oficinas o la ejecución de obras de urbanización y más actividades 
vinculadas  con  éstas  en  beneficio  de  sus  socios.  En  estas  cooperativas  la 
adjudicación de los bienes inmuebles se efectuará previo sorteo, en Asamblea 
General,  una  vez  concluidas  las  obras  de  urbanización  o  construcción;  y,  se 
constituirán en patrimonio familiar. Los cónyuges o personas que mantienen unión 
de hecho, no podrán pertenecer a la misma cooperativa. R: 140, LOEPS

Reglamento:
Sección VI

Disposiciones especiales

Parágrafo I
Cooperativas de Vivienda



Artículo 80.- Aportaciones para terreno, obras y construcción.- Las cooperativas de vivienda 
no podrán admitir un número de socios mayor al de la capacidad del terreno, viviendas u oficinas  
previstas.

Artículo 81.- Prohibición de pertenecer a más de una cooperativa.-  Ninguna persona podrá 
pertenecer a más de una cooperativa de vivienda, ni por si misma, ni por su cónyuge, excepto,  
quienes siendo socios de una cooperativa de vivienda habitacional, lo sean en una cuyo objeto sea  
la construcción o adquisición de oficinas.

Artículo 82.- Obligación de entregar escrituras.- Las cooperativas del grupo vivienda entregarán  
a sus socios, las escrituras de adjudicación, máximo, dentro del año siguiente de la emisión de la  
ordenanza municipal o documento expedido por la autoridad correspondiente que faculte dicha  
adjudicación.

CRE: 
Art. 375.-  El Estado, en todos sus niveles de gobierno, garantizará el derecho al hábitat y a la  
vivienda digna, para lo cual:
1. Generará la información necesaria para el diseño de estrategias y programas que comprendan  

las relaciones entre vivienda, servicios, espacio y transporte públicos, equipamiento y gestión  
del suelo urbano.

2. Mantendrá un catastro nacional integrado georeferenciado, de hábitat y vivienda.
3. Elaborará,  implementará  y  evaluará  políticas,  planes  y  programas  de  hábitat  y  de  acceso  

universal a la vivienda, a partir de los principios de universalidad, equidad e interculturalidad,  
con enfoque en la gestión de riesgos.

4. Mejorará  la  vivienda  precaria,  dotará  de  albergues,  espacios  públicos  y  áreas  verdes,  y  
promoverá el alquiler en régimen especial.

5. Desarrollará planes y programas de financiamiento para vivienda de interés social, a través de  
la banca pública y de las instituciones de finanzas populares, con énfasis para las personas de  
escasos recursos económicos y las mujeres jefas de hogar.

6. Garantizará la dotación ininterrumpida de los servicios públicos de agua potable y electricidad a  
las escuelas y hospitales públicos.

7. Asegurará que toda persona tenga derecho a suscribir contratos de arrendamiento a un precio  
justo y sin abusos.

8. Garantizará y protegerá el acceso público a las playas de mar y riberas de ríos, lagos y lagunas,  
y la existencia de vías perpendiculares de acceso.

 El  Estado  ejercerá  la  rectoría  para  la  planificación,  regulación,  control,  financiamiento  y  
elaboración de políticas de hábitat y vivienda.

CP: 
Art. 1 (Decreto Supremo 2969, RO 714: 20-11-78): Serán reprimidos con prisión de dos a cinco  
años los  que con el  propósito  de  sacar  provecho personal  y  a  título  de dirigentes,  organicen  
seudocooperativas, e invadan tierras tanto en la zona urbana como en la rural, atentando de esta  
manera el derecho de propiedad privada.

Art.  innumerado (Decreto Supremo 2969, RO 714: 20-11-78): Quien alegando la calidad de  
integrante de una seudocooperativa, invada tierras ubicadas en la zona rural o en la urbana y  
negocie  sobre  aquellas  tierras  o  sobre  supuestos  derechos adquiridos  en  dichas  tierras,  será  
reprimido con prisión de uno a tres años.

Artículo 27.- Cooperativas de ahorro y crédito.- Estas cooperativas estarán a lo 
dispuesto en el Título III de la presente Ley. R: 81, LOEPS

Artículo 28.- Cooperativas de servicios.- Son las que se organizan con el fin de 
satisfacer diversas necesidades comunes de los socios o de la colectividad, los 



mismos que podrán tener la calidad de trabajadores, tales como: trabajo asociado, 
transporte, vendedores autónomos, educación y salud.
 En las cooperativas de trabajo asociado sus integrantes tienen, simultáneamente, 
la calidad de socios y trabajadores, por tanto, no existe relación de dependencia.

Reglamento: 
Sección VI

Disposiciones especiales

Parágrafo II
Cooperativas de Transporte

Artículo 83.- Definición y clases.- Son las constituidas para prestar el servicio de transporte de  
personas o bienes, por vía aérea, terrestre, fluvial o marítima y podrán ser de propietarios o de  
trabajadores. R: 4, RGLOEPS/

Artículo  84.-  Cooperativas  de  propietarios.-  Son  aquellas  en  las  que  sus  socios,  choferes  
profesionales, mantienen la propiedad de los vehículos destinados al servicio.
 Las cooperativas de propietarios podrán ser de caja común o de caja individual.

Artículo  85.-  Cooperativas  de  caja  común.-  Son  aquellas  en  las  que,  la  recaudación  por  
concepto de la prestación del servicio, integra un fondo común repartible entre los socios una vez  
deducidos los gastos generales y de conformidad con el mecanismo de devolución aprobado por  
la asamblea general.
 En estas cooperativas ningún socio podrá tener más de un voto, ni más de dos unidades, ni por si  
mismo, ni por interpuesta persona y deberá conducir personalmente uno de ellos.

Artículo 86.- Cooperativas de caja individual.-  Son aquellas en la que sus socios,  choferes  
profesionales, son propietarios individuales, de no más de un vehículo en la cooperativa y que los  
administran  y  conducen  personalmente,  salvo  quienes  no  puedan  hacerlo,  por  exceso  de  la  
jornada  de  trabajo  diario,  por  razones  de  edad,  incapacidad  física  o  mental  sobreviniente,  
enfermedad, impedimento legal o calamidad doméstica debidamente justificada, quienes podrán  
contratar choferes asalariados, previamente calificados por el consejo de administración y sujetos  
al Código del Trabajo y a la Ley de Seguridad Social.

Artículo 87.- Cooperativas de trabajadores.- Son aquellas en las cuales la totalidad de vehículos  
y  bienes  muebles  e  inmuebles,  son  propiedad  de  la  cooperativa  y  sus  socios  son  todas  las  
personas  que  trabajan  en  la  organización,  en  cualquiera  de  sus  áreas  administrativas  u  
operacionales.  Estas  cooperativas  se  regirán  por  las  normas  generales  para  las  de  trabajo  
asociado constantes en el presente Reglamento.

Artículo  88.-  Prohibición  para  ser  socios.-  No  podrán  ser  socios  de  una  cooperativa  de  
transporte de ningún tipo, los servidores públicos, los miembros activos de la policía nacional,  
policía  metropolitana,  fuerzas  armadas,  ni  servidores  y  agentes  de  los  órganos  de  control  y  
regulación de transporte y tránsito.

Artículo  89.-  Permisos de operación.-  Los permisos de operación,  contratos,  concesiones o  
autorizaciones  para  la  prestación  del  servicio  de  transporte,  se  concederán  a  favor  de  las  
cooperativas y no individualmente a sus socios. Se prohíbe la transferencia de los derechos sobre  
permisos de operación o contratos de explotación de rutas,  frecuencias,  cupos,  o similares,  a  
cualquier título y bajo cualquier figura jurídica.

(Disp. Trans.) SEGUNDA.- El Ministerio de Inclusión Económica y Social, dentro de los ciento  
ochenta  días  siguientes  a  la  publicación  del  presente  Reglamento  en  el  Registro  Oficial,  



determinará  el  procedimiento  para  la  conversión  de  las  cooperativas  de  transporte  público  a  
cooperativas de transporte de caja común.

LOTTTSV: 
(Disp.  Trans.)  DÉCIMATERCERA.- Las  cooperativas  de  transporte  terrestre  público  que  se  
constituyan jurídicamente a partir de la expedición de la presente Ley, deberán obligatoriamente  
hacerlo bajo el sistema de CAJA COMÚN, previo a la obtención del documento habilitante que  
faculte la prestación del servicio en los diferentes tipos de transporte.
 Las cooperativas de transporte terrestre público que en la actualidad se manejan con caja simple,  
tendrán el plazo de máximo hasta el 31 de diciembre de 2013, para que adapten su sistema al de  
CAJA COMUN, por lo que dentro de este plazo no será aplicable para las mismas la sanción  
determinada en el numeral 4 del artículo 82.

Reglamento: 
(Disp. Trans.) QUINTA.- Las cooperativas de servicios educacionales, en el tiempo que señala la  
Ley, adecuarán sus estatutos, organización y funcionamiento, a una de las formas cooperativas  
constantes en este reglamento, caso contrario, deberán constituirse como otra forma jurídica, bajo  
pena de disolución de la cooperativa.

TULMICIP: 
Art. 140.- Definiciones.- Para efectos de aplicación de la Ley de Fomento Artesanal se entenderá:
a)  Artesanía  utilitaria.- Es  aquella  que,  ejercida  en  forma  individual  o  por  asociaciones,  

cooperativas, gremios o uniones de artesanos, transforma las materias primas, inclusive en la  
forma, hasta obtener bienes de uso o consumo, con el predominio de la actividad manual sobre  
la mecanizada;

b) Artesanía de servicios.- Es aquella que, ejercida en forma individual o colectiva, no produce  
ningún bien sino que constituye una acción que busca llenar o satisfacer una necesidad de  
carácter material,  ejercida a mano, tales como el mantenimiento o reparación de máquinas,  
equipos y bienes en general; y,

c)  Artesanía  artística.- Es  aquella  que,  ejercida  en  forma  individual  o  colectiva,  produce  un  
conjunto  de  obras  plásticas  de  carácter  estético  o  de  otra  naturaleza,  tradicionales  o  no,  
funcionalmente  satisfactorias  y  útiles,  que  sirvan  para  satisfacer  necesidades  materiales  y  
espirituales, realizadas manualmente.

Artículo  29.-  Socios.- Podrán  ser  socios  de  una  cooperativa  las  personas 
naturales legalmente capaces o las personas jurídicas que cumplan con el vínculo 
común y los requisitos establecidos en el reglamento de la presente Ley y en el 
estatuto social de la organización. Se excepcionan del requisito de capacidad legal  
las cooperativas estudiantiles.

C.C.: 
Art. 1462.- Toda persona es legalmente capaz, excepto las que la ley declara incapaces.

Art. 1463.- Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y los sordomudos que no  
pueden darse a entender por escrito.
 Sus actos no surten ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución.
 Son también incapaces los menores adultos, los que se hallan en interdicción de administrar sus  
bienes, y las personas jurídicas. Pero la incapacidad de estas clases de personas no es absoluta, y  
sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por  
las leyes.
 Además de estas incapacidades hay otras particulares, que consisten en la prohibición que la ley  
ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos.



 La  calidad  de  socio  nace  con  la  aceptación  por  parte  del  Consejo  de 
Administración y la suscripción de los certificados que correspondan, sin perjuicio 
de  su  posterior  registro  en  la  Superintendencia  y  no  será  susceptible  de 
transferencia ni transmisión.

Reglamento: 
Artículo 24.- Ingreso y registro de socios.- El consejo de administración de la cooperativa o del  
organismo  de  integración,  aceptará  o  rechazará,  en  un  plazo  de  30  días,  las  solicitudes  de  
ingresos  de  nuevos  socios.  El  gerente,  dentro  de  los  siguientes  quince  días,  solicitará  a  la  
Superintendencia el registro de los nuevos socios, adjuntando una certificación del Secretario de la  
cooperativa, que acredite el cumplimiento de los requisitos reglamentarios y estatutarios.
 La  Superintendencia,  en  cualquier  tiempo,  verificará  el  cumplimiento  de  los  requisitos  
reglamentarios y estatutarios y, en caso de incumplimiento, aplicará las sanciones previstas en la  
Ley, al secretario y vocales del consejo de administración, dejará sin efecto el registro y ordenará  
la separación del socio.

Artículo  30.-  Pérdida  de  la  calidad  de  socio.- La  calidad  de  socio  de  una 
cooperativa, se pierde por las siguientes causas:
a) Retiro Voluntario;
b) Exclusión;
c) Fallecimiento; o,
d) Pérdida de la personalidad jurídica.
 Los  procedimientos  constarán  en  el  Reglamento  de  la  presente  Ley  y  en  el 
Estatuto Social de la cooperativa.

Reglamento: 
Artículo 25.-  Pérdida de la calidad de socio.-  La solicitud de retiro  voluntario  surtirá  efecto,  
transcurridos treinta días de su presentación, en caso de falta de aceptación por parte del consejo  
de administración.
 La exclusión será resuelta por la asamblea general, en caso de graves infracciones a la Ley, el  
presente Reglamento o el  estatuto social.  De esta resolución el afectado podrá apelar ante la  
Superintendencia  dentro  del  término  de cinco  días  contados a  partir  de la  notificación  con  la  
exclusión.
 En caso de fallecimiento de un socio  la  cooperativa dispondrá la  liquidación de haberes del  
fallecido  o  podrá  aceptar  que  sea  sustituido  por  uno  de  los  herederos  que,  cumpliendo  los  
requisitos estatutarios y, previo acuerdo de los restantes herederos, sea debidamente aceptado  
por el consejo de administración.

Artículo 31.- Reembolso de haberes.- Los socios que hayan dejado de tener esa 
calidad, por cualquier causa y los herederos, tendrán derecho al reembolso de sus 
haberes, previa liquidación de los mismos, en la que se incluirán las aportaciones 
para el capital, los ahorros de cualquier naturaleza, la alícuota de excedentes y 
otros valores que les correspondan y se deducirán las deudas del socio a favor de 
la cooperativa.
 La cooperativa reembolsará los haberes a los ex socios o a sus herederos, en la  
forma y tiempo que se determine en el Reglamento de la presente Ley y el Código 
Civil.

Reglamento: 
Artículo 26.- Liquidación y reembolso de haberes.- La liquidación de haberes de quienes hayan  
perdido la calidad de socio, por cualquier causa, y el reembolso correspondiente, son obligatorias y  



se efectuará dentro de los sesenta días siguientes, salvo en caso de apelación, en que el plazo  
transcurrirá  a  partir  de  la  resolución  dictada  por  la  Superintendencia.  La  suma  anual  de  
reembolsos de haberes, por retiros voluntarios o exclusiones,  no podrá exceder,   del  5% del  
capital social de la cooperativa.
 Sin  perjuicio  de lo  expuesto en el  presente artículo,  quien solicite  su retiro  voluntario,  podrá  
recomendar a la cooperativa el ingreso de un reemplazante quien, previa aceptación como socio  
por  parte  del  consejo  de  administración  y  habiendo  cancelado  la  cuota  de  ingreso  que  
corresponda, adquirirá las aportaciones del socio renunciante.

Artículo 27.- Componentes de la liquidación.-  En la liquidación de haberes, se considerará el  
monto de los certificados de aportación que posea el socio; los ahorros y depósitos de cualquier  
naturaleza,  con  excepción  de  los  aportes  para  gastos  de  administración;  y,  los  que  por  su  
naturaleza tengan el carácter de no reembolsables.
 Los certificados de aportación además de los aportes de capital, incluirán las cuotas destinadas a  
la adquisición, construcción o remodelación de bienes inmuebles o para la ejecución de obras de  
urbanización en los mismos.

C.C.: 
Art. 993.- Se sucede a una persona difunta a título universal o a título singular.
 El título  es universal cuando se sucede al difunto en todos sus bienes, derechos y obligaciones  
transmisibles, o en una cuota de ellos, como la mitad, tercio o quinto.
El título es singular cuando se sucede en una o más especies o cuerpos ciertos, como tal caballo,  
tal casa; o en una o más especies indeterminadas de cierto género, como un caballo, tres vacas,  
seiscientos dólares de Estados Unidos de América, cuarenta quintales de trigo. 

CPC: 
Art. 674.- El heredero se presentará al juez o notario pidiendo la posesión efectiva de los bienes  
hereditarios. A esta solicitud acompañará copia inscrita del testamento y la partida de defunción del  
testador, o una información sumaria de testigos, para acreditar que ha muerto la persona a quien  
se ha heredado, y que el solicitante es heredero. Inmediatamente el juez pronunciará sentencia,  
con arreglo al mérito del proceso, o el notario levantará la respectiva acta notarial; y se la mandará  
inscribir, conforme a la Ley de Registro.

Art. 676.- Si los herederos fueren muchos, bien soliciten la posesión efectiva todos, o uno solo de  
ellos, el juez o el notario mandará darla proindiviso.

Art. 677.- Si los herederos que han alcanzado la posesión efectiva proindiviso, no acordaren el  
modo de administrar los bienes, el juez les hará citar, para que nombren un administrador, hasta  
que se practique la partición, señalándoles lugar, día y hora para la reunión, y apercibiéndoles que  
se procederá en rebeldía del que no asistiere.
  El nombramiento se hará por mayoría de votos, que represente las dos terceras partes del haber  
hereditario de los concurrentes; y, si por cualquier motivo, no se hiciere este nombramiento o no  
hubiere dicha mayoría, el juez elegirá el administrador, procurando que sea persona honrada y de  
responsabilidad.
  Los coherederos que no hubiesen contribuido con sus votos al nombramiento, tendrán derecho  
para exigir fianza al administrador.../...

Artículo 32.- Estructura Interna.- Las cooperativas contarán con una Asamblea 
General  de  socios  o  de  Representantes,  un  Consejo  de  Administración,  un 
Consejo de Vigilancia y una gerencia, cuyas atribuciones y deberes, además de 
las señaladas en esta Ley, constarán en su Reglamento y en el estatuto social de 
la cooperativa. En la designación de los miembros de estas instancias se cuidará 
de no incurrir en conflictos de intereses. R: Disp. Gen. Primera, Séptima, LOEPS



NOTA: Lo señalado por “conflictos de intereses”, asimilamos como aquel que “puede surgir como 
consecuencia de que no coincida el interés del inversor y del gestor” (Glosario Financiero); y/o, 
como  nepotismo,  que  es  la  preferencia  desmedida que  algunos  funcionarios  otorgan  a  sus 
familiares y amigos a la hora de realizar o asignar las dirigencias. En estos casos, la persona que  
accede a un puesto lo hace por su cercanía y lealtad a los demás electos, y no por mérito propio o  
capacidad; por ejemplo, que en las diversas instancias directivas se encuentren miembros de un 
mismo círculo familiar. (NdE) 

Artículo 33.- Asamblea General de Socios.- La Asamblea General es el máximo 
órgano de gobierno de la cooperativa y estará integrada por todos los socios, 
quienes  tendrán  derecho  a  un  solo  voto,  sin  considerar  el  monto  de  sus 
aportaciones y que podrá ser ejercido en forma directa o mediante delegación a 
otro  socio.  Sus  decisiones  y  resoluciones  obligan  a  todos  los  socios  y  a  los 
órganos de la cooperativa.

Reglamento: 
Artículo  28.-  Asamblea  general.-  La  asamblea  general  es  el  órgano  de  gobierno  de  la  
cooperativa y sus decisiones obligan a los directivos, administradores y socios, siempre que estas  
decisiones  no  sean  contrarias  a  la  Ley,  al  presente  Reglamento  o  al  estatuto  social  de  la  
cooperativa.

Artículo 29.- Atribuciones y deberes de la asamblea general.- Son atribuciones y deberes de la  
asamblea general:
1. Aprobar y reformar el estatuto, el reglamento interno y el de elecciones;
2. Elegir a los miembros de los consejos de administración y vigilancia;
3. Remover a los miembros de los consejos de administración, vigilancia y gerente, con causa  

justa, en cualquier momento y con el voto secreto de más de la mitad de sus integrantes;
4. Nombrar auditor interno y externo de la terna que presentará, a su consideración, el consejo de  

vigilancia;
5. Aprobar o rechazar los estados financieros y los informes de los consejos y de gerencia. El  

rechazo  de  los  informes  de  gestión,  implica  automáticamente  la  remoción  del  directivo  o  
directivos responsables, con el voto de más de la mitad de los integrantes de la asamblea;

6. Conocer el plan estratégico y el plan operativo anual con su presupuesto, presentados por el  
consejo de administración;

7. Autorizar la adquisición, enajenación o gravamen de bienes inmuebles de la cooperativa, o la  
contratación de bienes o servicios, cuyos montos le corresponda según el estatuto social o el  
reglamento interno;

8. Conocer y resolver sobre los informes de auditoría interna y externa;
9. Decidir la distribución de los excedentes, de conformidad con la Ley, este Reglamento, y el  

estatuto social;
10.Resolver  las  apelaciones  de  los  socios  referentes  a  suspensiones  de  derechos  políticos  

internos de la institución;
11.Definir el número y el valor mínimo de aportaciones que deberán suscribir y pagar los socios;
12.Aprobar el reglamento que regule dietas, viáticos, movilización y gastos de representación del  

presidente y directivos, que, en conjunto, no podrán exceder, del 10% del presupuesto para  
gastos de administración de la cooperativa;

13.Resolver la fusión, transformación, escisión, disolución y liquidación;
14.Elegir a la persona natural o jurídica que se responsabilizará de la auditoría interna o efectuará  

la auditoría externa anual, de la terna de auditores seleccionados por el consejo de vigilancia de  
entre los calificados por la Superintendencia. En caso de ausencia definitiva del auditor interno,  
la asamblea general procederá a designar su reemplazo, dentro de treinta días de producida  
ésta. Los auditores externos serán contratados por períodos anuales; y,

15.Las demás establecidas en la Ley, este Reglamento y el estatuto social. R: 90, LOEPS



Artículo 30.- Clases de asambleas.- Las asambleas generales, serán ordinarias,  extraordinarias  
e informativas.
 Las asambleas generales ordinarias se reunirán por lo menos dos veces al año. En la primera  
asamblea anual, que se reunirá dentro de los primeros tres meses del año, se conocerá, aprobará  
o rechazará los informes económicos y de gestión del gerente y directivos; los estados financieros;  
se elegirá a los consejeros, cuando proceda estatutariamente, y se tratará cualquier otro asunto  
que conste en el orden del día determinado en la convocatoria.
 Las asambleas generales ordinarias en las cooperativas de ahorro y crédito, podrán efectuarse  
anualmente.
 Las asambleas generales extraordinarias se reunirán cuando fueren convocadas para tratar los  
asuntos puntualizados en la convocatoria.

C.C.: 
Art. 2020.- Mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios a  
otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera.
  La  persona  que  confiere  el  encargo  se  llama  comitente  o  mandante,  y  la  que  lo  acepta  
apoderado, procurador, y en general, mandatario.

Art. 2021.- El mandato puede ser gratuito o remunerado.

Artículo  34.-  Asamblea  General  de  representantes.- Las  cooperativas  que 
tengan más de doscientos  socios,  realizarán la  asamblea general  a  través de 
representantes, elegidos en un número no menor de treinta, ni mayor de cien.

NOTAS: 
 La representación en la legislación sobre economía solidaria se toma como el derecho de una 
persona  (socio/a  de  una  cooperativa)  para  representar  a  otras,  (socios/as  de  la  misma 
cooperativa), que obtuvo mediante un proceso de elección,  para actuar a nombre del conjunto que  
lo eligió.
 La  delegación, en cambio, es el derecho que un socio cooperado/a confiere individualmente a 
otro socio cooperado/a para que le represente al  interior de la cooperativa;  es un contrato de 
mandato expreso, según el Código Civil. (NdE)

Artículo 35.-  Elección de representantes.- Los representantes a la Asamblea 
General serán elegidos por votación personal, directa y secreta de cada uno de los 
socios, mediante un sistema de elecciones universales, que puede ser mediante 
asambleas  sectoriales  definidas  en  función  de  criterios  territoriales,  sociales, 
productivos,  entre  otros,  diseñado  por  la  cooperativa  y  que  constará  en  el 
reglamento de elecciones de la entidad; debiendo observar que, tanto la matriz, 
como sus agencias,  oficinas o sucursales,  estén representadas en función del 
número de socios con el que cuenten.

Reglamento: 
Artículo 31.- Votaciones.- La elección y remoción de directivos o gerente y la exclusión de socios,  
se efectuará en votación secreta.
 Los miembros de los consejos y comisiones, tendrán únicamente derecho a voz informativa, en la  
aprobación de sus informes, balances o en asuntos en que se juzgue su posible responsabilidad  
por infracciones legales o estatutarias.

Artículo 32.- Mayorías.- Las resoluciones de la asamblea general y de los consejos, se tomarán  
con el voto favorable de más de la mitad de los asistentes, salvo los casos previstos en la Ley, el  
presente Reglamento y el estatuto social de las cooperativas.



C.C.: 
Art. 1464.- Lo que una persona ejecuta a nombre de otra, estando facultada por ella o por la ley  
para representarla, surte respecto del representado iguales efectos que si hubiese contratado él  
mismo.

Artículo 36.- Prohibición para ser representante.- No podrán ser representantes 
a la Asamblea General:
a) Los socios que se encontraren en proceso de exclusión;
b) Los socios que se encuentren litigando con la cooperativa;
c) Los  socios  que  mantengan  vínculos  contractuales  con  la  cooperativa  no 

inherentes a la calidad de socio;
d) Los funcionarios o empleados;
e) Los socios que se encontraren en mora por más de noventa días con la misma 

cooperativa;
f) Los cónyuges,  convivientes  en unión  de hecho o  parientes  hasta  el  cuarto 

grado de consanguinidad y segundo de afinidad de los representantes, vocales 
de los consejos, gerente y empleados de la cooperativa; y,

g) Los que estuvieren incursos en otras prohibiciones estatutarias.

Reglamento: 
Artículo  33.-  Elecciones,  asambleas,  delegaciones  de  asistencias.- Las  elecciones  de 
representantes, la organización y funcionamiento de las asambleas informativas y los aspectos  
tales como convocatorias, quórum y orden del día; así como las delegaciones de asistencia a las  
asambleas generales y de representantes serán establecidos por el  órgano regulador.  R: 144,  
LOEPS

Artículo 37.-  Pérdida de la  calidad de representante.- El  representante  que 
incurriese en morosidad mayor a noventa días con la cooperativa o en cualquiera 
de las prohibiciones para tener esa calidad, perderá la misma y será reemplazado 
por el suplente que corresponda, por el resto del período para el cual fue elegido 
el representante cesante. R: 36, LOEPS

Artículo 38.- Consejo de Administración.- Es el órgano directivo y de fijación de 
políticas  de la  cooperativa,  estará  integrado por  un  mínimo de tres  y  máximo 
nueve  vocales  principales  y  sus  respectivos  suplentes,  elegidos  en  Asamblea 
General en votación secreta, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de 
esta Ley.
 Los vocales durarán en sus funciones el tiempo fijado en el estatuto social, que no 
excederá de cuatro años y podrán ser reelegidos por una sola vez.

Reglamento: 
Artículo  34.-  Atribuciones  y  deberes.-  El  consejo  de  administración  tendrá  las  siguientes  
atribuciones y deberes:
1. Cumplir y hacer cumplir los principios establecidos en el artículo 4 de la Ley y a los valores y  

principios del cooperativismo;
2. Planificar y evaluar el funcionamiento de la cooperativa;
3. Aprobar políticas institucionales y metodologías de trabajo;
4. Proponer  a  la  asamblea  reformas  al  estatuto  social  y  reglamentos  que  sean  de  su  

competencia;
5. Dictar los reglamentos de administración y organización internas, no asignados a la asamblea  



general;
6. Aceptar o rechazar las solicitudes de ingreso de nuevos socios;
7. Sancionar a los socios de conformidad con las causas y el procedimiento establecidos en el  

Estatuto Social. La sanción de suspensión de derechos, no incluye el derecho al trabajo. La  
presentación del recurso de apelación, ante la asamblea general, suspende la aplicación de la  
sanción;

8. Designar  al  presidente,  vicepresidente  y  secretario  del  consejo  de  administración;  y  
comisiones  o  comités  especiales  y  removerlos  cuando  inobservaren  la  normativa  legal  y  
reglamentaria;

9. Nombrar al gerente y gerente subrogante y fijar su retribución económica;
10. Fijar el monto y forma de las cauciones, determinando los funcionarios obligados a rendirlas;
11. Autorizar la adquisición de bienes muebles y servicios, en la cuantía que fije el estatuto social  

o el reglamento interno;
12. Aprobar  el  plan  estratégico,  el  plan  operativo  anual  y  su  presupuesto  y  someterlo  a  

conocimiento de la asamblea general;
13. Conocer y resolver sobre los informes mensuales del gerente;
14. Resolver la apertura y cierre de oficinas operativas de la cooperativa e informar a la asamblea  

general;
15. Autorizar el otorgamiento de poderes por parte del gerente;
16. Informar sus resoluciones al Consejo de Vigilancia para efectos de lo dispuesto en el número 9  

del artículo 38 del presente Reglamento;
17. Aprobar los programas de educación, capacitación y bienestar social de la cooperativa con sus  

respectivos presupuestos; y,
18. Las demás atribuciones que le señale la Ley, el presente Reglamento y el estatuto social y  

aquellas que no estén atribuidas a ningún otro organismo de la cooperativa.

Artículo 35.- Número de vocales.- El consejo de administración, tendrá un número variable e  
impar de vocales, en la siguiente forma:
1. En las cooperativas que tengan hasta mil socios, un mínimo de tres y un máximo de siete  

vocales principales y sus respectivos suplentes, conforme lo determine su estatuto;
2. En las cooperativas que tengan más de mil socios, un mínimo de cinco y un máximo de nueve  

vocales principales y sus respectivos suplentes, conforme lo determine su estatuto;
3. El  número de vocales del  consejo,  será renovado parcialmente,  de manera que,  en cada  

elección, con excepción de la primera, se elegirán las mayorías y minorías, alternativamente.
4. Las cooperativas que, por el número de socios o los vínculos de parentesco existentes entre  

ellos, no puedan elegir el número de vocales previsto en el presente artículo, podrán, previa  
autorización de la Superintendencia, elegir consejos unipersonales.

Art. 46.- Comisiones especiales.- El consejo de administración, podrá conformar las comisiones  
que estime necesarias para el buen funcionamiento de la cooperativa, que estarán integradas por  
los vocales que durarán en sus funciones un año, pudiendo ser reelegidos por una sola vez y que  
cumplirán las tareas asignadas por dicho consejo.
 Todas las cooperativas tendrán una comisión de educación; y, las de ahorro y crédito, los comités  
y comisiones necesarios para su adecuado funcionamiento.

Artículo 39.-  Presidente.- El  presidente del  Consejo de Administración lo será 
también  de  la  cooperativa  y  de  la  Asamblea  General,  será  designado  por  el 
Consejo de Administración de entre sus miembros, ejercerá sus funciones dentro 
del periodo señalado en el estatuto social y podrá ser reelegido por una sola vez 
mientras  mantenga  la  calidad  de  vocal  de  dicho  consejo,  quien  tendrá  voto 
dirimente cuando el Consejo de Administración tenga número par.

Reglamento: 



Artículo 36.- Presidente.-  Para ser elegido presidente de una cooperativa,  se requiere haber  
ejercido la calidad de socio, por lo menos dos años antes de su elección y recibir capacitación en  
áreas de su competencia ante de su posesión. Será elegido por el consejo de administración de  
entre  sus  miembros  y  podrá  ser  removido,  en  cualquier  tiempo  por  causas  debidamente  
justificadas, con el voto secreto de más de la mitad de los vocales del consejo de administración.
 En caso de ausencia temporal  o definitiva, será subrogado por el vicepresidente que, deberá  
reunir los mismos requisitos que el presidente.
 El presidente durará en su función el período señalado en el estatuto social de la cooperativa.

Artículo  37.-  Atribuciones  y  responsabilidades.-  Son  atribuciones  y  responsabilidades  del  
presidente:
1. Convocar, presidir y orientar las discusiones en las asambleas generales y en las reuniones de  

consejo de administración;
2. Dirimir con su voto los empates en las votaciones de asamblea;
3. Presidir todos los actos oficiales de la cooperativa; y,
4. Suscribir los cheques conjuntamente con el gerente, cuando así lo disponga el estatuto social.

Artículo  40.-  Consejo  de  Vigilancia.- Es  el  órgano  de control  interno de  las 
actividades económicas que, sin injerencia e independiente de la administración, 
responde  a  la  Asamblea  General;  estará  integrado  por  un  mínimo  de  tres  y 
máximo  cinco  vocales  principales  y  sus  respectivos  suplentes,  elegidos  en 
Asamblea  General  en  votación  secreta,  de  acuerdo  a  lo  establecido  en  el 
Reglamento de esta Ley.
 Los vocales durarán en sus funciones el tiempo fijado en el estatuto social, que no 
excederá de cuatro años y podrán ser reelegidos por una sola vez.

Reglamento: 
Artículo 38.- Atribuciones y deberes.- El consejo de vigilancia, tendrá las siguientes atribuciones  
y deberes:
1. Nombrar de su seno al presidente y secretario del consejo;
2. Controlar las actividades económicas de la cooperativa;
3. Vigilar que la contabilidad de la cooperativa se ajuste a las normas técnicas y legales vigentes;
4. Realizar  controles  concurrentes  y  posteriores  sobre  los  procedimientos  de  contratación  y  

ejecución, efectuados por la cooperativa;
5. Efectuar las funciones de auditoría interna, en los casos de cooperativas que no excedan de  

200 socios o 500.000 dólares de activos;
6. Vigilar el cumplimiento de las recomendaciones de auditoría, debidamente aceptadas;
7. Presentar a la asamblea general un informe conteniendo su opinión sobre la razonabilidad de  

los estados financieros y la gestión de la cooperativa;
8. Proponer a la asamblea general, la terna para la designación de auditor interno y externo y,  

motivadamente, la remoción de los directivos o gerente;
9. Observar cuando las resoluciones y decisiones del consejo de administración y del gerente, en  

su  orden,  no  guarden  conformidad  con  lo  resuelto  por  la  asamblea  general,  contando  
previamente con los criterios de gerencia;

10. Informar al consejo de administración y a la asamblea general, sobre los riesgos que puedan  
afectar a la cooperativa;

11. Solicitar al presidente que se incluya en el orden del día de la próxima asamblea general, los  
puntos  que  crea  conveniente,  siempre  y  cuando  estén  relacionados  directamente  con  el  
cumplimiento de sus funciones; y,

12. Las demás establecidas en la Ley, este Reglamento y el estatuto social.
 Sin  perjuicio  de  las  observaciones  formuladas  por  el  consejo  de  vigilancia,  el  consejo  de  
administración podrá ejecutar sus resoluciones bajo su responsabilidad, no obstante lo cual, esta  
decisión deberá ser, obligatoriamente, puesta en conocimiento de la siguiente asamblea general.



Artículo 39.- Número de vocales.- El consejo de vigilancia tendrá un número mínimo de tres y un  
máximo de cinco vocales principales con sus correspondientes suplentes, conforme determine el  
estatuto social de la cooperativa.
 El número de vocales del consejo, será renovado parcialmente, de manera que, en cada elección,  
con excepción de la primera, se elegirán las mayorías y minorías, alternativamente.

Artículo  41.-  Reelección.- En  las  cooperativas  cuyas  asambleas  son  de 
representantes, para la reelección de los vocales de los consejos, los aspirantes, 
deberán  participar  en  un  proceso  eleccionario  previo  y  ser  electos  como 
representantes.

Reglamento: 
Artículo  40.-  Elección y reelección de representantes y vocales.-  Los representantes a  la  
asamblea general y los vocales de los consejos, serán elegidos para el periodo señalado en el  
estatuto  social,  pudiendo ser  reelegidos por  una sola  vez consecutiva y  cuando concluyan su  
segundo  periodo,  no  podrán  ser  elegidos  para  ningún  puesto  directivo  hasta  después  de  un  
periodo.
 En las elecciones de vocales de los consejos, la representación será proporcional al número de  
socios que integre cada grupo, sector o distrito en que se haya organizado la cooperativa, de  
acuerdo con su reglamento de elecciones.

Artículo 41.- Requisitos.- En el estatuto social de la cooperativa, se determinarán los requisitos  
para  ser  vocal  de  los  consejos  que  contemplarán  un  tiempo  mínimo  de  pertenencia  a  la  
cooperativa; y, acreditar capacitación en el área de sus funciones, antes de su posesión, por un  
tiempo no inferior a veinte horas, así como también las causales y procedimiento de remoción y  
subrogación, sin perjuicio de requisitos de profesionalización que puedan ser determinados por el  
ente regulador de acuerdo con el nivel o segmento al que pertenezca la cooperativa.
 En los Consejos no podrán ser elegidos socios que tengan, entre sí, relación conyugal, unión de  
hecho, o parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

Artículo 42.- Período.-  El período de duración para el ejercicio del cargo de los 
vocales de los consejos y auditores, regirá a partir del registro del nombramiento 
en la Superintendencia, hasta tanto continuarán en sus funciones los personeros 
cuyo período esté feneciendo.

Reglamento: 
Artículo  42.-  Remoción  de  vocales.-  Los  vocales  de  los  consejos  que,  sin  justificación,  no  
asistieren a tres sesiones consecutivas o seis no consecutivas durante un año, perderán su calidad  
y serán reemplazados por el vocal suplente, por el tiempo que falte para completar su período.

Artículo 43.- Prohibiciones.- Los representantes, vocales de los consejos, comisiones y gerentes,  
que hayan sido destituidos de su cargo por infracciones legales, reglamentarias o estatutarias, no  
podrán ocupar similares cargos en ninguna cooperativa, dentro de los cuatro años siguientes.

Artículo 43.- Gastos de alimentación y movilización.- Las cooperativas podrán 
reconocer  a  los  representantes  a  la  asamblea,  los  gastos  de  alimentación  y 
movilización, que deberán constar en el presupuesto y no podrán otorgar otro tipo 
de beneficio.

Artículo 44.- Dietas a vocales.- Los vocales de los consejos de las cooperativas 
de los grupos y segmentos determinados por la Superintendencia, podrán percibir 
como dieta un valor mensual, de hasta cuatro salarios básicos unificados sin que 



exceda el diez por ciento (10%) de los gastos de administración y que, de ninguna 
manera  afecte  su  capacidad  financiera,  que  lo  recibirán  íntegramente  si 
participaren en todas las sesiones realizadas en el mes o el valor proporcional al  
número  de  sesiones  asistidas  en  relación  a  las  convocadas;  su  valor  será 
determinado en el reglamento de dietas que deberá ser aprobado por la Asamblea 
General, conjuntamente con los gastos de representación del presidente, todo lo 
cual, deberá constar en el presupuesto anual de la cooperativa.

Artículo 45.- Gerente.- El gerente es el representante legal, judicial y extrajudicial 
de la cooperativa, será designado por el  Consejo de Administración, siendo de 
libre designación y remoción y será responsable de la gestión y administración 
integral  de la  misma, de conformidad con la  Ley,  su Reglamento y el  estatuto 
social de la cooperativa.
 En los segmentos de las Cooperativas de Ahorro y Crédito determinados por la 
Superintendencia, será requisito la calificación de su Gerente por parte de esta 
última.
 En  caso  de  ausencia  temporal  le  subrogará  quien  designe  el  Consejo  de 
Administración, el subrogante deberá cumplir con los mismos requisitos exigidos 
para el titular.

Reglamento: 
Artículo  44.- Atribuciones  y  responsabilidades.-  Son  atribuciones  y  responsabilidades  del  
gerente:
1. Ejercer la representación legal, judicial, y extrajudicial de la cooperativa de conformidad con la  

Ley, este Reglamento y el estatuto social de la misma;
2. Proponer al consejo de administración las políticas, reglamentos y procedimientos necesarios  

para el buen funcionamiento de la cooperativa;
3. Presentar al consejo de administración el plan estratégico, el plan operativo y su proforma  

presupuestaria; los dos últimos máximo hasta el treinta de noviembre del año en curso para el  
ejercicio económico siguiente;

4. Responder por la marcha administrativa, operativa y financiera de la cooperativa e informar  
mensualmente al consejo de administración;

5. Contratar, aceptar renuncias y dar por terminado contratos de trabajadores, cuya designación  
o  remoción  no  corresponda  a  otros  organismos  de  la  cooperativa  y  de  acuerdo  con  las  
políticas que fije el consejo de administración;

6. Diseñar  y  administrar  la  política  salarial  de  la  cooperativa,  en  base  a  la  disponibilidad  
financiera;

7. Mantener actualizado el registro de certificados de aportación;
8. Informar de su gestión a la asamblea general y al consejo de administración;
9. Suscribir  los  cheques  de  la  cooperativa,  individual  o  conjuntamente  con  el  presidente,  

conforme lo determine el estatuto social. Cuando el estatuto social disponga la suscripción  
individual,  podrá  delegar  esta  atribución  a  administradores  de  sucursales  o  agencias,  
conforme lo determine la normativa vigente;

10. Cumplir y hacer cumplir las decisiones de los órganos directivos;
11. Contraer obligaciones a nombre de la cooperativa, hasta el monto que el estatuto, reglamento  

o la asamblea general le autorice;
12. Suministrar  la  información  personal  requerida  por  los  socios,  órganos  internos  de  la  

cooperativa o por la Superintendencia;
13. Definir y mantener un sistema de control interno que asegure la gestión eficiente y económica  

de la cooperativa;
14. Informar a los socios sobre el funcionamiento de la cooperativa;
15. Asistir, obligatoriamente, a las sesiones del consejo de administración, con voz informativa,  



salvo  que  dicho  consejo  excepcionalmente  disponga lo  contrario;  y,  a  las  del  consejo  de  
vigilancia, cuando sea requerido; y,

16. Las demás que señale la Ley, el presente Reglamento y el estatuto social de la cooperativa.

Artículo 45.- Requisitos.- Sin perjuicio de los requisitos que se determinen en el estatuto social de  
la cooperativa, el gerente deberá acreditar experiencia en gestión administrativa, acorde con el  
tipo, nivel o segmento de la cooperativa y capacitación en economía solidaria y cooperativismo.  
Previo al registro de su nombramiento, deberá rendir la caución que corresponda.
 Se prohíbe la designación de gerente a quien tenga la calidad de cónyuge, conviviente en unión  
de hecho, o parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, con algún  
vocal de los consejos.

Artículo  46.-  Modalidad  de  contratación.-  La  modalidad  de  contratación  del 
gerente general será de conformidad con el Código Civil.

Reglamento: 
Artículo 43.- Prohibiciones.- Los representantes, vocales de los consejos, comisiones y gerentes,  
que hayan sido destituidos de su cargo por infracciones legales, reglamentarias o estatutarias, no  
podrán ocupar similares cargos en ninguna cooperativa, dentro de los cuatro años siguientes.

C.C.: 
Art. 2020.- Mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios a  
otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera.
 La persona que confiere el encargo se llama comitente o mandante, y la que lo acepta apoderado,  
procurador, y en general, mandatario.

Art. 2021.- El mandato puede ser gratuito o remunerado.
 La remuneración, llamada honorario, determínase por convención de las partes, antes o después  
del contrato, por la ley, la costumbre, o el juez.

Art. 2022.- Los servicios de las profesiones y carreras que suponen largos estudios, o a que está  
unida la facultad de representar y obligar a otra persona respecto de terceros, se sujetan a las  
reglas del mandato.

CdT: 
Art. 314.- Mandatario o empleado.- Cuando una persona tenga poder general  para representar y  
obligar  a  la  empresa,  será  mandatario  y  no  empleado,  y  sus  relaciones  con  el  mandante  se  
reglarán por el derecho común.
 Más si el mandato se refiere únicamente al régimen interno de la empresa, el mandatario será  
considerado como empleado.

Artículo 47.- Atribuciones de los Órganos Internos.- Las atribuciones y deberes 
de  la  Asamblea  General,  de  los  Consejos  de  Administración  y  Vigilancia,  del 
Presidente y Gerente, constan en la presente Ley y en su reglamento, sin perjuicio 
de las que se determinen en los estatutos sociales. R: 167.e), LOEPS

Artículo 48.- Patrimonio.- El patrimonio de las cooperativas estará integrado por 
el  capital  social,  el  Fondo  Irrepartible  de  Reserva  Legal  y  otras  reservas 
estatutarias  y  constituye  el  medio  económico y  financiero  a  través  del  cual  la 
cooperativa puede cumplir con su objeto social. R: 50, LOEPS

Artículo 49.- Capital social.- El capital social de las cooperativas será variable e 
ilimitado,  estará  constituido  por  las  aportaciones  pagadas  por  sus  socios,  en 



numerario,  bienes  o  trabajo  debidamente  avaluados  por  el  Consejo  de 
Administración.
 Las  aportaciones  de  los  socios  estarán  representadas  por  certificados  de 
aportación, nominativos y transferibles entre socios o a favor de la cooperativa.
 Cada socio podrá tener aportaciones de hasta el equivalente al cinco por ciento 
(5%) del capital social en las cooperativas de ahorro y crédito y hasta el diez por 
ciento (10%) en los otros grupos.

Artículo 50.-  Fondo Irrepartible  de Reserva Legal.- El  Fondo Irrepartible  de 
Reserva  Legal  lo  constituyen  las  cooperativas  para  solventar  contingencias 
patrimoniales, se integrará e incrementará anualmente con al menos el cincuenta 
por ciento (50%) de las utilidades y al menos el cincuenta por ciento (50%) de los 
excedentes anuales obtenidos por la organización. No podrá distribuirse entre los 
socios, ni incrementar sus certificados de aportación, bajo ninguna figura jurídica, 
y podrá ser distribuido exclusivamente al final de la liquidación de la cooperativa 
de acuerdo con lo que resuelva la Asamblea General.
 También formarán parte del Fondo Irrepartible de Reserva Legal, las donaciones y 
legados, efectuados en favor de la cooperativa. R: 48, 54, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 16.- Destino de los bienes inmuebles de la organización en liquidación.-  Los bienes 
inmuebles  de  las  organizaciones  sujetas  a  la  Ley,  obtenidos  mediante  donación  y  que  se  
constituyeren sobrantes luego del proceso de liquidación, no serán susceptibles de reparto entre  
sus integrantes, y deberán ser donados a otra entidad local, sin fin de lucro y con objeto social  
similar, de conformidad con lo dispuesto en el estatuto.
 La  Superintendencia  dictará  las  normas  que  permitan  identificar  contablemente  los  bienes  
ingresados al Fondo Irrepartible de Reserva como donaciones a favor de la organización.

Artículo 51.-  Otras reservas.- Las  cooperativas  podrán,  a  más de la  reserva 
legal,  crear  las  reservas  que,  por  la  naturaleza  de  la  entidad,  considere 
necesarias.

Artículo  52.-  Utilidades.- Para  efectos  de  la  presente  Ley  se  definen  como 
utilidades todos los  ingresos obtenidos en operaciones con terceros,  luego de 
deducidos  los  correspondientes  costos,  gastos  y  deducciones  adicionales, 
conforme lo dispuesto en esta Ley. R: 139; Disp. Ref Primera, LOEPS

Artículo 53.- Excedentes.- Son los valores sobrantes o remanentes obtenidos por 
las cooperativas en las actividades económicas realizadas con sus socios, una vez 
deducidos  los  correspondientes  costos,  gastos  y  deducciones  adicionales, 
conforme lo dispuesto en esta Ley. R: 139; Disp. Ref Primera, LOEPS

Artículo  54.-  Distribución  de  utilidades  y  excedentes.- Las  utilidades  y 
excedentes, en caso de generarse se distribuirán de la siguiente manera:
a) Por  lo  menos el  cincuenta  por  ciento  (50%)  se  destinará  al  incremento  del 

Fondo Irrepartible de Reserva Legal; R: 50, LOEPS
b) Hasta el cinco por ciento (5%) como contribución a la Superintendencia, según 

la segmentación establecida; y, R: 149, LOEPS



c) El saldo se destinará a lo que resuelva la Asamblea General.

Reglamento: 
(Disp. Ref.) PRIMERA: .../...Art. ….- Para la aplicación de la exoneración del Impuesto a la Renta  
de  los  ingresos  percibidos  por  las  organizaciones  previstas  en  la  Ley  Orgánica  de Economía  
Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, las utilidades obtenidas por éstas,  
deberán ser reinvertidas en la propia organización, atendiendo exclusivamente al objeto social que  
conste en sus estatutos legalmente aprobados.

Artículo  55.-  Emisión  de  Obligaciones.- Las  cooperativas  podrán  emitir 
obligaciones de libre negociación, de acuerdo con las regulaciones del mercado 
de valores y las que dicte el regulador previsto en esta Ley, en cuanto a redención, 
intereses  y  una  participación  porcentual  en  las  utilidades  o  excedentes, 
obligaciones que no conceden a sus poseedores, la calidad de socios, derecho de 
voto, ni participación en la toma de decisiones en la cooperativa.

LMV:
TITULO XVII

EMISION DE OBLIGACIONES

Art.  160.-  Del  alcance  y  características.- Obligaciones  son  los  valores  emitidos  por  las  
compañías  anónimas,  de  responsabilidad  limitada,  sucursales  de  compañías  extranjeras  
domiciliadas en el Ecuador u organismos seccionales que reconocen o crean una deuda a cargo  
de la emisora.
 Las obligaciones podrán estar representadas en títulos o en cuentas en un depósito centralizado  
de compensación y liquidación de valores. Tanto los títulos como los certificados de las cuentas  
tendrán las características de ejecutivos y su contenido se sujetará a las disposiciones que para el  
efecto dictará el C.N.V. (Consejo Nacional de Valores NdE).
 La emisión de valores consistentes en obligaciones podrá ser de largo o corto plazo. En este  
último caso se tratará de papeles comerciales. Se entenderá que son obligaciones de largo plazo,  
cuando  éste  sea  superior  a  trescientos  sesenta  días  contados  desde  su  emisión  hasta  su  
vencimiento.

CR-CNV:
Capítulo III

Obligaciones de Largo Plazo

Sección I
Emisión y oferta pública de valores

Art. 5.- Derechos que otorgan las obligaciones.- Las obligaciones dan derecho a sus tenedores  
al reembolso del principal o a su conversión en acciones, tratándose de obligaciones convertibles,  
así como a los intereses, en el lugar y fechas señaladas en la escritura de emisión.

Art. 6.- Tasas de interés.- Las tasas de interés, sean estas fijas o reajustables, que devenguen las  
obligaciones, son de libre contratación.
 En caso de mora del deudor, éste reconocerá el máximo interés permitido por la Ley.

Art. 7.- Redención y rescates anticipados.- Las obligaciones se redimirán al vencimiento del  
plazo  o  anticipadamente,  mediante  sorteos,  procedimiento  que  deberá  constar  en  la  escritura  
pública de emisión.
 También podrán efectuarse rescates anticipados mediante acuerdos que se establezcan entre el  
emisor y los obligacionistas, previo el cumplimiento de lo previsto en el artículo 168 de la Ley de  



Mercado de Valores; así como también, mediante ofertas de adquisición que efectúe el emisor a  
través de las bolsas de valores del país.
 Las obligaciones dejarán de ganar intereses a partir de la fecha de su vencimiento o redención  
anticipada, salvo incumplimiento del deudor, en cuyo caso se aplicará el interés de mora.
 Las obligaciones que fueren readquiridas por el emisor, no podrán ser colocadas nuevamente en  
el mercado.

Artículo 56.-  Fusión y Escisión.- Las cooperativas de la misma clase podrán 
fusionarse o escindirse por decisión de las dos terceras partes de los socios o 
representantes, previa aprobación de la Superintendencia.
 La expresión de voluntad por escrito de los socios que no estuvieren de acuerdo 
con la fusión o escisión, se considerará como solicitud de retiro voluntario y dará 
derecho a la liquidación de los haberes.

Reglamento: 
Artículo  47.-  Fusión.-  La fusión  se  resolverá  en asambleas  generales  de  las  cooperativas  a  
fusionarse,  convocadas especialmente para ese efecto.  La fusión podrá decidirse en cualquier  
tiempo, con el voto de las dos terceras partes de los socios o representantes.

Artículo 48.- Formas de fusión.- La fusión se puede realizar de las siguientes maneras:
1. Por creación, esto es, cuando las cooperativas se disuelven sin liquidarse, constituyendo una  

nueva de la misma o distinta clase; y,
2. Por  absorción,  cuando una  o  más cooperativas,  son  absorbidas  por  otra  que mantiene  su  

personalidad jurídica.
 En cualquiera de los dos casos, la organización creada o absorbente, asumirá los activos, pasivos  
y  patrimonio  de  las  disueltas,  entregándose  certificados  de  aportación  a  los  socios,  en  la  
proporción que les corresponda en la nueva organización.

Artículo  49.-  Aprobación  de  balances  y  transferencias  de  activos  y  pasivos.-  En  las 
asambleas  generales  en  que  se  resuelva  la  fusión,  se  aprobarán  los  estados  financieros,  se  
resolverán  las  transferencias  de  activos,  pasivos  y  patrimonios  a  la  organización  creada  o  
absorbente, además de la distribución de certificados de aportación y las compensaciones que se  
acordaren, sean en numerario, bienes o sustitución de pasivos.

Artículo 50.- Asamblea conjunta.- Resuelta la fusión se realizará una asamblea general conjunta  
de los socios de las cooperativas, en la que se aprobará el estado financiero inicial consolidado de  
la naciente institución, el estatuto social de la misma y se elegirán los vocales de los consejos.

Artículo  51.-  Aprobación  de  fusión.-  La  Superintendencia  aprobará  la  fusión  y  las  
correspondientes reformas estatutarias y distribución de capital social en aportaciones, resolución  
que, en tratándose de bienes inmuebles, será inscrita en el Registro de la Propiedad y servirá  
como título de dominio.
 En la misma resolución de aprobación de la cooperativa creada o absorbente, se dispondrá la  
cancelación del registro de las absorbidas o de las fusionadas, la inscripción de la cooperativa  
naciente en el registro público y el registro de la directiva y gerente.

Artículo 52.- Escisión.- La escisión será resuelta en asamblea general, convocada especialmente  
para ese efecto y con el voto de las dos terceras partes de los socios o representantes.
 La asamblea general de socios o de representantes, podrá acordar la escisión en una o más  
cooperativas, de la misma o diferente clase, para lo cual deberá aprobar lo siguiente:
1. Los estados financieros de la cooperativa;
2. La  división  de  los  activos,  pasivos  y  patrimonio  de  la  cooperativa,  su  adjudicación  y  las  

compensaciones a que hubiere lugar entre ésta y la o las que se crearen;
3. Los estados financieros iniciales de las nuevas cooperativas;
4. El estatuto social de las nuevas cooperativas a formarse; y,



5. La forma de saneamiento o sustitución de las deudas que existieren con cargo a la cooperativa  
escindida.

Artículo 53.- Aprobación.- La Superintendencia, mediante resolución, aprobará la escisión y los  
correspondientes estatutos y distribución del patrimonio. Esta resolución, en tratándose de bienes  
inmuebles, será inscrita en el Registro de la Propiedad y constituirá título de dominio.

Artículo 57.- Disolución.- Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes 
causas:
a)  Vencimiento  del  plazo  de  duración  establecido  en  el  estatuto  social  de  la 

cooperativa;
b) Cumplimiento de los objetos para las cuales se constituyeron;
c) Por sentencia judicial ejecutoriada;
d) Decisión voluntaria de la Asamblea General, expresada con el voto secreto de 

las dos terceras partes de sus integrantes; y,
e) Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes casos:

1. Violación de la Ley, su Reglamento o de los estatutos sociales, que pongan 
en riesgo su existencia o causen graves perjuicios a los intereses de sus 
socios o de terceros;

2. Deterioro  patrimonial  que  ponga  en  riesgo  la  sostenibilidad  de  la 
organización o la continuidad en sus operaciones o actividades;

3. La inactividad económica o social por más de dos años;
4. La incapacidad, imposibilidad o negativa de cumplir con el objetivo para el 

cual fue creada;
5. Disminución  del  número  de  sus  integrantes  por  debajo  del  mínimo  legal 

establecido;
6. Suspensión de pagos, en el caso de las Cooperativas de Ahorro y Crédito; y,
7. Las demás que consten en la presente Ley, su Reglamento y el  estatuto 

social de la cooperativa. R: 14, 65, 167.h), LOEPS

Reglamento: 
Artículo 54.- Disolución por sentencia judicial.- La disolución por sentencia judicial, se llevará a  
efecto, cuando se haya ejecutoriado la sentencia o el auto de quiebra declarados por el Juez  
competente.

Artículo  55.-  Resolución  de  la  Superintendencia.-  La  Superintendencia,  podrá  resolver,  de  
oficio, o a petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente liquidación de una  
cooperativa, por las causales previstas en el artículo 57 de la Ley o una de las siguientes:
1. Por la reducción del número de socios a menos del mínimo legal, siempre que no se incorporen  

nuevos socios o resuelva su fusión en el plazo de tres meses; y,
2. Por la falta de remisión de los informes que le fueren requeridos por la Superintendencia.

Artículo 56.- Publicidad.- La resolución de disolución de una cooperativa, será publicada, por una  
sola vez, en uno de los diarios de amplia circulación, en el domicilio de la cooperativa y en los  
lugares donde tenga sucursales.

Artículo 58.- Inactividad.- La Superintendencia, a petición de parte o de oficio, 
podrá declarar inactiva a una cooperativa que no hubiere operado durante dos 
años consecutivos Se presume esta inactividad cuando la organización no hubiere 
remitido los balances o informes de gestión correspondientes.



 Para las Cooperativas de Ahorro y Crédito la Superintendencia fijará el tiempo y 
las causas para declarar la inactividad.
 La resolución que declare la inactividad de una cooperativa, será notificada a los 
directivos y socios, en el domicilio legal de la cooperativa, a más de ello mediante  
una publicación en medios de comunicación escritos de circulación nacional.
 Si  la  inactividad  persiste  por  más  de  tres  meses  desde  la  publicación,  la 
Superintendencia podrá declararla disuelta y disponer su liquidación y cancelación 
del Registro Público.

Artículo 59.- Reactivación.- La Superintendencia podrá resolver la reactivación 
de una cooperativa que se encontrare en proceso de liquidación, siempre que se 
hubieren superado las causas que motivaron su disolución y cuando se cumplan 
los requisitos previstos en la Ley y su reglamento.

Reglamento: 
Artículo 65.- Requisitos para reactivación.-  Para la reactivación de una cooperativa se deberá  
cumplir cualquiera de los siguientes requisitos:
1. Petición de al menos el cincuenta por ciento ( 50%) de los socios;
2. Petición del liquidador; y,
3. No haber transcurrido más de un año de la posesión del liquidador.

Artículo 66.- Supervisión in situ y resolución.- La Superintendencia antes de resolver la petición  
de reactivación, evaluará las condiciones en que se encuentra la cooperativa y las posibilidades de  
efectivo cumplimiento de su objetivo social. La resolución de reactivación, se publicará en uno de  
los diarios de amplia circulación en el domicilio de la cooperativa y de sus sucursales, en caso de  
haberlas.

Artículo 67.- Convocatoria a elecciones.- Ejecutoriada la resolución de reactivación, el liquidador  
convocará a asamblea general de socios, para elegir a los directivos y nombrar al representante  
legal y efectuar la entrega de los bienes.

Artículo 60.-  Liquidación.- Salvo  en los  casos de fusión  y  escisión,  una vez 
disuelta  la  cooperativa  se  procederá  a  su  liquidación,  la  cual  consiste  en  la 
extinción de las obligaciones de la organización y demás actividades relacionadas 
con el cierre; para cuyo efecto, la cooperativa conservará su personalidad jurídica, 
añadiéndose  a  su  razón  social,  las  palabras  "en  liquidación".  R:  14,  167.h), 
LOEPS

Artículo 61.- Designación de Liquidador.- El liquidador será designado por la 
Asamblea  General  cuando  se  trate  de  disolución  voluntaria  y  por  la 
Superintendencia cuando sea ésta la que resuelva la disolución.
 El  liquidador  ejercerá  la  representación  legal,  judicial  y  extrajudicial  de  la 
cooperativa, pudiendo realizar únicamente aquellas actividades necesarias para la 
liquidación.
 Cuando  el  liquidador  sea  designado  por  la  Superintendencia,  ésta  fijará  sus 
honorarios, que serán pagados por la cooperativa y cuando sea designado por la 
Asamblea General de la cooperativa, será ésta quien fije sus honorarios.
 Los honorarios fijados por la Superintendencia, se sujetarán a los criterios que 
constarán en el Reglamento de la presente Ley.



 El  liquidador  no  tendrá  relación  laboral  con  la  Superintendencia,  ni  con  la 
cooperativa y será de libre remoción, sin derecho a indemnización alguna.

Reglamento: 
(Disp. Gen.) QUINTA.-  Los profesionales que deseen actuar como interventores, liquidadores, o  
auditores internos y externos de asociaciones y cooperativas, deberán ser previamente calificados  
por la Superintendencia, de acuerdo con el reglamento especial que dictará para el efecto y que  
contemplará la aprobación de un curso de formación especializada en esas actividades.
 La Superintendencia dispondrá la suspensión de la calificación de comprobarse irregularidades en  
las actuaciones, previa apertura de un expediente administrativo en el que se respetará el debido  
proceso.

Artículo 57.- Nombramiento y remoción del liquidador.- La Superintendencia, en la resolución  
de liquidación, nombrará al liquidador o ratificará al designado por la asamblea general, cuando se  
trate de liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución que deba rendir.
 La Superintendencia designará un nuevo liquidador, si el nombrado por la asamblea general, no  
se posesionare, dentro del término de quince días, contados desde la inscripción de la resolución  
de disolución y liquidación o no fuere conveniente para los intereses de la institución.
 La Superintendencia podrá remover al  liquidador, en cualquier tiempo, por incumplimiento de sus  
funciones, sin perjuicio de su responsabilidad civil y penal.

Artículo 58.- Honorarios.- La Superintendencia fijará los honorarios del liquidador, de conformidad  
con la tabla que elaborará para el efecto, tomando en consideración los siguientes criterios:
1. Monto de activos, pasivos y patrimonio al momento de la disolución;
2. Número de oficinas operativas; y,
3. Ámbito geográfico de actividades de la cooperativa.
 Cuando la disolución y liquidación obedeciere a quiebra o deterioro patrimonial insubsanable, la  
Superintendencia podrá designar como liquidador a uno de los servidores públicos de la misma,  
quien, por estas actividades, no percibirá remuneración adicional alguna, ni adquirirá relación de  
dependencia con la organización, pues para estos efectos se considera parte de las funciones  
propias de su cargo.

Artículo  59.-  Atribuciones  y  responsabilidades.-  Son  atribuciones  y  responsabilidades  del  
liquidador, las siguientes:
1. Suscribir,  conjuntamente con el último gerente, el acta de entrega-recepción de bienes y el  

estado financiero de liquidación de la cooperativa, al iniciar sus funciones;
2. Enajenar  la  totalidad  de  activos  de la  cooperativa  y,  en  caso  de bienes  inmuebles,  previa  

autorización de la Superintendencia y concurso de precios;
3. Cobrar las deudas a favor de la cooperativa, incluyendo los  saldos adeudados por los socios;
4. Liquidar  los haberes a los trabajadores,  suscribiendo las respectivas actas de liquidación y  

finiquito;
5. Cancelar las deudas a los acreedores;
6. Mantener  bajo  su  custodia  y  llevar  los  libros  de  contabilidad  y  correspondencia  de  la  

cooperativa;
7. Celebrar los actos y contratos necesarios para la liquidación de la cooperativa;
8. Informar trimestralmente a la Superintendencia y a los socios, sobre el estado de la liquidación;  

y,
9. Presentar el informe y balance de liquidación finales.
 En caso de imposibilidad de la suscripción a que se refiere el número 1 del presente artículo, se  
dejará  constancia  de  ello,  conjuntamente  con  el  informe  del  auditor  designado  por  la  
Superintendencia.

Artículo 60.- Falta de entrega de bienes.- El Superintendente de conformidad con la Ley podrá  
sancionar a los directivos y gerente, cuando en un plazo de cinco días de solicitada la entrega  
recepción de bienes por parte del liquidador, sin causa justificada, no lo hicieren, sin perjuicio de la  



responsabilidad  civil  y  penal  por  dicho  incumplimiento  y  podrá  ordenar  además  la  entrega-
recepción presunta.

Artículo 62.- Prohibiciones.- El liquidador no podrá realizar nuevas operaciones 
relativas al objeto social, así como tampoco adquirir, directa o indirectamente, los 
bienes de la cooperativa. Esta prohibición se extiende al cónyuge, conviviente en 
unión de hecho y parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad.

Artículo 63.- Procedimiento de Liquidación.- El  procedimiento de liquidación, 
que  incluirá  la  designación  de  la  Junta  de  Acreedores  y  otros  aspectos 
relacionados, se determinará en el reglamento a la presente Ley.

Reglamento: 
Artículo 61.- Notificación a acreedores y socios.- El liquidador notificará, mediante publicación,  
en un periódico de amplia circulación u otro medio de comunicación en el lugar del domicilio de la  
cooperativa y en los que tenga sucursales, a los acreedores y socios para que, en el término de  
treinta días, justifiquen documentadamente sus acreencias o reclamen sus derechos.
 Transcurrido dicho término, el liquidador tomará en cuenta solamente a los acreedores que hayan  
justificado esa calidad y a los que aparezcan reconocidos como tales en la contabilidad de la  
cooperativa.

Artículo 62.- Información periódica.-  El liquidador, por iniciativa propia o por disposición de la  
Superintendencia,  podrá  convocar  y  presidir,  asambleas  generales,  en  las  que,  informará  
documentadamente sobre los avances de la liquidación.

Artículo 63.- Cancelación de pasivos.- El liquidador, conforme se vayan enajenando los activos,  
irá cancelando los pasivos, aplicando para ello, las normas sobre prelación de créditos que serán  
dictadas por la autoridad reguladora.
 El liquidador, luego de cancelados los pasivos y en caso de existir sobrantes, podrá devolver las  
aportaciones y su alícuota patrimonial a los socios y si estos no lo reclamaren en el plazo de  
noventa días de efectuada la liquidación, serán depositados en la cuenta de la Superintendencia,  
que los destinará para cumplimiento de sus objetivos.

Artículo 64.- Saldo del activo.- Una vez concluido el proceso de liquidación de la 
cooperativa, el saldo del activo, si lo hubiere, se destinará a los objetivos previstos 
en  el  estatuto  social  o  resueltos  por  la  Asamblea  General  y  se  cancelará  su 
inscripción en el Registro Público.

Reglamento: 
Artículo  64.-  Informe  final.-  El  liquidador  presentará  a  la  asamblea  general  y  a  la  
Superintendencia un informe final de su gestión que incluirá el estado financiero de situación final y  
el  balance  de  pérdidas  y  ganancias  debidamente  auditados,  con  la  distribución  del  saldo  
patrimonial, de ser el caso.

Artículo  65.-  Inspección  previa.-  La  Superintendencia,  antes  de  disponer  la 
intervención de una cooperativa, realizará una inspección, previa notificación, con 
el propósito de establecer la existencia de causales que motiven la intervención.
 El informe de inspección será dado a conocer a la cooperativa, con la finalidad 
que justifique o solucione las observaciones, dentro del plazo que para el efecto 
fije la Superintendencia. R: 57, LOEPS / R: 55, RGLOEPS



Reglamento: 
Artículo  69.-  Informe de inspección.-  La Superintendencia  notificará a  la  cooperativa con el  
informe  de  inspección  y  concederá  un  término  mínimo  de  quince  días,  para  justificar  
observaciones,  en  caso  de  haberlas.  Concluido  dicho  término  y  luego  del  análisis  de  las  
justificaciones presentadas, podrá disponer el archivo del expediente o la elaboración de un plan  
de regularización, para su inmediata aplicación.
 El plan de regularización detallará las acciones a ejecutarse para solucionar o superar los asuntos  
que hayan sido observados, las obligaciones asumidas por los directivos y socios, un cronograma  
de su ejecución y los resultados esperados en cada una de sus fases o etapas de cumplimiento.

Artículo 66.-  Regularización.- La Superintendencia en base del  informe, y  en 
caso de incumplimiento o no justificación de las observaciones a que se refiere el  
artículo anterior, podrá disponer el cumplimiento de un plan de regularización por 
un plazo adicional no mayor a ciento ochenta días.

Reglamento: 
Artículo  68.-  Causas  para  la  regularización.-  La  Superintendencia  dispondrá  que  las  
cooperativas se sometan a  un plan de regularización, cuando incurran en una de las siguientes  
causas:
1. Por  incumplimiento  de la  Ley,  del  presente Reglamento,  de las regulaciones,  de  su  propio  

estatuto  social  o  de  las  disposiciones  de  la  Superintendencia,  que  pongan  en  riesgo  la  
estabilidad institucional o derechos de los socios o de terceros;

2. Cuando los estados financieros reflejen pérdidas por dos semestres consecutivos;
3. Cuando en los informes de supervisión auxiliar,  auditoría o de inspecciones,  se determinen  

graves deficiencias de control interno, problemas financieros, administrativos o entre socios y  
directivos, que pongan en riesgo la estabilidad institucional; y,

4. Cuando  la  Superintendencia  detectare  ocultamientos  de  deficiencias  en  los  informes  de  
auditoría  interna  o  externa,  sin  perjuicio  de  la  sanción  que  se  impondrá  al  auditor  y  la  
responsabilidad civil o penal, en que pudiera incurrir.

Artículo  70.-  Prohibiciones.-  Las  cooperativas,  mientras  dure  la  regularización,  no  podrán  
distribuir  excedentes,  aumentar  las  dietas  o  remuneraciones,  ni  adquirir  bienes  muebles  o  
inmuebles, a menos que sean indispensables para el cumplimiento del plan de regularización.

Artículo 71.- Cumplimiento del plan.- La Superintendencia, verificará el cumplimiento del plan de  
regularización  y,  de  haberse  cumplido,  dará  por  concluido  el  proceso  de  regularización,  caso  
contrario, declarará la intervención de la cooperativa.

Artículo 72.- Procedimiento especial.- La Junta de Regulación, para el caso de cooperativas de  
ahorro y crédito establecerá, en forma específica, las causas y el procedimiento de regularización.

Artículo 67.-  Intervención.- La intervención es el  proceso a través del  cual el 
Estado asume temporal  y  totalmente,  la  administración de la  cooperativa para 
subsanar  graves  irregularidades  que  atenten  contra  la  estabilidad  social, 
económica y financiera de la entidad.
 La Superintendencia podrá resolver la intervención de una cooperativa cuando no 
haya cumplido el plan de regularización o por los casos determinados en la Ley. R: 
80, 99, LOEPS

Artículo 68.-  Causas de intervención.- La Superintendencia podrá resolver la 
intervención de las cooperativas por las siguientes causas:



a) Violación de las disposiciones de esta Ley, su Reglamento y las regulaciones 
que puedan provocar un grave riesgo al funcionamiento de la cooperativa y a 
los derechos de los socios y de terceros;

b) Realización de actividades diferentes a las de su objeto social o no autorizadas 
por la Superintendencia;

c) Incumplimiento reiterado en la entrega de la información requerida por la Ley y 
la Superintendencia u obstaculizar la labor de ésta;

d) Uso  indebido  de  los  recursos  públicos  que  recibieren,  sin  perjuicio  de  las 
acciones legales a que hubiere lugar;

e) Por solicitud de socios o representantes de al menos el veinte y cinco por ciento  
(25%) del total, manifestando que han sufrido o se hallen en riesgo de sufrir 
grave perjuicio;

f) Por incumplimiento o violación de la Ley, su Reglamento o el estatuto social de 
la cooperativa, en que hubieren incurrido ésta o sus administradores; y,

g) Utilización de la organización, con fines de elusión o evasión tributaria, propia 
de sus socios o de terceros. R: 99, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 73.- Causas para la intervención.- La Superintendencia, mediante resolución dispondrá  
la intervención de una cooperativa por las causas previstas en el artículo 68 de la Ley y por las  
siguientes:
1. Si requerida la entrega de balances, no lo hiciere y hayan motivos para presumir una situación  

de grave riesgo para sus socios o terceros;
2. Si incumpliere con promociones u ofertas de sorteos; y,
3. Si no diere cumplimiento a las disposiciones impartidas para el control del lavado de activos.

Artículo 74.- Denuncia.-  Para efectos de la aplicación de la letra e) del artículo 68 de la Ley,  el 
Superintendente  podrá  disponer  la  intervención  de  una  cooperativa,  en  base  a  denuncia  con  
determinación precisa de las violaciones a la Ley o las irregularidades denunciadas, así como de  
los perjuicios que se hayan causado o pudieran causarse.
 Si la denuncia fuere manifiestamente infundada, se la considerará incursa en lo tipificado en el  
artículo  170,  letra  g),  de  la  Ley  y,  el  Superintendente,  al  rechazarla,  impondrá,  al  o  los  
denunciantes,  una de las multas previstas en la letra a) del artículo 172 de la Ley,  multa que  
ingresará al patrimonio de la Superintendencia.

Artículo 75.- Resolución de intervención.- La Superintendencia, en la resolución de intervención  
de una cooperativa, removerá a los vocales de los consejos y al gerente y designará un interventor,  
fijando la caución que deberá rendir al posesionarse del cargo.

Artículo 69.- Interventor.- La Superintendencia nombrará en la misma resolución 
de intervención  al  Interventor,  quien  ejercerá  la  representación  legal,  judicial  y 
extrajudicial de la cooperativa.
 La intervención conlleva la separación automática de los vocales de los consejos 
y del representante legal de la cooperativa y tendrá una duración de hasta ciento 
ochenta días, prorrogables, por una sola vez, hasta por noventa días adicionales.
 El Interventor será un funcionario caucionado, no tendrá relación laboral con la 
cooperativa, ni con la Superintendencia, no obstante, el Superintendente podrá, en 
cualquier momento, remover al interventor, por incumplimiento de sus funciones.
 Así mismo, el Superintendente podrá designar un nuevo interventor en caso de 
muerte, renuncia del designado o por incapacidad superviniente.



 El interventor no será funcionario de la Superintendencia, ni podrá intervenir más 
de una cooperativa simultáneamente.

Reglamento: 
Artículo  76.-  Posesión  del  interventor.-  El  Interventor  designado,  dentro  de  los  cinco  días  
posteriores a su designación, entregará la caución fijada y se posesionará ante el Superintendente,  
de inmediato se procederá a la entrega-recepción de los bienes y documentos de la cooperativa,  
por parte del gerente y, en caso de negativa expresa o presunta, se la requerirá mediante apremio  
personal.

(Disp. Gen.) QUINTA.-  Los profesionales que deseen actuar como interventores, liquidadores, o  
auditores internos y externos de asociaciones y cooperativas, deberán ser previamente calificados  
por la Superintendencia, de acuerdo con el reglamento especial que dictará para el efecto y que  
contemplará la aprobación de un curso de formación especializada en esas actividades.
 La Superintendencia dispondrá la suspensión de la calificación de comprobarse irregularidades en  
las actuaciones, previa apertura de un expediente administrativo en el que se respetará el debido  
proceso.

Artículo 70.- Atribuciones del interventor.- El Interventor tendrá las siguientes 
atribuciones:
a) Representar legal, judicial y extrajudicialmente a la cooperativa;
b) Realizar  todos  los  actos  y  contratos  tendientes  a  subsanar  las  causas  que 

motivaron la intervención;
c) Llevar adelante la gestión de la cooperativa para el cumplimiento de su objeto 

social;
d) Presentar informes de gestión y un informe final a la Superintendencia;
e) Convocar a asambleas generales de acuerdo a lo previsto en el estatuto social  

de la cooperativa;
f) Convocar, previo a concluir la intervención, a elecciones para la designación de 

nuevos órganos directivos,  de acuerdo con el  estatuto social  y  la  normativa 
interna de la entidad; y,

g) Las demás que se fijen en el Reglamento y en la resolución de intervención.

Reglamento: 
Artículo  77.-  Convocatoria  asamblea  general.-  El  interventor,  en  el  plazo  de  ocho  días  de  
posesionado,  convocará  a  una  asamblea  general  para  normalizar  el  funcionamiento  de  la  
cooperativa, la misma que, en caso necesario, autorizará la contratación de una auditoría externa,  
la adquisición o venta de activos fijos y la contratación de personal.

Artículo 78.- Informes mensuales y elecciones.- El interventor informará a la Superintendencia,  
mensualmente,  sobre los avances y resultados de su intervención y al finalizarla,  convocará a  
asamblea general para que conozca y apruebe su informe de labores, los estados financieros y  
elija nuevos directivos. En estas elecciones no podrán participar los directivos que estuvieron en  
funciones al momento de resolverse la intervención.

Artículo 71.- Fin de la intervención.- La intervención terminará:
a) Cuando se hayan superado las causas que la motivaron; y
b) En  caso  de  imposibilidad  de  solucionar  los  problemas  que  motivaron  la 

intervención, la Superintendencia resolverá la disolución de la cooperativa y su 
consecuente liquidación.



Reglamento:
Artículo 79.- Terminación de la Intervención.- La Superintendencia, recibirá copia del informe y  
acta de la asamblea de elecciones y expedirá la resolución dando por concluida la intervención y  
disponiendo el registro de los directivos y representante legal.

Artículo 72.- Atribuciones y procedimientos.- Las atribuciones y deberes de los 
consejos  de  administración,  vigilancia,  presidentes  y  gerentes,  y  los 
procedimientos de fusión, escisión, disolución, inactividad, reactivación, liquidación 
e intervención, constarán en el Reglamento de la presente Ley. R: 38, 40, 45, 56, 
57, 58, 59, 60,67, LOEPS 

Capítulo II
De las Unidades Económicas Populares

Artículo  73.-  Unidades  Económicas  Populares.- Son  Unidades  Económicas 
Populares: las que se dedican a la economía del cuidado, los emprendimientos 
unipersonales,  familiares,  domésticos,  comerciantes  minoristas  y  talleres 
artesanales; que realizan actividades económicas de producción, comercialización 
de  bienes  y  prestación  de  servicios  que  serán  promovidas  fomentando  la 
asociación y la solidaridad.
 Se consideran también en su caso, el sistema organizativo, asociativo promovido 
por los ecuatorianos en el exterior con sus familiares en el territorio nacional y con 
los ecuatorianos retornados, así como de los inmigrantes extranjeros, cuando el fin 
de dichas organizaciones genere trabajo y  empleo entre sus integrantes en el  
territorio nacional.

CRE: 
Art. 329.- Las jóvenes y los jóvenes tendrán el derecho de ser sujetos activos en la producción, así  
como en las labores de autosustento, cuidado familiar e iniciativas comunitarias. Se impulsarán  
condiciones y oportunidades con este fin.
 Para el cumplimiento del derecho al trabajo de las comunidades, pueblos y nacionalidades, el  
Estado  adoptará  medidas  específicas  a  fin  de  eliminar  discriminaciones  que  los  afecten,  
reconocerá y apoyará sus formas de organización del trabajo, y garantizará el acceso al empleo en  
igualdad de condiciones.
 Se  reconocerá  y  protegerá  el  trabajo  autónomo  y  por  cuenta  propia  realizado  en  espacios  
públicos, permitidos por la ley y otras regulaciones. Se prohíbe toda forma de confiscación de sus  
productos, materiales o herramientas de trabajo.
 Los  procesos  de  selección,  contratación  y  promoción  laboral  se  basarán  en  requisitos  de  
habilidades,  destrezas,  formación,  méritos  y  capacidades.  Se  prohíbe  el  uso  de  criterios  e  
instrumentos discriminatorios que afecten la privacidad, la dignidad e integridad de las personas.
 El Estado impulsará la formación y capacitación para mejorar el acceso y calidad del empleo y las  
iniciativas de trabajo autónomo. El Estado velará por el respeto a los derechos laborales de las  
trabajadoras y trabajadores ecuatorianos en el exterior, y promoverá convenios y acuerdos con  
otros países para la regularización de tales trabajadores.

Artículo 74.- Las personas responsables de la Economía del Cuidado.- Para 
efectos  de  esta  Ley  se  refiere  a  las  personas  naturales  que  realizan 
exclusivamente actividades para la reproducción y sostenimiento de la vida de las 
personas, con relación a la preparación de alimentos, de cuidado humano y otros.

CRE: 



Art. 333.- Se reconoce como labor productiva el trabajo no remunerado de autosustento y cuidado  
humano que se realiza en los hogares. 
 El  Estado  promoverá  un  régimen  laboral  que  funcione  en  armonía  con  las  necesidades  del  
cuidado humano, que facilite servicios, infraestructura y horarios de trabajo adecuados; de manera  
especial, proveerá servicios de cuidado infantil, de atención a las personas con discapacidad y  
otros  necesarios  para  que  las  personas  trabajadoras  puedan  desempeñar  sus  actividades  
laborales; e impulsará la corresponsabilidad y reciprocidad de hombres y mujeres en el trabajo  
doméstico y en las obligaciones familiares.
 La protección de la seguridad social  se extenderá de manera progresiva a las personas que  
tengan a su cargo el  trabajo  familiar  no remunerado en el  hogar,  conforme a las condiciones  
generales del sistema y la ley.

Artículo 75.- Emprendimientos unipersonales, familiares y domésticos.- Son 
personas  o  grupos  de  personas  que  realizan  actividades  económicas  de 
producción,  comercialización  de  bienes  o  prestación  de  servicios  en  pequeña 
escala  efectuadas por  trabajadores autónomos o pequeños núcleos familiares, 
organizadas como sociedades de hecho con el objeto de satisfacer necesidades, a 
partir de la generación de ingresos e intercambio de bienes y servicios. Para ello 
generan trabajo y empleo entre sus integrantes.

Reglamento: 
Disp. Ref. SEGUNDA.- Art. ….- Las personas naturales que se encuentren inscritas en el Registro  
Social  correspondiente,  como  unidades  económicas  populares,  integrantes  de  la  Economía  
Popular y Solidaria, podrán inscribirse en el Régimen Simplificado, siempre y cuando cumplan con  
los  requisitos  establecidos,  para  tal  efecto,  en  la  Ley  de  Régimen  Tributario  Interno  y  este  
Reglamento.

C.C.: 
Art.  1961.- Si se formare de hecho una sociedad que no pueda subsistir  legalmente,  ni como  
sociedad, ni como donación, ni como contrato alguno, cada socio tendrá la facultad de pedir que se  
liquiden las operaciones anteriores y de sacar sus aportes.
  Esta disposición no se aplicará a las sociedades que son nulas por lo ilícito de la causa u objeto,  
respecto de las cuales se estará a lo dispuesto por el Código Penal.

CP: 
Art. 369.- Toda asociación formada con el fin de atentar contra las personas o las propiedades, es  
un delito que existe por el solo hecho de la organización de la partida.

Art.  370.-  Si la asociación ha tenido por fin la perpetración de delitos que merezcan pena de  
reclusión mayor, los provocadores de la asociación, sus jefes y los que hubieren ejercido en ella un  
mando cualquiera serán reprimidos con tres a seis años de reclusión menor.
 Serán reprimidos con prisión de dos a cinco años, si la asociación ha sido formada para cometer  
delitos reprimidos con reclusión menor; y con prisión correccional de seis meses a tres años, si la  
asociación ha sido formada para cometer delitos de otra índole.

Artículo 76.-  Comerciantes minoristas.- Es comerciante minorista  la  persona 
natural, que de forma autónoma, desarrolle un pequeño negocio de provisión de 
artículos y bienes de uso o de consumo y prestación de servicios, siempre que no 
exceda los  límites  de dependientes  asalariados,  capital,  activos  y  ventas,  que 
serán fijados anualmente por la Superintendencia. R: 134, 135, LOEPS 

C.COM.: 



Art.  2.- Se  considerarán  comerciantes  a  las  personas  naturales  y  jurídicas,  nacionales  y  
extranjeras, domiciliadas en el Ecuador, que intervengan en el comercio de muebles e inmuebles,  
que realicen servicios  relacionados con actividades comerciales, y que, teniendo capacidad  para  
contratar,  hagan  del  comercio  su  profesión  habitual  y  actúen  con  un  capital  en  giro  propio  y  
ajeno, .../...

Artículo 77.- Artesanos.- Es artesano el trabajador manual, maestro de taller o 
artesano autónomo que desarrolla su actividad y trabajo personalmente. En caso 
de ser propietario de un taller legalmente reconocido, no excederá los límites de 
operarios,  trabajo,  maquinarias,  materias  primas  y  ventas,  que  serán  fijados 
anualmente por la Superintendencia.

LDA: 
Art. 2.- Para los efectos de esta Ley, se definen los siguientes términos:
a) Actividad Artesanal:   La practicada manualmente para la transformación de la materia prima  
destinada  a  la  producción  de  bienes  y  servicios,  con  o  sin  auxilio  de  máquinas,  equipos  o  
herramientas;
b) Artesano:  Al  trabajador manual,  maestro de taller o artesano autónomo que, debidamente  
calificado por la Junta Nacional de Defensa del Artesano y registrado en el Ministerio del Trabajo y  
Recursos Humanos,  desarrolle  su actividad y trabajo  personalmente y  hubiere invertido en su  
taller,  en implementos de trabajo,  maquinarias y  materias primas,  una cantidad no superior  al  
veinticinco por ciento (25%) del capital fijado para la pequeña industria.  Igualmente se considera  
como artesano al trabajador manual aunque no haya invertido cantidad alguna en implementos de  
trabajo o carezca  de operario; .../...
f) Taller Artesanal: Es el local o establecimiento en el cual el artesano ejerce habitualmente su  
profesión, arte u oficio y cumple con los siguientes requisitos:
1. Que la actividad sea eminentemente artesanal.
2. Que el número de operarios no sea mayor de quince y el de aprendices mayor de cinco.
3. Que el capital invertido no sobrepase el monto establecido en esta Ley;
4. Que la Dirección y responsabilidad del taller estén a cargo del maestro de taller; y,
5.  Que  el  taller  se  encuentre  debidamente  calificado  por  la  Junta  Nacional  de  Defensa  del  
Artesano.

RCOPCI: 
Artículo 106.- Clasificación de las MYPIMES.- Para la definición de los programas de fomento y  
desarrollo  empresarial  a  favor  de  las  micro,  pequeñas  y  medianas  empresas,  estas  se  
considerarán de acuerdo a las categorías siguientes:
a.- Micro empresa: Es aquella unidad productiva que tiene entre 1 a 9 trabajadores y un valor de  
ventas o ingresos brutos anuales iguales o menores de cien mil (US $ 100.000,00) dólares de los  
Estados Unidos de América;
b.- Pequeña empresa: Es aquella unidad de producción que tiene de 10 a 49 trabajadores y un  
valor de ventas o ingresos brutos anuales entre cien mil uno (US $ 100.001,00) y un millón (US $  
1'000.000,00) de dólares de los Estados Unidos de América; y,
c.- Mediana empresa: Es aquella unidad de producción que tiene de 50 a 199 trabajadores y un  
valor de ventas o ingresos brutos anuales entre un millón uno (USD 1'000.001,00) y cinco millones  
(USD 5’000.000,00) de dólares de los Estados Unidos de América.
 En caso de inconformidad frente a las variables aplicadas, se estará a lo señalado en el inciso  
segundo del Artículo 53 del Código de la Producción, Comercio e Inversiones.

Artículo  107.-  Calificación  de  Artesanos  como  MIPYMES.- Para  efectos  del  presente  
Reglamento  los  artesanos  serán  considerados  como micro,  pequeñas  o  medianas  empresas,  
considerando  su  tamaño,  tomando  en  cuenta  el  nivel  de  ventas  anuales  y  el  número  de  
empleados, conforme lo establecido en el artículo precedente.



Título III
Del Sector Financiero Popular y Solidario

Capítulo I
De las Organizaciones del Sector Financiero Popular y Solidario

Artículo  78.-  Sector  Financiero  Popular  y  Solidario.-  Para  efectos  de  la 
presente Ley, integran el Sector Financiero Popular y Solidario las cooperativas de 
ahorro y crédito, entidades asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales, y 
cajas de ahorro. R: 81, 104, LOEPS

CRE: 
Art. 309.- El sistema financiero nacional se compone de los sectores público, privado, y del popular  
y solidario, que intermedian recursos del público. Cada uno de estos sectores contará con normas  
y entidades de control específicas y diferenciadas, que se encargarán de preservar su seguridad,  
estabilidad,  transparencia  y  solidez.  Estas  entidades  serán  autónomas.  Los  directivos  de  las  
entidades de control serán responsables administrativa, civil y penalmente por sus decisiones.

Art.  311.-  El  sector  financiero  popular  y  solidario  se  compondrá  de cooperativas  de  ahorro  y  
crédito,  entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y  bancos  comunales,  cajas  de  ahorro.  Las  
iniciativas  de  servicios  del  sector  financiero  popular  y  solidario,  y  de  las  micro,  pequeñas  y  
medianas unidades productivas, recibirán un tratamiento diferenciado y preferencial del Estado, en  
la medida en que impulsen el desarrollo de la economía popular y solidaria.

Artículo 79.- Tasas de interés.- Las tasas de interés máximas activas y pasivas 
que fijarán en sus operaciones las organizaciones del Sector Financiero Popular y 
Solidario serán las determinadas por el Banco Central del Ecuador.

Artículo 80.- Disposiciones supletorias.- Las cooperativas de ahorro y crédito, 
entidades asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales, y cajas de ahorro,  
en lo no previsto en este Capítulo, se regirán en lo que corresponda según su 
naturaleza por las disposiciones establecidas en el Título II de la presente Ley; con 
excepción de la  intervención  que será  solo  para  las  cooperativas  de ahorro  y 
crédito. R: 15, 18, 21, 67, LOEPS

Sección 1
De las Cooperativas de Ahorro y Crédito

Artículo 81.- Cooperativas de ahorro y crédito.- Son organizaciones formadas 
por personas naturales o jurídicas que se unen voluntariamente con el objeto de 
realizar actividades de intermediación financiera y de responsabilidad social con 
sus socios y, previa autorización de la Superintendencia, con clientes o terceros 
con sujeción a las regulaciones y a los principios reconocidos en la presente Ley. 
R: 4, 101, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 93.- Ingreso de socios.- Los consejos de administración de las cooperativas ubicadas en  
los segmentos dos, tres y cuatro, podrán delegar la facultad de aceptar socios a la gerencia o  
administradores de las oficinas operativas.



Artículo  96.-  Segmentación.- La  Junta  de  Regulación,  únicamente,  a  propuesta  de  la  
Superintendencia, elaborará y modificará la segmentación de las cooperativas de ahorro y crédito  
en base a los criterios previstos en el artículo 101 de la ley.
 El Comité Interinstitucional, la Junta de Regulación y la Superintendencia, cuando emitan políticas,  
regulaciones o disposiciones para las cooperativas de ahorro y crédito, lo harán considerando los  
segmentos y cuando no se mencione la segmentación, se entenderá que las disposiciones son  
para todas las cooperativas, sin perjuicio del segmento al que pertenezcan.
 La Superintendencia determinará cuando una cooperativa ha superado el segmento en que se  
encuentre ubicada, disponiendo el cambio al que corresponda.

Artículo 82.- Requisitos para su constitución.- Para constituir una cooperativa 
de ahorro y crédito, se requerirá contar con un estudio de factibilidad y los demás 
requisitos establecidos en el Reglamento de la presente Ley.

Reglamento: 
Artículo 7.- Requisitos cooperativas.-  Las cooperativas, a través de su presidente provisional,  

además de los requisitos exigidos a las asociaciones, salvo lo relativo al número mínimo de  
socios, presentarán los siguientes documentos:

1. Estudio  técnico,  económico  y  financiero  que  demuestre  la  viabilidad  de  constitución  de  la  
cooperativa y plan de trabajo;

2. Declaración  simple  efectuada  y  firmada  por  los  socios  de  no  encontrarse  incursos  en  
impedimento para pertenecer a la cooperativa; y,

3. Informe  favorable  de  autoridad  competente,  cuando  de  acuerdo  con  el  objeto  social,  sea  
necesario.  Para  el  caso  de cooperativas  de  transporte,  se  contará  con  el  Informe Técnico  
favorable, emitido por la Agencia Nacional de Tránsito o la autoridad que corresponda.

Además deberán cumplir con los siguientes mínimos de socios y capital: .../...
4. Para la constitución de Cooperativas de ahorro y crédito, además de los requisitos señalados en  

el  presente  Reglamento,  se  requerirá  un  mínimo  de  50  socios  y  un  capital  social  inicial,  
equivalente a doscientos salarios básicos unificados.../...

Artículo 8.- Trámite de aprobación.-  La Superintendencia si la documentación cumple con los  
requisitos exigidos en el presente reglamento admitirá a trámite la solicitud de constitución. En el  
término de treinta días, la Superintendencia efectuará el análisis de la documentación y, en caso  
de ser necesario, realizará una verificación in situ, luego de lo cual elaborará la resolución que  
niegue o conceda la personalidad jurídica a la organización y, en este último caso, notificará al  
Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social para su inscripción en el Registro Público.
 Si la documentación no cumpliere con los requisitos, se concederá un término de treinta días  
adicionales para completarla; y, en caso de no hacerlo, dispondrá su devolución.
 La Superintendencia mediante resolución, negará el otorgamiento de personalidad jurídica a una  
cooperativa, cuando determine que su constitución no es viable, por las causas establecidas en el  
informe técnico respectivo.

Artículo  83.-  Actividades  financieras.- Las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito, 
previa  autorización  de  la  Superintendencia,  podrán  realizar  las  siguientes 
actividades:
a) Recibir depósitos a la vista y a plazo, bajo cualquier mecanismo o modalidad 

autorizado;
b) Otorgar préstamos a sus socios;
c) Conceder sobregiros ocasionales;
d) Efectuar servicios de caja y tesorería;
e) Efectuar cobranzas, pagos y transferencias de fondos,  así como emitir  giros 

contra  sus  propias  oficinas  o  las  de  instituciones  financieras  nacionales  o 
extranjeras; R: 87, LOEPS



f) Recibir y conservar objetos muebles, valores y documentos en depósito para su 
custodia y arrendar casilleros o cajas de seguridad para depósitos de valores;

g) Actuar como emisor de tarjetas de crédito y de débito;
h) Asumir obligaciones por cuenta de terceros a través de aceptaciones, endosos 

o  avales  de  títulos  de  crédito,  así  como  por  el  otorgamiento  de  garantías, 
fianzas y cartas de crédito internas y externas, o cualquier otro documento, de 
acuerdo con las normas y prácticas y usos nacionales e internacionales;

i) Recibir préstamos de instituciones financieras y no financieras del país y del 
exterior;

j) Emitir obligaciones con respaldo en sus activos, patrimonio, cartera de crédito 
hipotecaria o prendaria propia o adquirida, siempre que en este último caso, se 
originen en operaciones activas de crédito de otras instituciones financieras;

k) Negociar  títulos  cambiarios  o  facturas  que  representen  obligación  de  pago 
creados  por  ventas  a  crédito  y  anticipos  de  fondos  con  respaldo  de  los 
documentos referidos;

l) Invertir  preferentemente,  en  este  orden,  en  el  Sector  Financiero  Popular  y 
Solidario, sistema financiero nacional y en el mercado secundario de valores y 
de  manera  complementaria  en  el  sistema  financiero  internacional;  R:  88, 
LOEPS

m) Efectuar inversiones en el capital social de cajas centrales; y, R: 102, LOEPS
n) Cualquier  otra  actividad  financiera  autorizada  expresamente  por  la 

Superintendencia.
 Las cooperativas de ahorro y crédito podrán realizar las operaciones detalladas 
en este artículo, de acuerdo al segmento al que pertenezcan, de conformidad a lo 
que establezca el Reglamento de esta Ley.

Reglamento: 
Artículo  96.-  Segmentación.-  La  Junta  de  Regulación,  únicamente,  a  propuesta  de  la  
Superintendencia, elaborará y modificará la segmentación de las cooperativas de ahorro y crédito  
en base a los criterios previstos en el artículo 101 de la Ley.
 El Comité Interinstitucional, la Junta de Regulación y la Superintendencia, cuando emitan políticas,  
regulaciones o disposiciones para las cooperativas de ahorro y crédito, lo harán considerando los  
segmentos y cuando no se mencione la segmentación, se entenderá que las disposiciones son  
para todas las cooperativas, sin perjuicio del segmento al que pertenezcan.
 La Superintendencia determinará cuándo una cooperativa ha superado el segmento en que se  
encuentre ubicada, disponiendo el cambio al que corresponda.

Artículo. 97.- Exclusividad.-  Únicamente las organizaciones que integran el Sector Financiero  
Popular y Solidario, reconocidas por la Ley y debidamente autorizadas por la Superintendencia,  
podrán efectuar las operaciones financieras previstas en el artículo 83 de la Ley.
 Las operaciones señaladas en el presente artículo, podrán efectuarse por medios electrónicos,  
ópticos, magnéticos, inalámbricos, electromagnéticos u otros similares o de cualquier tecnología,  
así como de sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones,  
que se implementarán bajo óptimas medidas de seguridad y de conformidad con las regulaciones  
que se dicten para el efecto.

Artículo 98.- Autorización previa.- Para efectos de aplicación de la letra a) del artículo 83 de la  
Ley, las cooperativas que desearen captar depósitos a la vista, en una modalidad distinta a la de  
ahorros, requerirán autorización de la Superintendencia, previo el cumplimiento de los requisitos  
establecidos mediante regulación.



Artículo  84.-  Certificado  de  funcionamiento.- Las  cooperativas  de  ahorro  y 
crédito tendrán, tanto en matriz, como en sus agencias, oficinas o sucursales, la 
obligación de exhibir en lugar público y visible, el certificado de autorización de 
funcionamiento concedido por la Superintendencia. R: 89, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 12.- Autorización de funcionamiento.-  La Superintendencia, simultáneamente con el  
registro de directivos y representante legal,  emitirá la autorización de funcionamiento que será  
exhibida  en  la  oficina  principal  de  la  organización.  En  la  misma  forma  se  procederá  con  la  
autorización de funcionamiento de oficinas operativas.

Artículo 85.- Solvencia y prudencia financiera.-  Las cooperativas de ahorro y 
crédito  deberán  mantener  índices  de  solvencia  y  prudencia  financiera  que 
permitan cumplir sus obligaciones y mantener sus actividades de acuerdo con las 
regulaciones que se dicten para el efecto, en consideración a las particularidades 
de los segmentos de las cooperativas de ahorro y crédito.
 Las  regulaciones  deberán  establecer  normas  al  menos  en  los  siguientes 
aspectos:
a) Solvencia patrimonial;
b) Prudencia Financiera;
c) Índices de gestión financiera y administrativa;
d) Mínimos de Liquidez;
e) Desempeño Social; y,
f) Transparencia.

Reglamento: 
Artículo 152.- Atribuciones.- La Junta de Regulación, dictará regulaciones sobre lo siguiente:
1. La instrumentación de las políticas dictadas por el Comité Interinstitucional, en lo relacionado  

con el Sector Financiero Popular y Solidario;
2. Los asuntos dispuestos expresamente en la ley y este reglamento;
3. Los procedimientos para la constitución, organización, funcionamiento y control de las entidades  

del Sector Financiero Popular y Solidario en lo no previsto en la ley y este reglamento;
4. Las normas de solvencia y prudencia financiera de conformidad con lo dispuesto en el artículo  

85 de la ley;
5. Los requisitos y el procedimiento para la calificación de los vocales de los consejos y gerentes;  

y,
6. Las actividades complementarias que podrán efectuar las cooperativas.

Artículo 86.- Cupo de créditos.- Las cooperativas de ahorro y crédito manejarán 
un cupo de crédito y garantías de grupo, al cual podrán acceder los miembros de 
los  consejos,  gerencia,  los  empleados  que  tienen  decisión  o  participación  en 
operaciones de crédito e inversiones, sus cónyuges o convivientes en unión de 
hecho  legalmente  reconocidas  y  sus  parientes  dentro  del  segundo  grado  de 
consanguinidad y afinidad.
 El cupo de crédito para el grupo no podrá ser superior al diez por ciento (10%) ni  
el límite individual superior al dos por ciento (2%) del patrimonio técnico calculado 
al cierre del ejercicio anual inmediato anterior al de la aprobación de los créditos.
 Las  solicitudes  de  crédito  de  las  personas  señaladas  en  este  artículo  serán 
resueltas por el Consejo de Administración.



 No  aplicarán  los  criterios  de  vinculación  por  administración  para  las  Cajas 
Centrales.

Reglamento: 
Artículo 105.- Exoneración de aportes de las cajas centrales.-  Las cajas centrales, no están  
obligadas a aportar para el fondo de liquidez, ni el seguro de depósitos, así como tampoco le son  
aplicables, los cupos de crédito establecidos en el artículo 86 de la Ley.

Artículo 87.-  Órdenes de pago.- Las cooperativas de ahorro y crédito podrán 
emitir órdenes de pago en favor de sus socios y contra sus depósitos, que podrán 
hacerse efectivas en otras cooperativas similares, de acuerdo con las normas que 
dicte el regulador y los convenios que se suscriban para el efecto.
 Igualmente podrán realizar operaciones por medios magnéticos, informáticos o 
similares,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  legislación  de  comercio 
electrónico vigente y las normas que dicte el regulador.

Reglamento: 
Artículo 97.-  Exclusividad.- Únicamente las organizaciones que integran el  Sector  Financiero  
Popular y Solidario, reconocidas por la ley y debidamente autorizadas por la Superintendencia,  
podrán efectuar las operaciones financieras previstas en el artículo 83 de la ley.
 Las operaciones señaladas en el presente artículo, podrán efectuarse por medios electrónicos,  
ópticos,  magnéticos,  inalámbricos,  electromagnéticos  u  otros  similares  o  de  cualquier  otra  
tecnología,  así  como  de  sistemas  automatizados  de  procesamiento  de  datos  y  redes  de  
telecomunicaciones, que se implementarán bajo óptimas medidas de seguridad y de conformidad  
con las regulaciones que se dicten para el efecto.

Artículo 100.- Operaciones con terceros.- Para efectos de aplicación de la Ley, no se consideran  
operaciones  con  terceros,  las  relacionadas  con  cobranzas  y  pagos  de  servicios  públicos,  
impuestos,  remuneraciones,  pensiones  de  jubilación,  bono  de  desarrollo  humano,  servicios  
privados y  otros  de  similar  índole,  efectuadas en  las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito  previa  
autorización de la Superintendencia.

LCE: 
Art. 2.- Reconocimiento jurídico de los mensajes de datos.- Los mensajes de datos tendrán  
igual valor jurídico que los documentos escritos. Su eficacia, valoración y efectos se someterá al  
cumplimiento de lo establecido en esta ley y su reglamento.

Art. 44.- Cumplimiento de formalidades.- Cualquier actividad, transacción mercantil, financiera o  
de servicios, que se realice con mensajes de datos, a través de redes electrónicas, se someterá a  
los requisitos y solemnidades establecidos en la ley que las rija, en todo lo que fuere aplicable, y  
tendrá el mismo valor y los mismos efectos jurídicos que los señalados en dicha ley.

Artículo 88.- Inversiones.- Las cooperativas de ahorro y crédito, preferentemente 
deberán  invertir  en  el  Sector  Financiero  Popular  y  Solidario.  De  manera 
complementaria podrán invertir en el sistema financiero nacional y en el mercado 
secundario  de  valores  y,  de  manera  excepcional,  en  el  sistema  financiero 
internacional, en este caso, previa la autorización y límites que determine el ente 
regulador.

Reglamento: 



Artículo 99.- Inversiones.- Las cooperativas de ahorro y crédito podrán realizar inversiones en las  
entidades de integración cooperativa hasta por el 10% de su patrimonio técnico y en servicios no  
financieros legalmente autorizados, hasta por el 10% de su patrimonio técnico.

Artículo 89.- Agencias y sucursales.- Las cooperativas de ahorro y crédito para 
el ejercicio de sus actividades, podrán abrir sucursales, agencias u oficinas en el  
territorio nacional previa la autorización de la Superintendencia. Para la apertura 
de  nuevas  sucursales,  agencias  u  oficinas  se  requerirá  de  un  estudio  de 
factibilidad que incluya un análisis de impacto económico geográfico con relación a 
otras existentes  previamente,  con la  finalidad de salvaguardar  las  instituciones 
locales. R: 84, LOEPS
 Los  créditos  en  las  sucursales,  agencias  u  oficinas,  serán  otorgados 
preferentemente a los socios de éstas sucursales, agencias u oficinas.

Artículo  90.-  Capitalización.- Las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito  podrán 
resolver a través de la Asamblea General, capitalizaciones con nuevos aportes de 
los  socios.  Sin  embargo,  si  la  asamblea  general  resuelve  capitalización  que 
involucre  la  transferencia  de  ahorros  o  depósitos,  requerirá  de  la  autorización 
escrita del socio.

Artículo 91.- Redención de certificados.- Ninguna cooperativa podrá redimir el 
capital social, en caso de retiro de socios, por sumas que excedan en su totalidad 
el cinco por ciento (5%) del capital social pagado de la cooperativa, calculado al 
cierre del ejercicio económico anterior.
 La redención del capital, en caso de fallecimiento del socio, será total y no se 
computará dentro del cinco por ciento (5%) establecido en el inciso anterior; la 
devolución se realizará conforme a las disposiciones del Código Civil.
 La compensación de certificados de aportación con deudas a la cooperativa será 
permitida solo en caso de retiro del socio, siempre dentro del límite del cinco por 
ciento (5%).
 No se podrá redimir capital social si de ello resultare infracción a la normativa 
referente  al  patrimonio  técnico  y  relación  de  solvencia  o  si  la  cooperativa  se 
encontrare  sujeta  a  regularización  en  los  términos  establecidos  por  la 
Superintendencia.

C.C.: 
TITULO XVII

DE LA COMPENSACION

Art.  1671.- Cuando  dos  personas  son  deudoras  una  de  otra,  se  opera  entre  ellas  una  
compensación que extingue ambas deudas, del modo y en los casos que van a explicarse.

Art. 1672.- La compensación se opera por el solo ministerio de la ley y aún sin conocimiento de los  
deudores; y ambas deudas se extinguen recíprocamente en sus respectivos valores, desde que  
una y otra reúnen las calidades siguientes:
1.- Que sean ambas de dinero o de cosas fungibles o indeterminadas, de igual género y calidad;
2.- Que ambas deudas sean líquidas; y,
3.- Que ambas sean actualmente exigibles.
 Las esperas concedidas al deudor impiden la compensación; pero esta disposición no se aplica al  
plazo de gracia concedido por un acreedor a su deudor.



Art.  1673.- Para  que  haya  lugar  a  la  compensación  es  preciso  que  las  dos  partes  sean  
recíprocamente deudoras.

Artículo  92.-  Administración  y  calificación  de  riesgo.- Las  cooperativas  de 
ahorro  y  crédito  deberán  contratar  calificadoras  de  riesgo  y  realizar  la 
administración integral de riesgos de acuerdo al segmento al que pertenezcan, de 
conformidad a lo dispuesto por el órgano regulador.

LMV: 
TITULO XVIII

DE LAS CALIFICADORAS DE RIESGO

Art. 176.- Del objeto y constitución.- Las calificadoras de riesgo son sociedades anónimas o de  
responsabilidad limitada autorizadas y controladas por la Superintendencia de Compañías, que  
tienen por objeto principal la calificación del riesgo de los valores y emisores. Estas sociedades  
podrán efectuar, además, las actividades complementarias con su objeto principal.
 Las sociedades calificadoras se constituirán con un capital pagado no inferior a treinta y nueve mil  
cuatrocientos treinta y tres 50/100 (39.433,50) dólares de los Estados Unidos de América. Estas  
sociedades deberán cumplir  los parámetros, índices,  relaciones y demás normas de solvencia,  
exigencia  y  controles  que  determine  el  C.N.V.,  de  acuerdo  a  su  objeto  social,  tomando  en  
consideración  el  desarrollo  del  mercado  de  valores  y  la  situación  económica  del  país.  El  
incumplimiento de estas disposiciones reglamentarias será comunicado por las calificadoras de  
riesgo a la Superintendencia de Compañías, dentro del término de cinco días de ocurrido el hecho  
y, deberá ser subsanado en el plazo y la forma que determine dicho organismo de control.
 Dichas sociedades deberán incluir en su nombre, la expresión "Calificadora de Riesgos", la que  
será de uso exclusivo para todas aquellas entidades que puedan desempeñarse como tales según  
lo establece esta Ley.

Art. 177.- De las facultades de las calificadoras de riesgo.- Las calificadoras de riesgo tendrán  
las siguientes facultades: 
1. Realizar la calificación de riesgo de los emisores y valores que estén autorizadas a efectuar de  
acuerdo a lo dispuesto en esta Ley y a las normas de carácter general que para el efecto expida el  
C.N.V.; 
2. Explotar su tecnología; y, 
3. Las demás actividades que autorice el C.N.V., en consideración del desarrollo del mercado de  
valores.

NOTA: C.N.V. = Consejo Nacional de Valores. (NdE)

Artículo 93.- Prevención de lavado de activos.- Las cooperativas de ahorro y 
crédito implementarán mecanismos de prevención de lavado de activos conforme 
a las disposiciones constantes en la legislación vigente.
 Los informes anuales de auditoría, deberán incluir la opinión del auditor, referente 
al cumplimiento de los controles para evitar el lavado de activos provenientes de 
actividades ilícitas.
 Las organizaciones del  sector financiero popular y solidario están obligadas a 
suministrar a las entidades legalmente autorizadas para la prevención del lavado 
de activos, la información en la forma y frecuencia que ellas determinen.  R: 12, 
LOEPS

LRLA: 



Art.  3.- Las  instituciones  del  sistema  financiero  y  de  seguros,  además  de  los  deberes  y  
obligaciones constantes en la  Ley General  de Instituciones del  Sistema Financiero y  otras de  
carácter específico, deberán:
a)  Requerir  y  registrar  mediante  medios  fehacientes,  fidedignos  y  confiables,  la  identidad,  

ocupación, estado civil y domicilios, habitacional u ocupacional, de sus clientes, permanentes u  
ocasionales. En el caso de personas jurídicas, el registro incluirá la certificación de existencia  
legal  y  capacidad para operar,  nómina de socios o  accionistas,  montos de las acciones o  
participaciones, objeto social y representación legal.

  La información se recogerá en expedientes o se registrará en medios magnéticos de fácil  
acceso  y  disponibilidad;  y,  se  mantendrá  y  actualizará  durante  la  vigencia  de  la  relación  
contractual. Los sujetos obligados del sistema financiero mantendrán los registros durante los  
diez años posteriores a la fecha de finalización de la última transacción o relación contractual;

b) Mantener cuentas y operaciones en forma nominativa; en consecuencia, no podrán abrir  o  
mantener  cuentas  o  inversiones  cifradas,  de  carácter  anónimo,  ni  autorizar  o  realizar  
transacciones  u  operaciones  que  no  tengan  carácter  nominativo,  salvo  las  expresamente  
autorizadas por la ley;

c) Registrar las operaciones y transacciones en efectivo cuya cuantía sea igual o superior a diez  
mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas, así como las  
operaciones y transacciones múltiples en efectivo que, en conjunto, sean iguales o superiores  
a dicho valor,  cuando sean realizadas en beneficio de una misma persona y dentro de un  
período  de  treinta  (30)  días.  Dicho  registro  se  realizará  en  los  respectivos  formularios  
aprobados por la Superintendencia de Bancos y Seguros, en coordinación con la Unidad de  
Inteligencia Financiera;

d) Reportar a la Unidad de Inteligencia Financiera, dentro de un plazo no mayor a cuarenta y ocho  
horas, las operaciones a las que se refiere el literal precedente. Este plazo se contará a partir  
de la fecha en que se verifique la mencionada operación o transacción; y,

e)  Reportar  periódica  y  sistemáticamente  a  la  Unidad  de  Inteligencia  Financiera,  bajo  
responsabilidad  personal  e  institucional,  acerca  de  la  existencia  o  no  de  operaciones  o  
transacciones económicas inusuales e injustificadas,  de las que tengan conocimiento.  Este  
deber se cumplirá dentro de los quince días posteriores al cierre del ejercicio mensual de cada  
entidad.

Artículo  94.-  Información.- Las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito  pondrán  a 
disposición de los socios y público en general, la información financiera y social de 
la entidad, conforme a las normas emitidas por la Superintendencia.
 Las organizaciones del sector financiero popular y solidario, están obligadas a 
suministrar a la Superintendencia, en la forma y frecuencia que ella determine, la 
información  para  mantener  al  día  el  registro  de  la  Central  de  Riesgos.  La 
Superintendencia coordinará junto con la Superintendencia de Bancos y Seguros 
la integración de la información de la central de riesgos.

LISF: 
CAPITULO IV

CENTRAL DE RIESGOS

ARTICULO 95. - La Superintendencia establecerá un sistema de registro, denominado Central de  
Riesgos, que permita contar con información individualizada debidamente consolidada y clasificada  
sobre los deudores principales de las instituciones del sistema financiero ecuatoriano, incluyendo  
los casos en que éstas actúen en su nombre por cuenta de una institución bancaria o financiera del  
exterior.
 La  institución  financiera  que  proporcione  deliberadamente  información  falsa  o  maliciosa  a  la  
Central de Riesgos será sancionada por el Superintendente de Bancos con una multa de dos mil  
unidades de valor constante (2000 UVCs) cada vez y, la destitución del funcionario responsable en  
caso de reincidencia, sin perjuicio de la correspondiente responsabilidad penal.



ARTICULO 96.- Los datos individuales provenientes de la Central de Riesgos serán suministrados  
a las instituciones del sistema financiero.

ARTICULO  97.-  Las  instituciones  del  sistema  financiero,  están  obligadas  a  suministrar  a  la  
Superintendencia, en la forma y frecuencia que ella determine, la información para mantener al día  
el registro de que trata este capitulo.
 Si un informe presentado por un auditor, sea interno, externo o funcionario de la Superintendencia  
de Bancos, hubiese sido alterado o se hubiera ocultado información, el Superintendente tendrá la  
obligación en forma inmediata de poner en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación. El  
Superintendente  de  Bancos  tiene  la  obligación  de  pronunciarse  en  30  días  sobre  cualquier  
infracción  que  se  comete  y  que  haya  sido  informado  por  las  auditorías,  caso  contrario,  será  
denunciado ante la Fiscalía General de la Nación.

Artículo 95.- Sigilo y Reserva.- Los depósitos y demás captaciones de cualquier 
índole  que  se  realicen  en  las  organizaciones  del  sector  financiero  popular  y 
solidario,  determinadas  por  la  Superintendencia,  excluyendo  las  operaciones 
activas,  estarán sujetos a sigilo,  por lo cual  las instituciones receptoras de los 
depósitos  y  captaciones,  sus  administradores,  funcionarios  y  empleados,  no 
podrán proporcionar información relativa a dichas operaciones, sino a su titular o a 
quien lo represente legalmente.
 Las  organizaciones  del  sector  financiero  popular  y  solidario  con el  objeto  de 
facilitar procesos de conciliación, darán acceso al conocimiento detallado de las 
operaciones  anteriores  y  sus  antecedentes  a  la  firma  de  auditoría  externa 
contratada por la institución, que también quedará sometida al sigilo bancario.
 Las organizaciones del sector financiero popular y solidario podrán dar a conocer 
las  operaciones  anteriores,  en  términos  globales,  no  personalizados  ni 
parcializados, solo para fines estadísticos o de información.
 Las organizaciones del sector financiero popular y solidario tendrán la obligación 
de proporcionar a la Superintendencia la información sobre las operaciones que 
determinadas  por  ésta,  por  su  naturaleza  y  monto,  requieran  de  un  informe 
especial.  La Superintendencia proporcionará esta información a otras autoridades 
que por disposición legal expresa, previa determinación sobre su causa y fines, 
puedan requerirla, quienes también estarán sujetas al sigilo hasta que se utilice la 
información en los fines para los cuales se la requirió.

LISF: 
ARTICULO 88. - Los depósitos y demás captaciones de cualquier índole que se realicen en las  
instituciones del sistema financiero, estarán sujetos a sigilo bancario, por lo cual las instituciones  
financieras  receptoras  de  los  depósitos  y  captaciones,  sus  administradores,  funcionarios  y  
empleados no podrán proporcionar información relativa a dichas operaciones sino a su titular o a  
quien lo represente legalmente.
 Las instituciones del sistema financiero con el objeto de facilitar procesos de conciliación, darán  
acceso al conocimiento detallado de las operaciones anteriores y sus antecedentes a la firma de  
auditoría externa contratada por la institución, que también quedará sometida al sigilo bancario.
 Las instituciones del  sistema financiero podrán dar  a  conocer  las  operaciones anteriores,  en  
términos  globales,  no  personalizados  ni  parcializados,  solo  para  fines  estadísticos  o  de  
información.
 Podrán también proporcionar información general  respecto del  comportamiento de clientes en  
particular,  para  fines  de  evaluación  de  crédito  a  requerimiento  de  otra  institución  del  sistema  
financiero o de establecimientos comerciales autorizados por aquellos,  sin que ello implique la  
facultad de revelar transacciones individualizadas.



ARTICULO 94. - La violación a las disposiciones de este capítulo será reprimida con uno a cinco  
años de prisión correccional. Se podrán reclamar a los tribunales de justicia las indemnizaciones  
que correspondan por los daños que causasen las violaciones al sigilo y al carácter de reservado.

Artículo 96.- Auditorías.- Las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar 
con auditoría externa anual y auditoría interna, de conformidad con lo establecido 
en el Reglamento de esta Ley.
 Los auditores  internos  y  externos  deberán  ser  previamente  calificados por  la 
Superintendencia, desarrollarán su actividad profesional cumpliendo la Ley y su 
Reglamento.
 Los  auditores  internos  y  externos  serán  responsables  administrativa,  civil  y 
penalmente de los dictámenes y observaciones que emitan.

LISF: 
ARTICULO 138. - Si la Superintendencia comprobase que una firma de auditoria externa procede  
en contra de los principios de contabilidad generalmente aceptados o coadyuva a la presentación  
de  datos  y  estados  financieros  no  acordes  con  las  disposiciones  legales  y  reglamentarias  o  
instrucciones vigentes, dispondrá que la institución controlada cambie de firma auditora, aún antes  
de  la  expiración  del  correspondiente  contrato,  sin  que  por  la  decisión  adoptada  por  la  
Superintendencia haya lugar a reclamación alguna por parte de dicha firma en contra de ésta ni en  
contra de la institución controlada. La firma auditora será suspendida o eliminada del registro de  
compañías auditoras, según la gravedad de la falta, a juicio de la Superintendencia.

Artículo 97.- Calificación.- Los vocales de los consejos, el gerente y los auditores 
externo e interno, para ejercer sus funciones deberán ser calificados previamente 
por la Superintendencia, conforme a las disposiciones contenidas en la presente 
Ley y en su Reglamento.

Reglamento: 
Artículo 94.- Requisitos para ser designado vocal de los consejos.- Además de los requisitos  
contemplados en el estatuto social, en las cooperativas de los segmentos tres y cuatro, al menos  
dos de los vocales principales de los consejos y sus respectivos suplentes, deberán tener título  
profesional de tercer nivel, según las definiciones de la Ley que regule la educación superior, en  
profesiones  relacionadas  con  administración  de  empresas,  economía,  finanzas,  contabilidad,  
auditoría o jurisprudencia, debiendo las cooperativas, establecer en el reglamento de elecciones,  
mecanismos que aseguren la participación de socios con el perfil requerido.
 La Superintendencia registrará a los vocales de los consejos de las cooperativas de todos los  
segmentos; y, además, calificará a los vocales en los segmentos tres y cuatro.

Artículo 95.- Requisitos para gerentes.-  Para ser designado gerente de una cooperativa del  
segmento uno, el postulante deberá cumplir los requisitos señalados en el estatuto social.
 Para el segmento dos el postulante, deberá acreditar conocimientos y experiencia de, al menos,  
dos años en economía social y solidaria y finanzas solidarias.
 Para ser designado gerente de una cooperativa de los segmentos tres y cuatro, el postulante,  
deberá acreditar título profesional de, al menos, tercer nivel en administración, economía, finanzas,  
o ciencias afines, de conformidad con la ley que regule la educación superior o experiencia mínima  
de  cuatro  años  como  administrador,  responsable  de  áreas  de  negocios,  financieros  o  de  
administración de riesgos, en cooperativas de ahorro y crédito u otras instituciones de la economía  
social y solidaria y finanzas solidarias.

Artículo 98.- Revocatoria de calificación.-  La Superintendencia podrá revocar, 
en cualquier momento, la calificación de los vocales de los consejos, del gerente o 



de los auditores, cuando hayan incurrido en el incumplimiento de los requisitos 
que sustentaron su calificación.

Reglamento: 
Artículo 41.- Requisitos.- En el estatuto social de la cooperativa, se determinarán los requisitos  
para  ser  vocal  de  los  consejos  que  contemplarán  un  tiempo  mínimo  de  pertenencia  a  la  
cooperativa; y, acreditar capacitación en el área de sus funciones, antes de su posesión, por un  
tiempo no inferior a veinte horas, así como también las causales y procedimiento de remoción y  
subrogación, sin perjuicio de requisitos de profesionalización que pueden ser determinados por el  
ente regulador de acuerdo con el nivel o segmento al que pertenezca la cooperativa.
 En los consejos no podrán ser elegidos socios que tengan, entre sí, relación conyugal, unión de  
hecho, o parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

Artículo 45.- Requisitos.- Sin perjuicio de los requisitos que se determinen en el estatuto social de  
la cooperativa, el Gerente deberá acreditar experiencia en gestión administrativa, acorde con el  
tipo, nivel o segmento de la cooperativa y capacitación en economía solidaria y cooperativismo.  
Previo al registro de su nombramiento, deberá rendir la caución que corresponda.
 Se prohíbe la designación de Gerente a quien tenga la calidad de cónyuge, conviviente en unión  
de hecho, o parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, con algún  
vocal de los consejos.

Artículo  99.-  Intervención.-  Sin  perjuicio  de  las  causales  de  intervención 
establecidas en el artículo 68 de esta Ley, cuando una cooperativa de ahorro y 
crédito por cualquier causa no cumpliese con la ley o regulaciones en particular las 
referidas a las normas de solvencia y prudencia financiera o cuando se presuma la 
existencia de prácticas ilegales de tal magnitud que pongan en grave peligro los 
recursos del  público o incumpliere los programas de vigilancia preventiva o de 
regularización establecidos por la Superintendencia, este órgano de control podrá 
ordenar  su  intervención,  disponiendo  todas  aquellas  medidas  de  carácter 
preventivo y correctivo que sean necesarias e impondrá las sanciones pertinentes, 
sin  perjuicio  de las acciones civiles y penales a que hubiere lugar.  R: 65,  67, 
LOEPS

Artículo  100.-  Falta  de  subsanación.-  La  Superintendencia  dispondrá  la 
disolución y liquidación de una cooperativa si luego de la intervención no se han 
subsanado las causas que la motivaron. R: 71, LOEPS

Artículo  101.-  Segmentación.-  Las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito  serán 
ubicadas en segmentos, con el propósito de generar políticas y regulaciones de 
forma específica y diferenciada atendiendo a sus características particulares, de 
acuerdo con los siguientes criterios:
a) Participación en el Sector;
b) Volumen de operaciones que desarrollen;
c) Número de socios;
d) Número y ubicación geográfica de oficinas operativas a nivel local, cantonal, 

provincial, regional o nacional;
e) Monto de activos;
f) Patrimonio; y,
g) Productos y servicios financieros.
R: 81, LOEPS



Reglamento: 
Sección II

De la segmentación

Artículo  96.-  Segmentación.-  La  Junta  de  Regulación,  únicamente,  a  propuesta  de  la  
Superintendencia, elaborará y modificará la segmentación de las cooperativas de ahorro y crédito  
en base a los criterios previstos en el artículo 101 de la Ley.
 El Comité Interinstitucional, la Junta de Regulación y la Superintendencia, cuando emitan políticas,  
regulaciones o disposiciones para las cooperativas de ahorro y crédito, lo harán considerando los  
segmentos y cuando no se mencione la segmentación, se entenderá que las disposiciones son  
para todas las cooperativas, sin perjuicio del segmento al que pertenezcan.
 La Superintendencia determinará cuándo una cooperativa ha superado el segmento en que se  
encuentre ubicada, disponiendo el cambio al que corresponda.

Sección 2
De las Cajas Centrales

Artículo  102.-  Cajas  Centrales.- Las  Cajas  Centrales,  son  instancias  que  se 
constituyen con, por lo menos, veinte cooperativas de ahorro y crédito.
 El  capital  mínimo  requerido  para  la  constitución  de  una  Caja  Central  será 
determinado técnicamente por el regulador.
 Las decisiones se tomarán mediante voto ponderado, que atenderá al número de 
socios que posea la cooperativa, en un rango de uno a cinco votos, garantizando 
el derecho de las minorías, de conformidad con las disposiciones contenidas en el 
Reglamento.
 Las Cajas Centrales, en lo relacionado con constitución, estructura interna, fusión, 
escisión,  intervención,  disolución y liquidación,  se regirán por  las disposiciones 
establecidas en el Titulo II de esta Ley.

Reglamento: 
Artículo  101.- Definición.-  Las cajas  centrales  son  instituciones  cooperativas  que integran  al  
sector financiero popular y solidario y que tienen por objeto realizar operaciones financieras de  
segundo  piso,  debidamente  autorizadas  por  la  Superintendencia,  exclusivamente,  con  las  
cooperativas de ahorro y crédito.
 En su organización y funcionamiento, aplicarán las normas, regulaciones y criterios determinados  
para  las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito  pertenecientes  al  segmento  cuatro,  además  de  las  
específicas que, para dichas cajas, sean dictadas por la Junta de Regulación.

Artículo  102.-  Vocales  de  los  consejos  de  las  cajas  centrales.-  En las  cajas  centrales,  el  
consejo  de  administración  estará  integrado  por  cinco  vocales  principales  y  sus  respectivos  
suplentes  y  el  consejo  de  vigilancia  por  tres  vocales  principales  y  sus  respectivos  suplentes,  
designados  de  entre  los  gerentes  o  presidentes  de  las  cooperativas  afiliadas,  salvo  que,  
simultáneamente, tengan la calidad de directivos o representantes legales de otros organismos de  
integración representativa o económica.
 De los vocales del consejo de administración, al menos tres vocales principales y sus respectivos  
suplentes y del consejo de vigilancia, al menos dos vocales principales y sus respectivos suplentes  
deberán cumplir con el perfil profesional establecido en este Reglamento para las cooperativas del  
segmento cuatro.
 Las Cajas Centrales, en resguardo del derecho de las minorías, previsto en la Ley, establecerán  
en su normativa interna,  la obligación que en los consejos,  se garantice la participación de al  
menos un vocal principal y su respectivo suplente, elegidos de las cooperativas pertenecientes a  
los segmentos uno y dos.



 Los vocales de los consejos de las cajas centrales, podrán ejercer dichas funciones mientras  
mantengan la calidad de gerente o presidente del consejo de administración en la cooperativa a la  
que representan.

Art.  104.-  Aportes  obligatorios.- Las  cooperativas  socias  de  las  cajas  centrales,  deberán  
mantener en todo tiempo un monto de certificados de aportación, mínimo por un valor equivalente  
al uno por ciento de su patrimonio técnico calculado al treinta y uno de diciembre del ejercicio  
económico inmediato anterior.

Artículo 105.- Exoneración de aportes de las cajas centrales.-  Las cajas centrales, no están  
obligadas a aportar para el fondo de liquidez, ni el seguro de depósitos, así como tampoco le son  
aplicables, los cupos de crédito establecidos en el artículo 86 de la Ley.

Artículo 106.- Redención de certificados de aportación.-  En caso de pérdida de la calidad de  
socia, por cualquier causa, el valor correspondiente a los certificados de aportación y la liquidación  
de haberes se efectuará dentro de los treinta días posteriores a la aprobación de los balances  
anuales por parte de la asamblea general y siempre dentro del límite de redención del 5% previsto  
en la Ley.

(Disp. Gen.) SEXTA.- Las Cajas Centrales, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo  
102 de la Ley, dentro del plazo de dos años, contados a partir de la promulgación del presente  
reglamento, deberán contar como socias, exclusivamente a cooperativas de ahorro y crédito.

Artículo  103.-  Operaciones.- Las  Cajas  Centrales  podrán  efectuar  con  las 
cooperativas de ahorro y crédito, las operaciones descritas en el artículo 83 de 
ésta Ley y adicionalmente las siguientes:
a) Desarrollar  redes  de  servicios  financieros  entre  sus  afiliadas,  tales  como 

ventanillas compartidas, transferencias de fondos, remesas, pagos de servicios, 
entre otros;

b) Funcionar como cámara de compensación entre sus afiliadas;
c) Canalizar e intermediar recursos destinados al desarrollo del sector financiero 

popular y solidario; y,
d) Las demás establecidas en el Reglamento de la Ley.

Reglamento: 
Artículo 103.- Operaciones.-  Las cajas centrales, además, de las operaciones previstas en el  
artículo 103 de la Ley, previa autorización de la Superintendencia podrán efectuar las siguientes:
1. Administración de portafolio de inversiones;
2. Estructuración de productos de gestión de riesgo financiero; y,
3. Estructuración de titularización de activos.

Sección 3
De las Entidades Asociativas o Solidarias, Cajas y Bancos Comunales y 

Cajas de Ahorro

Artículo 104.- Entidades asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales 
y cajas de ahorro.- Son organizaciones que se forman por voluntad de sus socios 
y con aportes económicos que, en calidad de ahorros, sirven para el otorgamiento 
de  créditos  a  sus  miembros,  dentro  de  los  limites  señalados  por  la 
Superintendencia de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley.



 También se consideran como parte de estas entidades, aquellas organizaciones 
de similar naturaleza y actividad económica, cuya existencia haya sido reconocida 
por otras instituciones del Estado. R: 78, LOEPS

Reglamento: 
Artículo  90.-  Entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y  bancos  comunales.-  Son 
organizaciones  que  pertenecen  al  Sector  Financiero  Popular  y  Solidario,  que  realizan  sus  
actividades,  exclusivamente,  en los  recintos,  comunidades,  barrios  o  localidades en donde se  
constituyen  y  se  pueden  financiar,  con  sus  propios  recursos  o  con  fondos  provenientes  de  
programas o proyectos ligados al desarrollo de sus integrantes.
 Ejercerán su actividad exclusivamente en un área de influencia que no afecte a otras entidades  
financieras con estos fines o propósitos.

Artículo 91.- Cajas de ahorro.-  Son las organizaciones integradas por miembros de un mismo  
gremio  o  institución;  por  grupos de trabajadores  con  un  empleador  común,  grupos familiares,  
barriales; o, por socios de cooperativas distintas a las de ahorro y crédito.

Artículo 92.- Constitución, organización y funcionamiento.- La constitución y organización de  
las entidades asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales y cajas de ahorro, se regirá por lo  
dispuesto para las organizaciones comunitarias.
 El  funcionamiento y  actividades de estas organizaciones serán determinados por la  Junta de  
Regulación.

Artículo 5.- Requisitos organizaciones comunitarias.- Las organizaciones comunitarias, para la  
obtención de personalidad jurídica presentarán ante la Superintendencia una solicitud, junto con el  
acta  constitutiva,  suscrita,  al  menos,  por  diez  miembros  fundadores  y  copia  de  la  cédula  de  
identidad del representante provisional y el certificado de depósito del aporte del fondo social inicial  
por el monto fijado por el Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social.

NOTA: Según la Disposiciones Transitorias SEGUNDA y CUARTA, de la LOEPS, se reconoce la 
existencia de entidades y organizaciones de economía solidaria vigentes y en trámite ante los 
diversos  organismos  del  Estado.  Debemos  señalar  que  el  Consejo  de  Desarrollo  de  las 
Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador, CODENPE, reconoció la vida jurídica de varios 
entes asociativos financieros populares, que no pierden su legalidad, entre ellos, las siguientes 
expresadas  en  el  REGLAMENTO  DE  REGISTRO,  SEGUIMIENTO  Y  CONTROL  DE  LAS 
ENTIDADES  FINANCIERAS  DE  LAS  COMUNIDADES,  PUEBLOS,  NACIONES  Y 
NACIONALIDADES DEL ECUADOR:

Art.  5. Para  efecto  del  presente  reglamento  se  entenderá  como entidades financieras  de  las  
comunidades, pueblos, naciones y nacionalidades:
a) Cajas solidarias.
 Son entidades financieras propias que impulsan el desarrollo productivo, iniciativas innovadoras  
sociales, culturales de los pueblos y nacionalidades, para la constitución realizarán un aporte inicial  
en  base  a  las  condiciones  económicas  para  el  kullki  mañachik  -  kullki  Tikrachi  (préstamos o  
créditos), de acuerdo a las necesidades individuales y colectivos en la medida de las posibilidades  
y condiciones de la caja.
 Su ámbito de acción será la comunidad y/o los centros urbanos (ciudades) donde exista pueblos y  
nacionalidades;
b) Bancos comunales. 
 Son entidades financieras que impulsan el desarrollo económico, social, cultural de los pueblos,  
naciones y nacionalidades, a través del aporte, ahorro y entrega de créditos; se constituyen con el  
aporte de los socios o miembros; y, se integrarán con 3 cajas solidarias o el 80% de los miembros  
de comunidad,  en el  caso de los  pueblos  y  nacionalidades se  integrarán  con  el  20% de sus  
miembros representados equitativamente de las diversas zonas.



 Ejercerán su actividad en un área de influencia que no afecte a otras entidades financieras con  
estos fines o propósitos; y,
c) Corporaciones de desarrollo social y financiera.
 Son entidades que impulsan la unidad, cooperación y solidaridad de los entes financieros para el  
fortalecimiento  el  desarrollo  económico,  social  y  productivo-comercial  de  los  pueblos  y  
nacionalidades, se constituirán con un aporte inicial. Se integrarán con el 30% de los miembros de  
los pueblos, naciones y nacionalidades, previo estudio socio-económico, y, la existencia de las  
entidades financieras con las mismas actividades y características.

 Aunque el precitado Reglamento está derogado, estas formas asociativas financieras populares 
existen  en  nuestra  realidad  social  con  incontables  denominaciones,  y  deberán  adecuar  sus 
estatutos a las prescripciones de la Ley, si quisiesen ser sujetos de beneficios, prescribe el Art. 6,  
de la LOEPS. (NdE)  

Artículo 105.- Estructura interna.- Las entidades asociativas o solidarias, cajas y 
bancos comunales y cajas de ahorro, tendrán su propia estructura de gobierno, 
administración, representación, control interno y rendición de cuentas, de acuerdo 
a sus necesidades y prácticas organizativas. R: 16, LOEPS

Artículo  106.-  Transformación.- La  Superintendencia,  dispondrá  la 
transformación  de  las  entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y  bancos 
comunales y cajas de ahorro, en cooperativas de ahorro y crédito, cuando por su 
crecimiento  en monto  de activos,  socios,  volumen de operaciones y  cobertura 
geográfica,  superen  los  límites  fijados  por  la  Superintendencia  para  esas 
organizaciones.

Reglamento: 
Artículo 13.- Transformación.- Las organizaciones amparadas por la Ley, podrán transformarse  
en otra de las formas previstas en la misma, mediante la aprobación de, al menos, las dos terceras  
partes del máximo órgano de gobierno, en sesión convocada especialmente para el efecto.

Artículo 107.- Canalización de recursos.- Las entidades asociativas o solidarias, 
cajas  y  bancos  comunales  y  cajas  de  ahorro  podrán  servir  como  medios  de 
canalización  de  recursos  públicos  para  el  desarrollo  e  implementación  de 
proyectos sociales y productivos, en sus respectivos territorios. R: 132.3, LOEPS

Artículo 108.- Metodologías financieras.- Las organizaciones además del ahorro 
y  crédito,  promoverán  el  uso  de  metodologías  financieras  participativas  como 
grupos  solidarios,  ruedas,  fondos  productivos,  fondos  mortuorios,  seguros 
productivos  o  cualquier  otra  forma financiera  destinados a  dinamizar  fondos y 
capital de trabajo.

Capítulo II
Del Fondo de Liquidez y del Seguro de Depósitos

Artículo 109.- Fondo de Liquidez y Seguro de Depósitos.- Créanse el Fondo de 
Liquidez y el Seguro de Depósitos del Sector Financiero Popular y Solidario, como 
mecanismos articulados y complementarios.



 El Fondo de Liquidez tiene por objeto conceder créditos de liquidez, de liquidez 
contingente  y  para  cubrir  deficiencias  en  la  cámara  de  compensación  a  las 
cooperativas  de  ahorro  y  crédito,  entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y 
bancos comunales y en las cajas de ahorro, reguladas por esta Ley.
 El Seguro de Depósitos tiene por objeto proteger los depósitos efectuados en las 
cooperativas  de  ahorro  y  crédito,  entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y 
bancos comunales y en las cajas de ahorro, reguladas por esta Ley.

Reglamento: 
Artículo 105.- Exoneración de aportes de las cajas centrales.-  Las cajas centrales, no están  
obligadas a aportar para el fondo de liquidez, ni el seguro de depósitos, así como tampoco le son  
aplicables, los cupos de crédito establecidos en el artículo 86 de la Ley.

Artículo  110.-  Operaciones  del  fondo  de  liquidez.-  El  Fondo  de  Liquidez,  efectuará  las  
operaciones a las que se refiere el artículo 109 de la Ley, en calidad de prestamista de última  
instancia.  Los  créditos  concedidos  para  cubrir  deficiencias  de  cámaras  de  compensación  se  
referirán exclusivamente a las del Sistema Nacional de Pagos, administradas por el Banco Central.

Artículo 110.- Organización.- Para su funcionamiento y administración, el Fondo 
de Liquidez y el  Seguro de Depósitos contarán con un Directorio  único y dos 
Secretarías  Técnicas,  ejercidas  por  el  Banco  Central  del  Ecuador  y  por  la 
Corporación del  Seguro de Depósitos -COSEDE-,  las mismas que asumirán la 
ejecución  e  instrumentación  de  las  operaciones  del  Fondo  de  Liquidez  y  del  
Seguro de Depósitos, respectivamente.

Artículo  111.-  Del  Directorio.- El  Directorio  único  estará  conformado  por  el 
ministro encargado de la coordinación del desarrollo social o su delegado, que lo 
presidirá y tendrá voto dirimente; el ministro encargado de la coordinación de la 
política económica o su delegado; un delegado del Comité Interinstitucional y un 
técnico delegado por el Directorio de la Corporación.
 Asistirán, con voz informativa y sin voto, los presidentes del Banco Central del 
Ecuador y del Directorio de la Corporación de Seguro de Depósitos.
El Directorio tendrá las siguientes atribuciones:
a) Dictar  las  políticas  generales,  administrativas  y  operacionales  del  Fondo  de 

Liquidez y del Seguro de Depósitos;
b) Reglamentar su funcionamiento interno;
c) Determinar  los requisitos y  las condiciones necesarias para el  acceso a los 

préstamos del Fondo de Liquidez y a las coberturas del Seguro de Depósitos;
d) Fijar, anualmente, el monto y periodicidad de las primas y valores que, en forma 

diferenciada,  deben aportar las instituciones del  Sector Financiero Popular y 
Solidario, para cada uno de los mecanismos;

e) Determinar las líneas, características y condiciones de los créditos de liquidez y 
de liquidez contingente;

f) Determinar los depósitos asegurados y los excluidos de la cobertura del Seguro 
de Depósitos;

g) Disponer la devolución de los depósitos asegurados en los casos que aplique;
h) Cumplir  con  los  procedimientos  de  resolución  ordenados  por  la 

Superintendencia;



i) Determinar, anualmente, el monto de la cobertura del Seguro de Depósitos; y,
j) Las  demás  que  sean  necesarias  para  el  cumplimiento  de  los  objetivos  del 

Fondo de Liquidez y del Seguro de Depósitos, determinados en la presente Ley 
y su reglamento.

Reglamento: 
Artículo 107.- Funciones del directorio.- Son funciones del directorio, además de las señaladas  
en la Ley, las siguientes:
1. Aprobar las operaciones de crédito de liquidez contingente del Fondo;
2. Fijar las tasas de interés de los créditos otorgados por el Fondo;
3. Informar a la Superintendencia los casos de iliquidez de las organizaciones aportantes al Fondo  

de Liquidez;
4. Determinar  los  requisitos  y  cronograma  para  la  incorporación  progresiva  de  la  entidades  

financieras populares y solidarias al Fondo de Liquidez, al Seguro de Depósitos y al Sistema  
Nacional de Pagos;

5. Aprobar los presupuestos del Fondo de Liquidez y el Seguro de Depósitos.

Artículo 108.- Representación legal.- El Fondo de Liquidez y el Seguro de Depósitos estarán  
representados legalmente por el gerente del Banco Central y el gerente general la Corporación del  
Seguro de Depósitos, respectivamente, quienes ejercerán la jurisdicción coactiva de conformidad  
con las disposiciones del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 109.- Destino de los recursos.- Los recursos del Fondo de Liquidez y del Seguro de  
Depósitos,  no  podrán  ser  destinados  para  cubrir  gastos  administrativos,  ni  para  pago  de  
inversiones en activos fijos de las secretarías técnicas.

Sección 1
Del Fondo de Liquidez

Artículo  112.-  Financiamiento.- El  Fondo  de  Liquidez,  se  financiará  con  los 
aportes  reembolsables  y  no  reembolsables,  periódicos,  obligatorios  y 
diferenciados  de  todas  las  organizaciones  del  Sector  Financiero  Popular  y 
Solidario, que serán fijados por la Superintendencia y por los rendimientos que 
generen las operaciones de crédito y las inversiones del Fondo.

Artículo 113.-  Funcionamiento.- El  Fondo operará a través de un fideicomiso 
mercantil  de  inversión,  que  será  controlado  exclusivamente  por  la 
Superintendencia y será administrado por la Secretaria Técnica.

LMV: 
Art. 109.- Del contrato de fideicomiso mercantil.- Por el contrato de fideicomiso mercantil una o  
más  personas  llamadas  constituyentes  o  fideicomitentes  transfieren,  de  manera  temporal  e  
irrevocable, la propiedad de bienes muebles o inmuebles corporales o incorporales, que existen o  
se espera que existan, a un patrimonio autónomo, dotado de personalidad jurídica para que la  
sociedad  administradora  de  fondos  y  fideicomisos,  que  es  su  fiduciaria  y  en  tal  calidad  su  
representante  legal,  cumpla  con  las  finalidades  específicas  instituidas  en  el  contrato  de  
constitución, bien en favor del propio constituyente o de un tercero llamado beneficiario.
 El patrimonio autónomo, esto es el conjunto de derechos y obligaciones afectados a una finalidad  
y que se constituye como efecto jurídico del contrato, también se denomina fideicomiso mercantil;  
así, cada fideicomiso mercantil tendrá una denominación peculiar señalada por el constituyente en  
el  contrato  a  efectos  de  distinguirlo  de  otros  que  mantenga  el  fiduciario  con  ocasión  de  su  
actividad.



 Cada patrimonio autónomo (fideicomiso mercantil), está dotado de personalidad jurídica, siendo el  
fiduciario  su  representante  legal,  quien  ejercerá  tales  funciones  de  conformidad  con  las  
instrucciones señaladas por el constituyente en el correspondiente contrato.
 El  patrimonio  autónomo  (fideicomiso  mercantil),  no  es,  ni  podrá  ser  considerado  como  una  
sociedad civil o mercantil, sino únicamente como una ficción jurídica capaz de ejercer derechos y  
contraer  obligaciones  a  través  del  fiduciario,  en  atención  a  las  instrucciones  señaladas  en  el  
contrato.

Artículo 114.- Inversiones del Fondo.- El Fondo será invertido en condiciones de 
alta liquidez, de inmediata disponibilidad, seguridad, diversificación y rentabilidad, 
enmarcadas en las políticas de inversión aprobadas por el Directorio.

Artículo 115.- Créditos.- El Fondo otorgará a sus participantes créditos a plazos 
no mayores de ciento veinte días y que no excederán del diez por ciento (10%) de 
los  activos del  fideicomiso,  ni  del  cien  por  ciento (100%) del  patrimonio de la  
beneficiaria del crédito.
 Los créditos serán garantizados con inversiones y cartera con calificación “A” de 
las entidades beneficiarias, por un monto igual a, por lo menos, el ciento cuarenta 
por ciento (140%) del crédito aprobado.

Reglamento: 
Artículo  110.-  Operaciones  del  fondo  de  liquidez.-  El  Fondo  de  Liquidez,  efectuará  las  
operaciones a las que se refiere el artículo 109 de la Ley, en calidad de prestamista de última  
instancia.  Los  créditos  concedidos  para  cubrir  deficiencias  de  cámaras  de  compensación  se  
referirán exclusivamente a las del Sistema Nacional de Pagos, administradas por el Banco Central.

Sección 2
Del Seguro de Depósitos

Artículo 116.-  Financiamiento.- El  fondo del  Seguro  de Depósitos  del  Sector 
Financiero Popular y Solidario se constituirá con los siguientes recursos:
a. El  aporte inicial  que realice la COSEDE, con cargo al Fondo del  Seguro de 

Depósitos que administra, y que será el monto acumulado por las cooperativas 
de ahorro y crédito que integran el Seguro de Depósitos, que incluirá el valor 
proporcional de los fondos aportados a la Ex AGD.

b. Las primas que, obligatoriamente, deberán cancelar las instituciones integrantes 
del Sector Financiero Popular y Solidario, de conformidad con lo previsto en la 
presente Ley y su reglamento;

c. El  rendimiento  de las  inversiones y  las  utilidades  líquidas  de  cada ejercicio 
anual  del  fondo  del  Seguro  de  Depósitos  del  Sector  Financiero  Popular  y 
Solidario;

d. Las  donaciones  que  reciba  el  fondo  del  Seguro  de  Depósitos  del  Sector 
Financiero Popular y Solidario;

e. Los provenientes de préstamos o líneas contingentes; y,
f. Otras que determine la normativa complementaria.
 El patrimonio del fondo del Seguro de Depósitos será inembargable y no podrá 
ser afectado por las obligaciones que los aportantes mantengan con terceros. Los 
acreedores  del  seguro  no  podrán  hacer  efectivos  sus  créditos  contra  los 
aportantes, cuya responsabilidad se limita a sus aportaciones.



 La constitución y operación del fondo del Seguro de Depósitos estará exenta de 
toda clase de impuestos.

Artículo 117.-  Funcionamiento.- El  Seguro de Depósitos operará mediante la 
constitución de un fideicomiso mercantil, que será controlado exclusivamente por 
la Superintendencia y será administrado por la Secretaría Técnica

LMV: 
Art. 109.- Del contrato de fideicomiso mercantil.- Por el contrato de fideicomiso mercantil una o  
más  personas  llamadas  constituyentes  o  fideicomitentes  transfieren,  de  manera  temporal  e  
irrevocable, la propiedad de bienes muebles o inmuebles corporales o incorporales, que existen o  
se espera que existan, a un patrimonio autónomo, dotado de personalidad jurídica para que la  
sociedad  administradora  de  fondos  y  fideicomisos,  que  es  su  fiduciaria  y  en  tal  calidad  su  
representante  legal,  cumpla  con  las  finalidades  específicas  instituidas  en  el  contrato  de  
constitución, bien en favor del propio constituyente o de un tercero llamado beneficiario.
 El patrimonio autónomo, esto es el conjunto de derechos y obligaciones afectados a una finalidad  
y que se constituye como efecto jurídico del contrato, también se denomina fideicomiso mercantil;  
así, cada fideicomiso mercantil tendrá una denominación peculiar señalada por el constituyente en  
el  contrato  a  efectos  de  distinguirlo  de  otros  que  mantenga  el  fiduciario  con  ocasión  de  su  
actividad.
 Cada patrimonio autónomo (fideicomiso mercantil), está dotado de personalidad jurídica, siendo el  
fiduciario  su  representante  legal,  quien  ejercerá  tales  funciones  de  conformidad  con  las  
instrucciones señaladas por el constituyente en el correspondiente contrato.
 El  patrimonio  autónomo  (fideicomiso  mercantil),  no  es,  ni  podrá  ser  considerado  como  una  
sociedad civil o mercantil, sino únicamente como una ficción jurídica capaz de ejercer derechos y  
contraer  obligaciones  a  través  del  fiduciario,  en  atención  a  las  instrucciones  señaladas  en  el  
contrato.

Artículo 118.- Activación del Seguro de Depósitos.- El Seguro de Depósitos se 
activará ante situaciones de debilidad patrimonial que hagan presumir el deterioro 
futuro del patrimonio existente.
 Verificadas  las  circunstancias  antes  indicadas  la  Superintendencia,  mediante 
resolución, determinará los mecanismos establecidos en la presente Ley, con el 
objeto de aplicar uno o más de los procedimientos de resolución siguientes:
a) Fortalecimiento patrimonial, a través de aporte de capital contra activos;
b) Fusión con otra cooperativa del mismo tipo; y,
c) Exclusión de activos y pasivos.
 En  caso  que  no  se  pudieran  aplicar  los  procedimientos  de  resolución  antes 
establecidos,  la  Superintendencia  procederá  con  la  declaratoria  de  liquidación 
forzosa de la institución, la cual será notificada al Directorio del Fondo de Liquidez 
y del Seguro de Depósitos, quien ordenará el pago del seguro a los depositantes,  
dentro de los límites y procedimientos establecidos.
 El pago del Seguro de Depósitos implica la subrogación, de pleno derecho, en la  
condición de acreedor que opera a favor del fideicomiso mercantil constituido para 
el Seguro.

Reglamento: 
Artículo 111.- Depósitos asegurados.- El seguro de depósitos cubrirá los depósitos a la vista o a  
plazo fijo, realizados en las organizaciones del Sector Financiero Popular y Solidario, siempre que,  
se encuentren debidamente contabilizados como pasivos en dichas entidades y  dentro  de las  



condiciones  determinadas  en  el  presente  reglamento  y  en  las  disposiciones  emitidas  por  el  
Directorio Único.

Artículo 119.- Inversiones.- Los recursos disponibles en el Seguro de Depósitos 
deberán invertirse observando los principios de seguridad, liquidez, diversificación 
y  rentabilidad  y  enmarcarse  en  las  políticas  de  inversión  aprobadas  por  el 
Directorio.

Artículo 120.-  Información.- A efectos  de mantener  un  coordinado y eficiente 
funcionamiento del seguro de depósitos, la Superintendencia deberá remitir a la 
Secretaría Técnica del Seguro de Depósitos, de manera permanente y continuada, 
toda información relativa a solvencia financiera, riesgo contingente, calificaciones, 
programas  de  regularización  y  de  vigilancia,  y  demás  información  relevante 
respecto de las instituciones bajo su control.
 La  utilización  de  la  información  transmitida  se  regirá  bajo  los  estándares  de 
seguridad, sigilo o reserva profesional de su procedencia; y, será de uso exclusivo 
en  los  fines  estrictamente  relacionados  con  la  administración  del  seguro  de 
depósitos. R: 112, LOEPS

Reglamento: 
Artículo  112.-  Exclusiones.-  Están  excluidos  de  la  cobertura  del  seguro  de  depósitos  los  
siguientes:
1. Los aportes al  fondo social  o capital,  efectuados por  los integrantes de las organizaciones  

aseguradas;
2. Las obligaciones emitidas por las organizaciones del Sector Financiero Popular y Solidario;
3. Los depósitos que cuenten con garantía específica;
4. Los depósitos gravados con garantía de crédito a favor del depositante o de terceros, incluidos  

los encajes sobre préstamos; y,
5. Los depósitos efectuados por los miembros de los órganos de dirección y control y por los  

gerentes de la organización.

Artículo 113.- Objeción de pago.- La COSEDE negará o postergará el pago de la cobertura del  
seguro, cuando los depósitos no reúnan los requisitos formales o sustanciales establecidos por la  
Superintendencia o, cuando, a criterio de esta última o del liquidador, existan indicios que hagan  
presumir que se trata de depósitos irregulares o sujetos a verificación o que constituyan negocios  
simulados, indirectos, fraudulentos o ilegales, no obstante lo cual, la Corporación provisionará el  
valor correspondiente al pago del seguro de estos depósitos, hasta que la autoridad competente  
disponga lo que fuere pertinente.
 Los depósitos asegurados, no reclamados durante el plazo de diez años, contados a partir de la  
fecha  de  resolución  de  liquidación  forzosa  de  la  institución  financiera  dispuesta  por  la  
Superintendencia,  serán restituidos al  fideicomiso  del  “Fondo Seguro de  Depósitos del  Sector  
Financiero Popular y Solidario”.

Artículo  114.-  Liquidación  forzosa.-  La  Superintendencia  dispondrá  la  aplicación  de  los  
procedimientos de resolución previstos en el artículo 118 de la Ley y de persistir la inviabilidad de  
la cooperativa, declarará la liquidación forzosa de la organización, notificando al Directorio Único,  
quien ordenará el pago del seguro bajo los límites y procedimientos establecidos, pago que se  
ejecutará dentro de los diez días siguientes a la notificación.

Título IV
De los Organismos de Integración y Entidades de Apoyo



Artículo  121.-  Organismos  de  integración.- Las  organizaciones  sujetas  a  la 
presente  Ley,  podrán  constituir  organismos  de  integración  representativa  o 
económica, con carácter local, provincial, regional o nacional.

Artículo 122.- Decisiones.- Las decisiones se tomarán mediante voto ponderado, 
en función del número de socios que posea cada organización, en un rango de 
uno a cinco votos, garantizando el derecho de las minorías, de conformidad con 
las disposiciones contenidas en el Reglamento.

Artículo  123.-  Integración  representativa.- La  integración  representativa  se 
constituirá  con  el  objeto  de  defender  los  intereses  de  sus  afiliadas,  ante 
organismos  públicos  y  privados,  colaborar  en  la  solución  de  sus  conflictos  y 
brindarles capacitación, asesoría y asistencia técnica y podrán ser uniones, redes, 
federaciones de cada grupo y confederaciones.

Reglamento:
Título IV

De los Organismos de Integración y Entidades de Apoyo

Capítulo I
Integración Representativa

Artículo 115.- Integración representativa.-  La integración representativa de las organizaciones  
sujetas a la Ley, se efectuará entre unidades económicas populares, organizaciones comunitarias,  
asociaciones  EPS  y  cooperativas  que  tengan  idéntico  objeto  social,  de  conformidad  con  la  
siguiente estructura:
1. Uniones  y  redes,  constituidas  por  unidades  económicas  populares,  organizaciones  

comunitarias, asociaciones EPS o cooperativas;
2. Federaciones nacionales, constituidas por cooperativas, asociaciones EPS, uniones o redes; y,
3. Confederaciones nacionales, constituidas por federaciones nacionales.
 La  afiliación  a  los  organismos  de  integración  por  parte  de  las  personas  y  organizaciones  
amparadas por la Ley, será voluntaria.

Artículo 116.- Uniones y redes.-  Las uniones, son organismos de integración representativa de  
unidades  económicas  populares,  organizaciones  comunitarias,  cajas  de  ahorro,  bancos  
comunales, asociaciones EPS o cooperativas con idéntico objeto social, a nivel cantonal, provincial  
o regional, que canalizan, en su ámbito geográfico, los servicios de las federaciones y representan  
a sus afiliadas, ante ellas y se constituirán con, al menos, el veinticinco por ciento de unidades  
económicas populares, organizaciones comunitarias, asociaciones EPS o cooperativas del cantón,  
provincia o región de su domicilio que se encuentran inscritas en el Registro Público.
 Las redes, se constituirán con un número mínimo de veinte organizaciones de, por lo menos, tres  
formas de organización diferentes y podrán incluir a entidades de apoyo, no obstante lo cual estas  
últimas no podrán tener más del 20% por ciento de participación en los órganos directivos y de  
control internos.
 Las uniones y redes, podrán efectuar las siguientes actividades:
1. Asumir, la representación institucional de sus entidades afiliadas;
2. Gestionar apoyo técnico o financiero para el fortalecimiento de la unión y de sus afiliadas;
3. Prestar  servicios  de  provisión  y  abastecimiento  de  materia  prima,  herramientas,  insumos,  

repuestos, educación y capacitación, exclusivamente a sus afiliadas;
4. Recibir  información  financiera  administrativa  y  social  en  forma  periódica  de  sus  afiliadas,  

consolidarla y hacerla pública;
5. Defender los intereses institucionales de sus afiliadas y contribuir a resolver sus conflictos;
6. Actuar como amigables componedores para la solución de los conflictos al interior de las formas  



de organización que agrupan;
7. Colaborar con la Superintendencia en actividades de interés del sector al que representen; y,
8. Las demás que establezca el presente Reglamento y el estatuto social.

Artículo 117.- Federaciones.- Las federaciones son los organismos máximos de representación a  
nivel  nacional  e  internacional,  de  las  unidades  económicas  populares,  organizaciones  
comunitarias, asociaciones EPS y cooperativas.
 Se constituirán con un mínimo de cincuenta cooperativas de, al menos, trece provincias diferentes  
o  diez  uniones  provinciales  de  la  misma  clase,  con  excepción  de  las  asociaciones  EPS  y  
cooperativas,  cuya  actividad  principal  sea  la  producción  o  explotación  de  bienes  existentes  
únicamente en determinadas regiones del país, tales como pesqueras o mineras, las que podrán  
formar su federación con cinco uniones provinciales o cincuenta cooperativas de cinco provincias  
diferentes.
 En la  constitución de las federaciones,  además de las uniones provinciales podrán participar  
uniones cantonales.
 No se podrá constituir, a nivel nacional, más de una Federación de una misma clase. En el caso  
de las cooperativas de transporte el término clase se asimila al término modalidad señalado en la  
Ley de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial.
 Las federaciones podrán efectuar las siguientes actividades:
1. Representar y defender los intereses de las entidades afiliadas;
2. Propender a la solución de los conflictos que surjan en las entidades que la conforman;
3. Ofrecer asesoramiento, asistencia técnica y capacitación a sus miembros;
4. Prestar  servicios  de  provisión  y  abastecimiento  de  materia  prima,  herramientas,  insumos,  

repuestos, educación y capacitación, exclusivamente a sus afiliadas;
5. Asesorar  a sus afiliadas en el cumplimiento de las recomendaciones de auditoría;
6. Constituir  unidades  de  auditoría  externa  para  sus  afiliadas,  cumpliendo  las  condiciones  

establecidas por el ente regulador;
7. Fomentar  y  desarrollar  programas  de  educación  en  economía  social  y  solidaria  y  en  

cooperativismo, a nivel nacional;
8. Velar por la aplicación correcta de las disposiciones legales y estatutarias de sus afiliadas;
9. Establecer  relaciones  con  organismos  relacionados  con  la  economía  social  y  solidaria,  

nacionales e internacionales;
10. Promover la constitución de asociaciones, cooperativas y uniones de su respectiva clase;
11. Crear centros de mediación para la solución de conflictos en las cooperativas de su clase o  

suscribir convenios, para este fin, con centros legalmente autorizados;
12. Centralizar la información sobre patrimonio, activos, socios y operaciones de sus afiliadas y  

difundirla, con fines estadísticos;
13. Representar a las organizaciones comunitarias, asociaciones y cooperativas de su clase, ante  

las autoridades gubernamentales y organismos internacionales;
14. Colaborar  con  la  Superintendencia,  en  actividades  de  interés  del  movimiento  cooperativo,  

asociativo y comunitario;
15. Canalizar recursos financieros provenientes de instituciones públicas y privadas, nacionales o  

extranjeras en beneficio de sus filiales; y,
16. Las demás que establezca la Ley, este Reglamento y su estatuto social.

Artículo  118.-  Confederaciones.-  Las  confederaciones  son  los  máximos  organismos  de  
integración representativa de las unidades económicas populares, organizaciones comunitarias,  
asociativas y de las cooperativas. Se constituirán con las federaciones nacionales de cada una de  
las formas de organización, para cumplir los siguientes objetivos:
1. Representar  a  las  entidades  de  base  que  agrupan,  ante  organismos  nacionales  e  

internacionales; y,
2. Organizar los congresos de las unidades económicas populares, sector comunitario, asociativo  

o cooperativista, según corresponda a la  confederación.

Artículo  119.-  Capital  social  inicial.-  Los  organismos  de  integración  representativa,  se  
constituirán con un monto minino equivalente a veinte salarios básicos unificados.



Artículo  120.-  Estructura  y  organización  interna.-  Las  uniones,  redes,  federaciones  y  
confederaciones,  se  regirán  por  las  mismas  normas  de  las  cooperativas  en  cuanto  les  fuere  
aplicable,  tendrán  su  misma  estructura  interna  y  podrán  establecer  las  oficinas  que  sean  
necesarias para la eficiente prestación de los servicios que proporcionen.

Artículo 121.-  Asambleas y congresos.-  Las federaciones  y  confederaciones  efectuarán sus  
asambleas, anualmente, en la sede designada, con el objeto de conocer los informes económicos  
y administrativos y aprobar sus planes de desarrollo.
 Las  confederaciones  nacionales,  en  conjunto,  organizarán,  por  lo  menos,  cada  dos  años,  el  
congreso nacional  de su respectivo grupo, con el  objeto de unificar  y robustecer la Economía  
Popular y Solidaria, estudiar sus problemas y buscar las soluciones más convenientes para ellos.

Artículo 122.- Pérdida de representación por pérdida de calidad de directivo.- Los miembros 
de los órganos directivos y de control, de las entidades de integración representativa, mantendrán  
esa calidad, mientras sean directivos de la afiliada, en cuya representación fueron elegidos.
 En  caso  de  término  de  período  en  la  organización  afiliada  a  que  pertenecen,  se  requerirá  
ratificación escrita de la nueva directiva de dicha entidad, caso contrario asumirá la vocalía el vocal  
suplente del organismo de integración, que corresponda.

Artículo 123.- Auditorías obligatorias.- Los organismos de integración representativa que tengan  
más de doscientos mil dólares en activos, contarán obligatoriamente con auditoría interna y con  
auditoría externa anual. En los organismos de integración con activos inferiores a doscientos mil  
dólares, las funciones de auditoría interna, serán ejercidas por el Consejo de Vigilancia.

Artículo 124.- Integración económica.-  La integración económica se constituirá 
con el  objeto  de  complementar  las  operaciones y  actividades de sus afiliadas 
mediante  la  gestión  de  negocios  en  conjunto;  producir,  adquirir,  arrendar, 
administrar o comercializar bienes o servicios en común; estructurar cadenas y/o 
circuitos de producción, agregación de valor o comercialización; y, desarrollar sus 
mutuas  capacidades  tecnológicas  y  competitivas,  a  través  de  alianzas 
estratégicas, consorcios, redes o grupos, de manera temporal o permanente, bajo 
la forma y condiciones libremente pactadas por sus integrantes.
 El Estado propenderá a impulsar acciones que propicien el intercambio comercial 
justo y complementario de bienes y servicios de forma directa entre productores y 
consumidores. R: 8, 10, 132. 2, LOEPS

Reglamento: 
Capítulo II

Integración Económica

Artículo 124.- Integración económica.- Los organismos de integración económica, bajo cualquier  
denominación que adopten,  se constituirán,  en forma temporal  o permanente,  por  dos o  más  
organizaciones comunitarias, asociaciones EPS o cooperativas, de la misma o distinta clase.

Artículo 125.- Constitución, organización y funcionamiento.- Los organismos de integración  
económica,  se  constituirán  con  el  convenio  correspondiente,  suscrito  por  los  representantes  
legales de las organizaciones integrantes, en la que se harán constar, los objetivos, mecanismos  
de  funcionamiento,  acceso  a  los  servicios  y  financiamiento  de  los  mismos,  así  como  la  
administración y representación legal de la forma de organización constituida.

Artículo 125.-  Constitución y  estructura  interna.- La  constitución,  estructura 
interna, control interno, rendición de cuentas, actividades y objetivos específicos 



de los organismos de integración representativa y económica, se establecerán en 
el Reglamento de la presente Ley.

Artículo 126.- Aplicación de normas.- En lo no previsto en el presente Título y 
en el reglamento a esta Ley, se observarán las normas que rigen para el sector 
cooperativo, en todo cuanto les sea aplicable. R: 21, LOEPS

Artículo  127.-  Entidades  de  apoyo.- Para  efectos  de  la  presente  Ley,  serán 
considerados  como  entidades  de  apoyo  los  Gobiernos  Autónomos 
Descentralizados;  y,  las  fundaciones  y  corporaciones  civiles  que  tengan  como 
objeto  social  principal  la  promoción,  asesoramiento,  capacitación  y  asistencia 
técnica a las personas y organizaciones amparadas por la presente Ley.
 Las fundaciones y  corporaciones civiles,  que tengan como objeto  principal  el 
otorgamiento de créditos se sujetarán en cuanto al ejercicio de esta actividad a la  
regulación  y  control  establecidos  en  esta  Ley  incluyendo  la  de  prevención  de 
lavado de activos.

Reglamento: 
Capítulo III

Entidades de Apoyo

Artículo 126.- Entidades de apoyo.-  Las fundaciones, corporaciones, uniones, asociaciones o  
federaciones, constituidas al amparo del Código Civil,  que desarrollen programas de educación,  
capacitación  y  asistencia  en  favor  de  las  unidades  económicas  populares,  organizaciones  
comunitarias,  asociativas y  cooperativistas,  serán consideradas como entidades de apoyo,  por  
tanto  no  accederán  a  los  beneficios  contemplados  en  la  Ley,  para  las  organizaciones  de  la  
economía popular y solidaria.
 Los programas a que se refiere el presente artículo se someterán a la aprobación del Instituto, el  
mismo que, cuidará que se enmarquen en el Plan Nacional de Capacitación.
 Las  entidades  de  apoyo  informarán,  anualmente,  al  Instituto,  sobre  el  cumplimiento  de  sus  
programas.

Artículo  127.-  Prohibición a  entidades de  apoyo.- Las  fundaciones y  corporaciones  civiles,  
están prohibidas de efectuar operaciones de intermediación financiera con los beneficiarios de sus  
créditos,  bajo figuras como ahorros,  depósitos a plazo fijo,  encajes,  entre otras.  Para efectuar  
dichas operaciones, deberán, obligatoriamente, constituirse como cooperativa de ahorro y crédito u  
otra entidad financiera, de conformidad con la Ley correspondiente.
 La prohibición del presente artículo no incluye los créditos concedidos por las organizaciones de la  
Economía Popular y Solidaria ni las donaciones efectuadas a su favor.
 Las fundaciones y corporaciones controladas por la Superintendencia, en sus operaciones de  
crédito,  deberán  sujetarse  a  las  tasas  de  interés  fijadas  por  el  Banco  Central  del  Ecuador  y  
deberán cumplir con las normas de prevención de lavado de activos que determine la ley.
 Deberán contratar auditoría externa anual y auditoría interna, conforme lo disponga la Junta de  
Regulación.

Título V
Del Fomento, Promoción e Incentivos

Artículo 128.- Mecanismos.- Sin perjuicio de los incentivos que la legislación en 
general  reconozca  a  favor  de  las  organizaciones  de  la  Economía  Popular  y 
Solidaria, el Estado fomentará, promoverá y otorgará incentivos a las personas y 



organizaciones amparadas por esta Ley, con el objetivo de fomentar e impulsar su 
desarrollo y el cumplimiento de sus objetivos en el marco del sistema económico 
social y solidario.
 Las personas y organizaciones a las que se refiere esta Ley, se beneficiarán de 
los  incentivos  y  demás  medidas  de  promoción,  fomento  y  fortalecimiento, 
contempladas en el Código de la Producción para todas las personas naturales y 
jurídicas y demás formas asociativas que desarrollen una actividad productiva. 
Especial atención recibirán las personas y organizaciones de la Economía Popular 
y Solidaria que desarrollen su actividad productiva en los cantones fronterizos.
 En ningún caso, las personas y organizaciones sujetas a esta Ley, gozarán de un 
régimen  de  fomento  o  privilegio  menor  del  que  gocen  otras  organizaciones, 
sociedades o asociaciones con fines u objetivos similares desde el punto de vista 
social o económico.
 Para acceder a estos beneficios, las personas y organizaciones, deberán constar 
en el Registro Público, al que se refiere el artículo 6 de esta Ley.
 No  podrán  acceder  a  los  beneficios  que  otorga  esta  Ley,  las  personas  y 
organizaciones que se encuentren en conflicto de interés con las instituciones del 
Estado responsables del otorgamiento de tales beneficios y sus funcionarios.
 Las personas y organizaciones amparadas por la presente Ley mantendrán todos 
los beneficios específicos existentes en la normativa vigente.

Reglamento: 
Artículo  136.-  Certificación  de  cumplimiento  de  obligaciones.-  Las  organizaciones  de  la  
Economía Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, para acceder a los beneficios que  
les  otorgue  la  legislación  nacional,  acreditarán  su  inscripción  en  el  Registro  Público  
correspondiente y adjuntarán una certificación de encontrarse activas y en cumplimiento de sus  
obligaciones, concedida por la Superintendencia.
  El certificado de cumplimiento de obligaciones tendrá una validez por un año.

Artículo 137.- Revocatoria o suspensión de beneficios.- La Superintendencia, podrá, de oficio  
o por denuncia, previo ejercicio del derecho a la defensa, suspender los beneficios contemplados  
en  la  Ley,  cuando  la  organización  comunitaria,  asociación  EPS  o  cooperativa,  se  encuentre  
haciendo uso indebido de dichos beneficios, notificando del particular,  tanto a la organización,  
como a las autoridades que corresponda.
 Se  entiende  por  uso  indebido,  la  falta  de  derecho  para  recibir  el  beneficio  o  exención,  la  
presentación de información falsa, el traslado del beneficio a terceros, la práctica de conductas  
discriminatorias,  el  aprovechamiento personal  por  parte  de directivos o representantes legales  
utilizando a  la organización para ello, entre otras conductas.

COPCI: 
Art. 5.- Rol del Estado.-  El Estado fomentará el desarrollo productivo y la transformación de la  
matriz  productiva,  mediante  la  determinación  de  políticas  y  la  definición  e  implementación  de  
instrumentos e incentivos, que permitan dejar atrás el patrón de especialización dependiente de  
productos primarios de bajo valor agregado.
 Para la transformación de la matriz productiva, el Estado incentivará la inversión productiva, a  
través del fomento de:
a. La competitividad sistémica de la economía a través de la provisión de bienes públicos como la  

educación, salud, infraestructura y asegurando la provisión de los servicios básicos necesarios,  
para  potenciar  las  vocaciones  productivas  de  los  territorios  y  el  talento  humano  de  las  
ecuatorianas y ecuatorianos. El Estado establecerá como objetivo nacional el alcance de una  
productividad adecuada de todos los actores de la economía, empresas, emprendimientos y  
gestores de la economía popular y solidaria, mediante el fortalecimiento de la institucionalidad y  



la eficiencia en el otorgamiento de servicios de las diferentes instituciones que tengan relación  
con la producción;

b. El  establecimiento  y  aplicación  de  un  marco  regulatorio  que  garantice  que  ningún  actor  
económico pueda abusar de su poder de mercado, lo que se establecerá en la ley sobre esta  
materia;

c. El desarrollo productivo de sectores con fuertes externalidades positivas a fin de incrementar el  
nivel general de productividad y las competencias para la innovación de toda la economía, a  
través del fortalecimiento de la institucionalidad que establece este Código;

d. La generación de un ecosistema de innovación, emprendimiento y asociatividad mediante la  
articulación  y  coordinación  de  las  iniciativas  públicas,  privadas y  populares  y  solidarias  de  
innovación  y  transferencia  tecnológica  productivas,  y  la  vinculación  de  investigación  a  la  
actividad  productiva.  Así  también  fortalecerá  los  institutos  públicos  de  investigación  y  la  
inversión  en  el  mejoramiento  del  talento  humano,  a  través  de  programas  de  becas  y  
financiamiento de estudios de tercer y cuarto nivel;

e. La implementación de una política comercial  al  servicio del  desarrollo de todos los actores  
productivos del país, en particular, de los actores de la economía popular y solidaria y de la  
micro, pequeñas y medianas empresas, y para garantizar la soberanía alimentaria y energética,  
las economías de escala y el comercio justo, así como su inserción estratégica en el mundo;

f. La profundización del acceso al financiamiento de todos los actores productivos, a través de  
adecuados incentivos y regulación al sistema financiero privado, público y popular y solidario,  
así  como del  impulso  y  desarrollo  de la  banca  pública  destinada  al  servicio  del  desarrollo  
productivo del país;

g. La mejora de la productividad de los actores de la economía popular y solidaria y de las micro,  
pequeñas  y  medianas  empresas,  para  participar  en  el  mercado  interno,  y,  eventualmente,  
alcanzar  economías  de  escala  y  niveles  de  calidad  de  producción  que  le  permitan  
internacionalizar su oferta productiva;

h. Un desarrollo logístico y de infraestructura que potencie la transformación productiva, para lo  
que el Estado generará las condiciones para promover la eficiencia del transporte marítimo,  
aéreo y terrestre, bajo un enfoque integral y una operación de carácter multimodal;

i. La  producción  sostenible  a  través  de  la  implementación  de  tecnologías  y  prácticas  de  
producción limpia; y,

j. La territorialización de las políticas públicas productivas, de manera que se vayan eliminando  
los desequilibrios territoriales en el proceso de desarrollo.

Artículo 129.- Medidas de acción afirmativa.- El Estado a través de los entes 
correspondientes formulará medidas de acción afirmativa a favor de las personas 
y organizaciones a las que se refieren el ámbito de esta Ley, tendientes a reducir 
las desigualdades económicas, sociales, étnicas, generacionales y de género.

Reglamento: 
Artículo  128.-  Medidas  de  acción  afirmativa.-  Los  ministerios,  secretarias  de  Estado,  
instituciones  financieras  públicas,  institutos  públicos  de  investigación,  capacitación,  fomento  y  
promoción  y  las  demás  entidades  que  conforman  la  Administración  Central  así  como  las  
universidades,  los  gobiernos  autónomos  descentralizados,  en  el  marco  de  sus  competencias,  
diseñarán e implementarán,  en favor  de las personas y organizaciones parte  de la  Economía  
Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, medidas de acción afirmativa, tales  
como, márgenes de preferencia, flexibilización de requisitos y entrega de garantías, simplificación  
de  trámites,  mejores  condiciones  de  pago  y  otros  que  permitan  el  acceso  en  condiciones  
favorables a:
1. Líneas de crédito otorgadas por las instituciones financieras públicas;
2. Fondos concursables;
3. Financiamiento y cofinanciamiento de proyectos productivos y de capacitación;
4. Seguro agrícola, ganadero, pesquero artesanal y acuícola, subsidiado por el Estado;
5. Sistemas simplificados de tributación establecidos por Ley o por el ente estatal competente; y,
6. Planes, programas y proyectos habitacionales y de infraestructura productiva.



Artículo 129.- Factores que deben considerar las medidas de acción afirmativa.- Las medidas 
de acción afirmativa que adopten las entidades de la Función Ejecutiva y los gobiernos autónomos  
descentralizados, al amparo de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector  
Financiero  Popular  y  Solidario  y  este  Reglamento  deberán  observar  en  su  formulación,  
direccionamiento e implementación factores étnicos, socio-económicos, y de pertenencia a grupos  
de atención prioritaria.

ROFGIPPIE: 
(Disp. Gen.) Uno.- Las instituciones públicas de los pueblos indígenas, son entidades creadas en  
aplicación de los derechos reconocidos y  garantizados en la  Constitución de la  República del  
Ecuador y en los instrumentos jurídicos internacionales para los pueblos indígenas,  como una  
medida  de  acción  afirmativa  para  promover  la  igualdad  real  de  las  nacionalidades  y  pueblos  
indígenas, titulares de los derechos colectivos.

Artículo  130.-  Coordinación.- Las  instituciones  del  Estado  y  los  Gobiernos 
Autónomos  Descentralizados,  para  la  promoción,  fomento  e  incentivos  a  las 
organizaciones sujetas a esta Ley deberán coordinar entre si el otorgamiento de 
estos beneficios a favor de las personas y organizaciones con el  propósito de 
evitar duplicidad.
 Las instituciones del Estado, que desarrollen medidas de fomento, promoción e 
incentivos  a  favor  de  las  personas  y  organizaciones  amparadas  por  esta  Ley 
presentarán al  Comité Interinstitucional  informes sobre tales medidas,  recursos 
asignados o invertidos y resultados obtenidos.

COPCI: 
Art.  7.-  Participación Intersectorial.-  La participación  intersectorial  en  el  desarrollo  de  estas  
políticas,  se  garantiza  a  través  del  Consejo  Consultivo  de  Desarrollo  Productivo  y  Comercio  
Exterior; órgano de estricto carácter consultivo y obligatoria convocatoria institucional por parte de  
quien preside el consejo sectorial de la producción, en la forma que determine el reglamento.
 Este Consejo Consultivo estará conformado entre otros, por representantes del sector productivo  
privado,  mixto,  popular  y  solidario,  trabajadores  y  gobiernos  autónomos  descentralizados.  El  
Consejo Consultivo tendrá una representación amplia y plural que refleje los distintos sectores,  
territorios y tamaños de producción. El Consejo Consultivo no contará con recursos públicos para  
su funcionamiento, pero la Secretaría Técnica del  Consejo Sectorial  de la Producción brindará  
apoyo logístico a su operación y para la participación de sus integrantes.
 El  Consejo  Consultivo podrá proponer o sugerir  lineamientos técnicos para la elaboración de  
políticas a ser adoptadas por las entidades responsables de las políticas de desarrollo productivo,  
inversiones y comercio exterior. La integración y el funcionamiento de este Consejo Consultivo se  
normarán en el reglamento a este Código y, en lo no previsto en dicho Reglamento, mediante  
resolución del Consejo Sectorial de la Producción.

LOIPPIE: 
Art.  3.-  El  Consejo  de  Desarrollo  de  las  Nacionalidades  y  Pueblos  Indígenas  del  Ecuador-
CODENPE, tendrá las siguientes atribuciones:.../...
i) Establecer y promover mecanismos de diálogo y consulta permanente entre las nacionalidades  

y pueblos indígenas y de sus formas de organización con los diferentes sectores de la sociedad  
ecuatoriana, para la concertación de acciones dirigidas al proceso de desarrollo del país;.../...

Artículo 131.- Revocatoria o suspensión.- La Superintendencia podrá revocar, 
suspender o restringir las medidas de fomento, incentivos y demás beneficios que 
esta  Ley  otorga  a  las  personas  y  organizaciones  de  la  Economía  Popular  y 



Solidario y del Sector Financiero Popular y Solidario, al comprobarse que aquellas 
están haciendo uso indebido de ellas.

Capítulo I
Del Fomento

Artículo  132.-  Medidas  de  fomento.- El  Estado  establecerá  las  siguientes 
medidas de fomento a favor de las personas y organizaciones amparadas por esta 
Ley:

LORSA: 
Artículo 17. Leyes de fomento a la producción.- Con la finalidad de fomentar la producción  
agroalimentaria,  las  leyes  que  regulen  el  desarrollo  agropecuario,  la  agroindustria,  el  empleo  
agrícola,  las  formas  asociativas  de  los  microempresarios,  microempresa  o  micro,  pequeños y  
medianos productores, el régimen tributario interno y el sistema financiero destinado al fomento  
agroalimentario, establecerán los mecanismos institucionales, operativos y otros necesarios para  
alcanzar este fin.
 El  Estado  garantizará  una  planificación  detallada  y  participativa  de  la  política  agraria  y  del  
ordenamiento territorial de acuerdo al Plan Nacional de Desarrollo, preservando las economías  
campesinas,  estableciendo normas claras y  justas respecto a  la  operación y del  control  de la  
agroindustria y de sus plantaciones para garantizar equilibrios frente a las economías campesinas,  
y respeto de los derechos laborales y la preservación de los ecosistemas.

COPCI: 
Art. 22.- Medidas específicas.- El Consejo Sectorial de la Producción establecerá políticas de  
fomento para la economía popular, solidaria y comunitaria, así como de acceso democrático a los  
factores  de  producción,  sin  perjuicio  de  las  competencias  de  los  Gobiernos  Autónomos  
Descentralizados y de la institucionalidad específica que se cree para el desarrollo integral de este  
sector, de acuerdo a lo que regule la Ley de esta materia.
 Adicionalmente,  para  fomentar  y  fortalecer  la  economía  popular,  solidaria  y  comunitaria,  el  
Consejo Sectorial de la Producción ejecutará las siguientes acciones:
a) Elaborar programas y proyectos para el desarrollo y avance de la producción nacional, regional,  

provincial y local, en el marco del Estado Intercultural y Plurinacional, garantizando los derechos  
de las personas, colectividades y la naturaleza;

b) Apoyar y consolidar el modelo socio productivo comunitario para lo cual elaborará programas y  
proyectos con financiamiento público para:  recuperación,  apoyo y transferencia  tecnológica,  
investigación, capacitación y mecanismos comercialización y de compras públicas, entre otros;

c) Promover la igualdad de oportunidades a través de la concesión de beneficios, incentivos y  
medios de producción;

d) Promover la seguridad alimentaria a través de mecanismos preferenciales de financiamiento de  
las micro, pequeña, mediana y gran empresa de las comunidades, pueblos y nacionalidades  
indígenas, afroecuatorianas y montubias;

e) Financiar  proyectos  productivos  de  las  comunidades,  pueblos  y  nacionalidades  indígenas,  
afroecuatorianas  y  montubias  que  impulsen  la  producción  agrícola,  pecuaria,  artesanal,  
pesquera, minera, industrial, turística y otras del sector.

 Los ministerios del ramo o secretarías nacionales que tengan como competencia el fomento de la  
economía popular, solidaria y comunitaria, presentarán al término del ejercicio económico anual, al  
ministerio que presida el Consejo Sectorial de la Producción, reportes sobre los recursos invertidos  
en programas de generación de capacidades, innovación, emprendimientos, tecnología, mejora de  
productividad,  asociatividad,  fomento y  promoción de oferta  exportable,  comercialización,  entre  
otros, con el objeto de potenciar este sector de la economía.

1.  Contratación Pública.- El  ente  rector  del  sistema nacional  de  contratación 
pública  de  forma  obligatoria  implementará  en  los  procedimientos  de 



contratación  pública  establecidos  en  la  Ley  de  la  materia,  márgenes  de 
preferencia a favor de las personas y organizaciones regidas por esta Ley, en el 
siguiente  orden:  Organizaciones  de  la  Economía  Popular  y  Solidaria;  y 
Unidades Económicas Populares.

 La  Feria  Inclusiva  será  uno  de  los  procedimientos  de  contratación  que  las 
entidades contratantes utilizarán para priorizar la adquisición de obras, bienes o 
servicios  normalizados  o  no  normalizados  provenientes  de  las  personas  y 
organizaciones sujetas a esta Ley.
 El ente rector de las compras públicas en coordinación con el Instituto establecerá 
las obras, bienes y servicios normalizados y no normalizados que deberán ser 
adquiridos a través de Feria Inclusiva y otros procedimientos.

Reglamento: 
Artículo 130.- Compras públicas.- El Instituto Nacional de Contratación Pública sobre la base del  
estudio y análisis que realice el Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria, establecerá y  
publicará periódicamente las obras, bienes y servicios, normalizados o no, provenientes de las  
personas y organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, que serán adquiridos mediante  
feria inclusiva y otros procedimientos contratación pública constantes en la normativa pertinente.

CRE: 
Art.  288.-  Las  compras  públicas  cumplirán  con  criterios  de  eficiencia,  transparencia,  calidad,  
responsabilidad  ambiental  y  social.  Se  priorizarán  los  productos  y  servicios  nacionales,  en  
particular  los  provenientes  de  la  economía  popular  y  solidaria,  y  de  las  micro,  pequeñas  y  
medianas unidades productivas.

COPCI: 
Art. 55.- Compras públicas.- Las instituciones públicas estarán obligadas a aplicar el principio de  
inclusión en sus adquisiciones. Para fomentar a las MIPYMES, el Instituto Nacional de Compras  
Públicas deberá incentivar y monitorear que todas las entidades contratantes cumplan lo siguiente:
a. Establezcan  criterios  de  inclusión  para  MIPYMES,  en  los  procedimientos  y  proporciones  

establecidos por el Sistema Nacional de Contratación Pública;
b. Otorguen todas las facilidades a las MIPYMES para que cuenten con una adecuada información  

sobre los  procesos en los cuales pueden participar, de manera oportuna;
c. Procurar la simplificación de los trámites para intervenir como proveedores del Estado; y,
d. Definan dentro del plan anual de contrataciones de las entidades del sector público, los bienes,  

servicios y obras que puedan ser suministrados y ejecutados por las MIPYMES.
 El Instituto  Nacional  de Compras Públicas mantendrá un registro  actualizado de las compras  
realizadas a la economía popular y solidaria y a las MIPYMES y divulgará estos beneficios a la  
ciudadanía, así como los planes futuros de compras públicas a efectuarse por el Estado y sus  
instituciones.  Las  mismas  obligaciones  y  parámetros  técnicos  para  las  compras  inclusivas  se  
deberán aplicar para beneficiar a los actores de la economía popular y solidaria.

2.  Formas  de  Integración  Económica.- Todas  las  formas  de  Integración 
Económica, se beneficiarán de servicios financieros especializados; y, servicios 
de  apoyo  en:  profesionalización  de  los  asociados,  asesoría  de  procesos 
económicos y organizativos, acreditaciones y registros, y acceso a medios de 
producción. R: 124, LOEPS

3.  Financiamiento.- La  Corporación  y  la  banca  pública  diseñarán  e 
implementarán productos y servicios financieros especializados y diferenciados, 
con líneas de crédito a largo plazo destinadas a actividades productivas de las 
organizaciones amparadas por esta ley.



 Las  instituciones  del  sector  público  podrán  cofinanciar  planes,  programas  y 
proyectos de inversión para impulsar y desarrollar actividades productivas, sobre 
la base de la corresponsabilidad de los beneficiarios y la suscripción de convenios 
de cooperación. Los recursos serán canalizados a través de las organizaciones 
del Sector Financiero Popular y Solidario. R: 107, LOEPS

Reglamento: 
Artículo 131.- Apoyo financiero.- El Banco Nacional de Fomento y la Corporación Financiera  
Nacional,  anualmente,  presupuestarán  los  recursos  financieros  que  en  calidad  de  préstamos,  
serán  canalizados,  en  condiciones  preferenciales  y  prioritariamente  a  los  organismos  de  
integración  amparados  por  la  Ley,  previa  presentación  de  los  correspondientes  proyectos  
cumpliendo los requerimientos de la entidad financiera.

Artículo 132.- Cofinanciamiento. El Instituto, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, el  
Ministerio de Industrias y Productividad y otras entidades del Ejecutivo que, en el marco de sus  
competencias, concedan apoyo financiero con fines productivos, incorporarán anualmente en sus  
presupuestos, recursos destinados para el cofinanciamiento de proyectos productivos y desarrollo  
e  implementación  del  subsidio  al  seguro  agrícola,  ganadero,  pesquero  y  acuícola  de  las  
organizaciones de la  economía solidaria,  en el  ámbito  de las políticas dictadas por  el  Comité  
Interinstitucional y enmarcados en el Plan Nacional de Desarrollo.
 El cofinanciamiento efectuado por entidades del sector público se lo ejecutará cumpliendo con lo  
dispuesto en el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas y se lo canalizará a través  
de organizaciones del Sector Financiero Popular y Solidario.

Artículo  133.-  Criterios.- Las  entidades  del  sector  público  que  concedan  financiamiento  y  
cofinanciamiento, a las organizaciones amparadas por la Ley, priorizarán en su otorgamiento los  
programas y proyectos que promuevan la inclusión social  y se articulen con lo establecido en el  
Plan  Nacional  de  Desarrollo,  en  lo  que  corresponda  a  la  economía  popular  y  solidaria,  de  
conformidad con las normas dictadas por cada entidad en las que se privilegiará la generación de  
empleo, la participación de migrantes, la participación de mujeres jefes de familia, incorporación de  
valor agregado en los bienes y servicios objeto del proyecto, entre otros.

COPCI: 
Art.  13.-  Definiciones.-  Para  efectos  de  la  presente  normativa,  se  tendrán  las  siguientes  
definiciones:
a. Inversión productiva.- Entiéndase por inversión productiva, independientemente de los tipos  

de  propiedad,  al  flujo  de  recursos  destinados  a  producir  bienes  y  servicios,  a  ampliar  la  
capacidad productiva y a generar fuentes de trabajo en la economía nacional;

b. Inversión Nueva.- Para la aplicación de los incentivos previstos para las inversiones nuevas,  
entiéndase como tal al flujo de recursos destinado a incrementar el acervo de capital de la  
economía,  mediante  una   inversión  efectiva  en  activos  productivos  que  permita  ampliar  la  
capacidad productiva futura, generar un mayor nivel de producción de bienes y servicios, o  
generar nuevas fuentes de trabajo, en los términos que se prevén en el reglamento. El mero  
cambio de propiedad de activos productivos que ya se encuentran en funcionamiento así como  
los créditos para adquirir  estos activos, no implica inversión nueva para efectos de este Código.

c. Inversión extranjera.- La inversión que es de propiedad o que se encuentra controlada por  
personas naturales o jurídicas extranjeras domiciliadas en el extranjero, o que implique capital  
que no se hubiere generado en el Ecuador.

d. Inversión nacional.- La inversión que es de propiedad o que se encuentra  controlada por  
personas naturales o  jurídicas ecuatorianas, o por extranjeros residentes en el Ecuador, salvo  
que demuestren que se trate de capital no generado en el Ecuador; y,

e. Inversionista nacional.- La persona natural  o jurídica ecuatoriana,  propietaria o que ejerce  
control  de  una  inversión  realizada  en  territorio  ecuatoriano.  También  se  incluyen  en  este  
concepto,  las  personas  naturales  o   jurídicas  o  entidades  de  los  sectores  cooperativistas,  
asociativos y comunitarios ecuatorianos, propietarios o que ejercen control de una inversión  



realizada en territorio ecuatoriano. Las personas naturales ecuatorianas que gocen de doble  
nacionalidad,  o  los  extranjeros  residentes  en  el  país  para  los  efectos  de  este  Código  se  
considerarán como inversionistas nacionales.

 No  se  considerará como inversión extranjera,  aquella  realizada por  una empresa  nacional  o  
extranjera, cuyas acciones, participaciones, propiedad o control, total o mayoritario, le pertenezca  
a una persona natural o sociedad ecuatoriana.

Art. 17.- Trato no discriminatorio.- Los inversionistas nacionales y extranjeros, las sociedades,  
empresas o entidades de los sectores cooperativistas, y de la economía popular y solidaria, en las  
que éstos participan, al igual que sus inversiones legalmente establecidas en el Ecuador, con las  
limitaciones previstas en la  Constitución de la  República,  gozarán de igualdad de condiciones  
respecto a la administración, operación, expansión y transferencia de sus inversiones, y no serán  
objeto de medidas arbitrarias o discriminatorias. Las inversiones y los inversionistas extranjeros  
gozarán de protección y seguridades plenas, de tal manera que tendrán la misma protección que  
reciben los ecuatorianos dentro del territorio nacional.
 El  Estado en todos sus niveles de gobierno,  en ejercicio de su plena potestad pública podrá  
otorgar tratamientos diferenciados, en calidad de incentivos, a favor de la inversión productiva y  
nueva, los que serán otorgados en función de sectores, ubicación geográfica u otros parámetros  
que éstas deberán cumplir, según los términos previstos en este Código y su Reglamento.
 Las inversiones extranjeras tendrán un rol de completentación directa en los sectores estratégicos  
de la economía,  que requieran inversión y financiamiento, para alcanzar los objetivos del  Plan  
Nacional de Desarrollo,  y con sujeción a la legislación aplicable.  En los demás sectores de la  
economía,  los  inversionistas  extranjeros  podrán  participar  directamente  sin  necesidad  de  
autorización  adicional  a  las  previstas  para  los  inversionistas  nacionales.  Los  entes  
gubernamentales  promocionarán  de  manera  prioritaria  la  atracción  de  la  inversión  extranjera  
directa según las necesidades y prioridades definidas en el Plan Nacional de Desarrollo, la Agenda  
de Transformación Productiva, así como en los diversos planes de desarrollo de los gobiernos  
autónomos descentralizados.
 Adicionalmente,  las  inversiones  que  se  realicen  en  otros  sectores  de  la  economía,  también  
gozarán  de  los  beneficios  de  la  política  estatal  de  impulso  productivo,  en  los  términos  de  la  
presente normativa.

Art. 62.- Acceso a la banca pública.- El Consejo Sectorial de la Política Económica determinará y  
vigilará  el  acceso  de  todos  los  actores  productivos  al  financiamiento  de  la  banca  pública;  
establecerá los  lineamientos  e  incentivos para apoyar  el  acceso  al  financiamiento  privado,  en  
particular de los actores de la economía popular y solidaria, de las micro, pequeñas y medianas  
empresas; y, determinará los mecanismos para fomentar la profundización del mercado de valores,  
para incentivar el acceso de todos los actores de la producción y procurar la reducción de los  
costos de intermediación financiera.
 La autoridad competente en materia de financiamiento público podrá establecer programas de  
crédito especiales para estos sectores, con la participación del sistema financiero privado.

4. Educación y Capacitación.- En todos los niveles del sistema educativo del 
país,  se  establecerán  programas  de  formación,  asignaturas,  carreras  y 
programas  de  capacitación  en  temas  relacionados  con  los  objetivos  de  la 
presente Ley, particularmente en áreas de la producción y/o comercialización de 
bienes o servicios.

Reglamento: 
Artículo 134.- Programas de capacitación.- El Servicio Ecuatoriano de Capacitación y Formación  
Profesional,  en  coordinación  con  el  Instituto,  en  su  Plan  Anual  de  Capacitación  y  Formación  
Profesional para Grupos de Atención Prioritaria y Actores de la Economía Popular y Solidaria,  
incluirá  programas  de  capacitación  especializados   en  procesos  económicos,  organizativos,  
acreditación,  registros,  promoción  e  inteligencia  de  mercados  y  trámites  de  importación  y  



exportación,  entre  otros  temas,  en  el  marco  de  las  políticas  dictadas  por  el  Comité  
Interinstitucional.

5.  Propiedad  Intelectual.- La  entidad  pública  responsable  de  la  propiedad 
intelectual, apoyará y brindará asesoría técnica, para la obtención de marcas 
colectivas, y otros instrumentos de orden legal que incentiven la protección de 
los  conocimientos  colectivos,  saberes  ancestrales,  obtenciones  vegetales  y 
otras creaciones intelectuales.

CRE: 
Art.  57.- Se  reconoce  y  garantizará  a  las  comunas,  comunidades,  pueblos  y  nacionalidades  
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás  
instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: …/...
12.  Mantener,  proteger  y  desarrollar  los  conocimientos  colectivos;  sus  ciencias,  tecnologías  y  

saberes  ancestrales;  los  recursos  genéticos  que  contienen  la  diversidad  biológica  y  la  
agrobiodiversidad; sus medicinas y prácticas de medicina tradicional, con inclusión del derecho  
a recuperar, promover y proteger los lugares rituales y sagrados, así como plantas, animales,  
minerales  y  ecosistemas  dentro  de  sus  territorios;  y  el  conocimiento  de  los  recursos  y  
propiedades de la fauna y la flora.

  Se prohíbe toda forma de apropiación sobre sus conocimientos, innovaciones y prácticas.

Art. 322.- Se reconoce la propiedad intelectual de acuerdo con las condiciones que señale la ley.  
Se prohíbe toda forma de apropiación de conocimientos colectivos, en el ámbito de las ciencias,  
tecnologías y saberes ancestrales. Se prohíbe también la apropiación sobre los recursos genéticos  
que contienen la diversidad biológica y la agro-biodiversidad.

LORSA: 
Artículo 9. Investigación y extensión para la soberanía alimentaria.- El Estado asegurará y  
desarrollará la investigación científica y tecnológica en materia agroalimentaria,  que tendrá por  
objeto mejorar la calidad nutricional de los alimentos, la productividad, la sanidad alimentaria, así  
como proteger y enriquecer la agrobiodiversidad.
 Además,  asegurará  la  investigación  aplicada  y  participativa  y  la  creación  de  un  sistema  de  
extensión, que transferirá la tecnología generada en la investigación, a fin de proporcionar una  
asistencia  técnica,  sustentada  en  un  diálogo  e  intercambio  de  saberes  con  los  pequeños  y  
medianos productores, valorando el conocimiento de mujeres y hombres.
 El Estado velará por el respeto al  derecho de las comunidades, pueblos y nacionalidades de  
conservar y promover sus prácticas de manejo de biodiversidad y su entorno natural, garantizando  
las condiciones necesarias para que puedan mantener, proteger y desarrollar sus conocimientos  
colectivos,  ciencias,  tecnologías,  saberes  ancestrales  y  recursos  genéticos  que  contienen  la  
diversidad biológica y la agrobiodiversidad.
 Se  prohíbe  cualquier  forma de apropiación del  conocimiento colectivo y  saberes  ancestrales  
asociados a la biodiversidad nacional.

6.  Medios de pago complementarios.- Las  organizaciones que conforman la 
Economía Popular y Solidaria podrán utilizar medios de pago complementarios, 
sea a través de medios físicos o electrónicos, para facilitar el intercambio y la  
prestación de bienes y servicios, dentro de las prescripciones establecidas en la 
Ley,  su  Reglamento  y  las  regulaciones  que  para  el  efecto  emita  el  órgano 
regulador competente.

Reglamento: 



Artículo  135.-  Medios  de  pago  complementarios.-  La  utilización  de  medios  de  pago  
complementarios, se efectuará, exclusivamente, al interior de las organizaciones no pertenecientes  
al Sector Financiero Popular y Solidario.
 Los medios de pago complementarios, no tienen poder liberatorio, por consiguiente, no podrán  
generar  rendimiento financiero,  ni  ser  utilizados para operaciones de crédito,  garantías,  ni  ser  
sujetos de depósitos en entidades financieras, ya que no constituyen moneda de curso legal, pues  
ésta, se encuentra restringida al ámbito geográfico del domicilio de la organización comunitaria.

7.  Difusión.- El  Instituto  gestionará  espacios  en  los  medios  de  comunicación 
públicos y privados a nivel local y nacional que permitan incentivar el consumo 
de  bienes  y  servicios  ofertados  por  las  personas  y  organizaciones  de  la 
economía popular y solidaria.

LRyTV: 
Art. 47.- El Estado, a través del Gobierno o de las entidades descentralizadas de derecho público  
o de derecho privado con finalidad social o pública, exigirá que una o más estaciones transmitan, a  
costa de ellas, la realización de cualquier programa de interés social o público, con sujeción a las  
correspondientes normas reglamentarias.

8.  Seguridad  Social.- Se  garantiza  el  acceso  de  las  personas  naturales, 
amparadas por esta Ley, al derecho a la seguridad social a través de distintos 
regímenes  que  serán  establecidos  en  la  ley  de  la  materia  considerando  la 
naturaleza de su actividad.

RAEPSSC: 
CAPITULO I

DE LAS DEFINICIONES
1) Sujeto de Aseguramiento.-
Son sujetos de aseguramiento al régimen del Seguro Social Campesino-SSC, la persona cuya  
residencia está ubicada en la cabecera de la parroquia rural y su ocupación está enmarcada en el  
sector  primario  de  la  economía;  la  persona  cuya  residencia  está  ubicada  en  el  campo  y  su  
ocupación  está  enmarcada  en  cualquiera  de  los  sectores  de  la  economía;  que  habiendo  
manifestado su voluntad de asegurarse; trabajan por cuenta propia, en relación de dependencia de  
forma temporal u ocasional,  o a beneficio de la comunidad a la que pertenecen; que no estén  
asegurados o jubilados en otro seguro, que no estén en capacidad legal de estarlo; que no se han  
convertido en patronos permanentes.

2) Pescador Artesanal.- 
Es la persona que hace de la pesca su medio de subsistencia, en el mar territorial, ríos, lagos o  
canales naturales o artificiales,  en forma individual o colectiva, o con relación de dependencia  
ocasional  y  temporal,  utilizando  artes  manuales  menores  y  pequeñas  embarcaciones,  cuya  
residencia esté ubicada en el área rural.
…/...
9) Sectores de la Economía: Se identifican tres sectores: 

 Primario.- Agricultura,  ganadería,  caza  y  silvicultura,  pesca,  explotación  de  minas  y  
canteras. (Sector extractivo)

 Secundario.- Industria  manufacturera;  suministros  de  electricidad,  gas  y  agua;  
construcción. (Sector transformativo)

 Terciario.-  Comercio  al  por  mayor  y  menor;  reparación  de  vehículos,  automotores,  
motocicletas, efectos personales y enseres domésticos; hoteles y restaurantes; transporte,  
y almacenamiento; intermediación financiera; actividades inmobiliarias, empresariales y de  
alquiler;  administración  pública  y  defensa;  planes  de  seguridad  social  de  afiliación  
obligatoria; enseñanza; actividades de servicios sociales y personales de tipos servicios;  



hogares  privados  con  servicio  doméstico;  organizaciones  y  órganos  extraterritoriales.  
(Sector de servicios).

…/...
19) Organización Campesina o de Pescadores Artesanales.- 
Es cualquiera de las formas de estructura organizacional de personas, jurídica o no, que están  
ubicadas en el área rural, cuya finalidad sea el desarrollo de la comunidad, de vigencia indefinida,  
a la que pudieran ingresar todas las familias de esa localidad y las que se adscribieran, por vivir en  
su ámbito o por ser la más cercana a su residencia.

20) Organizaciones Incorporadas.-
Son las organizaciones campesinas o de pescadores artesanales, registradas en el régimen del  
SSC  que  cumplen  con  los  requisitos  establecidos  en  el  Capítulo  V  de  estas  normas.  Para  
mantener su registro, las organizaciones deberán estar conformadas al menos por veinticinco (25)  
familias. Si el número de familias es inferior al establecido en este numeral, se procederá al egreso  
de la organización y a adscribir a las familias con derecho en la organización incorporada más  
cercana a su residencia.

CAPITULO V
DE LA INCORPORACION DE ORGANIZACIONES AL SEGURO SOCIAL CAMPESINO

1) …/...
2) Requisitos.- 

 Que estén ubicadas en el área rural.
 Que se encuentren activas, tengan el carácter de general, permanente y abiertas, que su  

objetivo sea el desarrollo integral de la comunidad.
 Que la mayoría de sus miembros expresen la voluntad de asegurarse.
 Que por lo menos el cincuenta por ciento (50%) de sus miembros susceptibles de ser  

asegurados se inscriban. 
 Aquellas  organizaciones  que  no  cumplieran  con  el  número  de  familias  requerido  se  

sujetarán  a lo  dispuesto en el  numeral  20  del  Capítulo  I  de las  definiciones  de estas  
normas.

 Que su Diagnóstico Comunitario sea aprobado por la Subdirección de Aseguramiento y  
Control de Prestaciones del SSC.

 Que su incorporación sea autorizada por la Dirección del SSC.

Nota: Si bien este sector rural de la economía puede incluirse en la Seguridad Social vigtente, aún  
faltaría regular el sector urbano de la economía popular y solidaria. (NdE).

9. Equidad.- Se establecerán las medidas apropiadas para promover la equidad y 
transparencia en los intercambios comerciales entre el sector de la economía 
popular  y  solidaria  y  los  demás  sectores,  principalmente  de  los  productos 
vinculados a la seguridad alimentaria, evitando la persistencia de prácticas de 
abuso del poder económico.

LORCPM: 
Artículo 4.- Lineamientos para la regulación y principios para la aplicación.- En concordancia  
con la Constitución de la República y el ordenamiento jurídico vigente, los siguientes lineamientos  
se aplicarán para la regulación y formulación de política pública en la materia de esta Ley:

• El reconocimiento del ser humano como sujeto y fin del sistema económico.
• La defensa del interés general de la sociedad, que prevalece sobre el interés particular.
• El reconocimiento de la heterogeneidad estructural de la economía ecuatoriana y de las  

diferentes formas de organización económica, incluyendo las organizaciones populares y  
solidarias.

• El fomento de la desconcentración económica, a efecto de evitar prácticas monopólicas y  
oligopólicas privadas contrarias al interés general, buscando la eficiencia en los mercados.



• El derecho a desarrollar actividades económicas y la libre concurrencia de los operadores  
económicos al mercado.

• El  establecimiento  de  un  marco  normativo  que  permita  el  ejercicio  del  derecho  a  
desarrollar actividades económicas, en un sistema de libre concurrencia.

• El  impulso  y  fortalecimiento  del  comercio  justo  para  reducir  las  distorsiones  de  la  
intermediación.

• El desarrollo de mecanismos que garanticen que las personas, pueblos y nacionalidades  
alcancen la autosuficiencia de alimentos sanos a través de la redistribución de los recursos  
como la tierra y el agua.

• La  distribución  equitativa  de  los  beneficios  de  desarrollo,  incentivar  la  producción,  la  
productividad, la competitividad, desarrollar el conocimiento científico y tecnológico; y,

• La necesidad de contar con mercados transparentes y eficientes.
 Para  la  aplicación  de  la  presente  Ley  se  observarán  los  principios  de  no  discriminación,  
transparencia, proporcionalidad y debido proceso.

10. Delegación a la economía popular y solidaria.- El Estado podrá delegar de 
manera excepcional a la economía popular y solidaria la gestión de los sectores 
estratégicos y servicios públicos.

CRE: 
Art. 316.- El Estado podrá delegar la participación en los sectores estratégicos y servicios públicos  
a empresas mixtas en las cuales tenga mayoría accionaria. La delegación se sujetará al interés  
nacional y respetará los plazos y límites fijados en la ley para cada sector estratégico.
 El Estado podrá, de forma excepcional, delegar a la iniciativa privada y a la economía popular y  
solidaria, el ejercicio de estas actividades, en los casos que establezca la ley.

COPCI: 
Art. 96.- Inversión en sectores estratégicos.-  El Estado podrá delegar excepcionalmente, a la  
iniciativa privada y a la economía popular y solidaria, las inversiones en los sectores estratégicos  
en los casos que se establezcan en las leyes de cada sector y, subsidiariamente, en el presente  
Código.
 Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  las  leyes  sectoriales  correspondientes,  los  inversionistas  
nacionales y extranjeros que desarrollen proyectos en los sectores estratégicos definidos en la  
Constitución y en las demás disposiciones del ordenamiento jurídico aplicable, podrán acogerse  
adicionalmente a lo previsto en este capítulo.

Art. 100.- Excepcionalidad.- En forma excepcional debidamente decretada por el Presidente de la  
República cuando sea necesario y adecuado para satisfacer el interés público, colectivo o general,  
cuando no se tenga la capacidad técnica o económica o cuando la demanda del servicio no pueda  
ser cubierta por empresas públicas o mixtas, el Estado o sus instituciones podrán delegar a la  
iniciativa privada o a la economía popular y solidaria, la gestión de los sectores estratégicos y la  
provisión  de  los  servicios  públicos  de  electricidad,  vialidad,  infraestructuras  portuarias  o  
aeroportuarias, ferroviarias y otros.
 Se garantizará lo dispuesto en la Constitución y se precautelará que los precios y tarifas por los  
servicios sean equitativos y que su control y regulación sean establecidos por la institucionalidad  
estatal.
 La modalidad de delegación podrá ser la de concesión, asociación, alianza estratégica, u otras  
formas  contractuales  de  acuerdo  a  la  ley,  observando,  para  la  selección  del  delegatario,  los  
procedimientos  de  concurso  público  que  determine  el  reglamento,  salvo  cuando  se  trate  de  
empresas de propiedad estatal de los países que formen parte de la comunidad internacional, en  
cuyo caso la delegación podrá hacerse de forma directa.

(Disp. Ref.) CUARTA.- Agréguese un párrafo adicional al artículo 2 de la Ley de Régimen del  
Sector Eléctrico que diga:



“El  Estado  podrá  delegar  la  prestación  del  servicio  de  energía  eléctrica  en  sus  fases  de  
generación, transmisión, distribución y comercialización a empresas mixtas en las cuales tenga  
mayoría accionaria. De forma excepcional, podrá otorgar delegaciones a la iniciativa privada y a la  
economía  popular  y  solidaria  para  la  prestación  del  servicio  público  de  energía  eléctrica,  en  
cualquiera de los siguientes supuestos:
1. Cuando sea necesario y adecuado para satisfacer el interés público, colectivo o general; o,
2. Cuando la demanda del servicio no pueda ser cubierta por empresas públicas.”

Artículo  133.-  Gobiernos  Autónomos  Descentralizados.- Los  gobiernos 
autónomos  descentralizados,  en  ejercicio  concurrente  de  la  competencia  de 
fomento  de  la  economía  popular  y  solidaria  establecida  en  la  respectiva  Ley, 
incluirán en su planificación y presupuestos anuales la ejecución de programas y 
proyectos socioeconómicos como apoyo para el fomento y fortalecimiento de las 
personas y organizaciones amparadas por esta Ley, e impulsarán acciones para la 
protección  y  desarrollo  del  comerciante  minorista  a  través  de  la  creación, 
ampliación,  mejoramiento  y administración de centros de acopio  de productos, 
centros de distribución, comercialización, pasajes comerciales, recintos feriales y 
mercados u otros.
 Los Gobiernos Autónomos en el ámbito de sus competencias, determinarán los 
espacios  públicos  para  el  desarrollo  de  las  actividades  económicas  de  las 
personas y las organizaciones amparadas por esta Ley.

COOTAD: \
Artículo 4.- Fines de los gobiernos autónomos descentralizados.- Dentro de sus respectivas  
circunscripciones territoriales son fines de los gobiernos autónomos descentralizados: .../...
g)  El  desarrollo  planificado  participativamente  para  transformar  la  realidad  y  el  impulso  de  la  
economía popular y solidaria con el propósito de erradicar la pobreza, distribuir equitativamente los  
recursos y la riqueza, y alcanzar el buen vivir;

Artículo  64.-  Funciones.-  Son  funciones  del  gobierno  autónomo  descentralizado  parroquial  
rural: .../...
g)  Fomentar  la  inversión  y  el  desarrollo  económico  especialmente  de  la  economía  popular  y  
solidaria,  en  sectores  como  la  agricultura,  ganadería,  artesanía  y  turismo,  entre  otros,  en  
coordinación con los demás gobiernos autónomos descentralizados;
h) Articular a los actores de la economía popular y solidaria a la provisión de bienes y servicios  
públicos;.../...

Artículo  67.-  Atribuciones  de  la  junta  parroquial  rural.-  A  la  junta  parroquial  rural  le  
corresponde:.../...
j)  Podrán delegar a la economía social  y solidaria,  la gestión de sus competencias exclusivas  
asignadas en la Constitución, la ley y el Consejo Nacional de Competencias;.../...

Artículo 84.- Funciones.- Son funciones del gobierno del distrito autónomo metropolitano:.../...
g) Regular, controlar y promover el desarrollo de la actividad turística en el distrito metropolitano,  
en  coordinación  con  los  demás  gobiernos  autónomos  descentralizados,  promoviendo  
especialmente  la  creación  y  funcionamiento  de  organizaciones  asociativas  y  empresas  
comunitarias de turismo;
h) Promover los procesos de desarrollo económico local en su jurisdicción, poniendo una atención  
especial en el sector de la economía social y solidaria, para lo cual coordinará con los otros niveles 
de gobierno;.../...



Artículo  129.-  Ejercicio  de  la  competencia  de  vialidad.-  El  ejercicio  de  la  competencia  de  
vialidad atribuida en la Constitución a los distintos niveles de gobierno, se cumplirá de la siguiente  
manera:.../...
 Al gobierno autónomo descentralizado parroquial rural le corresponde las facultades de planificar y  
mantener,  en  coordinación  con  el  gobierno  autónomo  descentralizado  provincial  la  vialidad  
parroquial y vecinal, para el efecto se establecerán convenios entre ambos niveles de gobierno,  
donde se prevean las responsabilidades correspondientes de cada uno de ellos.  Las tareas y  
obras de mantenimiento se ejecutarán mediante gestión directa, a través de empresas públicas, o  
la delegación a empresas de la economía popular y solidaria y la cogestión comunitaria.

Artículo  134.-  Ejercicio  de  la  competencia  de  fomento  de  la  seguridad  alimentaria.-  El 
fomento  de  la  seguridad  alimentaria,  cuyo  ejercicio  corresponde  a  los  gobiernos  autónomos  
descentralizados regionales, se gestionará aplicando las disposiciones constitucionales y legales  
para garantizar la soberanía alimentaria, la política pública de esta materia bajo el principio de  
integralidad y comprende:
a)  Promover,  concurrentemente  con  los  gobiernos  autónomos  descentralizados  parroquiales  
rurales,  en el marco de la economía social  y solidaria,  la asociación de los microempresarios,  
pequeños y medianos productores y brindar la asistencia técnica para su participación en mejores  
condiciones  en  los  procesos  de  producción,  almacenamiento,  transformación,  conservación  y  
comercialización de alimentos;

Artículo 294.- Participación pública y social.- Se propiciará la participación de actores públicos y  
de la sociedad, relacionados con la economía social y solidaria de conformidad con la Constitución  
y la Ley Orgánica de Empresas Públicas, para la ejecución de proyectos de desarrollo regional,  
provincial,  cantonal  o parroquial  rural  previstos en los planes de desarrollo y de ordenamiento  
territorial, especialmente en aquellos donde se requiera la reserva del uso del suelo.

Artículo 134.- Las Municipalidades conformando regímenes de administración en 
condominio, con comerciantes minoristas, podrán construir mercados, centros de 
acopio, silos y otros equipamientos de apoyo a la producción y comercialización 
de productos y servicios. El régimen de administración en condominio entre las 
Municipalidades y de los comerciantes minoristas se regulan mediante Ordenanza. 
R: 10, 76, LOEPS

COOTAD:
Artículo 54.- Funciones.-  Son funciones del gobierno autónomo descentralizado municipal  las  
siguientes: .../...
g) Regular, controlar y promover el desarrollo de la actividad turística cantonal, en coordinación con  
los  demás  gobiernos  autónomos  descentralizados,  promoviendo  especialmente  la  creación  y  
funcionamiento de organizaciones asociativas y empresas comunitarias de turismo;
h) Promover los procesos de desarrollo económico local en su jurisdicción, poniendo una atención  
especial en el sector de la economía social y solidaria, para lo cual coordinará con los otros niveles  
de gobierno;.../...
l)  Prestar  servicios  que  satisfagan  necesidades colectivas  respecto  de  los  que  no  exista  una  
explícita reserva legal a favor de otros niveles de gobierno, así como la elaboración, manejo y  
expendio de víveres; servicios de faenamiento, plazas de mercado y cementerios;.../...

Artículo  135.- Las  Municipalidades  podrán  mediante  Ordenanza  regular  la 
organización  y  participación  de  los  pequeños  comerciantes  en  actividades 
productivas,  comerciales  o  de  servicios  que  permitan  la  incorporación  y 
participación de estos sectores en la dinamización de la economía local, para lo 
cual, propiciarán la creación de organizaciones comunitarias para la prestación de 
servicios o para la producción de bienes, la ejecución de pequeñas obras públicas, 



el  mantenimiento de áreas verdes urbanas,  entre otras actividades.  R: 15,  76, 
LOEPS

Artículo 136.- Para la prestación de servicios públicos de competencia municipal, 
las  empresas  públicas  municipales  podrán  propiciar  la  conformación  de 
organizaciones  comunitarias  para  la  gestión  delegada  de  dichos  servicios.  La 
delegación de estos servicios públicos se regulará mediante Ordenanzas. En las 
áreas rurales sus directorios tendrán entre sus miembros a un delegado técnico de 
las Juntas Parroquiales de cada jurisdicción o de la mancomunidad de las Juntas 
Parroquiales en las que preste el servicio. R: 10, 15, LOEPS

LOdEP:
CAPÍTULO II

DE LOS MECANISMOS ASOCIATIVOS, DE EXPANSIÓN Y DESARROLLO

Art. 35.- CAPACIDAD ASOCIATIVA.- Las empresas públicas tienen capacidad asociativa para el  
cumplimiento de sus fines y objetivos empresariales y en consecuencia para la celebración de los  
contratos  que  se  requieran,  para  cuyo  efecto  podrán  constituir  cualquier  tipo  de  asociación,  
alianzas  estratégicas,  sociedades  de  economía  mixta  con  sectores  públicos  o  privados  en  el  
ámbito nacional o internacional o del sector de la economía popular y solidaria, en el marco de las  
disposiciones del Artículo 316 de la Constitución de la República.

COOTAD:
Artículo  282.-  Empresas  de  economía  mixta.-  Los  gobiernos  autónomos  descentralizados  
regional,  provincial,  metropolitano o municipal  podrán delegar la  gestión para la  prestación de  
servicios públicos o para el desarrollo de otras actividades o emprendimientos, a empresas de  
economía  mixta,  siempre  que  la  selección  del  socio  se  realice  mediante  concurso  público  de  
acuerdo con la ley que regula las empresas públicas.  Exceptúase la dotación de los servicios  
públicosde agua y riego los cuales sólo pueden ser prestados por entidades públicas, comunitarias  
o en alianza público comunitaria.
 En las empresas de economía mixta en que participan los gobiernos autónomos descentralizados,  
deberá el sector público poseer al menos el cincuenta y un por ciento del paquete accionario de la  
empresa.
 El directorio de la empresa que se constituya estará integrado en la forma prevista en su estatuto  
y  en  la  Ley  de  Empresas  Públicas.  La  presidencia  corresponderá  al  titular  del  ejecutivo  del  
gobierno autónomo descentralizado o su representante, independientemente de su porcentaje de  
aportes al capital social de la empresa.

Artículo  283.-  Delegación  a  la  economía  social  y  solidaria  y  a  la  iniciativa  privada.-  La 
delegación  a  la  economía  social  y  solidaria  se realizará para promover la  naturaleza  social  y  
solidaria del sistema económico nacional. Se requerirá que se justifique que la organización o el  
emprendimiento económico corresponde a este sector de la economía y que se establezcan con  
claridad los mecanismos de solidaridad o redistribución correspondientes.
 Sólo de manera excepcional los gobiernos autónomos descentralizados regionales, provinciales,  
metropolitanos  y  municipales,  podrán  delegar  la  prestación  de  servicios  públicos  de  su  
competencia  a  la  iniciativa  privada.  Esta  delegación  se  realizará  mediante  acto  normativo  del  
órgano competente, cuando el gobierno autónomo descentralizado respectivo no se encuentre en  
capacidad  técnica  y  económica  de  gestionar  directamente  un  servicio  público  o  en  caso  de  
calamidad pública o desastre natural.
 La falta de capacidad técnica o económica para la gestión directa de un servicio público deberá  
ser  debidamente  justificada  ante  el  respectivo  órgano  legislativo  local  y  la  ciudadanía  por  la  
autoridad  ejecutiva,  en  las  condiciones  establecidas  en  la  Constitución  y  la  ley.  La  selección  
correspondiente deberá realizarse mediante concurso público con excepción de la delegación de  
las competencias de riego, agua potable y alcantarillado a organizaciones comunitarias.



Artículo  284.-  Control.-  Sin  perjuicio  de  la  fiscalización  que  le  corresponde al  legislativo  del  
respectivo  nivel  de  gobierno  y  de  los  mecanismos  de  control  ejercidos  por  los  organismos  
competentes  que  determinan  la  Constitución  y  las  leyes,  los  ejecutivos  de  los  gobiernos  
autónomos descentralizados ejercerán control  de las  obras  que se ejecuten directamente,  por  
contrato,  por  delegación,  por  gestión  compartida  o  por  cogestión;  así  como,  de  los  servicios  
públicos  prestados  a  través  empresas  públicas,  mixtas,  de  economía  popular  y  solidaria  o  
privadas,  a  fin  de  garantizar  que  éstos  se  presten  bajo  los  principios  de  obligatoriedad,  
generalidad,  uniformidad,  eficiencia,  oportunidad,  responsabilidad,  universalidad,  accesibilidad,  
regularidad, continuidad y calidad establecidos en la Constitución de la República.
 Además,  los  gobiernos  autónomos descentralizados están  obligados a facilitar  y  a  promover  
mecanismos de control social.

Capítulo II
De la Promoción

Artículo  137.-  Medidas  de  promoción.- El  Estado  establecerá  las  siguientes 
medidas de promoción a favor de las personas y organizaciones amparadas por 
esta Ley:
a) Promoverá la asociación a través de planes y programas públicos;
b) Propenderá  a  la  remoción de los  obstáculos  administrativos  que impidan el 

ejercicio de sus actividades;
c) Facilitará el acceso a la innovación tecnológica y organizativa;
d) Fomentará el comercio e intercambio justo y el consumo responsable;
e) Implementará planes y programas, destinados a promover,  capacitar,  brindar 

asistencia  técnica  y  asesoría  en  producción  exportable  y  en  todo  los 
relacionado en comercio exterior e inversiones;

f) Impulsará  la  conformación  y  fortalecimiento  de  las  formas  de  integración 
económica tales como cadenas y circuitos;

g) Implementará  planes  y  programas que  promuevan  el  consumo de  bienes  y 
servicios de calidad, provenientes de las personas y organizaciones amparadas 
por esta Ley;

h) Incorporará progresivamente al Sector Financiero Popular y Solidario al Sistema 
Nacional de Pagos administrado por el Banco Central del Ecuador; y,

i) Las demás previstas en la ley.

Capítulo III
De los Incentivos

Artículo 138.- Políticas.- El  Estado diseñará políticas de fomento tendientes a 
promover la producción de bienes y servicios y conductas sociales y económicas 
responsables de las personas y organizaciones amparadas por esta Ley y podrá 
otorgar  tratamientos  diferenciados,  en  calidad  de  incentivos,  a  favor  de  las 
actividades productivas, los que serán otorgados en función de sectores, ubicación 
geográfica u otros parámetros, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.

COPCI: 
Art.  24.-  Clasificación de los incentivos.- Los incentivos fiscales que se establecen en este  
código son de tres clases:



1. Generales: De aplicación para las inversiones que se ejecuten en cualquier parte del territorio  
nacional. Consisten en los siguientes:

a) La reducción progresiva de tres porcentuales en el impuesto a la renta;
b) Los que se establecen para las zonas económicas de desarrollo especial, siempre y cuando  

dichas zonas cumplan con los criterios para su conformación;
c) Las deducciones adicionales para el cálculo del impuesto a la renta, como mecanismos para  

incentivar la mejora de productividad, innovación y para la producción eco-eficiente;
d) Los beneficios para la apertura del capital social de las empresas a favor de sus trabajadores;
e) Las facilidades de pago en tributos al comercio exterior;
f) La deducción para el cálculo del impuesto a la renta de la compensación adicional para el pago  

del salario digno;
g) La exoneración  del  impuesto a  la  salida de divisas  para  las operaciones  de financiamiento  

externo;
h) La exoneración del anticipo al impuesto a la renta por cinco años para toda inversión nueva; e,
i) La reforma al cálculo del anticipo del impuesto a la renta.
2. Sectoriales y para el desarrollo regional equitativo: Para los sectores que contribuyan al  
cambio a la matriz energética, a la sustitución estratégica de importaciones, al fomento de las  
exportaciones, así como para el desarrollo rural de todo el país, y las zonas urbanas según se  
especifican en la  disposición reformatoria  segunda (2.2),  se reconoce la  exoneración total  del  
impuesto a la renta por cinco años a las inversiones nuevas que se desarrollen en estos sectores.
3.  Para  zonas  deprimidas: Además  de  que  estas  inversiones  podrán  beneficiarse  de  los  
incentivos generales y sectoriales antes descritos, en estas zonas se priorizará la nueva inversión  
otorgándole un beneficio fiscal mediante la deducción adicional del 100% del costo de contratación  
de nuevos trabajadores, por cinco años.

RCOPCI: 
Artículo  119.-  Política de  financiamiento.- El  Consejo  Sectorial  de la  Política  Económica,  al  
menos una vez  al  año,  definirá  los  objetivos  de  política  económica  que garanticen  el  acceso  
eficiente de todos los actores productivos al financiamiento de la banca pública; el apoyo al acceso  
al  financiamiento de la  banca privada,  en particular  de los actores  de la  economía popular  y  
solidaria, de las micro, pequeñas y medianas empresas.
 El Consejo Sectorial de Política Económica, implementará conjuntamente con la Superintendencia  
de  Bancos  y  Seguros,  la  adopción  de  medidas  financieras  que  viabilicen  el  acceso  al  
financiamiento de las MIPYMES, tanto a la banca pública como al sistema financiero privado.

COOTAD:
Artículo 520.- Predios y bienes exentos.- Están exentas del pago de impuesto predial rural las
siguientes propiedades:.../...
h)  Las  propiedades  que  sean  explotadas  en  forma  colectiva  y  pertenezcan  al  sector  de  la  
economía solidaria y las que utilicen tecnologías agroecológicas.

Sección Sexta
Del Impuesto de Alcabala

Artículo 534.- Exenciones.- Quedan exentos del pago de este impuesto:.../...
b)  En  la  venta  o  transferencia  de  dominio  de  inmuebles  destinados  a  cumplir  programas  de  
vivienda de interés social,  o  que pertenezcan al  sector  de la  economía solidaria,  previamente  
calificados como tales por la municipalidad o distrito metropolitano respectivo, la exoneración será  
total;

Artículo 139.- Hecho Generador de Tributos.- Los actos solidarios que efectúen 
con sus miembros las organizaciones a las que se refiere esta Ley, como parte del  
ejercicio  de las actividades propias de su objeto social,  no constituyen hechos 
generadores de tributos; en cambio, los actos y demás operaciones que efectúen 
con terceros, están sujetos al régimen tributario común. R: 5, LOEPS



 Las utilidades que pudieran provenir de operaciones con terceros y que no sean 
reinvertidos en la organización, gravarán Impuesto a la Renta, tanto para el caso 
de la organización, cuanto para los integrantes cuando éstos los perciban. R: 52, 
53/ Disp. Ref. Primera, LOEPS

CRE: 
Art. 285.- La política fiscal tendrá como objetivos específicos:
1. El financiamiento de servicios, inversión y bienes públicos.
2. La redistribución del ingreso por medio de transferencias, tributos y subsidios adecuados.
3. La generación de incentivos para la inversión en los diferentes sectores de la economía y para  

la producción de bienes y servicios, socialmente deseables y ambientalmente aceptables.

Artículo  140.-  Homologación  de  créditos.- Los  préstamos  que  otorguen  las 
cooperativas de ahorro y crédito en beneficio de sus socios, que tengan como 
finalidad la adquisición, reparación o conservación de vivienda, tendrán el mismo 
tratamiento  tributario  contemplado  para  los  préstamos  que  otorga  el  Banco 
Ecuatoriano de la Vivienda y Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Crédito para la 
Vivienda. R: 26, LOEPS

Artículo 141.- Incentivos por responsabilidad ambiental.- El Estado incentivará 
a las personas y organizaciones sujetas a esta Ley, para que sus actividades se 
realicen conforme a los postulados del desarrollo sustentable establecidos en la 
Constitución y contribuyan a la conservación y manejo del patrimonio natural.

CRE: 
Art. 74.- Las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades tendrán derecho a beneficiarse del  
ambiente y de las riquezas naturales que les permitan el buen vivir.
 Los servicios ambientales no serán susceptibles de apropiación; su producción, prestación, uso y  
aprovechamiento serán regulados por el Estado.

Art. 395.- La Constitución reconoce los siguientes principios ambientales:
1. El  Estado  garantizará  un  modelo  sustentable  de  desarrollo,  ambientalmente  equilibrado  y  

respetuoso  de  la  diversidad  cultural,  que  conserve  la  biodiversidad  y  la  capacidad  de  
regeneración natural de los ecosistemas, y asegure la satisfacción de las necesidades de las  
generaciones presentes y futuras. .../...

3. El  Estado garantizará la  participación  activa  y  permanente  de  las personas,  comunidades,  
pueblos y nacionalidades afectadas, en la planificación, ejecución y control de toda actividad  
que genere impactos ambientales.

Título VI
De las Relaciones con el Estado

Capítulo I
De la Rectoría

Artículo 142.- Comité Interinstitucional de la Economía Popular y Solidaria y 
del Sector Financiero Popular y Solidario.-  Créase el Comité Interinstitucional 
como ente  rector  de  la  Economía Popular  y  Solidaria  y  del  Sector  Financiero 
Popular y Solidario.



 El  Comité  Interinstitucional  se  integrará  por  los  ministros  de  Estado  que  se 
relacionen con la Economía Popular y Solidaria, según lo determine el Presidente 
de la República y se organizará conforme al Reglamento a la presente Ley.
 El Comité Interinstitucional será responsable de dictar y coordinar las políticas de 
fomento,  promoción  e  incentivos,  funcionamiento  y  control  de  las  actividades 
económicas de las personas y organizaciones regidas por la presente Ley, con el 
propósito  de  mejorarlas  y  fortalecerlas.  Así  mismo,  el  Comité  Interinstitucional 
evaluará los resultados de la aplicación de las políticas de fomento, promoción e 
incentivos.

Reglamento: 
Artículo 138.- Integración y atribuciones.-  El Comité Interinstitucional, estará integrado por los  
Ministerios de Coordinación de: Desarrollo Social que lo presidirá; de la Producción; y, de Política  
Económica.
 Son atribuciones del Comité Interinstitucional, las siguientes:
1. Dictar y coordinar las políticas de fomento, promoción, incentivos, funcionamiento y control de  

las actividades de las personas y organizaciones sujetas a la Ley;
2. Evaluar el cumplimiento de las políticas públicas;
3. Conocer y aprobar los informes de labores anuales de los entes de regulación;
4. Conocer la memoria anual del Superintendente;
5. Solicitar informes en cualquier momento a los organismos de regulación y de control; y,
6. Dictar política para la elaboración del Plan Nacional de Capacitación en Economía Popular y  

Solidaria.
 El Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social, será el encargado de elaborar, coordinar y  
concertar  propuestas  de  políticas  públicas  para  la  Economía  Popular  y  Solidaria  y  el  Sector  
Financiero Popular y Solidario; como también de evaluar su cumplimiento e informar al Comité  
para su aprobación, para cuyo efecto, adecuará su estructura organizacional.

Art.  139.-  Políticas.-  Las  políticas  dictadas  por  el  Comité  Interinstitucional,  para  su  
implementación,  serán  puestas  en  conocimiento  de  los  entes  de  regulación,  de  la  
Superintendencia,  del  Instituto,  de  la  Corporación  y  demás  instituciones  del  sector  público,  
vinculadas con la Economía Popular y Solidaria y el Sector Financiero Popular y Solidario, según el  
caso.

Art. 140.- Apoyo al Comité Interinstitucional.- El Comité Interinstitucional, para el ejercicio de  
sus atribuciones, contará con la información y opinión que le proporcione el Consejo Consultivo y  
con el apoyo del Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria.

Art. 141.- Responsabilidades.- El Instituto en el ejercicio de sus funciones de apoyo al Comité  
Interinstitucional, tendrá las siguientes responsabilidades:
1. Generar información para la formulación de políticas públicas por parte del Comité; y,
2. Otros requerimientos formulados por el Comité.

Artículo  143.-  Consejo  Consultivo.- Los  Gobiernos  Autónomos 
Descentralizados,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  las  personas  y 
organizaciones amparadas por esta Ley, podrán participar en la gestión del Comité 
Interinstitucional,  a  través  de  mecanismos  de  información  y  de  consulta  no 
vinculante.
 La participación, mecanismos de elección y requisitos de los representantes de 
los Gobiernos Autónomos Descentralizados, las personas y organizaciones, serán 
determinados en el Reglamento de la presente Ley.

Reglamento: 



Artículo 142.- Integración.- El Consejo Consultivo estará integrado por nueve miembros, elegidos  
en la siguiente forma:
1. Uno, en representación de la Asociación de Municipalidades del Ecuador;
2. Uno, en representación del Consorcio de Consejos Provinciales;
3. Uno, en representación del Consejo Nacional de Gobiernos Parroquiales del Ecuador; y,
4. Seis, en representación de las organizaciones amparadas por la presente Ley, elegidos de la  

siguiente  forma:  uno,  en  representación  de  las  federaciones  de  las  unidades  económicas  
populares; tres en representación de las federaciones de los sectores comunitario, asociativo y  
cooperativista; y, dos en representación del Sector Financiero Popular y Solidario.

 El  Consejo  Nacional  Electoral,  tendrá  a  su  cargo  la  organización  y  ejecución  del  proceso  
eleccionario,  de los representantes a los que se refiere el  numeral  4 del  presente artículo,  en  
aplicación de lo previsto en el artículo 25 del Código de la Democracia.

Artículo 143.- Funciones.- El Consejo Consultivo tendrá las siguientes funciones:
1. Brindar información sobre la situación del sector relacionado con la política a dictarse;
2. Emitir su opinión sobre los asuntos que le fueren requeridos por el Comité Interinstitucional;
3. Proponer  recomendaciones  sobre  políticas  y  regulaciones  orientadas  a  los  sectores  que  

representa.
 La información, opiniones y propuestas que formulare el Consejo Consultivo, no tienen el carácter  
de vinculantes para el Comité Interinstitucional.

Artículo 144.- Funcionamiento.- El Consejo Consultivo, cumplirá con las funciones establecidas  
en este Reglamento, a pedido del Comité Interinstitucional, por su propia iniciativa o, a petición de  
las organizaciones a las que representa.
 La organización y funcionamiento del Consejo Consultivo serán determinadas por sus integrantes  
y  los  gastos  que  demande  el  cumplimiento  de  sus  funciones  serán  de  cuenta  de  las  
organizaciones a las que representan dichos integrantes.

LORSA: 
Artículo 31. Participación social.- La elaboración de las leyes y la formulación e implementación  
de las políticas públicas para la soberanía alimentaria, contarán con la más amplia participación  
social, a través de procesos de deliberación pública promovidos por el Estado y por la sociedad  
civil, articulados por el Sistema de Soberanía Alimentaria y Nutricional (SISAN), en los distintos  
niveles de gobierno.

Artículo 31.1.- Del Sistema de Soberanía Alimentaria y Nutricional.- El Sistema de Soberanía 
Alimentaria y Nutricional (SISAN) es el conjunto articulado de personas, comunas, comunidades,  
pueblos  y  nacionalidades,  actores sociales,  institucionales  y  estatales  involucrados  en  la 
construcción participativa de propuestas de políticas públicas relacionadas con el régimen de la  
soberanía alimentaria.

Artículo  32.-  Institúyase  la  Conferencia  Plurinacional  e  Intercultural  de  Soberanía  Alimentaria  
como un espacio de debate, deliberación y generación de propuestas en esta materia, por parte de  
la sociedad civil, para la elaboración de la Ley que desarrolle la soberanía alimentaria. (S-RO 349: 
27-12-2010).

Artículo 33.- Integración.-  La Conferencia Plurinacional e Intercultural de Soberanía Alimentaria  
está  conformada  por  nueve  representantes  de  la  sociedad  civil,  los  mismos  que  serán  
seleccionados y designados por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, mediante  
concurso público de merecimientos y  oposición,  en el  que podrán participar  las ciudadanas y  
ciudadanos cuya actividad tenga relación con la soberanía alimentaria, la salud y la nutrición, y  
serán seleccionados de la siguiente forma:
1. Un representante de las universidades, escuelas politécnicas y centros de investigación;
2. Un representante de los consumidores;
3. Un representante de los pequeños y medianos productores;
4. Un representante de los pequeños y medianos agricultores;



5. Un representante de los pequeños y medianos ganaderos;
6. Un representante de los pescadores artesanales y recolectores;
7. Un representante del sector acuícola;
8. Un representante de los campesinos y regantes; y,
9. Un representante de los indígenas, afroecuatorianos y montubios, provenientes de las distintas  
comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades.../...

Capítulo II
De la Regulación

Artículo 144.- Regulación.- La regulación de la Economía Popular y Solidaria y 
del Sector Financiero Popular y Solidario es potestad de la Función Ejecutiva, que 
la ejercerá de la siguiente manera:
 La  regulación  de  la  Economía  Popular  y  Solidaria  a  través  del  Ministerio  de 
Estado  que  determine  el  Presidente  de  la  República  en  el  Reglamento  de  la 
presente Ley.
 La regulación del Sector Financiero Popular y Solidario estará a cargo de la Junta 
de Regulación, instancia de la Función Ejecutiva conformada por tres miembros 
con voz y voto, que serán los titulares de coordinación de desarrollo social, de la 
política económica y un delegado del Presidente de la República.
 La  Junta  de  Regulación,  estará  presidida  por  el  titular  de  coordinación  de 
desarrollo social, y contará con una Secretaría Técnica a cargo de la presidencia 
de la Junta. El  Superintendente de Economía Popular y Solidaria y del  Sector 
Financiero Popular y Solidario o su delegado participará en las sesiones de la 
Junta de Regulación en calidad de invitado con voz informativa pero sin voto.

Reglamento: 
Artículo 149.- Funciones.- La Secretaria Técnica a que se refiere el artículo 144 de la Ley, tendrá  
las siguientes atribuciones:
1. Proponer regulaciones para la Economía Popular y Solidaria y el Sector Financiero Popular y  

Solidario;
2. Realizar seguimiento y evaluación del cumplimiento de las regulaciones;
3. Generar información para la formulación de políticas públicas por parte del Comité;
4. Impulsar y coordinar la realización de investigaciones o estudios sobre diversos aspectos de la  

Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario;
5. Brindar apoyo técnico y administrativo a los Entes reguladores;
6. Las demás que le sean asignadas por los Entes reguladores.

 Las regulaciones se  expedirán  sobre  la  base de las  políticas  dictadas por  el 
Comité Interinstitucional.
 Las instituciones reguladoras tendrán la facultad de expedir normas de carácter 
general en las materias propias de esta competencia, sin que puedan alterar o 
innovar las disposiciones legales.

Reglamento: 
Artículo 145.- Regulación.- La regulación es la capacidad de emitir la normativa necesaria para el  
adecuado cumplimiento de las políticas públicas expedidas por el Comité Interinstitucional con el  
fin de dirigir, orientar o modificar la conducta de las personas y organizaciones sujetas a la Ley. La  
regulación se ejerce en el marco de las competencias determinadas en la Ley y este Reglamento.



Artículo  146.-  Actos  Normativos.-  Las  regulaciones  constituyen  actos  normativos,  que  se  
expedirán a través de resoluciones publicadas en el Registro Oficial.

Artículo 147.- Información.-  Para el cabal ejercicio de sus atribuciones, los entes de regulación 
podrán solicitar información, tanto a las instituciones del Estado, como a las organizaciones a ser  
reguladas.

Artículo 145.- Regulación diferenciada.- Las regulaciones serán expedidas en 
forma diferenciada tanto para las personas y organizaciones que conforman la 
Economía Popular y Solidaria, como el Sector Financiero Popular y Solidario y se 
referirán a la protección, promoción e incentivos, funcionamiento y control de las 
actividades económicas de las personas y organizaciones a las que se refiere esta 
Ley, en coherencia con las regulaciones que emitan otras instituciones del Estado 
en orden a proteger los derechos de los usuarios y consumidores.
 La regulación respeto de las cooperativas de ahorro y crédito que forman parte 
del Sector Financiero Popular y Solidario, se establecerá además acorde a los 
segmentos en que se ubiquen dichas organizaciones.

Reglamento: 
Artículo 148.- Entes reguladores.- La regulación de las formas de organización de la Economía  
Popular y Solidaria, corresponde al Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social y la del Sector  
Financiero Popular y Solidario, a la Junta de Regulación
 Las regulaciones se dictarán en forma diferenciada según la naturaleza y segmentos en el que se  
ubiquen las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y las del sector Financiero Popular  
y Solidario, respectivamente.

Sección II
De la Regulación de la Economía Popular y Solidaria

Artículo  150.-  Atribuciones.- El  Ministerio  de  Coordinación  de  Desarrollo  Social  regulará  lo  
siguiente:
1. La instrumentación de las políticas dictadas por el Comité Interinstitucional, en lo relacionado  

con las organizaciones de la economía popular y solidaria;
2. La determinación de los niveles en que se ubicarán las organizaciones de la economía popular  

y solidaria para efectos de las regulaciones diferenciadas;
3. Los asuntos dispuestos expresamente en la Ley y este Reglamento;
4. Los procedimientos para la constitución, funcionamiento y control de las organizaciones de la  

Economía Popular y Solidaria, en los aspectos no previstos en la Ley y este Reglamento;
5. La utilización de medios de pago complementarios, de conformidad con lo previsto en el artículo  

135 de este Reglamento.

Sección III
De la Regulación del Sector Financiero Popular y Solidario

Artículo 151.- Organización.-  La Junta de Regulación se reunirá cuando sea convocada por su  
presidente, por su propia iniciativa o a petición de sus miembros. Sus decisiones se tomarán por  
mayoría, teniendo el presidente voto dirimente.

Artículo 152.- Atribuciones.- La Junta de Regulación, dictará regulaciones sobre lo siguiente:
1. La instrumentación de las políticas dictadas por el Comité Interinstitucional, en lo relacionado  

con el Sector Financiero Popular y Solidario;
2. Los asuntos dispuestos expresamente en la Ley y este Reglamento;
3. Los procedimientos para la constitución, organización, funcionamiento y control de las entidades  

del Sector Financiero Popular y Solidario en lo no previsto en la Ley y este Reglamento;



4. Las normas de solvencia y prudencia financiera de conformidad con lo dispuesto en el artículo  
85 de la Ley;

5. Los requisitos y el procedimiento para la calificación de los vocales de los consejos y gerentes;  
y,

6. Las actividades complementarias que podrán efectuar las cooperativas.

Capítulo III
Del Control

Artículo 146.- Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.- El control 
de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario 
estará a cargo de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, que se 
crea como organismo técnico, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica de 
derecho público, patrimonio propio y autonomía administrativa y financiera y con 
jurisdicción coactiva.
 La Superintendencia tendrá la facultad de expedir normas de carácter general en 
las  materias  propias de su competencia,  sin  que puedan alterar  o  innovar  las 
disposiciones legales.

Reglamento: 
Artículo 153.- Control.- El control es la competencia asignada a la Superintendencia, para vigilar  
el cumplimiento de la Ley, este Reglamento y las regulaciones, en el ejercicio de las actividades  
económicas y sociales, por parte de las organizaciones sujetas a la misma.
 La Superintendencia, ejercerá el control en forma objetiva, profesional e independiente.

Artículo  147.-  Atribuciones.- La  Superintendencia  tendrá  las  siguientes 
atribuciones:
a) Ejercer  el  control  de  las  actividades  económicas  de  las  personas  y 

organizaciones sujetas a esta Ley;
b) Velar por la estabilidad, solidez y correcto funcionamiento de las instituciones 

sujetas a su control;
c) Otorgar personalidad jurídica a las organizaciones sujetas a esta Ley y disponer 

su registro;
d) Fijar  tarifarios  de  servicios  que  otorgan  las  entidades  del  sector  financiero 

popular y solidario;
e) Autorizar las actividades financieras de las organizaciones del Sector Financiero 

Popular y Solidario;
f) Levantar estadísticas de las actividades que realizan las organizaciones sujetas 

a esta Ley;
g) Imponer sanciones; y,
h) Las demás previstas en la Ley y su Reglamento.

Reglamento: 
Artículo 154.- Atribuciones.- La Superintendencia, además de las señaladas en la Ley, tendrá las  
siguientes:
1. Cumplir y hacer cumplir las regulaciones dictadas por los entes de regulación;
2. Conocer y aprobar las reformas a los estatutos de las organizaciones cuya personalidad jurídica  

haya otorgado la Superintendencia y de aquellas incorporadas, como producto de aplicación de  
la Ley;

3. Registrar  los  nombramientos  de  directivos  y  representantes  legales  de  las  organizaciones  



sometidas a su control;
4. Registrar la adquisición o pérdida de la calidad de integrante de las organizaciones sujetas a su  

control;
5. Proponer regulaciones para la Economía Popular y Solidaria y el Sector Financiero Popular y  

Solidario;
6. Revisar los informes de auditorías para su aceptación o formulación de observaciones; y,
7. Las demás atribuciones que le corresponda de acuerdo a la Ley y este Reglamento.

Artículo 155.- Planes anuales.- La Superintendencia ejercerá sus atribuciones de control en base  
a  planes  anuales,  que  se  elaborarán  considerando  la  naturaleza  y  segmentos  de  las  
organizaciones,  la  aplicación  de  los  diferentes  mecanismos  de  control  y  la  disponibilidad  
presupuestaria.

Artículo  156.-  Mecanismos  de  control.-  La  Superintendencia,  podrá  utilizar,  según  las  
necesidades y oportunidad,  cualquiera de los siguientes mecanismos de control:
1. Inspección;
2. Examen Especial;
3. Auditoría; y,
4. Otros dispuestos por la Superintendencia.
 La Superintendencia normará los procedimientos de los mecanismos de control.

Artículo 166. Competencia.-  En el procedimiento administrativo sancionador los expedientes se  
tramitarán  y  resolverán,  en  primera  instancia,  ante  el  Intendente  que  corresponda  o  los  
responsables de las oficinas provinciales o regionales, expresamente delegados para ello, en el  
marco de la desconcentración administrativa.
 La segunda y definitiva instancia, en vía administrativa, radicará en el Superintendente.

(Disp.  Trans.)  TERCERA.- La  Superintendencia,  autorizará  a  las  organizaciones  del  Sector  
Financiero Popular y Solidario la continuidad del funcionamiento de las oficinas operativas que  
hubiesen tenido abiertas a la fecha de promulgación de la Ley,  previo el  cumplimiento de los  
requisitos determinados por la Junta de Regulación, caso contrario, dispondrá el cierre de dichas  
oficinas.

(Disp. Trans.) CUARTA.-  Las cooperativas de ahorro y crédito que, de hecho, hubieren abierto  
oficinas operativas, mientras estuvo vigente la prohibición de hacerlo, esto es, a partir del 10 de  
mayo  del  2011,  deberán  proceder  a  su  cierre  inmediato,  transfiriendo  los  socios  a  la  oficina  
operativa más cercana, sin perjuicio de la sanción a que se hagan acreedores los directivos y el  
gerente.

Artículo  148.-  Organización  interna.- La  Superintendencia  se  organizará 
administrativamente  distinguiendo  la  naturaleza  del  Sector  de  la  Economía 
Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, bajo una gestión 
desconcentrada
 La  Superintendencia  tendrá  por  lo  menos  una  intendencia  para  el  control 
específico del Sector Financiero Popular y Solidario.
 Ni el Superintendente ni los funcionarios de nivel directivo podrán desempeñar 
funciones en las  instituciones u  organizaciones del  sector  financiero  popular  y 
solidario a las que se refiere la presente ley hasta después de un año de haber  
terminado sus funciones.
 Los  funcionarios  y  empleados  de  la  Superintendencia  se  someterán  a  las 
disposiciones de la Ley Orgánica de Servicio Público.



 Ningún  funcionario  o  empleado  de  la  Superintendencia,  mientras  esté  en  el 
ejercicio de sus funciones, podrá ser director, funcionario o empleado de ninguna 
de las instituciones u organizaciones sujetas al control de la Superintendencia.
 Si  algún  funcionario  o  empleado  de  la  Superintendencia  tuviese  cónyuge  o 
pariente dentro del primer grado civil de consanguinidad o primero de afinidad, o 
padre o hijo adoptivo, empleado en alguna de las instituciones controladas, está 
obligado a dar a conocer el hecho por escrito al Superintendente, bajo pena de 
remoción.
 No podrán ser funcionarios o empleados de la Superintendencia más de tres 
personas que mantengan  entre  sí,  alguno  de los  vínculos  mencionados en el  
inciso  anterior  y,  en  ningún  caso,  en  la  misma  oficina  dos  personas  que 
mantengan dichos vínculos.

Reglamento: 
Artículo 160.- Organización interna.-  La Superintendencia, contará en su organización interna,  
además de la intendencia mencionada en el artículo 148 de la Ley, con las intendencias y unidades  
administrativas que sean necesarias y que constarán en su estatuto orgánico por procesos.

Artículo 149.- Patrimonio.- El patrimonio de la Superintendencia se integra por:
a) Las asignaciones que constarán en el Presupuesto General del Estado;
b) Todos los bienes muebles e inmuebles que adquiera a cualquier título;
c) Los legados o donaciones que perciba de personas naturales o jurídicas; y,
d) Otros ingresos de autogestión. R: 54, LOEPS

Reglamento: 
(Disp.  Trans.)  DUODÉCIMA.- Una  vez  que  la  Superintendencia  se  encuentre  operativa,  en  
coordinación  con  el  Ministerio  de  Inclusión  Económica  y  Social  y  la  Dirección  Nacional  de  
Cooperativas,  diseñarán  un  cronograma  de  transición  y  transferencia  de  bienes,  valores,  
documentos  y  archivo  de  las  cooperativas  a  su  cargo;  concluido  aquello  y,  acorde  con  el  
cronograma,  se  transferirán  los  procesos  judiciales  y  administrativos.  Mientras  el  proceso  de  
transición  decurra,  el  Ministerio  y  la  Dirección,  presentarán  a  la  Superintendencia,  informes  
mensuales  de las  acciones  realizadas,  de los  avances obtenidos  y  los  siguientes  procesos a  
ejecutarse.

Artículo  150.-  Superintendente.- El  Superintendente  será  designado  por  el 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, de la terna enviada por el 
Presidente de la República. Durará cinco años en sus funciones, deberá acreditar,  
título  universitario  de  tercer  nivel  en  carreras  afines  con  la  función  que 
desempeñará y haber ejercido con probidad notoria en profesiones relacionadas 
con la función que desempeñará o experiencia en actividades de administración, 
control,  o  asesoría  en  las  organizaciones,  instituciones  y  asociaciones  que 
integran la economía popular y solidaria y el sector financiero popular y solidario.
 El Superintendente presentará anualmente a la Asamblea Nacional, una memoria 
que contenga el detalle de las principales labores realizadas por la institución y un 
resumen de los datos de la situación económica de las instituciones controladas, 
relacionados con el ejercicio del año anterior, de acuerdo con el reglamento.

REGLAMENTO PARA LA DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA 
SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA, DE LA TERNA PROPUESTA 



POR LA PRESIDENTA O EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

RESOLUCIÓN N° 015-165-CPCCS-2012
EL PLENO DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL

Considerando:

 Que, la Constitución de la República del Ecuador en su Art. 207, primer inciso, confiere al Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social la atribución de designar a las autoridades que le 
corresponda de acuerdo con la Constitución y la ley;

 Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 213, inciso final, establece que las 
superintendentas o superintendentes serán nombrados por el Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social, de una terna que enviará la Presidenta o Presidente de la República, conformada  
con criterios de especialidad y méritos y sujeta a escrutinio público y derecho de impugnación 
ciudadana.

 Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en su artículo 5, 
numeral 8, dispone que el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social designará a las 
autoridades y delegados de la ciudadanía que determine la ley, luego de agotar el proceso de 
selección correspondiente, con veeduría y derecho a impugnación ciudadana, en los casos que 
correspondan;

 Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en su artículo 55, 
inciso final, establece que el desarrollo de los procesos de veeduría e impugnación ciudadana para 
la designación del Procurador General del Estado y de las o los superintendentes, de las ternas  
enviadas por la Presidenta o Presidente de la República, serán efectuados directamente por el 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social;

 Que, en su artículo 150 de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y del Sector  
Financiero Popular y Solidario prescribe que la Superintendenta o el Superintendente de Economía 
Popular y Solidaria será designado por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, de 
la terna enviada por la Presidenta o el Presidente de la República; y,

 En ejercicio de la facultad reglamentaria que le confiere en su artículo 38 numeral 9 de la Ley 
Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resuelve expedir el siguiente:

REGLAMENTO PARA LA DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA 
SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA, DE LA TERNA PROPUESTA 

POR LA PRESIDENTA O EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

TÍTULO I
NORMAS GENERALES

Art.  1.-  Objeto  y  ámbito.- El  presente  reglamento  norma,  conforme  a  las  disposiciones 
constitucionales  y  legales,  el  procedimiento para  la  designación  de la  primera autoridad  de  la 
Superintendencia  de Economía Popular  y  Solidaria,  de la  terna propuesta por  la  Presidenta o 
Presidente de la República, con veeduría, escrutinio público e impugnación ciudadana.

Art. 2.- Publicidad de la información.- Con el fin de transparentar el proceso de designación de la 
autoridad  indicada  en  el  artículo  precedente,  la  información  relacionada  con  la  aplicación  del 
presente reglamento será pública y se pondrá en conocimiento, de forma oportuna a la ciudadanía, 
en el portal web institucional.

Art. 3.- Notificaciones y publicaciones.- Todas las notificaciones y publicaciones a realizarse en 
el presente proceso de selección se efectuarán en todas sus fases dentro del término de dos días 
contado  a  partir  de  la  resolución  del  órgano  competente  y  se  harán  en  el  correo  electrónico 



señalado para el efecto por la candidata o el candidato, así como en la página web institucional y  
en las instalaciones del CPCCS.
 Para el caso de escrutinio público y de impugnación ciudadana se publicará la lista por medio de la 
prensa  escrita,  en  tres  diarios  de  circulación  nacional,  para  que  la  ciudadanía  conozca  y  se 
pronuncie sobre la presunta falta de probidad e idoneidad; la falta de cumplimiento de alguno de 
los requisitos o la existencia de alguna de las prohibiciones prescritas en la Constitución, la ley o 
este reglamento.

TÍTULO II
REQUISITOS Y PROHIBICIONES

Art.  4.-  Requisitos.-  Quienes  integren  la  terna  para  designar  la  primera  autoridad  de  la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria deberán reunir los siguientes requisitos:
1. Ser ecuatoriano o ecuatoriana y encontrarse en ejercicio de sus derechos políticos.
2. Ser mayor de edad.
3. Título universitario de tercer nivel en carreras afines a la función que desempeñará.
4. Haber  ejercido  con  probidad  notoria  en  profesiones  relacionadas  con  la  función  que 

desempeñará  o  experiencia  en  actividades  de  administración,  control  o  asesoría  en  las 
organizaciones, instituciones y asociaciones que integran la economía popular y solidaria y en el  
sector financiero popular y solidario.

Art.  5.-  Prohibiciones  generales.- No  podrán  integrar  la  terna  enviada  por  el  Presidente  o 
Presidenta de la República quienes:
1. Se  hallaren  en  interdicción  judicial  mientras  esta  subsista,  salvo  el  caso  de  insolvencia  o 

quiebra que no haya sido declarada fraudulenta.
2. Hayan recibido sentencia ejecutoriada que condene a pena privativa de libertad, mientras esta 

subsista.
3. Mantengan contratos con el Estado, como persona natural, socio, representante o apoderado 

de personas jurídicas, para la adquisición de bienes, ejecución de obra pública, prestación de 
servicio público o explotación de recursos naturales.

4. No hayan cumplido con las medidas de rehabilitación resueltas por autoridad competente, en 
caso de haber sido sancionado por violencia intrafamiliar o de género.

5. Hayan ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto.
6. Hayan sido sentenciados por delitos de lesa humanidad y crímenes de odio.
7. Tengan obligaciones pendientes con el Servicio de Rentas Internas, sin fórmula de arreglo o 

compensación y que no esté pendiente de resolución judicial.
8. Ejerzan dignidad de elección popular.
9. Sean  miembros  de  las  Fuerzas  Armadas  y  de  la  Policía  Nacional  en  servicio  activo  o 

representantes de cultos religiosos.
10. Adeuden pensiones alimenticias, debidamente certificadas por la autoridad judicial competente.
11. Quien  sea  cónyuge,  tenga  unión  de  hecho  sea  pariente  hasta  el  cuarto  grado  de 

consanguinidad  o  segundo  de  afinidad  con  los  miembros  del  Consejo  de  Participación 
Ciudadana y Control Social o del Presidente o Presidenta, o Vicepresidenta o Vicepresidente 
de la República.

12. Quien por el ejercicio de sus funciones públicas se le haya determinado una responsabilidad 
administrativa, civil o penal.

13. Incurran en las demás prohibiciones que determine la Constitución y la ley.
 La o el candidato de la terna acreditará no estar incurso en ninguna de las prohibiciones señaladas 
mediante una declaración juramentada otorgada ante Notario Público.
 Además, para demostrar que no está incurso en las prohibiciones establecidas en los numerales 
3, 7 y 12 de este artículo adjuntará al expediente el certificado de no mantener contratos con el 
Estado,  otorgado  por  el  Instituto  Nacional  de  Compras  Públicas,  INCOP;  el  certificado  de  no 
adeudar  al  Servicio  de  Rentas  Internas;  y,  el  certificado  de  responsabilidades  y/o  Cauciones 
otorgado por la Contraloría General del Estado.

TÍTULO III



DE LA TERNA Y DEL EXPEDIENTE

Art. 6.- De la terna.- La terna que remita el o la Presidenta de la República para la designación de 
la o el Superintendente, estará conformada respetando la paridad y alternabilidad entre hombres y  
mujeres y bajo el principio de interculturalidad.

Art. 7.- Del expediente.- Se acompañará a la terna, los siguientes documentos de soporte, los que 
serán difundidos a través del portal web institucional:
1. Hoja de vida.
2. Copia notariada a color de la cédula de ciudadanía y certificado de votación del último proceso  

electoral.
3. Copia  a  color  del  título  universitario  de  tercer  nivel  en  carreras  afines  a  la  función  que 

desempeñará conferido por un establecimiento de educación superior del país o del exterior, 
legalmente reconocido en el país.

4. Certificaciones que acrediten haber ejercido con probidad notoria en profesiones relacionadas 
con  la  función  que  desempeñará  o  experiencia  en  actividades de  administración,  control  o 
asesoría en las organizaciones, instituciones y asociaciones que integran la economía popular y 
solidaria y en el sector financiero popular y solidario.

5. Declaración juramentada elevada a escritura pública, conforme el último inciso del Art. 5 del 
presente reglamento.

 La  candidata  o  el  candidato  será  responsable  por  cualquier  falsedad  o  inexactitud  en  la 
documentación presentada, de comprobarse las mismas, se procederá a su inmediata exclusión de 
la terna, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar.

Art. 8.- Nuevas ternas.-  En caso de que todos los integrantes de la terna fueren descalificados 
como consecuencia  del  proceso de impugnación ciudadana,  el  Pleno del Consejo  notificará al  
Presidente o Presidenta de la República para que proponga una nueva terna dentro del término de 
5 días. Esta nueva terna se someterá a todo el procedimiento contemplado en este reglamento.

TÍTULO IV
REVISIÓN DE REQUISITOS

Art.  9.-  Verificación.-  El Pleno del CPCCS designará un equipo técnico conformado por siete 
funcionarios delegados por cada Consejero y Consejera, el cual en el término de tres días contado 
a partir de la recepción de la terna enviada por la o el Presidente de la República, elaborará el  
informe sobre la verificación de requisitos y no estar incurso en las prohibiciones establecidas para 
el  cargo,  para  conocimiento  y  resolución  del  Pleno  en  el  término  de  dos  días,  conforme  la 
Constitución, la ley y este reglamento. Se publicará y notificará de conformidad con el Art. 3 del 
presente reglamento.
 En el caso de que algún integrante de la terna no cumpliere los requisitos o estuviera incurso en 
las  prohibiciones,  la  Presidenta  o  Presidente  del  CPCCS  notificará,  del  particular  en  forma 
inmediata al Presidente o Presidenta de la República, para que proceda a remitir otra candidatura, 
dentro del término de tres días, contado desde la fecha en que se efectúe tal notificación.
 Una vez receptadas las carpetas de las nuevas candidaturas, el Pleno del CPCCS las conocerá y  
dispondrá que el equipo técnico realice la revisión de requisitos y emita el respectivo informe, en el 
término de tres días al Pleno del CPCCS, el mismo que deberá resolver y notificar los resultados  
en el término de dos días.

TÍTULO V
IMPUGNACIÓN CIUDADANA

Art.  10.  Escrutinio  público  e  impugnación  ciudadana.-  Dentro  del  término  de  cinco  días, 
contado a partir de la publicación de la resolución del Pleno del CPCCS, referida en el artículo  
anterior,  la  ciudadanía  y  las  organizaciones  sociales,  a  excepción  de  las  candidatas  y  los 
candidatos,  podrán presentar  impugnaciones,  relacionadas con la  falta de probidad,  idoneidad, 
incumplimiento de requisitos o existencia de las prohibiciones establecidas en la Constitución, la 



ley o este reglamento.

Art. 11.- Contenido de la impugnación.-  Las impugnaciones que presenten los ciudadanos y/o 
las organizaciones sociales deberán contener los siguientes requisitos:
a. Nombres,  apellidos,  nacionalidad,  domicilio,  número  de  cédula  de  ciudadanía,  estado  civil, 

profesión y/u ocupación de la o el impugnante;
b. Nombres y apellidos de la o el candidato impugnado;
c. Fundamentación de hecho y de derecho que sustente la impugnación en forma clara y precisa, 

cuando se considere que una candidatura no cumple con los requisitos legales, por falta de 
probidad e idoneidad, existencia de alguna de las prohibiciones u ocultamiento de información 
relevante para postularse al cargo;

d. El anuncio de la prueba, presentará los documentos probatorios debidamente certificados o 
notariados;

e. Determinación del lugar y/o correo electrónico para notificaciones; y,
f. Firma de la o el impugnante.

Art.  12.-  Calificación de la impugnación.- El  Pleno del  CPCCS calificará las impugnaciones 
dentro  del  término de tres días.  Aceptará las  que considere procedentes y  rechazará las que 
incumplan los requerimientos indicados en el artículo anterior; de todo lo cual se notificará a las 
partes en el término de dos días, de conformidad con el artículo 3 del presente reglamento; en el  
caso  de  las  impugnaciones  que  se  acepten  se  notificará  además  con  el  contenido  de  la  
impugnación y los documentos de soporte.

Art. 13.- Audiencia pública.- En un término no mayor a 3 días contado desde la notificación de 
aceptación de la impugnación, se señalará el lugar, día y hora para la realización de la audiencia  
pública, en la que las partes presentarán y expondrán sus pruebas de cargo y de descargo.

Art.  14.-  Sustanciación  de  la  audiencia  pública.- En  el  lugar,  día  y  hora  señalados,  la 
Presidencia del CPCCS instalará la audiencia pública con el cuórum reglamentario.
 En primer término se concederá la palabra a la o el  impugnante,  luego de lo cual se oirá al  
impugnado o impugnada. El tiempo para cada exposición será máximo de veinte minutos y podrá 
hacerla en forma personal o por medio de abogado o abogada. Se garantiza el derecho a una 
réplica de las partes, que no excederá los 10 minutos, en el orden establecido.
 En caso de no comparecer el o la impugnante, se archivará la impugnación. Si la inasistencia es  
del impugnado o impugnada, la parte impugnante tendrá derecho a ser escuchada en la audiencia.
 De no comparecer la o el impugnado será descalificado de la terna. De no asistir las dos partes se 
archivará el proceso.

Art. 15.- Resolución.- El Pleno del CPCCS, en el término de tres días, emitirá en forma motivada 
su resolución; ordenará que se notifique y publique dicha resolución de conformidad con el Art. 3 
del presente reglamento.
 Las resoluciones que adopte el Pleno del Consejo son de única y definitiva instancia administrativa  
y causarán ejecutoria.

TÍTULO VI
DESIGNACIÓN Y POSESIÓN

Art. 16.- Designación.- El Pleno del Consejo, dentro del término de dos días, una vez culminada la  
etapa  de  impugnación  pública  procederá  a  la  designación  de  la  primera  autoridad  de  la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.

Art. 17.- Posesión.- El Pleno del Consejo remitirá a la Asamblea Nacional la resolución con el 
nombre de la autoridad designada, para su posesión.

DISPOSICIONES GENERALES



PRIMERA.- En caso de situaciones no previstas en el presente reglamento o en caso de duda en 
su aplicación,  el  Pleno del  CPCCS resolverá conforme la  Constitución,  a  la  Ley Orgánica del 
Consejo de Participación Ciudadana y demás leyes pertinentes.

SEGUNDA.- El presente reglamento entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro 
Oficial.

Dado en Quito, a los 25 días del mes de enero del año dos mil doce.

f.) Marcela Miranda Pérez, Presidenta.
f.) Antonio Velázquez Pezo, Secretario General.
(RO 646: 24-02-2012).

Artículo  151.-  Atribuciones  del  Superintendente.- Son  atribuciones  del 
Superintendente las siguientes:
a) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia;
b) Dictar las normas de control;
c) Imponer sanciones;
d) Celebrar  a  nombre  de  la  Superintendencia  los  contratos  y  convenios  que 

requiera la gestión institucional;
e) Dirigir, coordinar y supervisar la gestión administrativa de la Superintendencia;
f) Nombrar  el  personal  necesario  para  el  desempeño  de  las  funciones  de  la 

Superintendencia;
g) Delegar algunas de sus facultades, siempre en forma concreta y precisa, a los 

funcionarios que juzgue del caso;
h) Resolver recursos de orden administrativo; y,
i) Las demás establecidas en la Ley y en su Reglamento.

Reglamento: 
Artículo 158.- Atribuciones.- Son atribuciones del Superintendente, además de las constantes en  
la Ley, las siguientes:
1. Asesorar y absolver consultas sobre los asuntos materia de su competencia;
2. Elaborar  y  publicar,  anualmente,  información  estadística,  financiera  y  social  de  las  

organizaciones sujetas a su control;
3. Formular, aprobar y ejecutar el presupuesto de la Superintendencia;
4. Las demás establecidas en el presente Reglamento.

Artículo 159.- Delegación y avocación.- El Superintendente podrá delegar sus atribuciones, a un  
servidor de menor jerarquía, mediante acto expreso. El delegado responderá directamente de los  
actos realizados en ejercicio de tal delegación.
 El Superintendente, podrá conocer asuntos cuya resolución corresponda por atribución propia o  
por  delegación,  a  los  órganos  dependientes,  cuando  lo  estime  pertinente  por  motivos  de  
oportunidad y legalidad. La resolución de avocación no será susceptible de recurso alguno.

Artículo 166. Competencia.-  En el procedimiento administrativo sancionador los expedientes se  
tramitarán  y  resolverán,  en  primera  instancia,  ante  el  Intendente  que  corresponda  o  los  
responsables de las oficinas provinciales o regionales, expresamente delegados para ello, en el  
marco de la desconcentración administrativa.
 La segunda y definitiva instancia, en vía administrativa, radicará en el Superintendente.

(Disp. Trans.) NOVENA.-  El Superintendente, dentro de los ciento ochenta días siguientes a su  
posesión,  emitirá  el  catálogo  único  de  cuentas,  al  que  deberán  adecuar  su  contabilidad  las  
organizaciones sometidas a su control.



Artículo  152.-  Supervisión  auxiliar.- Los  organismos  de  integración  y  otras 
entidades  especializadas  podrán  colaborar  con  la  Superintendencia  en  la 
realización de una o varias actividades específicas de supervisión, cumpliendo las 
condiciones y disposiciones que dicte la Superintendencia para el efecto.

Reglamento: 
Artículo 157.- Supervisión auxiliar.- La supervisión auxiliar es una forma de colaboración en las  
actividades de control y vigilancia asignadas a la Superintendencia, efectuada por organismos de  
integración y entidades especializadas en actividades de supervisión, previamente calificadas por  
la Superintendencia en base a las normas, requisitos y procedimientos que ésta determine.
 La Superintendencia determinará, mediante resolución, las organizaciones sujetas a supervisión  
auxiliar y los requisitos que deberán cumplir para su calificación las entidades que puedan cumplir  
esta actividad.
 Las entidades de supervisión auxiliar, serán contratadas de entre las previamente calificadas y de  
conformidad con la Ley Orgánica de Contratación Pública.
 La potestad sancionadora, es indelegable, por tanto, no será materia del contrato de supervisión  
auxiliar.

Capítulo IV
Del Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria

Artículo 153.- Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria.- El Instituto 
es una entidad de derecho público, adscrita al ministerio de Estado a cargo de la 
inclusión económica y social,  con jurisdicción nacional,  dotado de personalidad 
jurídica,  patrimonio propio y  autonomía técnica,  administrativa  y financiera  que 
ejecuta la política pública, coordina, organiza y aplica de manera desconcentrada, 
los planes, programas y proyectos relacionados con los objetivos de esta Ley.

Reglamento: 
Artículo 162.- Estructura interna.- El Instituto estará organizado de conformidad con el estatuto  
orgánico por procesos aprobado por el Ministerio de Relaciones Laborales.

Artículo 154.- Misión.- El Instituto tendrá como misión el fomento y promoción de 
las  personas y  organizaciones sujetas  a  esta  Ley,  en  el  contexto  del  sistema 
económico  social  y  solidario  previsto  en  la  Constitución  de  la  República  y 
consistente  con  el  Plan  Nacional  de  Desarrollo,  con  sujeción  a  las  políticas 
dictadas por el Comité Interinstitucional, para lo cual ejercerá las funciones que 
constarán en el Reglamento de la presente Ley.

Reglamento: 
Artículo  161.-  Funciones  del  Instituto  Nacional  de  Economía  Popular  y  Solidaria:  Son 
funciones del Instituto las siguientes:
1. Brindar apoyo al Comité Interinstitucional;
2. Ejecutar las políticas públicas dictadas por el Comité Interinstitucional;
3. Elaborar  y  ejecutar  planes,  programas  y  proyectos  para  el  fortalecimiento  organizativo  y  

funcional de las entidades parte de la economía popular y solidaria;
4. Ejecutar las medidas de fomento, promoción e incentivos que correspondan en favor de las  

personas y organizaciones sujetas a la Ley y verificar su cumplimiento;
5. Promover y fomentar los circuitos de la Economía Popular y Solidaria;
6. Generar y desarrollar estudios e investigaciones sobre la economía popular y solidaria;



7. Promover y formar capacitadores para las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria;
8. Coordinar  la  ejecución  de  sus  funciones,  con  las  diferentes  instituciones  del  Estado,  

organizaciones de la sociedad civil y de la comunidad en general;
9. Proponer  al  Comité  Interinstitucional  políticas  públicas,  para  el  desarrollo  de  la  economía  

popular y solidaria, los sectores, organizaciones y personas que lo conforman;
10. Estimular y coordinar la cooperación entre las instituciones del Estado, Gobiernos Autónomos  

Descentralizados,  organizaciones  de  la  sociedad  civil  y  de  la  comunidad  en  general,  en  
acciones y programas dirigidos al desarrollo y fomento de la economía popular y solidaria;

11. Diseñar  e  implementar  estrategias  de  inserción  y  participación  de  las  personas  y  
organizaciones  de  la  economía  popular  y  solidaria  en  los  mercados  público  y  privado,  
propiciando relaciones directas entre productores y consumidores;

12. Las demás establecidas en la Ley y este Reglamento.

Artículo 155.- Patrimonio.- El patrimonio del Instituto se integra por:
a) Las asignaciones que constarán en el Presupuesto General del Estado;
b) Todos los bienes muebles e inmuebles que adquiera a cualquier título; y,
c) Cualquier  renta,  legado  o  donación  que  perciba  de  personas  naturales  o 

jurídicas.

Artículo  156.-  Director.- El  Instituto  estará  representado  legalmente  por  su 
Director General, quien será de libre nombramiento y remoción por el ministro de 
Estado responsable de la inclusión económica y social, de entre los profesionales 
universitarios  de  tercer  nivel  y  con  experiencia  en  el  ámbito  de  la  economía 
popular y solidaria.

Artículo 157.- Atribuciones del Director General.- Son atribuciones del Director 
General:
a) Ejercer la representación legal judicial y extrajudicial del Instituto;
b) Ejecutar las políticas dispuestas por el Comité Interinstitucional;
c) Dirigir, coordinar y supervisar la gestión administrativa del Instituto;
d) Presentar  a  consideración  y  aprobación  del  ministerio  al  cual  se  encuentra 

adscrito el Instituto, los planes de acción y el presupuesto institucional:
e) Celebrar  a  nombre  del  Instituto  los  contratos  y  convenios  que  requiera  la 

gestión institucional; y,
f) Las demás que le asigne la Ley y el Reglamento.

Reglamento: 
Artículo 163.-  Atribuciones del Director  General.- Son atribuciones del  Director  General  del  
Instituto, además de las establecidas en el artículo 157 de la Ley, las siguientes:
1. Fijar los objetivos generales y las metas anuales y plurianuales de los programas y proyectos  

del Instituto, en concordancia con las políticas trazadas por el Comité Interinstitucional.
2. Coordinar con el Ministerio de Inclusión Económica y Social las prioridades y estrategias para el  

fomento y promoción de las personas y organizaciones de la Economía Popular y Solidaria;
3. Presentar  ante  el  Comité  Interinstitucional  y  el  Ministerio  de  Inclusión  Económica  y  Social  

propuestas de políticas públicas para el fomento y desarrollo de la economía popular y solidaria;
4. Presentar ante las entidades estatales competentes propuestas de regulación para la Economía  

Popular y Solidaria;
5. Presentar ante el Comité Interinstitucional y el Ministerio de Inclusión Económica y Social los  

informes que le sean requeridos; y,
6. Definir el modelo de gestión del Instituto.



Capítulo V
De la Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias

Artículo  158.-  Corporación  Nacional  de  Finanzas  Populares  y  Solidarias.- 
Créase la  Corporación Nacional  de Finanzas Populares y Solidarias,  como un 
organismo de derecho público, dotado de personalidad jurídica, patrimonio propio 
y autonomía administrativa, técnica y financiera, con jurisdicción nacional.
 La  Corporación  en  lo  relativo  a  su  creación,  actividades,  funcionamiento  y 
organización  se  regirá  por  esta  Ley  y  su  correspondiente  Estatuto  social  que 
deberá ser aprobado por la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.

Artículo 159.- Misión.- La Corporación tendrá como misión fundamental brindar 
servicios  financieros  con  sujeción  a  la  política  dictada  por  el  Comité 
Interinstitucional a las organizaciones amparadas por esta Ley, bajo mecanismos 
de servicios financieros y crediticios de segundo piso; para lo cual ejercerá las 
funciones que constarán en su Estatuto social.
 La Corporación aplicará las normas de solvencia y prudencia financiera que dicte 
la  Superintendencia,  con el  propósito  de  preservar  de  manera  permanente  su 
solvencia patrimonial.

Reglamento: 
Artículo 164.- Operaciones.- La Corporación, podrá realizar las siguientes operaciones:
1. Desarrollar y operar mecanismos de fondeo, servicios financieros y transaccionales;
2. Otorgar servicios financieros y crediticios de segundo piso;
3. Contratar préstamos internos y externos, con la autorización previa de su Directorio;
4. Emitir obligaciones, bonos y títulos propios de la Corporación, con las condiciones, plazos y  

denominaciones que determine el Directorio, a fin de captar recursos, para el mantenimiento de  
su liquidez;

5. Invertir sus recursos, de conformidad con las políticas dictadas por el directorio, bajo criterios de  
seguridad, liquidez y sostenibilidad;

6. Canalizar y administrar recursos provenientes de entidades públicas o privadas nacionales o  
extranjeras,  aplicando  mecanismos  de  gestión  financiera,  tales  como,  constitución  de  
fideicomisos, encargos fiduciarios y convenios de administración de fondos, en beneficio de las  
organizaciones del Sector Financiero Popular y Solidario, previa la suscripción de los convenios  
de gestión respectivos, dentro del marco de sus competencias;

7. Invertir  en  emprendimientos  productivos  de  iniciativas  de  las  personas  y  organizaciones  
amparadas por la Ley;

8. Subastar la cartera originada en operaciones con instituciones del Sistema Financiero Popular y  
Solidario;

9. Otorgar garantías crediticias a favor de emprendedores del Sector de la Economía Popular y  
Solidaria, con cargo al fondo que creará para el efecto.

 Para la realización de las operaciones previstas en el presente artículo, la Corporación deberá  
contar con la autorización previa de la Superintendencia y observar las disposiciones del Código  
Orgánico  de  Planificación  y  Finanzas  Públicas,  las  regulaciones  dictadas  por  la  Junta  de  
Regulación y las normas de su estatuto social.

(Disp.  Trans.)  DÉCIMA.- Las  operaciones  a  las  que  se  refiere  el  articulo  164  del  presente  
Reglamento,  podrán  ser  efectuadas  por  el  Programa  Nacional  de  Finanzas  Populares,  
Emprendimientos y Economía Solidaria, hasta cuando la Superintendencia apruebe el Estatuto de  
la Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias.

COPCI: 



Art.  67.-  Otras  formas  de  financiamiento.- El  organismo  con  la  competencia  de  fomento  y  
regulación  de  las  microfinanzas  populares  establecerá  los  mecanismos  para  potenciar  el  
financiamiento de las micro y pequeñas empresas en todo el territorio nacional, sobre todo en las  
regiones  de  menor  cobertura  financiera  y  para  mejorar  la  eficiencia  y  acceso  a  tecnologías  
especializadas de los operadores privados del sistema.
 El gobierno nacional implementará un programa de capital de riesgo que permita el acceso de las  
MIPYMES a estas modalidades, necesarias para la innovación y transformación productiva, así  
como un programa integral de emprendimiento para todo el ciclo de pre-inversión e inversión.

Artículo 160.- Patrimonio.- El patrimonio de la Corporación se integra por:
a) Las asignaciones que constarán en el Presupuesto General del Estado;
b) Todos los bienes muebles e inmuebles que adquiera a cualquier título;
c) Cualquier  renta,  legado  o  donación  que  reciba  de  personas  naturales  o 

jurídicas;
d) Por operaciones financieras y crediticias; y,
e) Capitalización de los rendimientos de la gestión financiera y crediticia.

Artículo  161.-  Organismos  de  la  Corporación.- Son  organismos  de  la 
Corporación los siguientes:
a) Directorio; y,
b) Dirección General a cargo del Director General.

Artículo  162.-  Directorio.- El  Directorio  es  el  organismo  directivo  de  la 
Corporación que tendrá a su cargo la determinación de los lineamientos generales 
para  la  implementación  y  ejecución  de  las  actividades  de  la  Corporación,  la 
definición y la aprobación de los instructivos operacionales necesarios y tendrá la 
responsabilidad de supervisar y evaluar la administración, uso y destino de los 
recursos.
 El Directorio estará integrado por los siguientes miembros:
a) Un representante por cada uno de los ministerios de Estado responsables de la 

coordinación de la política económica, de la producción y de desarrollo social;
b) Un representante del ministerio de Estado responsable de las finanzas; y,
c) Un  representante  del  ministerio  de  Estado  responsable  de  la  inclusión 

económica y social.
 Actuará como Presidente del Directorio, el representante del ministerio de Estado 
a  cargo  de la  coordinación  de  desarrollo  social  y  como secretario,  el  Director 
General de la Corporación, este último con voz y sin derecho a voto.

Artículo  163.-  Funciones  del  Directorio.- Son  funciones  del  Directorio  las 
siguientes:
a) Aprobar el Estatuto social y las metodologías de operación de la Corporación y 

sus componentes de crédito,  inversiones y demás servicios financieros, bajo 
criterios de seguridad, liquidez y sostenibilidad;

b) Aprobar  la  creación  de  nuevos  mecanismos  de  financiamiento,  servicios 
financieros, garantía crediticia, fortalecimiento y capacitación o rediseño de los 
existentes;

c) Vigilar que se cumplan con las políticas y normas de la Corporación;
d) Conocer y aprobar los planes y presupuestos de la Corporación;



e) Designar y remover al Director General de la Corporación; y,
f) Seleccionar el auditor externo.

Artículo 164.- Atribuciones del Director General.- Son atribuciones del Director 
General:
a) Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial;
b) Ejecutar las políticas dispuestas por el Comité Interinstitucional;
c) Celebrar a nombre de la Corporación los contratos y convenios que requiera la 

gestión institucional;
d) Dirigir, coordinar y supervisar la gestión administrativa de la Corporación; y,
e) Las demás que le otorgue la Ley y su Estatuto social.

Artículo 165.- Control y Auditoría.- La Corporación estará sometida al control y 
supervisión  de  la  Superintendencia  y  tendrá  una  unidad  de  auditoría  interna 
encargada de las funciones de su control interno.

Artículo  166.-  Jurisdicción Coactiva.- La  Corporación  ejercerá  la  jurisdicción 
coactiva, para el  cobro de los créditos y obligaciones a su favor,  por parte de 
personas  naturales  o  jurídicas.  La  coactiva  la  ejercerá  con  sujeción  a  las 
disposiciones del Código de Procedimiento Civil.
 La jurisdicción coactiva se ejercerá con fundamento en cualquier título del que 
conste una deuda en favor o a la orden de la Corporación.

Título VII
De las Obligaciones, Infracciones y Sanciones

Artículo 167.- Obligaciones.- Son obligaciones de las organizaciones referidas 
en esta Ley, las siguientes:
a) Ejercer  las  actividades  detalladas  en  el  objeto  social  del  Estatuto  de  la 

organización;  R: 16, 19, LOEPS
b) Mantener el fondo o capital social mínimo autorizado;
c) Convocar a Asamblea General en el tiempo y forma que establezca el Estatuto 

social de la organización;
d) Respetar  el  ejercicio  de  los  cargos  directivos  únicamente  por  el  tiempo 

establecido en el Estatuto social;
e) Dar todas las facilidades para que los órganos de control y regulación cumplan 

sus funciones; R: 47, LOEPS
f) Llevar  un  registro  de  todos  los  integrantes  de  la  organización,  archivos  y 

registros de las actas;
g) Llevar  la  contabilidad actualizada de conformidad con el  Catalogo Único  de 

Cuentas; R: 13, LOEPS
h) Cumplir con el procedimiento relacionado con la disolución y liquidación de la 

organización y en el  caso de las cooperativas el  correcto destino del  Fondo 
Irrepartible de Reserva Legal; y, R: 57, 60, LOEPS

i) Cumplir  las  regulaciones  de  funcionamiento  y  control  de  las  actividades 
económicas.



Artículo  168.-  Prohibiciones.- Son  prohibiciones  para  las  personas  y 
organizaciones sujetas a ésta Ley:
a)  Conceder  preferencias  o  privilegios  a los  integrantes  de la  organización  en 

particular, ni aún a título de fundadores, directivos, funcionarios y empleados;
Exigir  a  los  nuevos integrantes  de la  organización  que  suscriban un  mayor 
número  de  aportes,  cuotas  o  aportaciones  de  los  que  hayan  adquirido  los 
fundadores desde que ingresaron a la organización, o que contraigan con la 
entidad  cualquier  obligación  económica  extraordinaria,  que  no  la  hayan 
contraído dichos integrantes;

b) Financiar los aportes, cuotas o aportaciones de sus integrantes, para con la 
organización;

c) Los directivos de las organizaciones quedan prohibidos de utilizar su condición 
y  los  recursos  de  la  entidad  para  establecer  relaciones  contractuales, 
profesionales, laborales o de servicios personales directa o indirectamente con 
otras personas u organizaciones;

d) Establecer acuerdos, convenios o contratos con personas naturales o jurídicas, 
ajenas a la organización, que les permita participar directa o indirectamente de 
los beneficios derivados de las medidas de fomento, promoción e incentivos 
que conceden esta Ley;

e) Lucrarse o favorecerse fraudulentamente de los beneficios que otorga esta Ley;
f) Favorecerse con recursos y beneficios adicionales a los previstos en la ley;
g) Ocultar, alterar fraudulentamente o suprimir en cualquier informe de operación, 

datos o hechos respecto de los cuales la Superintendencia y el público tengan 
derecho a estar informados; y,

h) Las demás establecidas en la Ley y su reglamento. R: 11, LOEPS

CP: 
Art. 363: Serán reprimidos con prisión de dos meses a dos años y multa de treinta y un a ciento  
veinte y cinco dólares de los Estados Unidos de Norte América:  : .../...(Ley 2002-75: RO 635: 
07-08-2002)
2:  Los que ofrecieren fondos públicos,  o acciones u  obligaciones de una sociedad o persona  
jurídica, afirmando o haciendo entrever hechos o circunstancias falsos; y,
3: El fundador, administrador, director gerente o síndico de una sociedad o de una persona jurídica  
de otra índole, que publicare o autorizare un balance o cualquier otro informe falso o incompleto,  
cualquiera que hubiese sido el propósito al verificarlo. 

Art. 364: Será reprimido con prisión de uno a cinco años el director, gerente o administrador de  
una sociedad o de una persona jurídica de otra índole que prestare su concurso o consentimiento  
para actos contrarios a los estatutos, leyes u ordenanzas que las rijan, a consecuencia de los  
cuales la persona jurídica  o  la  sociedad  quedare imposibilitada  de  satisfacer  sus compromisos,  
o en la necesidad de ser disuelta.

Art. 577: Cuando se trate de la quiebra de una sociedad o de una persona jurídica que ejerza el  
comercio,  todo  director,  administrador  o  gerente  de  la  sociedad  o  persona  jurídica  fallida,  o  
contador  o  tenedor  de  libros,  que  hubiere  cooperado  a  la  ejecución  de  alguno  de  los  actos  
culpables o  fraudulentos que determinen la  quiebra,  será reprimido con la  pena del  quebrado  
fraudulento o culpable en su caso.

Artículo 169.- Infracciones en la Economía Popular y Solidaria.-



a) No entregar  la  información sobre la situación económica y de gestión de la 
organización;

b) La  trasgresión  generalizada  de  los  derechos  de  los  integrantes  de  la 
organización; y,

c) Las demás previstas en la Ley.

Artículo 170.- Infracciones en el Sector Financiero Popular y Solidario.-
a) Ejercer actividades no autorizadas por la Superintendencia;
b) No entregar  la  información sobre la situación económica y de gestión de la 

organización;
c) Incumplir  las  normas  de  solvencia  y  prudencia  financiera  señaladas  en  el 

artículo 85 de la presente Ley;
d) Reestructurar  créditos  otorgados  a  los  gerentes,  vocales  de  los  consejos, 

representantes,  empleados o trabajadores de la cooperativa y su cónyuge o 
conviviente en unión de hecho legalmente reconocida;

e) Incumplir  con  los  aportes  al  Fondo  de  Liquidez  y  Seguro  de  Depósitos  del 
Sector Financiero Popular y Solidario;

f) Ocultar, alterar fraudulentamente o suprimir en cualquier informe de operación, 
datos o hechos respecto de los cuales la Superintendencia y el público tengan 
derecho a estar informados y,

g) Obstaculizar la supervisión, la intervención y el control de la Superintendencia o 
a sus representantes debidamente autorizados u ocultar la verdadera situación 
de la organización.

Reglamento: 
Artículo 74.- Denuncia.-  Para efectos de la aplicación de la letra e) del artículo 68 de la Ley,  el 
Superintendente  podrá  disponer  la  intervención  de  una  cooperativa,  en  base  a  denuncia  con  
determinación precisa de las violaciones a la Ley o las irregularidades denunciadas, así como de  
los perjuicios que se hayan causado o pudieran causarse.
 Si la denuncia fuere manifiestamente infundada, se la considerará incursa en lo tipificado en el  
artículo  170,  letra  g),  de  la  Ley  y,  el  Superintendente,  al  rechazarla,  impondrá,  al  o  los  
denunciantes,  una de las multas previstas en la letra a) del artículo 172 de la Ley,  multa que  
ingresará al patrimonio de la Superintendencia.

Artículo 171.- Sanciones.- Las personas y organizaciones amparadas por esta 
Ley, serán sancionadas de acuerdo con lo siguiente:
a) Multas pecuniarias, de una a cien salarios básicos unificadas que se aplicarán 

en  forma  diferenciada  de  acuerdo  con  la  clase,  capacidad  económica  y 
naturaleza jurídica de las personas y organizaciones;

b) Suspensión temporal del Registro hasta un máximo de un año; y,
c) Suspensión definitiva del Registro.
 Se  aplicarán  estas  sanciones  sin  perjuicio  de  las  demás  responsabilidades 
administrativas, civiles o penales contempladas en la normativa jurídica vigente.

Artículo 172.- Aplicación de sanciones.- Las sanciones previstas en esta Ley, 
serán aplicadas de la siguiente manera:



a) El incumplimiento de las obligaciones generales previstas en el artículo 167 de 
esta  Ley,  serán  sancionadas  con  la  imposición  de  multas.  En  caso  de 
reincidencia se aplicará el doble de multa;

b) La trasgresión de las prohibiciones, referidas en el artículo 168 literales a, b, c y  
d, serán sancionadas con la imposición de multas.

 En caso de reincidencia se aplicará el doble de multa;
 En el caso de los literales e, f, g y h, del mismo artículo, se sancionarán con la 

suspensión  temporal  del  Registro  hasta  máximo  un  año.  En  caso  de 
reincidencia se aplicará la suspensión definitiva del Registro; y,

c) Las infracciones señaladas en el artículo 169 y 170, serán sancionadas con la  
imposición de multas. En caso de reincidencia se aplicará el doble de multa.

 La Superintendencia y demás organismos públicos señalados en esta Ley en 
caso de encontrar indicios sobre el cometimiento de infracciones penales, deberán 
poner en conocimiento de la Fiscalía General del Estado.

Reglamento: 
Artículo 74.- Denuncia.-  Para efectos de la aplicación de la letra e) del artículo 68 de la Ley,  el  
Superintendente  podrá  disponer  la  intervención  de  una  cooperativa,  en  base  a  denuncia  con  
determinación precisa de las violaciones a la Ley o las irregularidades denunciadas, así como de  
los perjuicios que se hayan causado o pudieran causarse.
 Si la denuncia fuere manifiestamente infundada, se la considerará incursa en lo tipificado en el  
artículo  170,  letra  g),  de  la  Ley  y,  el  Superintendente,  al  rechazarla,  impondrá,  al  o  los  
denunciantes,  una de las multas previstas en la letra a) del artículo 172 de la Ley,  multa que  
ingresará al patrimonio de la Superintendencia.

CP: 
Art. 363: Serán reprimidos con prisión de dos meses a dos años y multa de treinta y un a ciento  
veinte y cinco dólares de los Estados Unidos de Norte América:  : .../...(Ley 2002-75: RO 635: 
07-08-2002)
3: El fundador, administrador, director gerente o síndico de una sociedad o de una persona jurídica  
de otra índole, que publicare o autorizare un balance o cualquier otro informe falso o incompleto,  
cualquiera que hubiese sido el propósito al verificarlo.

Artículo 173.- Procedimiento.- La potestad sancionadora de la Superintendencia 
establecida en esta Ley, se cumplirá observando las garantías al debido proceso 
determinadas en la Constitución de la República.
 Para la aplicación de las sanciones señaladas en éste Título, deberá instaurarse 
previamente  el  respectivo  procedimiento  administrativo,  cuyo  trámite  será 
establecido en el Reglamento de esta Ley.

Reglamento: 
Título VII

Del Procedimiento Administrativo Sancionador

Artículo  165.-  Procedimiento  Administrativo  Sancionador.-  El  ejercicio  de  la  potestad  
sancionadora otorgada a la Superintendencia se regirá por los siguientes principios:
1. De legalidad.- Las sanciones a ser impuestas serán las previstas en la Ley;
2. De tipicidad.- Las infracciones deberán encontrarse expresamente tipificadas en la Ley;
3. De proporcionalidad.- En la imposición de sanciones se deberá guardar la debida proporción  

entre  la  gravedad  de  la  infracción  y  la  sanción  aplicada,  considerándose  criterios  de  
intencionalidad, perjuicio y reincidencia, en este último caso, cuando haya resolución en firme  
previa;



4. De la responsabilidad.- La responsabilidad en la comisión de una infracción, puede darse por  
acción u omisión y puede ser individual, solidaria o subsidiaria; y,

5.  De la irretroactividad.- Solo se impondrán sanciones que estuvieren vigentes al momento de  
producirse  los  hechos  que  constituyan  infracción  administrativa.  Las  disposiciones  
sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor.

Artículo  167.-  Garantía  de  procedimiento. El  ejercicio  de  la  potestad  sancionadora  de  la  
Superintendencia, requerirá la aplicación del procedimiento sancionador establecido en este título;  
en ningún caso, se podrá imponer una sanción sin que se hayan observado las garantías básicas  
del debido proceso.

Artículo 168.- Actos de Instrucción.- La Superintendencia de oficio, por denuncia o por petición  
fundamentada  de  otro  órgano  de  la  administración  pública,  podrá  disponer  la  práctica  de  
mecanismos de control previstos en el presente Reglamento, a fin de determinar la existencia o no,  
de infracciones tipificadas en la Ley, que ameriten la apertura de un expediente administrativo y el  
inicio de un procedimiento sancionador.
 El procedimiento sancionador se iniciará, mediante auto motivado, precisando la norma que le  
atribuye  la  competencia;  la  infracción  y  el,  o  los  presuntos  responsables;  la  sanción  que  se  
impondría;  las medidas provisionales,  de ser  necesarias y los actos de instrucción que deban  
efectuarse.

Artículo 169.- Requisitos.- Las denuncias que se formulen deberán contener lo siguiente:
1. La autoridad a quien se dirige;
2. Los nombres y apellidos y generales de ley del o los denunciantes;
3. La identificación del presunto infractor;
4. La relación del hecho que se denuncia;
5. El lugar para notificaciones al denunciado; y,
6. La firma o huella digital del compareciente o de su representante o procurador.
 Cuando  las  pretensiones  correspondientes  a  un  grupo  de  personas,  tengan  un  contenido  y  
fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una sola denuncia, en la  
que se designará un procurador común.

Artículo  170.-  Citación y  prueba.- Con  el  auto  de instrucción  se  citará  al  presunto  infractor  
concediéndole el término de quince días para que conteste los hechos denunciados y presente las  
pruebas de descargo.
 La Superintendencia, a petición del interesado, efectuada dentro del término probatorio y por una  
sola vez, concederá una prórroga de siete días adicionales, para la presentación de pruebas de  
descargo.
 Las citaciones se realizarán por la unidad administrativa de citación de la Superintendencia o vía  
correo certificado o electrónico.
 Cuando la citación no se pueda realizar personalmente al presunto infractor o su representante,  
esta será entregada en el domicilio señalado y se hará constar la identidad de quien la reciba. De  
no  existir  quien  reciba  la  notificación,  se  hará  constar  esta  circunstancia  en  el  expediente,  
precisando el día y hora en que se intentó la citación.
 Si se desconoce el domicilio del presunto infractor, la citación se efectuará por una sola ocasión,  
por un medio de comunicación escrito, a costo del administrado.
 La publicación o razón de la citación, se incorporará al expediente.

Artículo 171.- Sustanciación y prueba.- Con la contestación al auto de instrucción o en rebeldía,  
luego  de  transcurrido  el  término  señalado  en  el  artículo  170  del  presente  Reglamento,  la  
Superintendencia,  a  petición  del  presunto  infractor  o  de  terceros  interesados,  convocará  a  
audiencia, sin perjuicio que pueda convocarla, de oficio, cuando considere necesario, señalando  
día y hora para el efecto, en la cual se podrá alegar y presentar otros documentos y justificaciones  
que tengan relación con los hechos.
 La audiencia se podrá solicitar dentro del período de prueba y se convocará y realizará dentro de  
los siguientes diez días de concluido dicho término.



Artículo 172.- Acumulación.- La Superintendencia, podrá disponer la acumulación de autos, con  
otros procedimientos que guarden identidad sustancial o íntima conexión. Contra la resolución de  
acumulación no procederá recurso alguno.

Artículo 173.- Resolución administrativa.- La Superintendencia en el término de diez días de  
concluida  la  etapa  probatoria  o  efectuada  la  audiencia,  emitirá  la  resolución  motivada  que  
corresponda, la misma que, para su eficacia, será notificada al presunto infractor y los terceros  
interesados, de haberlos.
 En  la  resolución  se  hará  conocer  a  los interesados los recursos a  que tienen derecho para  
impugnarla, tanto en vía administrativa, como en vía contencioso administrativa.

Artículo 174.- Recursos Administrativos.- Las personas y organizaciones que 
se  consideren  afectados  por  actos  administrativos  emitidos  por  la 
Superintendencia, tendrán el derecho de presentar los recursos administrativos de 
conformidad con la Ley.
 El recurso presentado no suspende la ejecución del acto impugnado.
 De la resolución que tome la Superintendencia se podrá presentar demanda ante 
la Jurisdicción Contenciosa y Administrativa.

Artículo 175.- Términos para deducir la impugnación y para resolver.- Para 
deducir los recursos previstos en esta Ley, los recurrentes tendrán el término de 
cinco  días  contados  desde  la  notificación  del  acto  administrativo;  la 
Superintendencia  en  el  término  de  cinco  días  calificará  el  recurso  como 
procedente o mandará a ampliarlo,  debiendo expedir,  de manera motivada,  su 
resolución  en  un  término  no  mayor  a  treinta  días  contados  a  partir  de  la  
providencia  de  calificación  del  recurso  presentado,  dentro  de  este  término  se 
evacuarán informes, audiencias, intervención de terceros, alegaciones y cualquier 
otra diligencia que garantice el cumplimiento de las normas del debido proceso, y  
los derechos de las partes.
 La falta de resolución dentro del término de treinta días, causará la pérdida de la  
competencia para resolver.

Reglamento: 
Artículo  174.-  Impugnación  de  la  resolución.- La  resolución  o  la  falta  de  interposición  de  
recursos, en el término que determina la Ley, causarán ejecutoria. La Superintendencia adoptará  
las medidas que sean necesarias para el cumplimiento de sus actos y resoluciones, pudiendo,  
inclusive, solicitar el apoyo de la fuerza pública.

Artículo 175.- Recursos.- El  administrado, en el  término cinco días que señala la Ley,  podrá  
interponer  los  recursos  de  reposición,  de  apelación  y  extraordinario  de  revisión  de  los  actos  
administrativos que afecten sus derechos subjetivos en forma directa y que no pongan fin a la vía  
administrativa.
 El recurso de reposición se presentará ante la misma autoridad que dictó el acto y el de apelación  
ante  el  Superintendente;  transcurrido  el  término  señalado  en  la  Ley,  únicamente,  podrá  
interponerse recurso contencioso administrativo.
 De la resolución de un recurso de reposición solo se podrá interponer el recurso de apelación y de  
revisión o la acción contencioso administrativa, a elección del recurrente y, de la resolución de un  
recurso de revisión, no cabrá ningún otro recurso en vía administrativa.
 En  la  sustanciación  de  los  recursos,  únicamente  se  realizará,  una  audiencia  en  la  cual,  se  
presentarán  documentos  y  se  efectuarán  alegaciones,  por  parte  del  presunto  infractor  y  de  
terceros interesados.



Artículo  176.-  Aclaración  del  recurso.- En  los  recursos  se  precisará  la  norma  violada  y  el  
derecho subjetivo afectado en el acto administrativo, de no hacerlo, se dispondrá su aclaración en  
el término de tres días y de persistir la falta de claridad, se dispondrá el archivo del expediente.

Artículo  177.-  Impulso.- El  procedimiento se impulsará  de oficio  y,  de acuerdo al  criterio  de  
celeridad, se dispondrá en un solo acto, la realización de todos los trámites que, por su naturaleza,  
no requieran de un cumplimiento sucesivo.

Artículo  178.-  Terceros  interesados.- Durante  el  procedimiento  sancionador  podrá  intervenir  
cualquiera persona natural o jurídica, que tuviere interés legítimo en el hecho denunciado.

Artículo 176.-  Cumplimiento de obligación.- La imposición de sanciones,  en 
ningún caso relevará al infractor del cumplimiento de las obligaciones infringidas.

Artículo  177.-  Prescripción.- Todas  las  infracciones  previstas  en  esta  Ley, 
prescribirán en tres años, contados desde la fecha en que se hubiese cometido el  
hecho u ocurrida la omisión.
 La prescripción se interrumpe desde el  momento en que la  Superintendencia 
inicia el procedimiento administrativo.

Artículo  178.-  Responsabilidad.- Los  directores,  gerentes,  administradores, 
interventores,  liquidadores,  auditores,  funcionarios,  empleados  de  las 
organizaciones, que contravengan las disposiciones de las leyes, reglamentos o 
regulaciones  o  que,  intencionalmente,  por  sus  actos  u  omisiones,  causen 
perjuicios a la entidad o a terceros, incurrirán en responsabilidad administrativa, 
civil o penal por los daños y perjuicios que hubiesen ocasionado.

CP: 
Art. 363: Serán reprimidos con prisión de dos meses a dos años y multa de treinta y un a ciento  
veinte y cinco dólares de los Estados Unidos de Norte América:  : .../...(Ley 2002-75: RO 635: 
07-08-2002)
3: El fundador, administrador, director gerente o síndico de una sociedad o de una persona jurídica  
de otra índole, que publicare o autorizare un balance o cualquier otro informe falso o incompleto,  
cualquiera que hubiese sido el propósito al verificarlo.

Artículo 179.- Infracciones al estatuto.- Las infracciones cometidas al estatuto 
social  de  la  organización,  serán  sancionadas  en  base  a  las  disposiciones 
constantes  en el  mismo estatuto,  respetando las  garantías  básicas del  debido 
proceso  y  seguridad  jurídica.  De  la  exclusión  se  podrá  apelar  ante  la 
Superintendencia, cuya decisión será definitiva.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.-  Las  organizaciones  sujetas  a  esta  Ley,  fijarán  sus  propios 
mecanismos de control interno, incluyendo la solución de conflictos internos de 
acuerdo con lo que se establezca en el estatuto social; pudiendo recurrir al uso de 
métodos alternativos de solución de controversias. R: 16, LOEPS

Reglamento: 



(Disp.  Gen.)  CUARTA.-  Los  conflictos  que  se  susciten  al  interior  de  las  organizaciones  y  la  
impugnación de sanciones contra sus integrantes, podrán resolverse ante un centro de mediación  
debidamente calificado por la Superintendencia y a falta de acuerdo, podrán someterse al arbitraje,  
de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Arbitraje y Mediación.
 Los centros de mediación, para ser calificados, deberán contar con mediadores con experiencia  
en la solución de conflictos en organizaciones sociales, además de los requisitos que determinará  
la Superintendencia.
 La Superintendencia podrá establecer un centro de mediación para la solución de conflictos a los  
que se refiere la presente norma.
 Las  sanciones  de  exclusión  que  no  se  solucionaren  vía  mediación,  serán  susceptibles  de  
apelación ante la Superintendencia, para lo cual, el plazo para apelar transcurrirá a partir de la  
fecha de suscripción del acta de falta de acuerdo de mediación.

(Disp.  Gen.)  SÉPTIMA.-  El  inicio  de  las  acciones  judiciales  tendientes  a  la  ejecución  de  
responsabilidades  determinadas  contra  los  directivos  y  administradores  de  las  organizaciones  
sujetas a control de la Superintendencia, así como las transacciones con ellos, dentro o fuera de  
juicio, requerirán de previa resolución de asamblea general, tomada aunque no figure en el orden  
del día e implican la destitución automática de dichos personeros.

SEGUNDA.- Las organizaciones sujetas a esta Ley incorporarán en sus informes 
de  gestión,  el  balance  social  que  acreditará  el  nivel  de  cumplimiento  de  los 
principios y sus objetivos sociales, en cuanto a la preservación de su identidad, su 
incidencia en el  desarrollo social  y comunitario,  impacto ambiental,  educativo y 
cultural.

TERCERA.-  Los miembros, asociados y socios de las organizaciones sujetas a 
esta Ley podrán cancelar sus obligaciones económicas mediante descuento de 
sus remuneraciones, previa autorización escrita, hasta por un máximo del veinte y 
cinco por ciento de dicha remuneración.

Reglamento: 
(Disp.  Gen.)  TERCERA.-  Para la  aplicación de la  Disposición General  Tercera de la  Ley,  los  
empleadores de los miembros, asociados o socios de las organizaciones sujetas a la Ley, previa  
autorización de los mismos, efectuarán las retenciones a favor de dichas organizaciones en el  
momento del pago de sus remuneraciones, hasta por el límite establecido.
 Los empleadores procederán a la entrega inmediata de los valores retenidos, a la organización  
que  corresponda,  caso  contrario,  serán  personal  y  pecuniariamente  responsables  de  su  
inobservancia.

CUARTA.- Se  prohíbe  toda  forma  de  confiscación  de  productos,  materiales  o 
herramientas de trabajo, lícitamente adquiridos, a las personas u organizaciones 
amparadas por  la  presente  Ley,  según lo  establecido  en la  Constitución  de la 
República.

CRE:
Art. 323.- Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y  
de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones de utilidad pública o interés social  
y nacional,  podrán declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y  
pago de conformidad con la ley. Se prohíbe toda forma de confiscación.

Art. 329.- Las jóvenes y los jóvenes tendrán el derecho de ser sujetos activos en la producción, así  
como en las labores de autosustento, cuidado familiar e iniciativas comunitarias. Se impulsarán  
condiciones y oportunidades con este fin.



 Para el cumplimiento del derecho al trabajo de las comunidades, pueblos y nacionalidades, el  
Estado  adoptará  medidas  específicas  a  fin  de  eliminar  discriminaciones  que  los  afecten,  
reconocerá y apoyará sus formas de organización del trabajo, y garantizará el acceso al empleo en  
igualdad de condiciones.
 Se  reconocerá  y  protegerá  el  trabajo  autónomo  y  por  cuenta  propia  realizado  en  espacios  
públicos, permitidos por la ley y otras regulaciones. Se prohíbe toda forma de confiscación de sus  
productos, materiales o herramientas de trabajo.

QUINTA.- El  Ministerio  de  Finanzas,  con  cargo  al  Presupuesto  General  del 
Estado, deberá entregar al Banco Central del Ecuador y a la COSEDE los fondos 
necesarios  para  atender  la  operación  del  Fondo  de  Liquidez  y  Seguro  de 
Depósitos del Sector del Sector Financiero Popular y Solidario.

SEXTA.- Se concede la jurisdicción coactiva a las instituciones responsables de la 
administración de los fideicomisos mercantiles, respecto de los derechos de cobro 
por las obligaciones derivadas en el Fondo de Liquidez y el Seguro de Depósitos,  
establecidos en la presente Ley.

CPC:
Art. 941.- El procedimiento coactivo tiene por objeto hacer efectivo el pago de lo que, por cualquier  
concepto, se deba al Estado y a sus instituciones que por ley tienen este procedimiento; al Banco  
Central  del  Ecuador y  a los bancos del  Sistema de Crédito  de Fomento,  por  sus créditos;  al  
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; y las demás que contemple la ley.

Art.  942.- El  procedimiento  coactivo  se  ejerce  privativamente  por  los  respectivos  empleados  
recaudadores de las instituciones indicadas en el artículo anterior. Tal ejercicio está sujeto a las  
prescripciones de esta Sección, y, en su falta, a las reglas generales de este Código, a las de la ley  
orgánica de cada institución, y a los estatutos y reglamentos de la misma, en el orden indicado y  
siempre que no haya contradicción con las leyes, en cuyo caso prevalecerán éstas.../...

SÉPTIMA.- En las organizaciones reguladas por la presente ley, cuando el número 
de  miembros  en  función  de  género  lo  permita,  se  procurará  la  paridad  en  la 
integración de los órganos directivos y de control. R: 16, 19, 32, LOEPS

OCTAVA.-  El  Estado  a  través  de  las  instituciones  correspondientes  levantará 
estadísticas  y  llevará  cuentas  satélites  como  parte  del  Sistema  de  Cuentas 
Nacionales,  que  permitan  medir  la  actividad  económica  de  las  personas  y 
organizaciones  que  conforman  la  Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  Sector 
Financiero Popular y Solidario,  y de las Actividades de autoconsumo familiar  y 
cuidado humano, que den cuenta de las actividades de la producción, intercambio,  
consumo, autoconsumo y distribución, así como de la población y otras variables 
que servirán de insumo para la formulación de políticas públicas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- Las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y del Sector 
Financiero Popular y Solidaria, que actualmente se encuentran en funcionamiento 
y operación, adecuarán sus estatutos sociales a la presente Ley, de conformidad 
con las regulaciones que se dicten para el efecto.



 Si  las  organizaciones  no  adecuaren  sus  estatutos  dentro  de  los  plazos  y 
regulaciones que se establezcan para el efecto, no podrán ejercer sus actividades 
y no accederán al  fomento, promoción e incentivos que establece esta Ley. El 
plazo  para  estas  adecuaciones  no  excederá  de  un  año,  contado  a  partir  del 
nombramiento del Superintendente.
 Una vez aprobado el nuevo Estatuto social de conformidad con la presente Ley, 
las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, procederán a elegir a las 
nuevas directivas, hasta tanto seguirá actuando, la última directiva elegida vigente.

Reglamento: 
(Disp. Trans.) SEXTA.- Las fundaciones y corporaciones, creadas en base a las disposiciones del  
Código Civil y las personas jurídicas creadas al amparo del Reglamento de Registro, Seguimiento  
y Control de las Entidades Financieras de la Comunidades, Pueblos, Naciones y Nacionalidades  
del  Ecuador,  publicado  en  el  Registro  Oficial  No.  277,  de  13  de  septiembre  de  2010  o  por  
resolución de otra institución pública, en cuyo objeto social conste la prestación de servicios de  
ahorro y crédito y otros de carácter financiero o que, de hecho las prestaren, deberán adecuar sus  
estatutos  a  la  Ley  y  al  presente  Reglamento,  en  la  forma  y  plazos  previstos  en  la  Primera  
Disposición  Transitoria  de  la  Ley  Orgánica  de  la  Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  Sector  
Financiero Popular y Solidario y se incorporarán al control de la Superintendencia caso contrario,  
se dispondrá su disolución y liquidación.

SEGUNDA.- Las  instituciones del  Estado,  que a la  fecha de expedición  de la 
presente Ley, tuvieren a su cargo, bajo cualquier modalidad, a organizaciones de 
la Economía Popular y Solidaria, previo inventario y dentro del plazo de noventa 
días  del  requerimiento  efectuado  por  el  Superintendente,  trasladarán  a  la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, el archivo y los expedientes 
correspondientes a dichas organizaciones.

TERCERA.- No se podrán constituir nuevas organizaciones del sector Financiero 
Popular y Solidario, ni abrir sucursales, agencias, u oficinas, desde la aprobación 
de  la  presente  Ley  hasta  noventa  días  de  designado  el  Superintendente  de 
Economía Popular y Solidaria.

Reglamento: 
(Disp.  Trans.)  TERCERA.- La  Superintendencia,  autorizará  a  las  organizaciones  del  Sector  
Financiero Popular y Solidario la continuidad del funcionamiento de las oficinas operativas que  
hubiesen tenido abiertas a la fecha de promulgación de la Ley,  previo el  cumplimiento de los  
requisitos determinados por la Junta de Regulación, caso contrario, dispondrá el cierre de dichas  
oficinas.

(Disp. Trans.) CUARTA.-  Las cooperativas de ahorro y crédito que, de hecho, hubieren abierto  
oficinas operativas, mientras estuvo vigente la prohibición de hacerlo, esto es, a partir del 10 de  
mayo  del  2011,  deberán  proceder  a  su  cierre  inmediato,  transfiriendo  los  socios  a  la  oficina  
operativa más cercana, sin perjuicio de la sanción a que se hagan acreedores los directivos y el  
gerente.

CUARTA.- Las  peticiones presentadas por  las  organizaciones de la  Economía 
Popular  y  Solidaria  y  del  Sector  Financiero Popular  y  Solidaria,  ante cualquier  
institución del Estado, se procesarán y concluirán ante la misma entidad en base a 
la Ley con la que se presentaron dichas peticiones.



 Así  mismo,  los  procedimientos  administrativos  iniciados  o  que  estuvieren  en 
trámite, en cualquier institución del Estado referente a las organizaciones de la 
Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  Sector  Financiero  Popular  y  Solidaria,  se 
tramitarán  y  concluirán  en la  misma entidad  en  base a  la  Ley  con  la  que se 
iniciaron dichos procedimientos.

Reglamento: 
(Disp.  Trans.)  SÉPTIMA.-  Las  peticiones  presentadas  y  los  procedimientos  administrativos  
iniciados  y  que  se  encuentran  sustanciándose  en  las  instituciones  del  Estado  que  deben  
extinguirse  y  que,  por  efectos  de  la  Ley,  están  en  funciones  prorrogadas,  continuarán  
sustanciándose por éstas, hasta que se implementen las entidades del Estado creadas en la Ley,  
las que los asumirán en el ámbito de sus competencias.

(Disp. Trans.) OCTAVA.- Para la aplicación de la Disposición Transitoria Cuarta de la Ley, no se  
considerarán como procedimientos la intervención, disolución y liquidación de una cooperativa;  
estos procesos serán remitidos a la Superintendencia para su tramitación y resolución.

QUINTA.- Mientras se instrumenta la operación del Seguro de Depósitos para el 
Sector Financiero Popular y Solidario y con el propósito de mantener en forma 
ininterrumpida la cobertura actual, la COSEDE mantendrá el servicio y cobertura 
en lo correspondiente a las Cooperativas de Ahorro y Crédito que lo integran y que 
han venido aportando,  como consecuencia  de la  vigencia  de  la  presente  Ley, 
deberán  incorporarse  progresivamente  al  Seguro  de  Depósitos  del  Sector 
Financiero Popular y Solidario.

SEXTA.- Las instituciones del Estado que de cualquier forma mantuvieren bases 
de datos referentes a las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y del  
Sector  Financiero  Popular  y  Solidario,  dentro  del  plazo  de  noventa  días  de 
expedido el Reglamento de la presente Ley, trasladarán dichas bases de datos al 
ministerio de Estado a cuyo cargo se encuentra el Registro Público de personas y 
organizaciones.
 El ministerio de Estado responsable de dicho Registro Público deberá ponerlo en 
funcionamiento y habilitarlo para uso, por parte de las personas y organizaciones,  
dentro  del  plazo de ciento  ochenta  días contado a partir  de  la  expedición del  
Reglamento de la presente Ley.

SÉPTIMA.- Los trabajadores y servidores públicos que a la fecha de expedición de 
esta Ley, que en cualquier forma o a cualquier título trabajen o presten servicios 
en la Superintendencia de Bancos y Seguros en el control de las cooperativas de 
ahorro  y  crédito  podrán  pasar,  previa  evaluación,  calificación  y  selección,  de 
acuerdo  a  los  requerimientos  institucionales  y  la  ley,  a  formar  parte  de  la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.

 Los trabajadores y servidores públicos que prestan sus servicios en el Instituto 
Nacional  de  Economía  Popular  y  Solidaria  –  IEPS;  en  las  dependencias 
determinadas en el  literal  d)  de  la  Disposición Transitoria  Primera  del  Decreto 
Ejecutivo No. 1668 publicado en el Registro Oficial No. 577 de 24 de abril de 2009; 
en la Dirección Nacional de Cooperativas; en el Consejo Cooperativo Nacional y 



en el Programa de Finanzas Populares, Emprendimiento y Economía Solidaria, 
podrán pasar a formar parte de las instituciones que se crean en la presente Ley, 
previa  evaluación,  calificación  y  selección,  de  acuerdo  a  los  requerimientos 
institucionales y la ley.
 Los trabajadores y servidores públicos que pasen a laborar en las instituciones 
que se crean en la presente ley, conservarán por lo menos las condiciones en que 
se desempeñan actualmente, sin menoscabo a sus derechos.
 En el caso de los servidores públicos, de existir cargos innecesarios se aplicará el 
proceso de supresión  de puestos de acuerdo con las  disposiciones de la  Ley 
Orgánica de Servicio Público

OCTAVA.-  Los activos y pasivos de la Dirección Nacional de Cooperativas y del 
Consejo  Cooperativo  Nacional,  previo  inventario,  pasan  a  formar  parte  del 
patrimonio institucional de la Superintendencia.
 Los  activos  y  pasivos  del  Programa  Nacional  de  Finanzas  Populares, 
Emprendimiento y Economía Solidaria, previo inventario, pasan a formar parte del 
patrimonio institucional de la Corporación.
 Los  activos  y  pasivos  no  transferidos  serán  tratados  de  conformidad  con  el 
Reglamento General de Bienes del Sector Público.

NOVENA.- Las instituciones públicas que se extinguen por disposición de esta 
Ley, deberán ser liquidadas de acuerdo con lo que se establezca la ley para estos 
casos.

Reglamento: 
(Disp. Trans.) PRIMERA.- En aplicación de lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 147 de la  
Constitución en concordancia con la letra b, del artículo 17 de la Ley de Modernización del Estado,  
Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada, suprímase el  
Consejo Cooperativo Nacional que se encuentra en funciones prorrogadas.
 En cumplimiento de la Novena Disposición Transitoria de la Ley, el proceso de liquidación de los  
activos  y  pasivos  del  Consejo  Cooperativo  Nacional,  estará  a  cargo  del  Director  Nacional  de  
Cooperativas en funciones prorrogadas; el mismo que podrá ser reemplazado por quien designe el  
Ministro de Inclusión Económica y Social, en caso de cesación por cualquier causa.

DÉCIMA.- Todos los derechos y obligaciones constantes en convenios, suscritos 
por  la  Dirección  Nacional  de  Cooperativas,  Consejo  Cooperativo  Nacional  e 
Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria – IEPS, serán asumidos, previa 
la suscripción de las adendas respectivas, por el Instituto Nacional de Economía 
Popular y Solidaria que se crea en esta ley.
 Todos  los  derechos  y  obligaciones  constantes  en  convenios,  suscritos  por  el 
Programa Nacional de Finanzas Populares, Emprendimiento y Economía Solidaria 
serán  asumidos,  previa  la  suscripción  de  las  adendas  respectivas,  por  la 
Corporación.

UNDÉCIMA.- A  partir  de  la  vigencia  de  esta  Ley  la  Dirección  Nacional  de 
Cooperativas,  el  Consejo  Cooperativo  Nacional  y  el  Programa  Nacional  de 
Finanzas Populares, Emprendimiento y Economía Solidaria, no podrán contraer 
nuevas obligaciones, excepto aquellas que sean estrictamente necesarias para la 



implementación del proceso de transición y las indispensables para sostener la 
ejecución de aquellos proyectos que se encuentren en vigencia a la  fecha de 
expedición de la presente Ley. Los contratos suscritos por estas instituciones, al  
amparo  de  la  Ley  Orgánica  del  Sistema  Nacional  de  Contratación  Pública, 
vigentes a la expedición de la presente Ley, continuarán siendo ejecutados hasta 
su terminación.

DUODÉCIMA.- Hasta que las instituciones públicas que se crean en la presente 
Ley, se encuentren operativas, continuarán interviniendo las actuales instituciones, 
en funciones prorrogadas al  amparo de las normas legales por las que fueron 
creadas. Para el caso de las cooperativas bajo control de la Superintendencia de 
Bancos y Seguros, en la transición el marco de la regulación será el existente a la 
fecha de vigencia de la presente Ley.

DÉCIMO TERCERA.- Los procesos judiciales a cargo de la Dirección Nacional de 
Cooperativas, Consejo Cooperativo Nacional y del Instituto Nacional de Economía 
Popular y Solidaria – IEPS, que estuvieren siendo sustanciados ante los juzgados 
y tribunales de justicia,  serán asumidos por  el  Instituto  Nacional  de Economía 
Popular y Solidaria que se crea en virtud de esta ley.
 Los procesos judiciales a cargo de la Superintendencia de Bancos y Seguros y 
del  Programa  de  Finanzas  Populares,  Emprendimiento  y  Economía  Solidaria, 
seguirán siendo actuados o defendidos por la misma Superintendencia y por la 
Corporación,  respectivamente,  hasta  que  entren  en  funcionamiento  la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y la Corporación.

Reglamento: 
(Disp. Trans.) UNDÉCIMA: Los procesos judiciales en los que sean parte procesal la Dirección  
nacional de Cooperativas, el Consejo Cooperativo Nacional o el Instituto Nacional de Economía  
Popular y Solidaria, que estuvieren siendo sustanciados ante los juzgados tribunales de justicia,  
serán asumidos por el Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria que se crea en virtud de  
la Ley, aquellos procesos judiciales en que sea parte procesal el Ministerio de Inclusión Económica  
y Social,  la  Dirección Nacional de Cooperativas o el  Instituto nacional de Economía Popular y  
Solidaria y que se originaron en la aplicación de la Ley de Cooperativas y su Reglamento General,  
serán asumidos por  la  Superintendencia  una vez que ésta  se implemente;  hasta  tanto  dichos  
procesos judiciales seguirán siendo defendidos por las entidades que actualmente los tienen a su  
cargo.

DÉCIMO CUARTA.- El Ministerio de Relaciones Laborales, dentro del plazo de 
noventa  días  de  expedido  el  Reglamento  de  la  presente  Ley,  determinará  la 
estructura orgánica de las instituciones públicas que se crean en esta Ley.

DÉCIMO QUINTA.- El Ministerio de Finanzas, realizará las acciones y reformas 
presupuestarias correspondientes con el propósito de viabilizar la aplicación de la 
presente Ley.

DÉCIMO  SEXTA.- El  proceso  de  incorporación  a  la  Superintendencia  de 
economía  Popular  y  solidaria  de  las  cooperativas  de  ahorro  y  crédito  que 
actualmente se encuentren bajo el control  de la Superintendencia de Bancos y 
Seguros, se iniciará a partir del requerimiento efectuado mediante resolución del 



Superintendente de Economía Popular y Solidaria; y, se ejecutará de acuerdo con 
el cronograma que se elaborará conjuntamente entre las dos superintendencias, 
cuidando que no se ponga en riesgo la reputación,  el  servicio a los socios, al 
público y que no vulneren los controles internos y de gobernabilidad.
 Mientras se perfeccione la transferencia de funciones y documentos a que se 
refiere  la  presente  disposición,  las  cooperativas  señaladas  seguirán  bajo  la 
regulación y control de la Superintendencia de Bancos y Seguros.

DÉCIMO SÉPTIMA.- El Presidente de la República dictará el Reglamento de la 
presente Ley en el plazo de máximo de noventa días.

DÉCIMO OCTAVA.-  Las Cooperativas de Ahorro y Crédito, que al momento de 
expedición de la presente Ley, cuenten con socios que excedieran los porcentajes 
establecidos en el artículo 49, deberán, en el plazo de un año, adecuar el monto 
de sus aportaciones de capital a los porcentajes establecidos en el mencionado 
artículo.

DISPOSICIONES REFORMATORIAS

PRIMERA.- En la Ley de Régimen Tributario Interno a continuación del numeral 18 
del artículo 9, agréguense los siguientes numerales:
“19.-  Los  ingresos  percibidos  por  las  organizaciones  previstas  en  la  Ley  de 
Economía Popular  y  Solidaria  siempre y  cuando las  utilidades obtenidas sean 
reinvertidas en la propia organización.
Para el efecto, se considerará:
a)  Utilidades.-  Los  ingresos  obtenidos  en  operaciones  con  terceros,  luego  de 

deducidos  los  correspondientes  costos,  gastos  y  deducciones  adicionales, 
conforme lo dispuesto en esta Ley.

b)  Excedentes.-  Son  los  ingresos  obtenidos  en  las  actividades  económicas 
realizadas con sus miembros, una vez deducidos los correspondientes costos, 
gastos y deducciones adicionales, conforme lo dispuesto en esta Ley.

 Cuando una misma organización genere, durante un mismo ejercicio impositivo, 
utilidades y excedentes, podrá acogerse a esta exoneración, únicamente cuando 
su contabilidad permita diferenciar inequívocamente los ingresos y los costos y 
gastos relacionados con las utilidades y con los excedentes.
 Se excluye de esta exoneración a las Cooperativas de Ahorro y Crédito, quienes 
deberán liquidar y pagar el impuesto a la renta conforme la normativa tributaria 
vigente para sociedades.

20.- Los excedentes percibidos por los miembros de las organizaciones previstas 
en la Ley de Economía Popular y Solidaria, conforme las definiciones del numeral  
anterior.” R: 5, LOEPS

SEGUNDA.- En la Ley de Régimen Tributario Interno en el artículo 10 numeral 11, 
sustituir el texto:



1. “Las provisiones serán deducibles hasta por el monto que la Junta Bancaria 
establezca.” por el siguiente:
“Las provisiones serán deducibles hasta por el monto que la Junta Bancaria, para 
el  Sector Financiero o la Junta de Regulación del  Sector Financiero Popular y 
Solidario, para el Sector Financiero Popular y Solidario, lo establezca.”

2. “Si la Junta Bancaria estableciera que las provisiones han sido excesivas, podrá 
ordenar  la  reversión  del  excedente;  este  excedente  no  será  deducible”  por  el 
siguiente:

“Si la Junta Bancaria o la Junta de Regulación del Sector Financiero Popular y 
Solidario, en sus respectivos sectores, estableciera que las provisiones han sido 
excesivas,  podrá  ordenar  la  reversión  del  excedente;  este  excedente  no  será 
deducible”

Reglamento: 
DISPOSICIONES REFORMATORIAS

REFORMAS  AL REGLAMENTO  DE  APLICACIÓN DE  LA LEY DE  REGIMEN TRIBUTARIO  
INTERNO

Reglamento:  PRIMERA.- A continuación del tercer artículo innumerado posterior al artículo 23,  
incorpórense los siguientes:

“Art.  _  .-  Exoneración  de  ingresos  percibidos  por  organizaciones  previstas  en  la  Ley  
Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario.-  Para 
efectos de la aplicación de la exoneración de Impuesto a la Renta de los ingresos percibidos por  
las organizaciones previstas en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector  
Financiero Popular y Solidario, se entenderá por tales, a aquellas conformadas en los sectores  
comunitarios, asociativos y cooperativistas, así como las entidades asociativas o solidarias, cajas y  
bancos comunales y cajas de ahorro.
 De  conformidad  con  lo  señalado  en  la  Ley  de  Régimen  Tributario  Interno,  se  excluye  
expresamente de esta exoneración a las cooperativas de ahorro y crédito, quienes deberán liquidar  
y pagar el impuesto a la renta conforme la normativa tributaria vigente para sociedades.
 Para efectos de la aplicación de lo dispuesto en este artículo, el Servicio de Rentas Internas se  
remitirá a la información contenida en el registro público de organizaciones previstas en la Ley  
Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, a cargo del  
Ministerio de Estado que tenga bajo su competencia los registros sociales.
 La  Administración  Tributaria,   a  través  de  resolución  de  carácter  general,  establecerá  los  
mecanismos que permitan un adecuado control  respecto de la diferenciación inequívoca entre  
utilidades  y  excedentes  generados  por  las  organizaciones  previstas  en  la  Ley  Orgánica  de  
Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario.”

Art. _.- Para la aplicación de la exoneración del Impuesto a la Renta de los ingresos percibidos por  
las organizaciones previstas en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector  
Financiero Popular y Solidario, las utilidades obtenidas por éstas, deberán ser reinvertidas en la  
propia  organización,  atendiendo  exclusivamente  al  objeto  social  que  conste  en  sus  estatutos  
legalmente aprobados.”

SEGUNDA.- A continuación del artículo 219, agréguese el siguiente artículo innumerado:

“Art. _.- Las personas naturales que se encuentren inscritas en el Registro Social correspondiente,  
como unidades económicas populares, integrantes de la Economía Popular y Solidaria, podrán  



inscribirse en el Régimen Simplificado, siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos,  
para tal efecto, en la Ley de Régimen Tributario Interno y este Reglamento.”

TERCERA.- En  Ley  General  de  Instituciones  del  Sistema  Financiero  en  los 
artículos  1,  2,  3,  73  y  214  de  la  Ley  General  de  Instituciones  del  Sistema 
Financiero, suprímase, la frase “y las cooperativas de ahorro y crédito que realizan 
intermediación financiera con el público”.

CUARTA.- En la Ley de Creación de la Red de Seguridad Financiera reemplazar 
en el último inciso del tercer artículo innumerado del Título (XV) por los siguientes:
"El Gerente General de la Corporación del Seguro de Depósitos no podrá ejercer 
ninguna  otra  actividad  pública  o  privada  remunerada,  salvo  la  docencia 
universitaria; y, no podrá formar parte de las instituciones del sistema financiero 
privado hasta después de un año de haber terminado sus funciones.
 Los miembros del Directorio del COSEDE son delegados de libre designación y 
remoción por parte de las instituciones que representan y no serán funcionarios a 
tiempo completo de la COSEDE."

Nota: Si  incluye la  numeración del  Título  (XV),  que por  error  no consta en la 
LOEPS. La precitada Ley de Creación de la Red de Seguridad Financiera reforma 
la  Ley  General  de  Instituciones  del  Sistema  Financiero,  que  incpora  el  Título 
referido. (NdE).

DEROGATORIAS

PRIMERA.- Se derogan:

1.  La  Ley de Cooperativas,  publicada en el  Registro  Oficial  Nº  123 de 20 de 
septiembre de 1966 y su codificación del 2001.
2. El Decreto Supremo Nº 6842, publicado en el Registro Oficial 123 del 20 de 
septiembre de 1966.

3. El Decreto Supremo Nº 2572-A publicado en el Registro Oficial Nº 615 de 26 de 
junio de 1978.

4.  Los  artículos  212  y  213  de  la  Ley  General  de  Instituciones  del  Sistema 
Financiero, así como toda mención a cooperativas de ahorro y crédito contenida 
en dicha Ley.

5. El Decreto Ejecutivo Nº 303, publicado en el Registro Oficial Nº 85 de 16 de 
Mayo de 2007.

6. El Decreto Ejecutivo Nº 1668, publicado en el Registro Oficial Nº 577 de 24 de 
Abril de 2009.

7. El Decreto Ejecutivo Nº 194, publicado en el Registro Oficial Nº 111 de 19 de 
enero de 2010.



8. El Reglamento de Registro, Seguimiento y Control de las Entidades Financieras 
de las Comunidades, Pueblos, Naciones y Nacionalidades del Ecuador, publicado 
en el Registro Oficial Nº 277 de 13 de Septiembre de 2010.

SEGUNDA.- Se  derogan  todas  las  demás  disposiciones  legales  y  normas 
secundarias que se opongan a la presente Ley.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación en el Registro 
Oficial.

 Dado  y  suscrito  en  la  sede  de  la  Asamblea  Nacional,  ubicada  en  el  Distrito 
Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, a los trece días de abril de dos mil 
once.
(LEY: RO 444: 10-05-2011).
(REGLAMENTO: S-RO 648: 27-02-2012).

*****



PARTE II

OBLIGACIONES TRIBUTARIAS DE LAS ORGANIZACIONES DE ECONOMÍA 
SOLIDARIA

CAPÍTULO I
GENERALIDADES

Definición de sociedad.- Para efectos de esta Ley el término sociedad comprende la persona 
jurídica;  la  sociedad  de  hecho;  el  fideicomiso  mercantil  y  los  patrimonios  independientes  o 
autónomos dotados o no de personería jurídica,  salvo los constituidos por las Instituciones del  
Estado siempre y cuando los beneficiarios sean dichas instituciones; el consorcio de empresas, la 
compañía tenedora de acciones que consolide sus estados financieros con sus subsidiarias o 
afiliadas; el fondo de inversión o cualquier entidad que, aunque carente de personería jurídica, 
constituya una unidad económica o un patrimonio independiente de los de sus miembros. (Art. 98, 
LORTI).

Personalidad Jurídica.- Las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria se constituirán 
como personas jurídicas, previo el cumplimiento de los requisitos que contemplará el Reglamento 
de la presente Ley.
 La personalidad jurídica se otorgará mediante acto administrativo del  Superintendente que se 
inscribirá en el Registro Público respectivo.
 Las organizaciones en el ejercicio de sus derechos y obligaciones actuarán a su nombre y no a  
nombre de sus socios.
 En el caso de las cooperativas, el procedimiento de constitución, los mínimos de socios y capital  
social, serán fijados en el Reglamento de esta Ley, tomando en cuenta la clase de cooperativa, el 
vínculo común de sus socios y el ámbito geográfico de sus operaciones. (Art. 9, LOEPS).

Sector Comunitario.-  Es el conjunto de organizaciones, vinculadas por relaciones de territorio, 
familiares,  identidades  étnicas,  culturales,  de  género,  de  cuidado  de  la  naturaleza,  urbanas  o 
rurales; o, de comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades que, mediante el trabajo conjunto,  
tienen por objeto la producción, comercialización, distribución y el consumo de bienes o servicios 
lícitos y socialmente necesarios, en forma solidaria y auto gestionada, bajo los principios de la 
presente Ley. (Art. 15, LOEPS)

Sector  Asociativo.-  Es  el  conjunto  de  asociaciones  constituidas  por  personas  naturales  con 
actividades  económicas  productivas  similares  o  complementarias,  con  el  objeto  de  producir, 
comercializar y consumir bienes y servicios lícitos y socialmente necesarios, auto abastecerse de 
materia  prima,  insumos,  herramientas,  tecnología,  equipos  y  otros  bienes,  o  comercializar  su 
producción en forma solidaria y auto gestionada bajo los principios de la presente Ley.  (Art. 18, 
LOEPS).

Sector Cooperativo.- Es el conjunto de cooperativas entendidas como sociedades de personas 
que se han unido en forma voluntaria para satisfacer sus necesidades económicas, sociales y 
culturales en común, mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática, con 
personalidad jurídica de derecho privado e interés social.
 Las cooperativas, en su actividad y relaciones, se sujetarán a los principios establecidos en esta 
Ley y a los valores y principios universales del cooperativismo y a las prácticas de Buen Gobierno 
Corporativo. (Art. 21, LOEPS).

Unidades Económicas Populares.- Son Unidades Económicas Populares: las que se dedican a 



la economía del cuidado, los emprendimientos unipersonales, familiares, domésticos, comerciantes 
minoristas  y  talleres  artesanales;  que  realizan  actividades  económicas  de  producción, 
comercialización  de  bienes  y  prestación  de  servicios  que  serán  promovidas  fomentando  la 
asociación y la solidaridad.
 Se  consideran  también  en  su  caso,  el  sistema  organizativo,  asociativo  promovido  por  los 
ecuatorianos  en  el  exterior  con  sus  familiares  en  el  territorio  nacional  y  con  los  ecuatorianos 
retornados, así como de los inmigrantes extranjeros, cuando el fin de dichas organizaciones genere 
trabajo y empleo entre sus integrantes en el territorio nacional. (Art. 73, LOEPS).

Entidades  asociativas  o  solidarias,  cajas  y  bancos  comunales  y  cajas  de  ahorro.-  Son 
organizaciones que se forman por  voluntad de sus socios y  con aportes económicos que,  en 
calidad de ahorros, sirven para el otorgamiento de créditos a sus miembros, dentro de los limites 
señalados por la Superintendencia de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley.
 También  se  consideran  como  parte  de  estas  entidades,  aquellas  organizaciones  de  similar 
naturaleza y actividad económica, cuya existencia haya sido reconocida por otras instituciones del 
Estado.(Art. 104, LOEPS).

Organismos de integración.- Las organizaciones sujetas a la  presente Ley,  podrán constituir 
organismos de integración representativa o económica, con carácter local, provincial, regional o 
nacional. (Art. 121, LOEPS).

Integración económica.- La integración económica se constituirá con el objeto de complementar 
las  operaciones  y  actividades  de  sus  afiliadas  mediante  la  gestión  de  negocios  en  conjunto;  
producir, adquirir,  arrendar, administrar o comercializar bienes o servicios en común; estructurar 
cadenas y/o circuitos de producción, agregación de valor o comercialización;  y, desarrollar sus 
mutuas capacidades tecnológicas y competitivas, a través de alianzas estratégicas, consorcios, 
redes  o  grupos,  de  manera  temporal  o  permanente,  bajo  la  forma  y  condiciones  libremente 
pactadas por sus integrantes.
 El  Estado  propenderá  a  impulsar  acciones  que  propicien  el  intercambio  comercial  justo  y 
complementario de bienes y servicios de forma directa entre productores y consumidores.  (Art. 
124, LOEPS).

Capital  de  riesgo  y  organizaciones  mixtas.- El  Estado  Central  y  los  Gobiernos  Autónomos 
Descentralizados  participarán  en  la  conformación  de  capitales  de  riesgo  y  de  organizaciones 
mixtas de economía popular y solidaria a través de mecanismos legales y financieros idóneos. El  
carácter temporal de las inversiones efectuadas por el Estado deberá ser previamente acordado,  
tanto  en  tiempo  cuanto  en  forma;  privilegiando  los  procesos  de  desinversión  del  Estado  en 
organizaciones donde es o será miembro, asociado o socio en forma parcial, a favor de la y las  
comunidades en cuyos territorios tales emprendimientos se desarrollen, dentro de las condiciones 
y plazos establecidas en cada proyecto. (Art. 10, LOEPS).

Definición  de  empresas  inexistentes.-  De  manera  general,  se  considerarán  empresas 
inexistentes aquellas respecto de las cuales no sea posible verificar la ejecución real de un proceso  
productivo y comercial. En el caso de sociedades, y sin perjuicio de lo señalado, se considerarán 
como inexistentes a aquellas respecto de las cuales no se pueda verificar su constitución, sea a 
través de documentos tanto públicos como privados, según corresponda. (Art. 24, RGLORTI).

Definición  de  empresas  fantasmas  o  supuestas.-  Se  considerarán  empresas  fantasmas  o 
supuestas, aquellas que se han constituido mediante una declaración ficticia de voluntad o con 
ocultación  deliberada  de  la  verdad,  quienes  fundadas  en  el  acuerdo  simulado,  aparentan  la 
existencia  de  una  sociedad,  empresa  o  actividad  económica,  para  justificar  supuestas 
transacciones, ocultar beneficios, modificar ingresos, costos y gastos o evadir obligaciones.
 La  realización  de  actos  simulados,  será  sancionada  de  conformidad  con  las  normas  de 
defraudación, tipificadas en el Código Tributario. (Art. 25, RGLORTI).

Domicilio  de  las  personas  jurídicas.-  Para  todos  los  efectos  tributarios  se  considera  como 



domicilio de las personas jurídicas:
1. El lugar señalado en el contrato social o en los respectivos estatutos; y,
2. En defecto de lo anterior, el lugar en donde se ejerza cualquiera de sus actividades económicas 

o donde ocurriera el hecho generador. (Art. 61, CT).

Deberes formales.- Son deberes formales de los contribuyentes o responsables:
1.  Cuando  lo  exijan  las  leyes,  ordenanzas,  reglamentos  o  las  disposiciones  de  la  respectiva 

autoridad de la administración tributaria:
a) Inscribirse en los registros pertinentes, proporcionando los datos necesarios relativos a su 

actividad; y, comunicar oportunamente los cambios que se operen;
b) Solicitar los permisos previos que fueren del caso;
c)  Llevar  los  libros  y  registros  contables  relacionados  con  la  correspondiente  actividad 

económica,  en idioma castellano;  anotar,  en moneda de curso  legal,  sus operaciones  o 
transacciones y conservar tales libros y registros, mientras la obligación tributaria no esté 
prescrita;

d) Presentar las declaraciones que correspondan; y, 
e) Cumplir con los deberes específicos que la respectiva ley tributaria establezca.

2. Facilitar a los funcionarios autorizados las inspecciones o verificaciones, tendientes al control o 
a la determinación del tributo.

3. Exhibir  a  los  funcionarios  respectivos,  las  declaraciones,  informes,  libros  y  documentos 
relacionados con los hechos generadores de obligaciones tributarias y formular las aclaraciones 
que les fueren solicitadas.

4. Concurrir a las oficinas de la administración tributaria, cuando su presencia sea requerida por 
autoridad competente. (Art. 96, CT).

Responsabilidad  por  incumplimiento.- El  incumplimiento  de  deberes  formales  acarreará 
responsabilidad pecuniaria para el sujeto pasivo de la obligación tributaria, sea persona natural o 
jurídica, sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar. (Art. 97, CT).

Deberes formales de las instituciones de carácter privado sin fines de lucro.- A efectos de la 
aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno, se entenderán como deberes formales, los 
siguientes:
a) Inscribirse en el Registro Único de Contribuyentes;
b) Llevar contabilidad;
c) Presentar la declaración anual del impuesto a la renta, en la que no conste impuesto causado si 

se cumplen las condiciones previstas en la Ley de Régimen Tributario Interno;
d) Presentar la declaración del Impuesto al Valor Agregado en calidad de agente de percepción, 

cuando corresponda;
e) Efectuar las retenciones en la fuente por concepto de Impuesto a la Renta e Impuesto al Valor  

Agregado y presentar las correspondientes declaraciones y pago de los valores retenidos; y, 
f)  Proporcionar  la  información  que  sea  requerida  por  la  Administración  Tributaria. (Art.  20, 

RGLORTI).

CAPÍTULO II
REGISTRO ÚNICO DE CONTRIBUYENTES (RUC)

Inicio de las Actividades

De la Inscripción Obligatoria.- Todas las personas naturales y jurídicas, entes sin personalidad 
jurídica,  nacionales y  extranjeras,  que inicien o realicen actividades económicas en el  país en 
forma permanente u ocasional o que sean titulares de bienes o derechos que generen u obtengan 
ganancias,  beneficios,  remuneraciones,  honorarios  y  otras  rentas  sujetas  a  tributación  en  el 
Ecuador, están obligados a inscribirse, por una sola vez en el Registro Único de Contribuyentes.
 También están obligados a inscribirse en el Registro Único de Contribuyentes, las entidades del 
sector  público;  las  Fuerzas  Armadas y  la  Policía  Nacional;  así  como toda  entidad,  fundación,  



cooperativa, corporación, o entes similares, cualquiera sea su denominación, tengan o no fines de 
lucro.
 Los organismos internacionales con oficinas en el Ecuador; las embajadas, consulados y oficinas 
comerciales de los países con los cuales el Ecuador mantiene relaciones diplomáticas, consulares 
o  comerciales,  no están  obligados a inscribirse  en  el  Registro  Único  de  Contribuyentes,  pero 
podrán hacerlo si lo consideran conveniente.
Si un obligado a inscribirse, no lo hiciere, en el plazo que se señala en el artículo siguiente, el 
Director General del Servicio de Rentas Internas asignará de oficio el correspondiente número de 
inscripción; sin perjuicio a las sanciones a que se hiciere acreedor por tal omisión. (Art. 3, LRUC).

Inscripción de organizaciones de economía solidaria.- Para el  caso de las instituciones de 
carácter privado sin fines de lucro, organizaciones de la economía popular y solidaria, del sector 
financiero popular y solidario, así como de las entidades del sector público, en los procesos de 
inscripción en el Registro Único de Contribuyentes (RUC), se entenderá como fecha de inicio de 
actividades, la correspondiente al de iniciación real o efectiva de las mismas.
 La  información  consignada  al  momento  de  la  inscripción  en  el  RUC,  es  de  absoluta 
responsabilidad del sujeto pasivo, en tal sentido, cualquier información que induzca a error en la 
determinación de la obligación tributaria, o por la que se deje de pagar en todo o en parte el 
impuesto realmente debido será considerada como un acto de defraudación conforme lo establece 
el Código Tributario. (Art. 1, Resolución N° NAC-DGERCG12-00032: RO 635: 07-02-2012).

Registro previo en el catastro.-  Para la inscripción en el RUC de las instituciones de carácter 
privado sin fines de lucro, organizaciones de la economía popular y solidaria, del sector financiero 
popular y solidario, así como de las entidades del sector público, incluidas las empresa públicas, se 
deberá presentar la constancia del registro en el catastro de las respectivas entidades públicas 
competentes, de conformidad con la ley. (Art. 2, Resolución N° NAC-DGERCG12-00032: RO 635: 
07-02-2012).

De las sucursales y agencias.- Las empresas o sociedades que tuvieren sucursales, agencias u 
otros establecimientos permanentes en el país, al inscribir la matriz tienen también la obligación de 
registrarlas,  utilizando  el  formulario  correspondiente.  Si  posteriormente  constituyeren  nuevos 
establecimientos de esta índole, deberá procederse a su registro en las condiciones estipuladas en 
los artículos anteriores. (Art. 6, LRUC).

De la fecha de inicio de actividades.-.../... Para todas las sociedades privadas mercantiles que 
inscriban su escritura de constitución en el Registro Mercantil, se considerará como fecha de inicio 
de actividades, la fecha de inscripción de dicha escritura.
 En  el  caso  de entidades y  organismos  del  sector  público,  se  considerará  como aquella  que 
corresponda al Registro Oficial en el que se halle publicada la ley de creación o el correspondiente  
decreto ejecutivo, acuerdo ministerial, ordenanza de organismos seccionales, según corresponda.
 Cuando se trate de unidades contables desconcentradas, será aquella que corresponda a la fecha 
de la respectiva resolución o acuerdo de la máxima autoridad de la entidad u organismo regulador, 
por la que se le califique como ente contable.
 Para las organizaciones y sociedades sin fines de lucro, será la que corresponda a la fecha de  
publicación en el Registro Oficial del acuerdo ministerial o convenio internacional que autoriza su 
existencia legal.
 Para las sociedades de hecho será la de su constitución o cuando se realice el primer acto de 
comercio.
 En las demás sociedades civiles será la fecha de su constitución.
 En el caso de que, por cualquier medio, el SRI constate que el sujeto pasivo ha realizado actos de  
comercio con antelación a la fecha que consta en el RUC, procederán las acciones previstas en la  
ley. (Art.  6, RGLRUC).

Inicio real de actividades económicas.-  Para el caso de sociedades, de acuerdo a la definición 
establecida en el artículo 98 de la Ley de Régimen Tributario Interno, y únicamente para efectos de 
inscripción en el Registro Único de Contribuyentes (RUC), se entenderá como fecha de inicio de 



actividades,  la  correspondiente  a  la  de  iniciación  real  de  las  actividades económicas  que,  de 
conformidad con el artículo 3 de la Codificación de la Ley del Registro Único de Contribuyentes  
(RUC), implican la inscripción obligatoria en el referido registro.
 La  información  consignada  al  momento  de  la  inscripción  en  el  RUC,  es  de  absoluta 
responsabilidad del sujeto pasivo, en tal sentido, cualquier información que induzca a error en la 
determinación de la obligación tributaria, o por la que se deje de pagar en todo o en parte el 
impuesto realmente debido será considerada como un acto de defraudación conforme lo establece 
el Código Tributario. (RESOLUCIÓN Nº NAC-DGERCGC12-00039. SRI. RO 641: 15-02-2012).

De los requisitos para la inscripción.-  Los obligados a inscribirse de acuerdo al artículo 3 de la 
Ley del  Registro  Único  de Contribuyentes  y  al  artículo  2  de este  Reglamento,  presentarán al  
momento de su inscripción, los siguientes documentos:
.../...
4.1 Planilla del servicio eléctrico, telefónico, de agua potable o televisión por cable, a nombre del  

sujeto pasivo, de uno de los últimos tres meses anteriores a la fecha de registro.
4.2 Estados de cuenta bancaria o de tarjeta de crédito de al menos uno de los tres últimos meses  

anteriores a la fecha de inscripción a nombre del sujeto pasivo.
4.3 Comprobante del pago del impuesto predial, a nombre del sujeto pasivo, donde ejercerá su 

actividad económica, puede corresponder al del año en que se realiza la inscripción o del 
inmediato anterior.

4.4 Copia del contrato de arrendamiento, en el que deberá obligatoriamente constar el RUC del 
arrendador, inscrito ante la respectiva oficina de Inquilinato o notarizado, según corresponda.

4.5 Siempre que no haya sido posible la entrega de uno de los documentos señalados en los 
subnumerales anteriores, en el caso de cesión de uso del local donde se va a realizar la 
actividad  económica  por  parte  de  un  familiar,  el  sujeto  pasivo  deberá  presentar  una 
comunicación al Servicio de Rentas Internas, en la que el propietario declare que ha cedido 
en  forma  gratuita  el  uso  del  inmueble,  a  la  que  adjuntará  copia  del  documento  de 
identificación del cedente, así como copia de cualquiera de los documentos señalados en los  
subnumerales anteriores, que reflejen la dirección del local objeto de la cesión.

..../...
b) Sociedades Privadas (inclusive las Empresas Unipersonales de Responsabilidad Limitada):
1. Formularios RUC 01-A, que corresponden a la inscripción y actualización de la información del 

Registro  Único  de  Contribuyentes;  y  RUC  01-B,  que  corresponde  a  la  inscripción  y 
actualización de los establecimientos de las sociedades; ambos formularios serán suscritos por 
el representante legal.

2. Presentar original o copia certificada del documento de constitución debidamente legalizado por 
el organismo de control respectivo y entregar copia simple del mismo.

3. Presentar original o copia certificada del nombramiento del representante legal inscrito en el 
Registro Mercantil o avalizado por el organismo de control respectivo.

4. Copia de la cédula de identidad o ciudadanía o pasaporte con Visa de Inmigrante (Visa 10), del  
representante legal y, de ser el caso, el original del certificado de votación del último proceso 
electoral.

5. Copia de uno de los documentos que se mencionan en el literal a) numeral 4 de este artículo.
6. Nombres y apellidos completos y número del RUC del contador. (Art.  8, RGLRUC).

Impuesto  de  patentes  como requisito.-  El  Servicio  de  Rentas  Internas,  previo  a  otorgar  el 
Registro Único de Contribuyentes (RUC), exigirá el pago del impuesto de patentes municipales.  
(Art. 551, COOTAD).

Actualización del RUC

De  la  actualización  de  la  información.-  Los  obligados  a  obtener  el  Registro  Único  de 
Contribuyentes deben comunicar al Servicio de Rentas Internas, dentro del plazo de treinta días de 
ocurridos los siguientes hechos:
a) Cambio de denominación o razón social;
b) Cambio de actividad económica;



c) Cambio de domicilio;
d) Transferencia de bienes o derechos a cualquier título;
e) Cese de actividades;
f) Aumento o disminución de capitales;
g) Establecimiento o supresión de sucursales, agencias, depósitos u otro tipo de negocios;
h) Cambio de representante legal;
i) Cambio de tipo de empresa;
j) La obtención, extinción o cancelación de beneficios derivados de las leyes de fomento; y,
k) Cualesquiera otras modificaciones que se produjeren respecto de los datos consignados en la 

solicitud de inscripción. (Art. 14, LRUC).

De  la  actualización  de  la  información.- Todos  los  sujetos  pasivos  tienen  la  obligación  de 
actualizar  la  información  declarada  en  el  Registro  Único  de  Contribuyentes,  cuando  se  haya 
producido algún cambio en dicha información, de conformidad con lo establecido en la Ley de 
Registro  Único de Contribuyentes codificada,  dentro de los siguientes 30 (treinta)  días hábiles 
contados a partir de la fecha en la cual ocurrieron los hechos.
 Cuando por  cualquier  medio el  Servicio de Rentas Internas,  verifique que la información que 
consta en el Registro Único de Contribuyentes de un sujeto pasivo difiera de la real, notificará a 
dicho sujeto pasivo para que se acerque a las oficinas de la Administración Tributaria a fin de que 
actualice su información; si la notificación no fuese atendida en el tiempo solicitado, sin perjuicio de 
las acciones a que hubiere lugar, el Servicio de Rentas Internas procederá de oficio a actualizar la 
información  y  notificará  al  sujeto  pasivo  con  el  nuevo  certificado  de  Registro  Único  de 
Contribuyentes.
 El  sujeto  pasivo  podrá  actualizar  su  información  a  través  de  Internet  o  cualquiera  de  los 
mecanismos previstos en la  Ley de Comercio  Electrónico,  Firmas Electrónicas y  Mensajes de 
Datos, de acuerdo con las disposiciones que el Servicio de Rentas Internas establezca mediante  
resolución de carácter general. (Art. 11, RGLRUC).

De  los  requisitos  para  la  actualización.- El  contribuyente  presentará  los  documentos  que 
acrediten los cambios en la información proporcionada, más la documentación que permita verificar 
la identificación del sujeto pasivo o del compareciente autorizado y la correspondiente carta de 
autorización, de acuerdo con la documentación exigida para la inscripción original.
 Para  los  casos  de  actualización,  el  sujeto  pasivo  deberá  presentar  solamente  aquella 
documentación que acredite las modificaciones realizadas, en los términos previstos en la ley y 
este reglamento, sin que sea necesario que presente la documentación que fue presentada en la  
inscripción original, salvo el caso de documentos que por su propia naturaleza deban actualizarse 
periódicamente. (Art. 12, RGLRUC).

De  la  conservación  del  certificado.- En  los  casos  de  destrucción,  sustracción,  pérdida  o 
desaparición del certificado se otorgará un duplicado, previa la presentación de una solicitud y la 
demostración de haber publicado por la prensa por dos veces la pérdida de dicho documento. (Art. 
16, LRUC).

Cancelación del RUC

De la  devolución  del  registro.- Los  contribuyentes  que  den  por  terminadas  sus  actividades 
económicas están obligados a devolver  el  certificado de registro  de inscripción en las oficinas 
respectivas en el plazo de treinta días de cesada la actividad a fin de proceder a la cancelación del  
Registro correspondiente. (Art. 15, LRUC).

De  la  cancelación  del  registro  y  su  número.- La  cancelación  del  RUC en  el  caso  de  las 
sociedades se realizará cuando éstas hayan sido extinguidas, disueltas, liquidadas, fusionadas, 
escindidas o suprimidas.
 En todos los casos de cese de actividades, el contribuyente dará de baja los comprobantes de  
venta  y  de  retención  sobrantes;  así  mismo,  culminará  la  vigencia  de  la  autorización  para  la 
utilización de máquinas registradoras y puntos de venta.



 Para la cancelación del  Registro Único de Contribuyentes de todo tipo de sociedad, el  último 
representante legal o liquidador, presentará la copia de la inscripción en el Registro Mercantil de la  
resolución de cancelación emitida por la Superintendencia de Compañías o Superintendencia de 
Bancos y Seguros, según el caso, o la copia del acuerdo ministerial que disuelve una organización 
sin fines de lucro, o la sentencia judicial por la que se disuelva una sociedad civil o el acta notarial  
en la que conste la disolución de la sociedad de hecho.
 En el caso de supresión de entidades públicas se cancelará el Registro Único de Contribuyentes 
con la fecha en que se publique en el Registro Oficial la ley, decreto, ordenanza o acuerdo de 
supresión de la entidad pública.
 Los requisitos para la cancelación del Registro Único de Contribuyentes serán:
1. El Formulario "Solicitud por cese de actividades / cancelación del RUC sociedades".
2. Copia certificada del documento por el cual se extingue la sociedad.
3. Presentar el original y entregar una copia de la cédula de identidad o ciudadanía o pasaporte  

del representante legal o agente de retención o del liquidador designado.
4. Presentar el original y entregar una copia del certificado de votación (solo para ecuatorianos) 

dentro de los límites establecidos en la Ley de Elecciones, del representante legal o agente de  
retención o del liquidador designado.

 Cuando por cualquier medio el Servicio de Rentas Internas constate la extinción de una sociedad,  
sin perjuicio de las acciones legales a las que hubiere lugar en contra del último representante legal 
o liquidador, procederá de oficio a cancelar su inscripción en el Registro Único de Contribuyentes. 
(Art. 14, RGLRUC).

De la suspensión de oficio.- El Servicio de Rentas Internas podrá suspender la inscripción de un 
sujeto pasivo en el Registro Único de Contribuyentes, en los siguientes casos: 
1. Cuando luego de las acciones pertinentes, el Director Provincial o Regional del SRI, hubiere 

verificado y determinado que el contribuyente no tiene ningún local o actividad en la dirección  
que conste en el RUC;

2. Cuando no haya presentado las declaraciones, por más de doce meses consecutivos; o en tal 
período las declaraciones no registren actividad económica.

3.  Cuando  no  se  encuentre  alguna  evidencia  de  la  existencia  real  del  sujeto  pasivo;  como 
suscripción  a  algún  servicio  público  (energía  eléctrica,  teléfono,  agua  potable),  propiedad 
inmueble  a  su  nombre,  propiedad  de  vehículo  a  su  nombre,  inscripción  en  el  IESS como 
patrono, etc., ni locales en las direcciones señaladas en el RUC.

4. Cuando el establecimiento del contribuyente estuviere clausurado por más de treinta días, como 
sanción, según lo previsto en el Art. 334 del Código Tributario.

 La suspensión se mantendrá hasta que el sujeto pasivo realice la correspondiente actualización de 
información y desvirtúe la causal de la suspensión. (Art. 15, RGLRUC).

De la cancelación de oficio.- El Servicio de Rentas Internas podrá cancelar de oficio la inscripción 
en  el  Registro  Único  de  Contribuyentes  de  los  sujetos  pasivos,  cuando  haya  verificado  el 
fallecimiento de la persona natural o la inscripción en el Registro Mercantil de la resolución por la  
cual se dispone la liquidación de las sociedades bajo control de la Superintendencia de Compañías 
o  de  la  Superintendencia  de  Bancos  y  Seguros,  de  la  resolución,  expedida  por  el  respectivo 
Ministerio de Estado, que disuelva las corporaciones y fundaciones constituidas al amparo de lo  
dispuesto en el Título XXX, del Libro I del Código Civil, y de la sentencia judicial o acta notarial que  
declare la disolución y liquidación de las sociedades en nombre colectivo y en comandita simple, 
para aquellas sociedades que no estén sujetas al control y supervisión de las superintendencia  
mencionadas. Se cancelará también la inscripción de aquellas sociedades en las que el Servicio de 
Rentas Internas obtenga la  evidencia  de que no han desarrollado actividad económica en los 
últimos dos años consecutivos.
 El procedimiento para la cancelación de oficio se establecerá en la resolución que, para el efecto,  
expedirá el Director General del Servicio de Rentas Internas. (Art. 16, RGLRUC).

Cancelación del RUC de las organizaciones de economía solidaria.–  El Servicio de Rentas 
Internas cancelará de oficio el registro de los sujetos pasivos instituciones de carácter privado sin 
fines de lucro, organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y 



Solidario, respecto de las cuales tenga evidencia de que no han desarrollado actividad económica 
en  los  últimos  dos  años,  contados  desde  la  fecha  de  inicio  de  los  respectivos  procesos  de 
depuración de la base del RUC, incluidas aquellas entidades que durante el referido período hayan 
presentado únicamente declaraciones de impuestos, sin que se registre transacción económica 
alguna, en las mismas. (Resolución N° NAC-DGERCGC12-00034: RO 636: 08-02-2012).

CAPÍTULO III
IMPUESTO A LA RENTA (IR)

Ingresos

Ingresos de fuente ecuatoriana.- Se considerarán de fuente ecuatoriana los siguientes ingresos:
1. Los  que  perciban  los  ecuatorianos  y  extranjeros  por  actividades  laborales,  profesionales,  

comerciales, industriales, agropecuarias, mineras, de servicios y otras de carácter económico 
realizadas en territorio ecuatoriano, salvo los percibidos por personas naturales no residentes 
en  el  país  por  servicios  ocasionales  prestados en  el  Ecuador,  cuando  su  remuneración  u 
honorarios son pagados por sociedades extranjeras y forman parte de los ingresos percibidos 
por ésta, sujetos a retención en la fuente o exentos; o cuando han sido pagados en el exterior  
por dichas sociedades extranjeras sin cargo al gasto de sociedades constituidas, domiciliadas o 
con establecimiento permanente en el Ecuador. Se entenderá por servicios ocasionales cuando 
la permanencia en el  país sea inferior  a seis meses consecutivos o no en un mismo año 
calendario;

2. Los que perciban los ecuatorianos y extranjeros por actividades desarrolladas en el exterior, 
provenientes de personas naturales, de sociedades nacionales o extranjeras, con domicilio en 
el Ecuador, o de entidades y organismos del sector público ecuatoriano;

3. Las utilidades provenientes de la enajenación de bienes muebles o inmuebles ubicados en el 
país;

4. Los beneficios o regalías de cualquier naturaleza, provenientes de los derechos de autor, así  
como de la propiedad industrial, tales como patentes, marcas, modelos industriales, nombres 
comerciales y la transferencia de tecnología;

5. Las utilidades y dividendos distribuidos por sociedades constituidas o establecidas en el país;
6.  Los  provenientes  de  las  exportaciones  realizadas  por  personas  naturales  o  sociedades, 

nacionales o extranjeras, con domicilio o establecimiento permanente en el Ecuador, sea que 
se efectúen directamente o mediante agentes especiales, comisionistas, sucursales, filiales o 
representantes de cualquier naturaleza;

7. Los intereses y demás rendimientos financieros pagados o acreditados por personas naturales, 
nacionales o extranjeras, residentes en el Ecuador; o por sociedades, nacionales o extranjeras, 
con domicilio en el Ecuador, o por entidades u organismos del sector público;

8. Los provenientes de loterías, rifas, apuestas y similares, promovidas en el Ecuador;
9.  Los  provenientes  de  herencias,  legados,  donaciones  y  hallazgo  de  bienes  situados  en  el 

Ecuador; y,
10.  Cualquier  otro  ingreso que perciban las sociedades y las personas naturales nacionales o 

extranjeras residentes en el Ecuador.
 Para los efectos de esta Ley, se entiende como establecimiento permanente de una empresa 
extranjera todo lugar o centro fijo ubicado dentro del territorio nacional, en el que una sociedad 
extranjera efectúe todas sus actividades o parte de ellas. En el reglamento se determinarán los 
casos  específicos  incluidos  o  excluidos  en  la  expresión  establecimiento  permanente.  (Art.  8, 
LORTI).

Cuantificación de los ingresos.-  Para efectos de la aplicación de la ley, los ingresos obtenidos a 
título gratuito o a título oneroso, tanto de fuente ecuatoriana como los obtenidos en el exterior por  
personas naturales residentes en el país o por sociedades, se registrarán por el precio del bien  
transferido o del servicio prestado o por el valor bruto de los ingresos generados por rendimientos 
financieros o inversiones en sociedades. En el caso de ingresos en especie o servicios, su valor se 
determinará sobre la base del valor de mercado del bien o del servicio recibido.
 La  Administración  Tributaria  podrá  establecer  ajustes  como resultado  de  la  aplicación  de los 



principios del sistema de precios de transferencia establecidos en la ley, este reglamento y las 
resoluciones que se dicten para el efecto. (Art.  1, RGLORTI).

Exenciones

Acto Económico Solidario.- Los actos que efectúen con sus miembros las organizaciones a las 
que se refiere esta Ley, dentro del  ejercicio de las actividades propias de su objeto social,  no 
constituyen actos de comercio o civiles sino actos solidarios y se sujetarán a la presente Ley. (Art. 
5, LOEPS).

Hecho  Generador  de  Tributos.- Los  actos  solidarios  que  efectúen  con  sus  miembros  las 
organizaciones a las que se refiere esta Ley, como parte del ejercicio de las actividades propias de 
su objeto social, no constituyen hechos generadores de tributos; en cambio, los actos y demás 
operaciones que efectúen con terceros, están sujetos al régimen tributario común.
 Las utilidades que pudieran provenir de operaciones con terceros y que no sean reinvertidos en la  
organización, gravarán Impuesto a la Renta, tanto para el caso de la organización, cuanto para los  
integrantes cuando éstos los perciban. (Art. 139, LOEPS).
Norma general.- Los ingresos exentos del  impuesto a la renta de conformidad con la Ley de 
Régimen Tributario Interno deberán ser registrados como tales por los sujetos pasivos de este 
impuesto  en  su  contabilidad  o  registros  de  ingresos  y  egresos,  según  corresponda.  (Art.  14, 
RGLORTI).

Exoneración de ingresos percibidos por  organizaciones previstas en la  Ley  Orgánica  de 
Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario.- Para efectos de la 
aplicación  de  la  exoneración  de  Impuesto  a  la  Renta  de  los  ingresos  percibidos  por  las 
organizaciones  previstas  en  la  Ley  Orgánica  de  Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  Sector 
Financiero Popular y Solidario,  se entenderá por tales,  a aquellas conformadas en los sectores 
comunitarios, asociativos y cooperativistas, así como las entidades asociativas o solidarias, cajas y 
bancos comunales y cajas de ahorro.
 De conformidad con lo señalado en la Ley de Régimen Tributario Interno, se excluye expresamente 
de esta exoneración a las cooperativas de ahorro y crédito, quienes deberán liquidar y pagar el 
impuesto a la renta conforme la normativa tributaria vigente para sociedades.
 Para efectos de la aplicación de lo dispuesto en este artículo, el Servicio de Rentas Internas se 
remitirá a la información contenida en el  registro público de organizaciones previstas en la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, a cargo del 
Ministerio de Estado que tenga bajo su competencia los registros sociales.
 La  Administración  Tributaria,   a  través  de  resolución  de  carácter  general,  establecerá  los 
mecanismos  que  permitan  un  adecuado  control  respecto  de  la  diferenciación  inequívoca  entre 
utilidades  y  excedentes  generados  por  las  organizaciones  previstas  en  la  Ley  Orgánica  de 
Economía  Popular  y  Solidaria  y  del  Sector  Financiero  Popular  y  Solidario.  (Disposición 
Reformatoria Primera al RGLOEPS. Decreto Ejecutivo 1061: 16-02-2012).

 Reinversión de las utilidades.- Para la aplicación de la exoneración del Impuesto a la Renta de 
los ingresos percibidos por las organizaciones previstas en la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, las utilidades obtenidas por éstas, deberán ser 
reinvertidas en la propia organización, atendiendo exclusivamente al objeto social que conste en sus 
estatutos  legalmente  aprobados.  (Disposición  Reformatoria  Primera  al  RGLOEPS.  Decreto 
Ejecutivo 1061: 16-02-2012).

Exenciones generales.-  Dentro de los límites que establezca la ley y sin perjuicio de lo que se 
disponga en leyes orgánicas o especiales, en general están exentos exclusivamente del pago de 
impuestos, pero no de tasas ni de contribuciones especiales:
.../...
4. Las  instituciones  y  asociaciones  de  carácter  privado,  de  beneficencia  o  de  educación, 
constituidas legalmente, siempre que sus bienes o ingresos se destinen a los mencionados fines y 



solamente en la parte que se invierta directamente en ellos;
.../...
Las exenciones generales de este artículo no serán aplicables al impuesto al valor agregado IVA e  
impuesto a los consumos especiales ICE. (Art. 35, CT).

Exenciones (Art. 9, LORTI).- Para fines de la determinación y liquidación del impuesto a la renta, 
están exonerados exclusivamente los siguientes ingresos:
.../...
3. Aquellos exonerados en virtud de convenios internacionales;
.../...
5. Los de las instituciones de carácter privado sin fines de lucro legalmente constituidas, definidas 

como tales en el  Reglamento;  siempre que sus bienes e ingresos se destinen a sus fines 
específicos y solamente en la parte que se invierta directamente en ellos.

 Los excedentes que se generaren al final del ejercicio económico deberán ser invertidos en sus  
fines específicos hasta el cierre del siguiente ejercicio.
 Para  que  las  instituciones  antes  mencionadas  puedan  beneficiarse  de  esta  exoneración,  es 
requisito indispensable que se encuentren inscritas en el Registro Único de Contribuyentes, lleven 
contabilidad y cumplan con los demás deberes formales contemplados en el Código Tributario, esta 
Ley y demás Leyes de la República.
 El  Estado,  a  través del  Servicio  de Rentas Internas verificará en cualquier  momento que las 
instituciones a que se refiere este numeral, sean exclusivamente sin fines de lucro, se dediquen al 
cumplimiento de sus objetivos estatutarios y, que sus bienes e ingresos se destinen en su totalidad  
a sus finalidades específicas, dentro del plazo establecido en esta norma. De establecerse que las 
instituciones  no  cumplen  con  los  requisitos  arriba  indicados,  deberán  tributar  sin  exoneración 
alguna.
 Los valores que deje de percibir el Estado por esta exoneración constituyen una subvención de 
carácter público de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Contraloría General del 
Estado y demás Leyes de la República;
6.- Los intereses percibidos por personas naturales por sus depósitos de ahorro a la vista pagados 
por entidades del sistema financiero del país;
.../...
11. Los viáticos que se conceden a los funcionarios y empleados de las instituciones del Estado; el 

rancho que perciben los miembros de la  Fuerza Pública;  los gastos de viaje,  hospedaje y 
alimentación,  debidamente  soportados  con  los  documentos  respectivos,  que  reciban  los 
funcionarios, empleados y trabajadores del sector privado, por razones inherentes a su función 
y cargo, de acuerdo a las condiciones establecidas en el reglamento de aplicación del impuesto 
a la renta;

.../...
14. Los generados por la enajenación ocasional de inmuebles, acciones o participaciones. Para los 

efectos de esta Ley se considera como enajenación ocasional aquella que no corresponda al 
giro ordinario del negocio o de las actividades habituales del contribuyente;

.../...
15.1.  Los  rendimientos  por  depósitos  a  plazo  fijo  pagados  por  las  instituciones  financieras 

nacionales  a  personas  naturales  y  sociedades,  excepto  a  instituciones  del  sistema 
financiero, así como los rendimientos obtenidos por personas naturales o sociedades por las 
inversiones en títulos valores en renta  fija,  que se negocien  a  través  de las bolsas de 
valores  del  país,  y  los  beneficios  o  rendimientos  obtenidos  por  personas  naturales  y 
sociedades, distribuidos por fideicomisos mercantiles de inversión, fondos de inversión y 
fondos complementarios, siempre que la inversión realizada sea en depósitos a plazo fijo o 
en  títulos  valores  de  renta  fija,  negociados  en  bolsa  de  valores.  En  todos  los  casos 
anteriores, las inversiones o depósitos deberán ser originalmente emitidos a un plazo de un 
año o más. Esta exoneración no será aplicable en el caso en el que el perceptor del ingreso 
sea  deudor  directa  o  indirectamente  de  la  institución  en  que  mantenga  el  depósito  o 
inversión,  o  de  cualquiera  de  sus  vinculadas.  (Disposición  Reformatoria  Segunda, 
COPCI). 

16. Las indemnizaciones que se perciban por seguros, exceptuando los provenientes del lucro 



cesante.
 Estas exoneraciones no son excluyentes entre sí.
 En la determinación y liquidación del impuesto a la renta no se reconocerán más exoneraciones 
que  las  previstas  en  este  artículo,  aunque  otras  leyes,  generales  o  especiales,  establezcan 
exclusiones o dispensas a favor de cualquier contribuyente, con excepción de lo previsto en la Ley  
de  Beneficios  Tributarios  para  nuevas  Inversiones  Productivas,  Generación  de  Empleo  y  de 
Prestación de Servicios.
17. Los intereses pagados por trabajadores por concepto de préstamos realizados por la sociedad 

empleadora para que el trabajador adquiera acciones o participaciones de dicha empleadora, 
mientras el empleado conserve la propiedad de tales acciones.

18. La Compensación Económica para el salario digno. (LORTI).
19. Los ingresos percibidos por las organizaciones previstas en la Ley de Economía Popular y 

Solidaria  siempre  y  cuando  las  utilidades  obtenidas  sean  reinvertidas  en  la  propia 
organización.

Para el efecto, se considerará:
a) Utilidades.- Los ingresos obtenidos en operaciones con terceros, luego de deducidos los 

correspondientes costos, gastos y deducciones adicionales, conforme lo dispuesto en esta 
Ley.

b) Excedentes.-  Son los ingresos obtenidos en las actividades económicas realizadas con 
sus miembros,  una vez deducidos los correspondientes costos,  gastos y  deducciones 
adicionales, conforme lo dispuesto en esta Ley.

 Cuando  una  misma  organización  genere,  durante  un  mismo  ejercicio  impositivo,  utilidades  y 
excedentes,  podrá  acogerse  a  esta  exoneración,  únicamente  cuando  su  contabilidad  permita 
diferenciar inequívocamente los ingresos y los costos y gastos relacionados con las utilidades y 
con los excedentes.
 Se excluye de esta exoneración a las Cooperativas de Ahorro y Crédito, quienes deberán liquidar y 
pagar  el  impuesto  a  la  renta  conforme  la  normativa  tributaria  vigente  para  sociedades. 
(Disposición Reformatoria Primera, LOEPS).
20. Los excedentes percibidos por los miembros de las organizaciones previstas en la Ley de 

Economía Popular y Solidaria, conforme las definiciones del numeral anterior. (Disposición 
Reformatoria Primera, LOEPS).

Exoneración de pago del Impuesto a la Renta para el desarrollo de inversiones nuevas y 
productivas (Art. 9.1, añadido, LORTI).- Las sociedades que se constituyan a partir de la vigencia 
del Código de la Producción así como también las sociedades nuevas que se constituyeren por 
sociedades existentes, con el objeto de realizar inversiones nuevas y productivas, gozarán de una 
exoneración del pago del impuesto a la renta durante cinco años, contados desde el primer año en 
el que se generen ingresos atribuibles directa y únicamente a la nueva inversión.
 Para efectos de la aplicación de lo dispuesto en este artículo, las inversiones nuevas y productivas 
deberán realizarse fuera de las jurisdicciones urbanas del Cantón Quito o del Cantón Guayaquil, y 
dentro de los siguientes sectores económicos considerados prioritarios para el Estado:
a. Producción de alimentos frescos, congelados e industrializados;
b. Cadena forestal y agroforestal y sus productos elaborados;
c. Metalmecánica;
d. Petroquímica;
e. Farmacéutica;
f. Turismo;
g. Energías renovables incluida la bioenergía o energía a partir de biomasa;
h. Servicios Logísticos de comercio exterior;
i. Biotecnología y Software aplicados; y,
j. Los  sectores  de  sustitución  estratégica  de  importaciones  y  fomento  de  exportaciones, 

determinados por el Presidente de la República.
 El mero cambio de propiedad de activos productivos que ya se encuentran en funcionamiento u 
operación, no implica inversión nueva para efectos de lo señalado en este artículo.
 En caso de que se verifique el incumplimiento de las condiciones necesarias para la aplicación de 
la exoneración prevista en este artículo, la Administración Tributaria, en ejercicio de sus facultades 



legalmente establecidas, determinará y recaudará los valores correspondientes de impuesto a la 
renta, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar.
 No se exigirá registros,  autorizaciones o requisitos de ninguna otra  naturaleza distintos a los 
contemplados  en  este  artículo,  para  el  goce  de  este  beneficio.  (Disposición  Reformatoria 
Segunda, COPCI).

Enajenación ocasional de inmuebles.- No estarán sujetas al impuesto a la renta, las ganancias 
generadas en la enajenación ocasional de inmuebles. Los costos, gastos e impuestos incurridos 
por  este  concepto,  no  serán  deducibles  por  estar  relacionados  con  la  generación  de  rentas 
exentas.
 Para el efecto se entenderá enajenación ocasional de inmuebles la que realice las instituciones 
financieras sujetas al control y vigilancia de la Superintendencia de Bancos y las Cooperativas de 
Ahorro y Crédito de aquellos que hubiesen adquirido por dación de pago o adjudicación en remate 
judicial.  Se  entenderá  también  enajenación  ocasional  de  inmuebles  cuando  no  se  la  pueda 
relacionar directamente con las actividades económicas del contribuyente, o cuando la enajenación 
de inmuebles no supere dos transferencias en el año; se exceptúan de este criterio los fideicomisos 
de garantía, siempre y cuando los bienes en garantía y posteriormente sujetos de enajenación,  
efectivamente hayan estado relacionados con la existencia de créditos financieros.
 Se entenderá que no son ocasionales, sino habituales, las enajenaciones de bienes inmuebles 
efectuadas  por  sociedades  y  personas  naturales  que  realicen  dentro  de  su  giro  empresarial 
actividades  de  lotización,  urbanización,  construcción  y  compraventa  de  inmuebles.  (Art.  18, 
RGLORTI).

Ingresos  de  instituciones  de  carácter  privado  sin  fines  de  lucro.-  No  estarán  sujetos  al 
Impuesto  a  la  Renta  los  ingresos  de  las  instituciones  de  carácter  privado  sin  fines  de  lucro 
legalmente constituidas, de: culto religioso; beneficencia; promoción y desarrollo de la mujer, el 
niño y la familia; cultura; arte; educación; investigación; salud; deportivas; profesionales; gremiales; 
clasistas;  partidos  políticos;  los  de  las  comunas,  pueblos  indígenas,  cooperativas,  uniones, 
federaciones y confederaciones de cooperativas y demás asociaciones de campesinos y pequeños 
agricultores, legalmente reconocidas, en la parte que no sean distribuidos, siempre que sus bienes 
e ingresos se destinen a sus fines específicos y cumplan con los deberes formales contemplados 
en el Código Tributario, la Ley de Régimen Tributario Interno, este Reglamento y demás Leyes y 
Reglamentos  de  la  República;  debiendo  constituirse  sus  ingresos,  salvo  en  el  caso  de  las 
Universidades y Escuelas Politécnicas creadas por Ley,  con aportaciones o donaciones en un 
porcentaje mayor o igual a los establecidos en la siguiente tabla:

INGRESOS ANUALES 
EN DÓLARES

% INGRESOS POR DONACIONES Y APORTES 
SOBRE INGRESOS

De 0 a 50.000 5%
De 50.001 a 500.000 10%

De 500,001 en adelante 15%

 Las  donaciones  provendrán  de  aportes  o  legados  en  dinero  o  en  especie,  como  bienes  y  
voluntariados,  provenientes de los miembros,  fundadores u otros,  como los de cooperación no 
reembolsable, y de la contraprestación de servicios.
 El voluntariado, es decir, la prestación de servicios lícitos y personales sin que de por medio exista  
una remuneración, podrá ser valorado por la institución sin fin de lucro que se beneficie del mismo, 
para cuyo efecto deberá considerar criterios técnicos y para el correspondiente registro, respetar 
principios  contables,  dentro  de  los  parámetros  promedio  que  existan  en  el  mercado  para 
remuneraciones  u  honorarios  según  el  caso.  En  condiciones  similares,  sólo  para  los  fines 
tributarios previstos en este Reglamento, la transferencia a título gratuito de bienes incorporales o 
de derechos intangibles también podrán ser valorados, conforme criterios técnicos o circunstancias 
de mercado. 
 Para fines tributarios, el comodato de bienes inmuebles otorgado mediante escritura pública, por 
períodos superiores a 15 años, será valorado conforme los criterios técnicos establecidos en el  
numeral 7 del artículo 58 de este Reglamento.



 Las  donaciones  señaladas  en  este  artículo,  inclusive  las  de  dinero  en  efectivo,  que  por  su  
naturaleza no constituyen gasto deducible, no generan ingreso ni causan efecto tributario alguno,  
por lo que no dan lugar al surgimiento de obligaciones tributarias.
 Las únicas cooperativas, federaciones y confederaciones de cooperativas y demás asociaciones, 
cuyos ingresos están exentos, son aquellas que están integradas exclusivamente por campesinos 
y pequeños agricultores entendiéndose como tales a aquellos que no tengan ingresos superiores a 
los  establecidos  para  que  las  personas  naturales  lleven  obligatoriamente  contabilidad.  En 
consecuencia, otro tipo de cooperativas, tales como de ahorro y crédito, de vivienda u otras, están 
sometidas al Impuesto a la Renta.
 El  Estado, a través del  Servicio de Rentas Internas,  verificará en cualquier momento que las 
instituciones privadas sin fines de lucro:
1.  Sean exclusivamente  sin  fines  de  lucro  y  que sus  bienes,  ingresos  y  excedentes  no  sean 

repartidos entre sus socios o miembros sino que se destinen exclusivamente al cumplimiento de 
sus fines específicos.

2. Se dediquen al cumplimiento de sus objetivos estatutarios; y,
3. Sus bienes e ingresos, constituidos conforme lo establecido en esta norma, se destinen en su 

totalidad a sus finalidades específicas. Así mismo, que los excedentes que se generaren al final  
del ejercicio económico, sean invertidos en tales fines hasta el cierre del siguiente ejercicio, en 
caso de que esta disposición no pueda ser cumplida deberán informar al Servicio de Rentas 
Internas con los justificativos del caso.

 En el caso de que la Administración Tributaria, mediante actos de determinación o por cualquier 
otro  medio,  compruebe  que  las  instituciones  no  cumplen  con  los  requisitos  arriba  indicados, 
deberán tributar sin exoneración alguna, pudiendo volver a gozar de la exoneración, a partir del 
ejercicio fiscal  en el  que se hubiere cumplido con los requisitos establecidos en la Ley y este 
Reglamento,  para  ser  considerados  como  exonerados  de  Impuesto  a  la  Renta.  (Art.  19, 
RGLORTI).

Gastos de viaje, hospedaje y alimentación.- No están sujetos al impuesto a la renta los valores 
que perciban los funcionarios, empleados y trabajadores, de sus empleadores del sector privado,  
con el fin de cubrir gastos de viaje, hospedaje y alimentación, para viajes que deban efectuar por 
razones inherentes a su función o cargo, dentro o fuera del país y relacionados con la actividad 
económica de la empresa que asume el  gasto; tampoco se sujetan al  impuesto a la renta los 
viáticos que se conceden a los funcionarios y empleados de las instituciones del  Estado ni  el  
rancho que perciben los miembros de la Fuerza Pública. 
 Estos gastos estarán respaldados por la liquidación que presentará el trabajador, funcionario o 
empleado,  acompañado  de  los  comprobantes  de  venta,  cuando proceda,  según la  legislación 
ecuatoriana y de los demás países en los que se incurra en este tipo de gastos. Sobre gastos de 
viaje misceláneos tales como, propinas, pasajes por transportación urbana y tasas, que no superen 
el 10% del gasto total de viaje, no se requerirá adjuntar a la liquidación los comprobantes de venta.
 La liquidación de gastos de viajes deberá incluir como mínimo la siguiente información: nombre del  
funcionario, empleado o trabajador que viaja; motivo del viaje; período del viaje; concepto de los 
gastos realizados;  número de documento con el  que se respalda el  gasto;  valor  del  gasto;  y,  
nombre o razón social y número de identificación tributaria del proveedor nacional o del exterior.
 En caso de gastos incurridos dentro del país, los comprobantes de venta que los respalden deben 
cumplir  con  los  requisitos  establecidos  en  el  Reglamento  de  Comprobantes  de  Venta  y  de 
Retención. (Art. 21, RGLORTI).

Becas.- Están exentos del pago del Impuesto a la Renta las asignaciones o estipendios que, por 
concepto  de  becas  para  el  financiamiento  de  estudios,  especialización  o  capacitación  en 
Instituciones de Educación Superior,  entidades gubernamentales nacionales o extranjeras y en 
organismos  internacionales,  otorguen  el  Estado,  los  empleadores,  organismos  internacionales, 
gobiernos de países extranjeros y otros.
 Para que sean reconocidos como ingresos exentos, estos valores estarán respaldados por los 
comprobantes de venta, cuando proceda, según la legislación ecuatoriana y de los demás países 
en los que se incurra en este tipo de gasto, acompañados de una certificación emitida, según sea 
el  caso,  por  el  Estado,  los  empleadores,  organismos  internacionales,  gobiernos  de  países 



extranjeros y otros, que detalle las asignaciones o estipendios recibidos por concepto de becas.  
Esta certificación deberá incluir como mínimo la siguiente información: nombre del becario, número 
de cédula, plazo de la beca, tipo de beca, detalle de todos los valores que se entregarán a los 
becarios y nombre del centro de estudio. (Art. 23, RGLORTI).

Deducciones

Deducciones  generales.-  En  general,  son  deducibles  todos  los  costos  y  gastos  necesarios, 
causados  en  el  ejercicio  económico,  directamente  vinculados  con  la  realización  de  cualquier 
actividad económica y que fueren efectuados con el propósito de obtener,  mantener y mejorar 
rentas gravadas con impuesto a la renta y no exentas; y, que de acuerdo con la normativa vigente 
se encuentren debidamente sustentados en comprobantes de venta. 
 La  renta  neta  de  las  actividades  habituales  u  ocasionales  gravadas  será  determinada 
considerando el total de los ingresos no sujetos a impuesto único, ni exentos y las deducciones de 
los siguientes elementos:
1. Los costos y gastos de producción o de fabricación.
2. Las devoluciones o descuentos comerciales, concedidos bajo cualquier modalidad, que consten 

en la misma factura o en una nota de venta o en una nota de crédito siempre que se identifique  
al comprador.

3. El costo neto de las mercaderías o servicios adquiridos o utilizados.
4. Los gastos generales, entendiéndose por tales los de administración y los de ventas; y,
5. Los gastos y costos financieros,  en los términos previstos en la Ley de Régimen Tributario 

Interno.
 Para que el costo o gasto por cada caso entendido superior a los cinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América sea deducible para el cálculo del Impuesto a la Renta, a más del comprobante  
de venta respectivo, se requiere la utilización de cualquier institución del sistema financiero para 
realizar el pago, a través de giros, transferencias de fondos, tarjetas de crédito y débito y cheques. 
(Art. 27, RGLORTI)

Deducciones.- En  general,  con  el  propósito  de  determinar  la  base  imponible  sujeta  a  este 
impuesto se deducirán los gastos que se efectúen con el propósito de obtener, mantener y mejorar 
los ingresos de fuente ecuatoriana que no estén exentos.
 En particular se aplicarán las siguientes deducciones:
1. Los costos y gastos imputables al  ingreso, que se encuentren debidamente sustentados en 

comprobantes  de  venta  que  cumplan  los  requisitos  establecidos  en  el  reglamento 
correspondiente;

2. Los  intereses  de  deudas contraídas  con  motivo  del  giro  del  negocio,  así  como  los  gastos 
efectuados en la  constitución,  renovación o cancelación de las mismas,  que se encuentren 
debidamente sustentados en comprobantes de venta que cumplan los requisitos establecidos 
en el reglamento correspondiente. No serán deducibles los intereses en la parte que exceda de 
las tasas autorizadas por el Directorio del Banco Central del Ecuador, así como tampoco los 
intereses y costos financieros de los créditos externos no registrados en el Banco Central del 
Ecuador.

 No serán deducibles las cuotas o cánones por contratos de arrendamiento mercantil o Leasing  
cuando la transacción tenga lugar sobre bienes que hayan sido de propiedad del mismo sujeto  
pasivo, de partes relacionadas con él o de su cónyuge o parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad; ni tampoco cuando el plazo del contrato sea inferior al  
plazo de vida útil estimada del bien, conforme su naturaleza salvo en el caso de que siendo inferior,  
el precio de la opción de compra no sea igual al saldo del precio equivalente al de la vida útil  
restante; ni cuando las cuotas de arrendamiento no sean iguales entre sí.
 Para  que  sean  deducibles  los  intereses  pagados  por  créditos  externos  otorgados  directa  o 
indirectamente por partes relacionadas, el monto total de éstos no podrá ser mayor al 300% con  
respecto al patrimonio, tratándose de sociedades. Tratándose de personas naturales, el monto total 
de créditos externos no deberá ser mayor al 60% con respecto a sus activos totales.



 Los intereses pagados respecto del exceso de las relaciones indicadas, no serán deducibles
 Para los efectos de esta deducción el registro en el Banco Central del Ecuador constituye el del 
crédito mismo y el de los correspondientes pagos al exterior, hasta su total cancelación.

3.  Los impuestos,  tasas, contribuciones, aportes al sistema de seguridad social obligatorio que 
soportare la actividad generadora del ingreso, con exclusión de los intereses y multas que deba 
cancelar el sujeto pasivo u obligado, por el retraso en el pago de tales obligaciones. No podrá 
deducirse el propio impuesto a la renta, ni los gravámenes que se hayan integrado al costo de 
bienes y activos,  ni  los impuestos que el  contribuyente pueda trasladar u obtener por ellos 
crédito tributario;

4. Las primas de seguros devengados en el ejercicio impositivo que cubran riesgos personales de 
los trabajadores y sobre los bienes que integran la actividad generadora del ingreso gravable, 
que  se  encuentren  debidamente  sustentados  en  comprobantes  de  venta  que  cumplan  los 
requisitos establecidos en el reglamento correspondiente;

5.  Las  pérdidas  comprobadas  por  caso  fortuito,  fuerza  mayor  o  por  delitos  que  afecten 
económicamente a los bienes de la respectiva actividad generadora del ingreso, en la parte que 
no fuere cubierta por indemnización o seguro y que no se haya registrado en los inventarios;

6. Los gastos de viaje y estadía necesarios para la generación del ingreso, que se encuentren 
debidamente sustentados en comprobantes de venta que cumplan los requisitos establecidos 
en el  reglamento  correspondiente.  No  podrán exceder del  tres  por  ciento  (3%) del  ingreso 
gravado del ejercicio; y, en el caso de sociedades nuevas, la deducción será aplicada por la 
totalidad de estos gastos durante los dos primeros años de operaciones;

6-A (...).-  Los  gastos  indirectos  asignados  desde  el  exterior  a  sociedades  domiciliadas  en  el 
Ecuador  por  sus  partes  relacionadas,  hasta  un  máximo  del  5% de  la  base  imponible  del 
Impuesto a la Renta más el valor de dichos gastos. Para el caso de las sociedades que se 
encuentren en el ciclo preoperativo del negocio, éste porcentaje corresponderá al 5% del total 
de los activos, sin perjuicio de la retención en la fuente correspondiente.

 En contratos de exploración, explotación y transporte de recursos naturales no renovables, en los 
gastos indirectos asignados desde el exterior a sociedades domiciliadas en el Ecuador por sus 
partes relacionadas se considerarán también a los servicios técnicos y administrativo.

7. La depreciación y amortización, conforme a la naturaleza de los bienes, a la duración de su vida 
útil,  a  la  corrección  monetaria,  y  la  técnica  contable,  así  como  las  que  se  conceden  por  
obsolescencia y otros casos, en conformidad a lo previsto en esta Ley y su reglamento;

 La depreciación y amortización que correspondan a la adquisición de maquinarias,  equipos y 
tecnologías  destinadas  a  la  implementación  de  mecanismos  de  producción  más  limpia,  a 
mecanismos  de  generación  de  energía  de  fuente  renovable  (solar,  eólica  o  similares)  o  a  la 
reducción del impacto ambiental de la actividad productiva, y a la reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero, se deducirán con el 100% adicional, siempre que tales adquisiciones no 
sean necesarias para cumplir con lo dispuesto por la autoridad ambiental competente para reducir 
el impacto de una obra o como requisito o condición para la expedición de la licencia ambiental,  
ficha o permiso correspondiente. En cualquier caso deberá existir una autorización por parte de la 
autoridad competente.
 Este gasto adicional no podrá superar un valor equivalente al 5% de los ingresos totales. También 
gozarán del mismo incentivo los gastos realizados para obtener los resultados previstos en este 
artículo. El reglamento a esta ley establecerá los parámetros técnicos y formales, que deberán 
cumplirse  para  acceder  a  esta  deducción  adicional.  Este  incentivo  no  constituye  depreciación 
acelerada.

8. La amortización de las pérdidas que se efectúe de conformidad con lo previsto en el artículo 11  
de esta Ley;



9. Los sueldos, salarios y remuneraciones en general; los beneficios sociales; la participación de 
los  trabajadores  en  las  utilidades;  las  indemnizaciones  y  bonificaciones  legales  y  otras 
erogaciones  impuestas  por  el  Código  de  Trabajo,  en  otras  leyes  de  carácter  social,  o  por  
contratos colectivos o individuales, así como en actas transaccionales y sentencias, incluidos 
los aportes al seguro social obligatorio; también serán deducibles las contribuciones a favor de 
los trabajadores para finalidades de asistencia médica, sanitaria, escolar, cultural, capacitación, 
entrenamiento profesional y de mano de obra.

 Las remuneraciones en general y los beneficios sociales reconocidos en un determinado ejercicio 
económico, solo se deducirán sobre la parte respecto de la cual el contribuyente haya cumplido 
con sus obligaciones legales para con el seguro social obligatorio cuando corresponda, a la fecha 
de presentación de la declaración del impuesto a la renta;
 Si la indemnización es consecuencia de falta de pago de remuneraciones o beneficios sociales 
solo podrá deducirse en caso que sobre tales remuneraciones o beneficios se haya pagado el  
aporte al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.
 Las deducciones que correspondan a remuneraciones y  beneficios sociales sobre los que se 
aporte al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, por incremento neto de empleos, debido a la 
contratación de trabajadores directos, se deducirán con el 100% adicional, por el primer ejercicio 
económico  en  que  se  produzcan y  siempre  que  se  hayan mantenido  como tales  seis  meses 
consecutivos o más, dentro del respectivo ejercicio. Cuando se trate de nuevas inversiones en 
zonas económicamente deprimidas y de frontera y se contrate a trabajadores residentes en dichas 
zonas,  la  deducción será la  misma y por  un período de cinco años.  En este  último caso,  los 
aspectos específicos para su aplicación constarán en el Reglamento a esta ley.
 Las deducciones que correspondan a remuneraciones y  beneficios sociales sobre los que se 
aporte al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, por pagos a discapacitados o a trabajadores 
que tengan cónyuge o hijos con discapacidad, dependientes suyos, se deducirán con el 150% 
adicional.
 Se considerará persona con discapacidad a toda persona que, como consecuencia de una o más 
deficiencias físicas, mentales y/o sensoriales, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter 
permanente se ve restringida en al menos un treinta por ciento de su capacidad para realizar una 
actividad  dentro  del  margen  que  se  considera  normal,  en  el  desempeño  de  sus  funciones  o 
actividades habituales.
 La deducción adicional no será aplicable en el caso de contratación de trabajadores que hayan 
sido dependientes del mismo empleador, de parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad o de partes relacionadas del empleador en los tres años anteriores.
 Será también deducible la compensación económica para alcanzar el salario digno que se pague a 
los trabajadores. 

10. Las sumas que las empresas de seguros y reaseguros destinen a formar reservas matemáticas 
u otras dedicadas a cubrir riesgos en curso y otros similares, de conformidad con las normas 
establecidas por la Superintendencia de Bancos y Seguros;

11.  Las provisiones para  créditos  incobrables originados en operaciones del  giro  ordinario  del 
negocio,  efectuadas  en  cada  ejercicio  impositivo  a  razón  del  1%  anual  sobre  los  créditos 
comerciales concedidos en dicho ejercicio y que se encuentren pendientes de recaudación al 
cierre del mismo, sin que la provisión acumulada pueda exceder del 10% de la cartera total.

 Las provisiones voluntarias así como las realizadas en acatamiento a leyes orgánicas, especiales 
o disposiciones de los órganos de control no serán deducibles para efectos tributarios en la parte  
que excedan de los límites antes establecidos.
 La eliminación definitiva de los créditos incobrables se realizará con cargo a esta provisión y a los 
resultados del ejercicio, en la parte no cubierta por la provisión, cuando se haya cumplido una de 
las siguientes condiciones:
- Haber constado como tales, durante cinco años o más en la contabilidad;
- Haber transcurrido más de cinco años desde la fecha de vencimiento original del crédito;
- Haber prescrito la acción para el cobro del crédito;
- En caso de quiebra o insolvencia del deudor;
-  Si  el  deudor es una sociedad,  cuando ésta  haya sido liquidada o cancelado su permiso de 



operación.
 No se reconoce el carácter de créditos incobrables a los créditos concedidos por la sociedad al 
socio, a su cónyuge o a sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de  
afinidad ni los otorgados a sociedades relacionadas. En el caso de recuperación de los créditos, a  
que se refiere este artículo, el ingreso obtenido por este concepto deberá ser contabilizado, caso 
contrario se considerará defraudación.
 El monto de las provisiones requeridas para cubrir riesgos de incobrabilidad o pérdida del valor de  
los activos de riesgo de las instituciones del sistema financiero, que se hagan con cargo al estado 
de  pérdidas  y  ganancias  de  dichas  instituciones,  serán  deducibles  de  la  base  imponible 
correspondiente al ejercicio corriente en que se constituyan las mencionadas provisiones. / Las 
provisiones serán deducibles hasta por el monto que la Junta Bancaria, para el Sector Financiero o 
la Junta de Regulación del Sector Financiero Popular y Solidario, para el Sector Financiero Popular 
y Solidario, lo establezca. (Disposición reformatoria Segunda: LOEPS).
 Si  la  Junta  Bancaria  estableciera  que  las  provisiones  han  sido  excesivas,  podrá  ordenar  la 
reversión del excedente; este excedente no será deducible. (Disposición reformatoria Segunda: 
LOEPS).
 Para fines de la liquidación y determinación del  impuesto a la renta, no serán deducibles las 
provisiones realizadas por los créditos que excedan los porcentajes determinados en el artículo 72 
de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero así como por los créditos vinculados 
concedidos por  instituciones del  sistema financiero a  favor  de terceros relacionados,  directa  o 
indirectamente, con la propiedad o administración de las mismas; y en general,  tampoco serán 
deducibles las provisiones que se formen por créditos concedidos al margen de las disposiciones 
de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero;

12. El impuesto a la renta y los aportes personales al seguro social obligatorio o privado que asuma 
el empleador por cuenta de sujetos pasivos que laboren para él, bajo relación de dependencia, 
cuando su contratación se haya efectuado por el sistema de ingreso o salario neto;

13. La totalidad de las provisiones para atender el pago de desahucio y de pensiones jubilares 
patronales,  actuarialmente  formuladas  por  empresas  especializadas  o  profesionales  en  la 
materia, siempre que, para las segundas, se refieran a personal que haya cumplido por lo 
menos diez años de trabajo en la misma empresa;

14.  Los  gastos  devengados  y  pendientes  de  pago  al  cierre  del  ejercicio,  exclusivamente 
identificados  con  el  giro  normal  del  negocio  y  que  estén  debidamente  respaldados  en 
contratos,  facturas  o  comprobantes  de  ventas  y  por  disposiciones  legales  de  aplicación 
obligatoria; y,

15.  Las  erogaciones  en  especie  o  servicios  a  favor  de  directivos,  funcionarios,  empleados  y 
trabajadores, siempre que se haya efectuado la respectiva retención en la fuente sobre la  
totalidad de estas erogaciones.  Estas erogaciones se valorarán sin exceder del  precio de 
mercado del bien o del servicio recibido.

16. Las personas naturales podrán deducir, hasta en el 50% del total de sus ingresos gravados sin 
que supere un valor equivalente a 1.3 veces la fracción básica desgravada de impuesto a la 
renta de personas naturales, sus gastos personales sin IVA e ICE, así como los de su cónyuge 
e  hijos  menores  de  edad  o  con  discapacidad,  que  no  perciban  ingresos  gravados  y  que 
dependan del contribuyente.

 Los gastos personales que se pueden deducir, corresponden a los realizados por concepto de: 
arriendo  o  pago  de  intereses  para  adquisición  de  vivienda,  educación,  salud,  y  otros  que 
establezca el reglamento. En el Reglamento se establecerá el tipo del gasto a deducir y su cuantía  
máxima, que se sustentará en los documentos referidos en el Reglamento de Comprobantes de 
Venta y Retención, en los que se encuentre debidamente identificado el contribuyente beneficiario 
de esta deducción.
 Los costos de educación superior también podrán deducirse ya sean gastos personales así como 
los de su cónyuge, hijos de cualquier edad u otras personas que dependan económicamente del 



contribuyente. 
 A efecto  de llevar  a  cabo la  deducción el  contribuyente deberá presentar  obligatoriamente la 
declaración del Impuesto a la Renta anual y el anexo de los gastos que deduzca, en la forma que 
establezca el Servicio de Rentas Internas.
 Los  originales  de  los  comprobantes  podrán  ser  revisados  por  la  Administración  Tributaria, 
debiendo mantenerlos el contribuyente por el lapso de seis años contados desde la fecha en la que 
presentó su declaración de impuesto a la renta.
 No serán aplicables estas deducciones en el caso de que los gastos hayan sido realizados por 
terceros o reembolsados de cualquier forma.
 Las  personas  naturales  que  realicen  actividades  empresariales,  industriales,  comerciales, 
agrícolas,  pecuarias,  forestales  o  similares,  artesanos,  agentes,  representantes  y  trabajadores 
autónomos  que  para  su  actividad  económica  tienen  costos,  demostrables  en  sus  cuentas  de 
ingresos y egresos y en su contabilidad, con arreglo al Reglamento, así como los profesionales,  
que también deben llevar sus cuentas de ingresos y egresos, podrán además deducir los costos 
que permitan la generación de sus ingresos, que están sometidos al numeral 1 de este artículo.
 Sin perjuicio de las disposiciones de este artículo, no serán deducibles los costos o gastos que se 
respalden en comprobantes de venta falsos, contratos inexistentes o realizados en general con 
personas o sociedades inexistentes, fantasmas o supuestas.

17. Para el cálculo del impuesto a la renta, durante el plazo de 5 años, las Medianas empresas,  
tendrán derecho a la deducción del 100% adicional de los gastos incurridos en los siguientes 
rubros:

1. Capacitación técnica dirigida a investigación, desarrollo e innovación tecnológica, que mejore 
la productividad, y que el beneficio no supere el 1% del valor de los gastos efectuados por  
conceptos de sueldos y salarios del año en que se aplique el beneficio;

2. Gastos en la mejora de la productividad a través de las siguientes actividades: asistencia 
técnica en desarrollo de productos mediante estudios y análisis de mercado y competitividad; 
asistencia tecnológica a través de contrataciones de servicios profesionales para diseño de 
procesos, productos, adaptación e implementación de procesos, de diseño de empaques, de 
desarrollo de software especializado y otros servicios de desarrollo empresarial que serán 
especificados en el Reglamento de esta ley, y que el beneficio no superen el 1% de las 
ventas; y,

3. Gastos de viaje, estadía y promoción comercial para el acceso a mercados internacionales, 
tales como ruedas de negocios, participación en ferias internacionales, entre otros costos o 
gastos de similar naturaleza, y que el beneficio no supere el 50% del valor total de los costos 
y gastos destinados a la promoción y publicidad.

 El reglamento a esta ley establecerá los parámetros técnicos y formales, que deberán cumplir los 
contribuyentes que puedan acogerse a este beneficio. (Art. 10, LORTI).

Gastos generales deducibles (Art. 28, RGALORTI).- Bajo las condiciones descritas en el artículo 
precedente y siempre que no hubieren sido aplicados al costo de producción, son deducibles los 
gastos previstos por la Ley de Régimen Tributario Interno, en los términos señalados en ella y en 
este reglamento, tales como:

1. Remuneraciones y beneficios sociales.
a) Las remuneraciones pagadas a los trabajadores en retribución a sus servicios, como sueldos 

y salarios, comisiones, bonificaciones legales, y demás remuneraciones complementarias, 
así como el valor de la alimentación que se les proporcione, pague o reembolse cuando así 
lo requiera su jornada de trabajo;

b) Los beneficios sociales pagados a los trabajadores o en beneficio de ellos, en concepto de 
vacaciones,  enfermedad,  educación,  capacitación,  servicios  médicos,  uniformes  y  otras 
prestaciones sociales establecidas en la ley, en contratos individuales o colectivos, actas 
transaccionales o sentencias ejecutoriadas;

c) Gastos relacionados con la contratación de seguros privados de vida, retiro o de asistencia 
médica privada, o atención médica pre - pagada a favor de los trabajadores;

d) Aportes patronales y fondos de reserva pagados a los Institutos de Seguridad Social, y los 



aportes individuales que haya asumido el empleador; estos gastos se deducirán sólo en el 
caso  de  que hayan sido  pagados hasta  la  fecha  de  presentación  de  la  declaración  del 
impuesto a la renta;

e)  Las  indemnizaciones  laborales  de  conformidad  con  lo  detallado  en  el  acta  de  finiquito 
debidamente legalizada o constancia  judicial  respectiva en la  parte  que no exceda a lo  
determinado por el Código del Trabajo, en los contratos colectivos de trabajo, Ley Orgánica 
de Servicio Civil  y Carrera Administrativa y de Homologación de las Remuneraciones del 
Sector Público, y demás normas aplicables.

 En  los casos en que los pagos,  a  los  trabajadores públicos  y  privados o a  los  servidores  y 
funcionarios  de  las  entidades  que  integran  el  sector  público  ecuatoriano,  por  concepto  de 
indemnizaciones  laborales  excedan  a  lo  determinado  por  el  Código  del  Trabajo  o  por  la  Ley 
Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Homologación de las Remuneraciones del  
Sector Público, según corresponda, se realizará la respectiva retención;

f) Las provisiones que se efectúen para atender el pago de desahucio y de pensiones jubilares 
patronales, de conformidad con el estudio actuarial pertinente, elaborado por sociedades o 
profesionales  debidamente  registrados  en la  Superintendencia  de  Compañías  o  Bancos, 
según  corresponda;  debiendo,  para  el  caso  de  las  provisiones  por  pensiones  jubilares 
patronales,  referirse a  los trabajadores  que hayan cumplido por  lo  menos diez años de 
trabajo en la misma empresa. En el cálculo de las provisiones anuales ineludiblemente se 
considerarán los elementos legales y técnicos pertinentes incluyendo la forma utilizada y los 
valores correspondientes. Las sociedades o profesionales que hayan efectuado el cálculo 
actuarial deberán remitirlo al Servicio de Rentas Internas en la forma y plazos que éste lo 
requiera;  estas provisiones serán realizadas de acuerdo a lo  dispuesto en la  legislación 
vigente para tal efecto;

g) Los valores o diferencias efectivamente pagados en el correspondiente ejercicio económico 
por  el  concepto  señalado  en  el  literal  precedente,  cuando  no  se  hubieren  efectuado 
provisiones para jubilación patronal o desahucio, o si las efectuadas fueren insuficientes. Las 
provisiones en exceso y las que no vayan a ser utilizadas por cualquier causa, deberán 
revertirse a resultados como otros ingresos gravables; 

h) Las provisiones efectuadas para cubrir el valor de indemnizaciones o compensaciones que 
deban ser pagadas a los trabajadores por terminación del negocio o de contratos a plazo fijo 
laborales específicos de ejecución de obras o prestación de servicios, de conformidad con lo 
previsto en el Código del Trabajo o en los contratos colectivos. Las provisiones no utilizadas 
deberán revertirse a resultados como otros ingresos gravables del ejercicio en el que fenece 
el negocio o el contrato; 

i) Los gastos de viaje, hospedaje y alimentación realizados por los empleados y trabajadores del  
sector privado y de las empresas del sector público sujetas al pago del impuesto a la renta,  
que no hubieren recibido viáticos, por razones inherentes a su función y cargo.

 Estos gastos estarán respaldados por la liquidación que presentará el trabajador, funcionario o 
empleado,  acompañado  de  los  comprobantes  de  venta,  cuando proceda,  según la  legislación 
ecuatoriana, y otros documentos de los demás países en los que se incurra en este tipo de gastos. 
Dicha liquidación deberá incluir  como mínimo la siguiente información:  nombre del  funcionario, 
empleado  o  trabajador  que  viaja,  motivo  del  viaje,  período  del  viaje,  concepto  de  los  gastos 
realizados, número de documento con el que se respalda el gasto y valor.
 En caso de gastos incurridos dentro del país, los comprobantes de venta que los respalden deben 
cumplir  con  los  requisitos  establecidos  en  el  Reglamento  de  Comprobantes  de  Venta  y  de 
Retención. 

j) Los costos de movilización del empleado o trabajador y su familia y traslado de menaje de 
casa, cuando el trabajador haya sido contratado para prestar servicios en un lugar distinto al 
de su residencia habitual, así como los gastos de retorno del trabajador y su familia a su 
lugar de origen y los de movilización del menaje de casa; 

k) Las provisiones para atender el pago de fondos de reserva, vacaciones, decimotercera y 
decimocuarta remuneración de los empleados o trabajadores, siempre y cuando estén en los 
límites que la normativa laboral lo permite; y,

l)  Los gastos correspondientes a agasajos para trabajadores.  Serán también deducibles las 
bonificaciones, subsidios voluntarios y otros emolumentos pagados a los trabajadores a título 



individual,  siempre  que  el  empleador  haya  efectuado  la  retención  en  la  fuente  que 
corresponda.

2. Servicios. 
Los costos de servicios prestados por terceros que sean utilizados con el propósito de obtener, 
mantener  y  mejorar  los  ingresos  gravados  y  no  exentos,  como  honorarios,  comisiones, 
comunicaciones, energía eléctrica, agua, aseo, vigilancia y arrendamientos.

3. Créditos incobrables. 
Serán deducibles  las provisiones  para  créditos  incobrables  originados en  operaciones del  giro 
ordinario del negocio, efectuadas en cada ejercicio impositivo, en los términos señalados por la Ley 
de Régimen Tributario Interno.
 También serán deducibles las provisiones para cubrir riesgos de incobrabilidad que efectúan las 
instituciones del sistema financiero de acuerdo con las resoluciones que la Junta Bancaria emita al  
respecto.
 No serán  deducibles  las provisiones  realizadas por  los créditos  que excedan los  porcentajes 
determinados en el Art. 72 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero así como por  
los créditos concedidos a favor de terceros relacionados, directa o indirectamente con la propiedad 
o administración de las mismas; y en general, tampoco serán deducibles las provisiones que se 
formen por créditos concedidos al margen de las disposiciones de la Ley General de Instituciones  
del Sistema Financiero.
 Los créditos incobrables que cumplan con una de las condiciones previstas en la indicada ley 
serán eliminados con cargos a  esta  provisión y,  en la  parte  que la  excedan,  con cargo a los  
resultados del ejercicio en curso.
 No se entenderán créditos incobrables sujetos a las indicadas limitaciones y condiciones previstas 
en  la  Ley  de  Régimen  Tributario  Interno,  los  ajustes  efectuados  a  cuentas  por  cobrar,  como 
consecuencia  de  transacciones,  actos  administrativos  firmes  o  ejecutoriados  y  sentencias 
ejecutoriadas que disminuyan el valor inicialmente registrado como cuenta por cobrar. Este tipo de 
ajustes se aplicará a los resultados del ejercicio en que tenga lugar la transacción o en que se haya  
ejecutoriado la resolución o sentencia respectiva.
 Los auditores externos en los dictámenes que emitan y como parte de las responsabilidades 
atribuidas  a  ellos  en  la  Ley  de  Régimen  Tributario  Interno,  deberán  indicar  expresamente  la 
razonabilidad  de  las  provisiones  para  créditos  incobrables  y  del  movimiento  de  las  cuentas 
pertinentes.

4. Suministros y materiales.
Los materiales y suministros utilizados o consumidos en la actividad económica del contribuyente, 
como:  útiles  de  escritorio,  impresos,  papelería,  libros,  catálogos,  repuestos,  accesorios, 
herramientas pequeñas, combustibles y lubricantes.

5. Reparaciones y mantenimiento.
Los costos y gastos pagados en concepto de reparación y mantenimiento de edificios, muebles,  
equipos, vehículos e instalaciones que integren los activos del negocio y se utilicen exclusivamente 
para su operación, excepto aquellos que signifiquen rehabilitación o mejora.

6. Depreciaciones de activos fijos. 
a) La depreciación de los activos fijos se realizará de acuerdo a la naturaleza de los bienes, a la  

duración de su vida útil  y la técnica contable. Para que este gasto sea deducible, no podrá  
superar los siguientes porcentajes: 
(I) Inmuebles (excepto terrenos), naves, aeronaves, barcazas y similares 5% anual. 
(II) Instalaciones, maquinarias, equipos y muebles 10% anual. 
(III) Vehículos, equipos de transporte y equipo caminero móvil 20% anual. 
(IV) Equipos de cómputo y software 33% anual. 

 En caso de que los porcentajes establecidos como máximos en este Reglamento sean superiores 
a los calculados de acuerdo a la naturaleza de los bienes, a la duración de su vida útil o la técnica  
contable, se aplicarán estos últimos. 



b) Cuando el contribuyente haya adquirido repuestos destinados exclusivamente al mantenimiento 
de un activo fijo podrá, a su criterio, cargar directamente al gasto el valor de cada repuesto 
utilizado o depreciar todos los repuestos adquiridos, al margen de su utilización efectiva, en 
función a la vida útil restante del activo fijo para el cual están destinados, pero nunca en menos 
de cinco años. Si el contribuyente vendiere tales repuestos, se registrará como ingreso gravable 
el valor de la venta y, como costo, el valor que faltare por depreciar.  Una vez adoptado un 
sistema, el contribuyente solo podrá cambiarlo con la autorización previa del respectivo Director 
Regional del Servicio de Rentas Internas;

c)  En  casos  de  obsolescencia,  utilización  intensiva,  deterioro  acelerado  u  otras  razones 
debidamente justificadas, el respectivo Director Regional del Servicio de Rentas Internas podrá 
autorizar depreciaciones en porcentajes anuales mayores a los indicados, los que serán fijados 
en la resolución que dictará para el efecto. Para ello, tendrá en cuenta las Normas Ecuatorianas 
de  Contabilidad  y  los  parámetros  técnicos  de  cada  industria  y  del  respectivo  bien.  Podrá 
considerarse la depreciación acelerada exclusivamente en el caso de bienes nuevos, y con una 
vida  útil  de  al  menos cinco  años,  por  tanto,  no procederá  para  el  caso  de  bienes  usados 
adquiridos  por  el  contribuyente.  Tampoco  procederá  depreciación  acelerada  en  el  caso  de 
bienes que hayan ingresado al país bajo regímenes suspensivos de tributos, ni en aquellos 
activos utilizados por las empresas de construcción que apliquen para efectos de sus registros 
contables y declaración del  impuesto el  sistema de "obra terminada",  previsto en la Ley de 
Régimen Tributario Interno.

 Mediante este régimen, la depreciación no podrá exceder del doble de los porcentajes señalados 
en letra a);
d)  Cuando  se  compre  un  bien  que  haya  estado  en  uso,  el  adquirente  puede  calcular 

razonablemente el resto de vida útil probable para depreciar el costo de adquisición. La vida útil 
así calculada, sumada a la transcurrida durante el uso de anteriores propietarios, no puede ser 
inferior a la contemplada para bienes nuevos; 

e)  Cuando  el  capital  suscrito  en  una  sociedad  sea  pagado  en  especie,  los  bienes  aportados 
deberán ser valorados según los términos establecidos en la Ley de Compañías o la Ley de 
Instituciones del Sistema Financiero. El aportante y quienes figuren como socios o accionistas 
de la sociedad al momento en que se realice dicho aporte,  así como los indicados peritos, 
responderán por cualquier perjuicio que sufra el Fisco por una valoración que sobrepase el valor  
que tuvo el bien aportado en el mercado al momento de dicha aportación. Igual procedimiento 
se aplicará en el caso de fusiones o escisiones que impliquen la transferencia de bienes de una  
sociedad a otra: en estos casos, responderán los indicados peritos avaluadores y los socios o 
accionistas de las sociedades fusionadas, escindidas y resultantes de la escisión que hubieren 
aprobado los respectivos balances. Si la valoración fuese mayor que el valor residual en libros, 
ese mayor valor será registrado como ingreso gravable de la empresa de la cual se escinde; y 
será objeto de depreciación en la empresa resultante de la escisión. En el caso de fusión, el 
mayor valor no constituirá ingreso gravable pero tampoco será objeto de depreciación en la 
empresa resultante de la fusión;

f)  Cuando  un  contribuyente  haya  procedido  al  reavalúo  de  activos  fijos,  podrá  continuar 
depreciando únicamente el valor residual. Si se asigna un nuevo valor a activos completamente 
depreciados, no se podrá volverlos a depreciar. En el caso de venta de bienes reavaluados se 
considerará como ingreso gravable la diferencia entre el precio de venta y el valor residual sin  
considerar el reavalúo;

g) Los bienes ingresados al país bajo régimen de internación temporal, sean de propiedad y formen 
parte de los activos fijos del contribuyente y que no sean arrendados desde el exterior, están 
sometidos a las normas de los incisos precedentes y la depreciación será deducible, siempre 
que se haya efectuado el pago del impuesto al valor agregado que corresponda. Tratándose de 
bienes que hayan estado en uso, el contribuyente deberá calcular razonablemente el resto de 
vida útil probable para depreciarlo. La vida útil así calculada, sumada a la transcurrida durante el 
uso de anteriores propietarios,  no puede ser inferior a la contemplada para bienes nuevos. 
Cuando se constituya un fideicomiso de administración que tenga por objeto el arrendamiento 
de bienes que fueran parte del patrimonio autónomo la deducción será aplicable siempre que el 
constituyente y el arrendatario no sean la misma persona o partes relacionadas.



7. Amortización de inversiones.
a) La amortización de los gastos pagados por anticipado en concepto de derechos de llave, marcas 

de fábrica, nombres comerciales y otros similares, se efectuarán de acuerdo con los períodos 
establecidos en los respectivos contratos o los períodos de expiración de dichos gastos;

b) La amortización de los gastos pre - operacionales, de organización y constitución, de los costos 
y gastos acumulados en la investigación, experimentación y desarrollo de nuevos productos, 
sistemas y procedimientos; en la instalación y puesta en marcha de plantas industriales o sus 
ampliaciones, en la exploración y desarrollo de minas y canteras, en la siembra y desarrollo de 
bosques y otros sembríos permanentes. Estas amortizaciones se efectuarán en un período no 
menor de 5 años en porcentajes anuales iguales, a partir del primer año en que el contribuyente  
genere ingresos operacionales; una vez adoptado un sistema de amortización, el contribuyente 
sólo podrá cambiarlo con la autorización previa del respectivo Director Regional del Servicio de 
Rentas Internas; y,

c) Las inversiones relacionadas con la ejecución de contratos celebrados con el Estado o entidades 
del sector público, en virtud de los cuales el contratista se obliga a ejecutar una obra, financiarla 
y operarla por cierto lapso, vencido el cual la obra ejecutada revierte sin costo alguno para el  
Estado  o  a  la  entidad  del  sector  público  contratante.  Estas  inversiones  se  amortizarán  en 
porcentajes anuales iguales, a partir del primer año en que el contribuyente genere ingresos 
operacionales y por el lapso contractualmente estipulado para que el contratista opere la obra  
ejecutada.

 En el ejercicio impositivo en que se termine el negocio o concluya la actividad, se harán los ajustes  
pertinentes con el fin de amortizar la totalidad de la inversión relacionada con dicho negocio o 
actividad, aunque el contribuyente continúe operando otros negocios o actividades.

8. Pérdidas.
a) Son deducibles las pérdidas causadas en caso de destrucción,  daños,  desaparición y otros 

eventos que afecten económicamente a los bienes del contribuyente usados en la actividad 
generadora de la respectiva renta y que se deban a caso fortuito, fuerza mayor o delitos, en la 
parte en que no se hubiere cubierto por indemnización o seguros. El contribuyente conservará 
los respectivos documentos probatorios por un período no inferior a seis años;

b)  Las  pérdidas por  las bajas de inventarios  se justificarán  mediante  declaración  juramentada 
realizada ante un notario o juez, por el representante legal, bodeguero y contador, en la que se 
establecerá la destrucción o donación de los inventarios a una entidad pública o instituciones de 
carácter privado sin fines de lucro con estatutos aprobados por la autoridad competente. En el 
acto  de  donación  comparecerán,  conjuntamente  el  representante  legal  de  la  institución 
beneficiaria de la donación y el representante legal del donante o su delegado. Los notarios 
deberán entregar la información de estos actos al Servicio de Rentas Internas en los plazos y  
medios que éste disponga. 

 En el caso de desaparición de los inventarios por delito infringido por terceros, el contribuyente 
deberá adjuntar  al  acta,  la respectiva denuncia efectuada durante el  ejercicio  fiscal  en el  cual 
ocurre, a la autoridad competente y a la compañía aseguradora cuando fuere aplicable.
 La falsedad o adulteración de la documentación antes indicada constituirá delito de defraudación 
fiscal en los términos señalados por el Código Tributario.
 El Servicio de Rentas Internas podrá solicitar, en cualquier momento, la presentación de las actas,  
documentos y registros contables que respalden la baja de los inventarios;
c)  Las  pérdidas  declaradas  luego  de  la  conciliación  tributaria,  de  ejercicios  anteriores.  Su 

amortización se efectuará dentro de los cinco períodos impositivos siguientes a aquel en que se 
produjo la pérdida, siempre que tal amortización no sobrepase del 25% de la utilidad gravable 
realizada en el respectivo ejercicio. El saldo no amortizado dentro del indicado lapso, no podrá 
ser  deducido  en  los  ejercicios  económicos  posteriores.  En  el  caso  de  terminación  de 
actividades, antes de que concluya el período de cinco años, el saldo no amortizado de las 
pérdidas, será deducible en su totalidad en el ejercicio en el que se produzca la terminación de 
actividades; y, 

d)  No  serán  deducibles  las  pérdidas  generadas  por  la  transferencia  ocasional  de  inmuebles,  
acciones, participaciones o derechos en sociedades.



9. Tributos y aportaciones.
a) Los tributos que soporte la actividad generadora de los ingresos gravados, con excepción del 

propio impuesto a la renta, los intereses de mora y multas que deba cancelar el sujeto pasivo 
por el retraso en el pago de sus obligaciones tributarias y aquellos que se hayan integrado al  
costo  de  los  bienes  y  activos,  se  hayan  obtenido  por  ellos  crédito  tributario  o  se  hayan 
trasladado a otros contribuyentes. Sin embargo, será deducible el impuesto a la renta pagado 
por el contribuyente por cuenta de sus funcionarios, empleados o trabajadores, cuando ellos 
hayan sido contratados bajo el sistema de ingresos netos y siempre que el empleador haya 
efectuado la retención en la fuente y el pago correspondiente al SRI; 

b) Contribuciones pagadas a los organismos de control, excepto los intereses y multas; y, 
c)  Las  cuotas  y  las  erogaciones  que  se  paguen  a  las  Cámaras  de  la  Producción,  colegios 

profesionales, asociaciones gremiales y clasistas que se hallen legalmente constituidas; y,
d)  El  impuesto  pagado  a  las  tierras  rurales  multiplicado  por  cuatro,  que  será  deducible 

exclusivamente  de  los  ingresos  originados  por  la  producción  de  la  tierra  en  actividades 
agropecuarias y  hasta  por  el  monto del  ingreso gravado percibido por  esa actividad en el 
correspondiente ejercicio. 

10. Gastos de gestión. 
Los gastos de gestión, siempre que correspondan a gastos efectivos, debidamente documentados 
y  que se hubieren incurrido en  relación con el  giro  ordinario  del  negocio,  como atenciones a 
clientes, reuniones con empleados y con accionistas, hasta un máximo equivalente al 2% de los 
gastos generales realizados en el ejercicio en curso. 

11. Promoción y publicidad. 
Los gastos incurridos  para la  promoción y  publicidad de  bienes y  servicios  comercializados o 
prestados por el contribuyente o para la colocación en el mercado de bienes o servicios nuevos, 
caso en el cual el contribuyente podrá, si así lo prefiere, diferirlos o amortizarlos dentro de los tres 
años inmediatos posteriores a aquél en que se efectuaron.

12. Mermas.
Las mermas que ordinariamente se susciten en los procesos de producción, almacenamiento o 
transporte de productos susceptibles a reducirse en su cantidad o volumen, en los porcentajes que 
señale el Director General del Servicio de Rentas Internas, mediante resolución.

13. Fusión, escisión, disolución y liquidación.
Los gastos producidos en el proceso de fusión, escisión, disolución y liquidación de las personas 
jurídicas se registrarán en el ejercicio económico en que hayan sido incurridos y serán deducibles  
aunque no estén directamente relacionados con la generación de ingresos.
14. .../...

15. Gasto por arrendamiento mercantil.- 
Para los casos en los cuales el plazo del contrato sea inferior a la vida útil del bien arrendado, sólo  
serán deducibles las cuotas o cánones de arrendamiento, siempre y cuando el valor de la opción 
de compra sea igual o mayor al valor pendiente de depreciación del bien en función del tiempo que 
resta  de su  vida útil.  En caso de  que  la  opción  de compra  sea menor  al  valor  pendiente  de 
depreciación del bien correspondiente a su vida útil estimada, no será deducible el exceso de las 
cuotas que resulte de restar de éstas el valor de depreciación del bien en condiciones normales.
 Se entenderá como tiempo restante a la diferencia entre el tiempo de vida útil del bien conforme su 
naturaleza y el plazo del contrato de arrendamiento. Los tiempos de vida útil son:
(I) Inmuebles (excepto terrenos), naves, aeronaves, barcazas y similares 20 años. 
(II) Instalaciones, maquinarias, equipos y muebles 10 años. 
(III) Vehículos, equipos de transporte y equipo caminero móvil 5 años. 
(IV) Equipos de cómputo y software 3 años. (Art. 28, RGLORTI).

Otras deducciones.- Son también deducibles, siempre que estén vinculados directamente con la 
generación de los ingresos gravados, los siguientes rubros:



1. Los intereses de deudas contraídas con las instituciones del sistema financiero nacional, así  
como las comisiones y más gastos originados por la constitución, renovación o cancelación de 
dichas deudas. En este caso no hay lugar a retenciones en la fuente.

2. Los intereses y más costos financieros por deudas contraídas con sociedades no sujetas al  
control  de la  Superintendencia  de  Bancos y  con personas naturales,  siempre  que se haya 
efectuado la respectiva retención en la fuente por el Impuesto a la Renta.

3.  Los intereses de los créditos externos,  exclusivamente pagados por créditos de gobierno a 
gobierno  o  concedidos  por  organismos  multilaterales  tales  como  el  Banco  Mundial,  la 
Corporación  Andina  de  Fomento,  el  Banco  Interamericano  de  Desarrollo,  registrados  en  el 
Banco  Central  del  Ecuador,  siempre  que  no  excedan  de  las  tasas  de  interés  máximas 
referenciales fijadas por el Directorio del Banco Central del Ecuador a la fecha del registro del 
crédito o su novación. Si los intereses exceden de las tasas máximas fijadas por el Directorio  
del Banco Central del Ecuador, se deberá efectuar la retención en la fuente por el exceso para  
que dicho pago sea deducible. La falta de registro conforme las disposiciones emitidas por el 
Directorio del Banco Central del Ecuador, determinará que no se puedan deducir los costos 
financieros del crédito.

4. Los intereses y otros costos financieros relacionados con deudas contraídas para la adquisición 
de activos fijos se sumarán al valor del activo en la parte generada en la etapa preoperacional.

5. Los intereses y otros costos financieros relacionados con deudas contraídas para la exploración 
y  desarrollo  de  minas  y  canteras,  para  la  siembra  y  desarrollo  de  bosques,  plantaciones 
permanentes y otras actividades cuyo ciclo de producción sea mayor de tres años, causados o 
devengados  hasta  la  fecha  de  puesta  en  marcha,  explotación  efectiva  o  producción,  se 
registrarán como cargos diferidos y el valor acumulado se amortizará a razón del 20% anual.

 Sin embargo a opción del contribuyente, los intereses y costos financieros a los que se refiere el  
inciso anterior  podrán deducirse,  según las normas generales si  el  contribuyente tuviere  otros 
ingresos gravados contra los que pueda cargar este gasto.
6. Las pérdidas por venta de activos fijos, entendiéndose como pérdida la diferencia entre el valor 

no depreciado del bien y el precio de venta si éste fuere menor.
 No se aceptará la deducción de pérdidas en la venta de activos fijos, cuando la transacción tenga 
lugar entre contribuyentes relacionados o entre la sociedad y el socio o su cónyuge o sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o entre el sujeto pasivo y su 
cónyuge o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.
 Tampoco  son  deducibles  los  descuentos  concedidos  en  la  negociación  directa  de  valores 
cotizados en Bolsa, en la porción que sobrepasen las tasas de descuento vigentes en el mercado  
al momento de realizarse la respectiva negociación, sin perjuicio de los ajustes que se produzcan 
por efecto de la aplicación de los principios del sistema de precios de transferencia establecidos en 
la  ley,  este  reglamento  y  en las  resoluciones  que  el  Director  General  del  Servicio  de Rentas 
Internas expida sobre este particular.
7. Las instituciones que presten servicios de arrendamiento mercantil o leasing no podrán deducir 

la depreciación de los bienes dados en arrendamiento mercantil con opción de compra.
(Art. 29, RGLORTI).

Base Imponible

Conciliación tributaria  (Art. 46,  RGLORTI).- Para establecer la base imponible sobre la que se 
aplicará la tarifa del impuesto a la renta, las sociedades y las personas naturales obligadas a llevar 
contabilidad, procederán a realizar los ajustes pertinentes dentro de la conciliación tributaria y que 
fundamentalmente consistirán en que la utilidad o pérdida líquida del ejercicio será modificada con 
las siguientes operaciones: 
1. Se restará la participación laboral  en las utilidades de las empresas, que corresponda a los 

trabajadores de conformidad con lo previsto en el Código del Trabajo.
2. Se restará el valor total de ingresos exentos o no gravados;
3. Se sumarán los gastos no deducibles de conformidad con la Ley de Régimen Tributario Interno y 

este Reglamento, tanto aquellos efectuados en el país como en el exterior.
4.  Se sumará el  ajuste  a  los gastos incurridos para la  generación de ingresos exentos,  en la 

proporción prevista en este Reglamento.



5. Se sumará también el  porcentaje de participación laboral en las utilidades de las empresas  
atribuibles a los ingresos exentos; esto es, el 15% de tales ingresos.

6. Se restará la amortización de las pérdidas establecidas con la conciliación tributaria de años 
anteriores,  de conformidad con lo  previsto  en la  Ley de Régimen Tributario  Interno y  este 
Reglamento.

7. Se restará cualquier otra deducción establecida por ley a la que tenga derecho el contribuyente.
8. Se sumará, de haber lugar, el valor del ajuste practicado por la aplicación del principio de plena 

competencia conforme a la metodología de precios de transferencia, establecida en el presente 
Reglamento.

9. Se restará el incremento neto de empleos.- A efecto de lo establecido en la Ley de Régimen 
Tributario Interno se considerarán los siguientes conceptos:

Empleados nuevos: Empleados contratados directamente que no hayan estado en relación de 
dependencia  con  el  mismo  empleador,  con  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinidad y segundo de afinidad o con sus partes relacionadas, en los tres años anteriores y 
que hayan estado en relación de dependencia por seis meses consecutivos o más, dentro del 
respectivo ejercicio.

Incremento neto de empleos: Diferencia entre el número de empleados nuevos y el número de 
empleados que han salido de la empresa. 
 En ambos casos se refiere al período comprendido entre el primero de enero al 31 de diciembre  
del ejercicio fiscal anterior.

Valor  promedio  de  remuneraciones  y  beneficios  de  ley.- Es  igual  a  la  sumatoria  de  las 
remuneraciones y beneficios de ley sobre los que se aporte al Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social pagados a los empleados nuevos, dividido para el número de empleados nuevos. 

Gasto de nómina.- Remuneraciones y beneficios de ley percibidos por los trabajadores en un 
periodo dado.

Valor a deducir para el caso de empleos nuevos.- Es el resultado de multiplicar el incremento 
neto de empleos por el valor promedio de remuneraciones y beneficios de ley de los empleados 
que han sido contratados, siempre y cuando el valor total por concepto de gasto de nómina del  
ejercicio actual  menos el valor del  gasto de nómina del ejercicio anterior sea mayor que cero,  
producto del gasto de nómina por empleos nuevos; no se considerará para este cálculo los montos  
que correspondan a ajustes salariales de empleados que no sean nuevos. Este beneficio será 
aplicable únicamente por el primer ejercicio económico en que se produzcan.

10.  Se  restará  el  pago  a  trabajadores  discapacitados  o  que  tengan  cónyuge  o  hijos  con 
discapacidad.- El valor a deducir para el caso de pagos a trabajadores discapacitados o que 
tengan cónyuge o hijos con discapacidad, corresponde al resultado de multiplicar el valor de las 
remuneraciones y beneficios sociales de estos trabajadores sobre los que se aporte al Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social por el 150%. Este beneficio será aplicable para el caso de 
trabajadores discapacitados existentes y nuevos, durante el tiempo que dure la relación laboral. 

 En el caso de trabajadores nuevos y que sean discapacitados o tengan cónyuge o hijos con 
discapacidad, el empleador podrá hacer uso únicamente del beneficio establecido en el párrafo 
precedente.

11. Los gastos personales en el caso de personas naturales.
 El resultado que se obtenga luego de las operaciones antes mencionadas constituye la utilidad 
gravable.
 Si la sociedad hubiere decidido reinvertir parte de estas utilidades, deberá señalar este hecho, en 
el respectivo formulario de la declaración para efectos de la aplicación de la correspondiente tarifa.  
(Art. 46, RGLORTI).

Base imponible.- En general, la base imponible está constituida por la totalidad de los ingresos 



ordinarios  y  extraordinarios  gravados  con  el  impuesto,  menos  las  devoluciones,  descuentos, 
costos, gastos y deducciones, imputables a tales ingresos. (Art. 16, LORTI).

Base imponible.- Como norma general, la base imponible está constituida por la totalidad de los 
ingresos ordinarios y extraordinarios gravados con impuesto a la renta, menos las devoluciones, 
descuentos, costos, gastos y deducciones imputables a dichos ingresos. No serán deducibles los 
gastos y costos directamente relacionados con la generación de ingresos exentos.
 Cuando el contribuyente no haya diferenciado en su contabilidad los costos y gastos directamente 
atribuibles a la generación de ingresos exentos, considerará como tales, un porcentaje del total de 
costos y gastos igual  a  la  proporción correspondiente entre  los ingresos exentos y el  total  de 
ingresos.
 Para efectos de la determinación de la base imponible es deducible la participación laboral en las  
utilidades de la empresa reconocida a sus trabajadores, de acuerdo con lo previsto en el Código 
del Trabajo.
 Serán considerados para el cálculo de la base imponible los ajustes que se produzcan por efecto 
de la aplicación de los principios del sistema de precios de transferencia establecido en la ley, este  
Reglamento y en las resoluciones que se dicten para el efecto. (Art. 47, RGLORTI).

Determinación del Impuesto

Tarifa del impuesto a la renta para sociedades.- Las sociedades constituidas en el Ecuador, así 
como las sucursales de sociedades extranjeras domiciliadas en el  país  y  los establecimientos 
permanentes de sociedades extranjeras no domiciliadas, que obtengan ingresos gravables, estarán 
sujetas a la tarifa impositiva del veinte y dos por ciento (22%) sobre su base imponible.
 Las sociedades que reinviertan sus utilidades en el país podrán obtener una reducción de 10 
puntos porcentuales de la tarifa del Impuesto a la Renta sobre el monto reinvertido en activos 
productivos,  siempre  y  cuando lo  destinen  a la  adquisición  de  maquinarias  nuevas o  equipos 
nuevos, activos para riego, material vegetativo, plántulas y todo insumo vegetal para producción 
agrícola, forestal, ganadera y de floricultura, que se utilicen para su actividad productiva, así como 
para  la  adquisición  de  bienes  relacionados  con  investigación  y  tecnología  que  mejoren 
productividad, generen diversificación productiva e incremento de empleo, para lo cual deberán 
efectuar el correspondiente aumento de capital y cumplir con los requisitos que se establecerán en 
el Reglamento a la presente Ley. En el caso de instituciones financieras privadas, cooperativas de 
ahorro y crédito y similares, también podrán obtener dicha reducción, siempre y cuando lo destinen 
al  otorgamiento  de  créditos  para  el  sector  productivo,  incluidos  los  pequeños  y  medianos 
productores, en las condiciones que lo establezca el reglamento, y efectúen el correspondiente 
aumento de capital.  El aumento de capital  se perfeccionará con la inscripción en el  respectivo 
Registro Mercantil hasta el 31 de diciembre del ejercicio impositivo posterior a aquel en que se 
generaron las utilidades materia de la reinversión, y en el caso de las cooperativas de ahorro y  
crédito y similares se perfeccionará de conformidad con las normas pertinentes.
 En casos excepcionales y debidamente justificados mediante informe técnico del Consejo de la 
Producción  y  de  la  Política  Económica,  el  Presidente  de  la  República  del  Ecuador  mediante 
Decreto  Ejecutivo  podrá  establecer  otros  activos  productivos  sobre  los  que  se  reinvierta  las 
utilidades y por tanto obtener el descuento de los 10 puntos porcentuales. La definición de activos 
productivos deberá constar en el Reglamento a la presente Ley.
 Las empresas de exploración y explotación de hidrocarburos estarán sujetas al impuesto mínimo 
establecido  para  sociedades  sobre  su  base  imponible  en  los  términos  del  inciso  primero  del 
presente artículo.
 Cuando una sociedad otorgue a sus socios, accionistas, partícipes o beneficiarios, préstamos de 
dinero, se considerará dividendos o beneficios anticipados por la sociedad y por consiguiente, ésta 
deberá efectuar la retención correspondiente a la tarifa prevista para sociedades sobre su monto. 
Tal  retención  será  declarada  y  pagada al  mes siguiente  de efectuada y  dentro  de  los  plazos 
previstos en el Reglamento, y constituirá crédito tributario para la empresa en su declaración de 
impuesto a la Renta.
 A todos los efectos previstos en la ley de Régimen Tributario, cuando se haga referencia a la tarifa  



general del Impuesto a la Renta de Sociedades, entiéndase a la misma en el porcentaje del 22%, 
en los términos previstos en el inciso primero del presente artículo. (Art. 37, LORTI).

DECLARACIÓN Y PAGO DEL IR

Plazos  para  la  declaración.-  Las  declaraciones  del  impuesto  a  la  renta  serán  presentadas 
anualmente, por los sujetos pasivos en los lugares y fechas determinados por el reglamento.
 En el caso de la terminación de las actividades antes de la finalización del ejercicio impositivo, el 
contribuyente presentará su declaración anticipada del impuesto a la renta. Una vez presentada 
esta declaración procederá el trámite para la cancelación de la inscripción en el Registro Único de 
Contribuyentes o en el registro de la suspensión de actividades económicas, según corresponda.  
Esta norma podrá aplicarse también para la persona natural que deba ausentarse del país por un 
período que exceda a la finalización del ejercicio fiscal. (Art. 40, LORTI).

Otras retenciones en la fuente.- Toda persona jurídica, pública o privada, las sociedades y las 
empresas o personas naturales obligadas a llevar contabilidad que paguen o acrediten en cuenta 
cualquier  otro tipo de ingresos que constituyan rentas gravadas para quien los reciba,  actuará 
como agente de retención del impuesto a la renta.
 El  Servicio  de Rentas Internas señalará periódicamente los porcentajes de retención,  que no 
podrán ser superiores al 10% del pago o crédito realizado.
 No  procederá  retención  en  la  fuente  en  los  pagos  realizados  ni  al  patrimonio  de  propósito  
exclusivo utilizados para desarrollar procesos de titularización, realizados al amparo de la Ley de 
Mercado de Valores.
 Los intereses y comisiones que se causen en las operaciones de crédito entre las instituciones del 
sistema financiero, están sujetos a la retención en la fuente del uno por ciento (1%). El banco que 
pague o acredite  los rendimientos financieros,  actuará como agente de retención y  depositará 
mensualmente los valores recaudados. (Art. 45, LORTI).

Obligaciones de los  agentes de  retención.-   La retención  en la  fuente deberá realizarse al 
momento del pago o crédito en cuenta, lo que suceda primero. Los agentes de retención están 
obligados a entregar el respectivo comprobante de retención, dentro del término no mayor de cinco 
días de recibido el comprobante de venta, a las personas a quienes deben efectuar la retención. En 
el caso de las retenciones por ingresos del trabajo en relación de dependencia, el comprobante de  
retención será entregado dentro del mes de enero de cada año en relación con las rentas del año 
precedente. Así mismo, están obligados a declarar y depositar mensualmente los valores retenidos 
en las entidades legalmente autorizadas para recaudar tributos, en las fechas y en la forma que  
determine el reglamento. (Art. 50, LORTI). 

Plazos para declarar y pagar.- La declaración anual del impuesto a la renta se presentará y se 
pagará el valor correspondiente en los siguientes plazos:
1. Para las sociedades, el plazo se inicia el 1 de febrero del año siguiente al que corresponda la 

declaración y vence en las siguientes fechas, según el noveno dígito del número del Registro 
Único de Contribuyentes (RUC) de la sociedad.

Si el noveno 
dígito es

Fecha de vencimiento 
(hasta el día)

1 10 de abril 

2 12 de abril 

3 14 de abril 

4 16 de abril 

5 18 de abril 

6 20 de abril 



7 22 de abril 

8 24 de abril 

9 26 de abril 

0 28 de abril

.../...
 Cuando una fecha de vencimiento coincida con días de descanso obligatorio o feriados, aquella se 
trasladará al siguiente día hábil.
 Si  el  sujeto  pasivo  presentare  su  declaración  luego  de  haber  vencido  el  plazo  mencionado 
anteriormente,  a más del impuesto respectivo,  deberá pagar los correspondientes  intereses y  
multas que serán liquidados en la  misma declaración,  de conformidad con lo que disponen el 
Código Tributario y la Ley de Régimen Tributario Interno.
 Las mismas sanciones y recargos se aplicarán en los casos de declaración y pago tardío de 
anticipos  y  retenciones  en  la  fuente,  sin  perjuicio  de  otras  sanciones  previstas  en  el  Código 
Tributario y en la Ley de Régimen Tributario Interno. 
 Cuando  el  sujeto  pasivo  presente  una  declaración  en  su  totalidad  con  valores  en  cero  y 
posteriormente la sustituya registrando valores que demuestren efectivamente el hecho generador, 
la base imponible y la cuantía del tributo, deberá, en esta última, calcular la multa correspondiente 
de conformidad con la Ley de Régimen Tributario Interno, sin perjuicio de las demás sanciones a 
que  hubiere  lugar.  Su  declaración  sin  valores  se  considerará  como  no  presentada.  (Art.  72, 
RGLORTI).

Cobro de multas.- Los sujetos pasivos que, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, no 
presenten las declaraciones tributarias a que están obligados, serán sancionados sin necesidad de 
resolución administrativa con una multa equivalente al 3% por cada mes o fracción de mes de 
retraso en la presentación de la declaración, la cual se calculará sobre el impuesto causado según 
la respectiva declaración, multa que no excederá del 100% de dicho impuesto.
 Para el caso de la declaración del impuesto al valor agregado, la multa se calculará sobre el valor  
a pagar después de deducir el valor del crédito tributario de que trata la ley, y no sobre el impuesto 
causado por las ventas, antes de la deducción citada.
 Cuando en la declaración no se determine Impuesto al Valor Agregado o Impuesto a la renta a 
cargo del sujeto pasivo, la sanción por cada mes o fracción de mes de retraso será equivalente al 
0.1% de las ventas o de los ingresos brutos percibidos por el declarante en el período al cual se  
refiere  la  declaración,  sin  exceder  el  5% de dichas ventas o  ingresos.  Estas sanciones serán 
determinadas, liquidadas y pagadas por el declarante, sin necesidad de resolución administrativa 
previa.
 Si el sujeto pasivo no cumpliere con su obligación de determinar, liquidar y pagar las multas en 
referencia, el Servicio de Rentas Internas las cobrará aumentadas en un 20%.
 Las  sanciones  antes  establecidas  se  aplicarán  sin  perjuicio  de  los  intereses  que  origine  el 
incumplimiento  y,  en  caso  de  concurrencia  de  infracciones,  se  aplicarán  las  sanciones  que 
procedan según lo previsto por el Libro Cuarto del Código Tributario.
 Para  el  cómputo  de  esta  multa  no  se  tomarán  en  cuenta  limitaciones  establecidas  en  otras 
normas. (Art. 100, LORTI).

CAPÍTULO IV
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA)

Transferencias de bienes y servicios 

Objeto del impuesto.- Se establece el Impuesto al Valor Agregado (IVA), que grava al valor de la 
transferencia de dominio o a la importación de bienes muebles de naturaleza corporal, en todas 
sus  etapas de  comercialización,  así  como a  los  derechos  de  autor,  de  propiedad  industrial  y 
derechos conexos; y al valor de los servicios prestados, en la forma y en las condiciones que prevé 
esta Ley. (Art. 52, LORTI).



Concepto de transferencia.- Para efectos de este impuesto, se considera transferencia:
1.  Todo  acto  o  contrato  realizado  por  personas naturales  o  sociedades  que  tenga  por  objeto 

transferir el dominio de bienes muebles de naturaleza corporal, así como los derechos de autor, 
de propiedad industrial y derechos conexos, aún cuando la transferencia se efectúe a título 
gratuito, independientemente de la designación que se dé a los contratos o negociaciones que 
originen dicha transferencia y de las condiciones que pacten las partes.

2. La venta de bienes muebles de naturaleza corporal que hayan sido recibidos en consignación y  
el arrendamiento de éstos con opción de compraventa, incluido el arrendamiento mercantil, 
bajo todas sus modalidades; y,

3. El uso o consumo personal, por parte del sujeto pasivo del impuesto, de los bienes muebles de 
naturaleza corporal que sean objeto de su producción o venta. (Art. 53, LORTI).

Impuesto al valor agregado sobre los servicios.- El impuesto al valor agregado IVA, grava a 
todos  los  servicios,  entendiéndose  como tales  a  los  prestados por  el  Estado,  entes  públicos, 
sociedades, o personas naturales sin relación laboral, a favor de un tercero, sin importar que en la 
misma predomine el factor material o intelectual, a cambio de una tasa, un precio pagadero en 
dinero, especie, otros servicios o cualquier otra contraprestación.
 Se encuentran gravados con tarifa cero los siguientes servicios:
1. Los  de  transporte  nacional  terrestre  y  acuático  de  pasajeros  y  carga,  así  como  los  de 

transporte internacional de carga y el transporte de carga nacional aéreo desde, hacia y en la 
provincia de Galápagos. Incluye también el transporte de petróleo crudo y de gas natural por  
oleoductos y gasoductos;

2.  Los  de  salud,  incluyendo  los  de  medicina  prepagada  y  los  servicios  de  fabricación  de 
medicamentos;

3. Los de alquiler o arrendamiento de inmuebles destinados, exclusivamente, para vivienda, en las 
condiciones que se establezca en el reglamento;

4. Los servicios públicos de energía eléctrica, agua potable, alcantarillado y los de recolección de 
basura;

5. Los de educación en todos los niveles;
6. Los de guarderías infantiles y de hogares de ancianos;
7. Los religiosos;
8. Los de impresión de libros;
9. Los funerarios;
10. Los administrativos prestados por el Estado y las entidades del sector público por lo que se  

deba  pagar  un  precio  o  una  tasa  tales  como  los  servicios  que  presta  el  Registro  Civil, 
otorgamiento de licencias, registros, permisos y otros;

11. Los espectáculos públicos;
12. Los financieros y bursátiles prestados por las entidades legalmente autorizadas para prestar los 

mismos;
13. (Derogado);
14. Los que se exporten. Para considerar una operación como exportación de servicios deberán 

cumplirse las siguientes condiciones:
a) Que el exportador esté domiciliado o sea residente en el país;
b) Que el usuario o beneficiario del servicio no esté domiciliado o no sea residente en el país;
c)  Que  el  uso,  aprovechamiento  o  explotación  de  los  servicios  por  parte  del  usuario  o 

beneficiario tenga lugar íntegramente en el extranjero, aunque la prestación del servicio se 
realice en el país; y,

d) Que el pago efectuado como contraprestación de tal servicio no sea cargado como costo o 
gasto por parte de sociedades o personas naturales que desarrollen actividades o negocios 
en el Ecuador;

15. Los paquetes de turismo receptivo, facturados dentro o fuera del país, a personas naturales o 
sociedades no residentes en el Ecuador.

16. El peaje y pontazgo que se cobra por la utilización de las carreteras y puentes;
17. Los sistemas de lotería de la Junta de Beneficencia de Guayaquil y Fe y Alegría;
18. Los de aero fumigación;



19. Los prestados personalmente por los artesanos calificados por la Junta Nacional de Defensa 
del  Artesano.  También  tendrán  tarifa  cero  de  IVA los  servicios  que  presten  sus  talleres  y 
operarios y bienes producidos y comercializados por ellos.

20.  Los  de  refrigeración,  enfriamiento  y  congelamiento  para  conservar  los  bienes  alimenticios 
mencionados en el numeral 1 del artículo 55 de esta Ley, y en general todos los productos 
perecibles,  que se  exporten  así  como los de faenamiento,  cortado,  pilado,  trituración y,  la 
extracción por medios mecánicos o químicos para elaborar aceites comestibles.

21.(Derogado).
22.  Los  seguros  y  reaseguros  de  salud  y  vida  individuales,  en  grupo,  asistencia  médica  y 

accidentes personales, así como los obligatorios por accidentes de transito terrestres; y,
23. Los prestados por clubes sociales, gremios profesionales, cámaras de la producción, sindicatos 

y similares, que cobren a sus miembros cánones, alícuotas o cuotas que no excedan de 1.500 
dólares en el  año. Los servicios que se presten a cambio de cánones, alícuotas, cuotas o 
similares superiores a 1.500 dólares en el año estarán gravados con IVA tarifa 12%. (Art. 56, 
LORTI).

Alcance del impuesto.- Sin perjuicio del alcance general establecido en la ley, en cuanto al hecho 
generador del Impuesto al Valor Agregado se deberá considerar: 
1.  El  Impuesto  al  Valor  Agregado  grava  las  transferencias  de  dominio  de  bienes  muebles 

corporales,  en todas sus etapas de comercialización,  sean éstas a título oneroso o a título 
gratuito, realizadas en el Ecuador por parte de personas naturales y sociedades. Así mismo 
grava la importación de bienes muebles corporales.

2.  Se  considerarán  también  como  transferencias  los  retiros  de  bienes  corporales  muebles 
efectuados por  un  vendedor  o  por  el  dueño,  socios,  accionistas,  directores,  funcionarios  o 
empleados de la sociedad, para uso o consumo personal, ya sean de su propia producción o 
comprados para la reventa o para la prestación de servicios, cualquiera que sea la naturaleza 
jurídica de la sociedad. Para estos efectos, se considerarán retirados para su uso o consumo 
propio todos los bienes que faltaren en los inventarios del vendedor o prestador del servicio y 
cuya salida no pudiere justificarse con documentación fehaciente, salvo en los casos de pérdida 
o destrucción, debidamente comprobados. 

 También se entenderá como autoconsumo, el uso de bienes del inventario propio, para destinarlos 
como activos fijos. La base imponible será el precio de comercialización.
 Igualmente serán considerados como transferencias los retiros de bienes corporales muebles 
destinados a rifas y  sorteos,  aun a título gratuito,  sean o no de su giro,  efectuados con fines 
promocionales o de propaganda por los contribuyentes de este impuesto. 
 Lo establecido en el inciso anterior será aplicable, del mismo modo, a toda entrega o distribución 
gratuita de bienes corporales muebles que los vendedores efectúen con iguales fines. 
3. El impuesto grava, así mismo, cualquier forma de cesión de derechos o licencia de uso, a título  

oneroso o gratuito,  realizada en el  país, por parte de personas naturales y sociedades,  de 
derechos  de  propiedad  intelectual,  mismos  que  comprenden:  a)  Los  derechos  de  autor  y 
derechos conexos; b) La propiedad industrial, que a su vez abarca las invenciones; dibujos y 
modelos industriales; esquemas de trazados de circuitos integrados; información no divulgada 
y secretos comerciales e industriales; marcas de fabricación, de comercio, de servicios y lemas 
comerciales;  apariencias  distintivas  de  negocios  y  establecimientos  de  comercio;  nombres 
comerciales; indicaciones geográficas; y, cualquier otra creación intelectual que se destine a un 
uso agrícola, industrial o comercial; c) Las obtenciones vegetales.

 De igual manera,  el impuesto grava la cesión de derechos o licencia de uso de derechos de 
propiedad intelectual, realizadas por parte de titulares residentes o domiciliados en el exterior a 
favor de personas naturales residentes en el Ecuador o sociedades domiciliadas en el Ecuador.
4. El impuesto grava también a la prestación de servicios en el Ecuador por parte de personas 

naturales o sociedades. 
 Para efectos de este impuesto se entiende por prestación de servicios a toda actividad, labor o  
trabajo prestado por el Estado, sociedades o personas naturales, sin relación laboral a favor de un 
tercero que se concreta en una obligación de hacer, sin importar que en la misma predomine el 
factor material o intelectual a cambio de un precio, en dinero, especie, otros servicios o cualquier 
otra  contraprestación,  independientemente  de  su  denominación  o  forma  de  remuneración.  Se 



incluye dentro de esta definición, al arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquier otra 
forma de cesión del uso o goce temporal de bienes corporales muebles, inmuebles amoblados, 
inmuebles con instalaciones o maquinarias que permitan el ejercicio de alguna actividad comercial 
o industrial y de todo tipo de establecimientos de comercio. 
 Este impuesto grava también la importación de servicios conforme lo dispuesto en la Ley de 
Régimen Tributario Interno. (Art. 140, RGLORTI). 

Transferencias que no son objeto del impuesto.- No se causará el IVA en los siguientes casos:
1. Aportes en especie a sociedades;
2. Adjudicaciones  por  herencia  o  por  liquidación  de  sociedades,  inclusive  de  la  sociedad 

conyugal;
3. Ventas de negocios en las que se transfiera el activo y el pasivo;
4. Fusiones, escisiones y transformaciones de sociedades;
5.  Donaciones a entidades y  organismos del  sector  público,  inclusive empresas públicas;  y,  a 

instituciones de carácter  privado sin  fines de lucro legalmente constituidas,  definidas como 
tales en el Reglamento;

6. Cesión de acciones, participaciones sociales y demás títulos valores.
7. Las cuotas o aportes que realicen los condóminos para el mantenimiento de los condominios 

dentro del régimen de propiedad horizontal,  así como las cuotas para el financiamiento de 
gastos comunes en urbanizaciones. (Art. 54, LORTI).

TARIFAS DEL IVA

Tarifa.- La tarifa del impuesto al valor agregado es del 12%. (Art. 65, LORTI).

Transferencias  e  importaciones  con  tarifa  cero.- Tendrán  tarifa  cero  las  transferencias  e 
importaciones de los siguientes bienes:
1. Productos alimenticios de origen agrícola, avícola, pecuario, apícola, cunícola, bioacuáticos, 

forestales, carnes en estado natural y embutidos; y de la pesca que se mantengan en estado 
natural, es decir, aquellos que no hayan sido objeto de elaboración, proceso o tratamiento que 
implique modificación de su naturaleza. La sola refrigeración, enfriamiento o congelamiento 
para conservarlos, el pilado, el desmote, la trituración, la extracción por medios mecánicos o 
químicos para la elaboración del aceite comestible, el faenamiento, el cortado y el empaque no 
se considerarán procesamiento;

2. Leches en estado natural, pasteurizada, homogeneizada o en polvo de producción nacional, 
quesos y yogures. Leches maternizadas, proteicos infantiles;

3.  Pan,  azúcar,  panela,  sal,  manteca,  margarina,  avena, maicena,  fideos,  harinas de consumo 
humano,  enlatados  nacionales  de  atún,  macarela,  sardina  y  trucha,  aceites  comestibles, 
excepto el de oliva;

4.  Semillas  certificadas,  bulbos,  plantas,  esquejes  y  raíces  vivas.  Harina  de  pescado  y  los 
alimentos  balanceados,  preparados  forrajeros  con  adición  de  melaza  o  azúcar,  y  otros 
preparados que se utilizan como comida de animales que se críen para alimentación humana. 
Fertilizantes, insecticidas, pesticidas, fungicidas, herbicidas, aceite agrícola utilizado contra la 
sigatoka negra, antiparasitarios y productos veterinarios así como la materia prima e insumos, 
importados o adquiridos en el mercado interno, para producirlas, de acuerdo con las listas que 
mediante Decreto establezca el Presidente de la República;

5. Tractores de llantas de hasta 200 hp incluyendo los tipo canguro y los que se utiliza en el cultivo 
del arroz; arados, rastras, surcadores y vertedores; cosechadoras, sembradoras, cortadoras de 
pasto,  bombas de  fumigación  portables,  aspersores  y  rociadores  para  equipos  de  riego  y 
demás elementos de uso agrícola, partes y piezas que se establezca por parte del Presidente 
de la República mediante Decreto;

6.  Medicamentos  y  drogas de  uso  humano,  de  acuerdo  con  las  listas  que  mediante  Decreto 
establecerá anualmente el Presidente de la República, así como la materia prima e insumos 
importados  o  adquiridos  en  el  mercado  interno  para  producirlas.  En  el  caso  de  que  por 
cualquier motivo no se realice las publicaciones antes establecidas, regirán las listas anteriores;

 Los  envases  y  etiquetas  importados  o  adquiridos  en  el  mercado  local  que  son  utilizados 



exclusivamente en la fabricación de medicamentos de uso humano o veterinario.
7. Papel bond, libros y material complementario que se comercializa conjuntamente con los libros;
8. Los que se exporten; y,
9. Los que introduzcan al país:

a)  Los  diplomáticos  extranjeros  y  funcionarios  de  organismos  internacionales,  regionales  y 
subregionales, en los casos que se encuentren liberados de derechos e impuestos;

b) Los pasajeros que ingresen al país, hasta el valor de la franquicia reconocida por la Ley 
Orgánica de Aduanas y su reglamento;

c)  En  los  casos  de  donaciones provenientes  del  exterior  que  se  efectúen  en  favor  de  las 
entidades  y  organismos  del  sector  público  y  empresas  públicas;  y  las  de  cooperación 
institucional con entidades y organismos del sector público y empresas públicas;

d) Los bienes que, con el carácter de admisión temporal o en tránsito, se introduzcan al país,  
mientras no sean objeto de nacionalización;

e) Los administradores y operadores de Zonas Especiales de Desarrollo Económico (ZEDE), 
siempre que los bienes importados sean destinados exclusivamente a la zona autorizada, o 
incorporados en alguno de los procesos de transformación productiva allí desarrollados.

10. (Derogado).
11. Energía Eléctrica; 
12. Lámparas fluorescentes; 
13. Aviones, avionetas y helicópteros destinados al transporte comercial de pasajeros, carga y 

servicios; y,
14. Vehículos híbridos.
15. Los artículos introducidos al país bajo el régimen de Tráfico Postal Internacional y Correos 

Rápidos, siempre que el valor en aduana del envío sea menor o igual al equivalente al 5% de  
la fracción básica desgravada del impuesto a la renta de personas naturales, que su peso no 
supere el máximo que establezca mediante decreto el Presidente de la República, y que se 
trate de mercancías para uso del destinatario y sin fines comerciales.

 En las adquisiciones locales e importaciones no serán aplicables las exenciones previstas en el 
Código Tributario,  ni  las previstas en otras leyes orgánicas,  generales o especiales.  (Art.  55.- 
LORTI).

Declaración y Pago del IVA

Declaración del impuesto.- Los sujetos pasivos del IVA declararán el impuesto de las operaciones 
que realicen mensualmente dentro del mes siguiente de realizadas, salvo de aquellas por las que 
hayan  concedido  plazo  de  un  mes  o  más  para  el  pago  en  cuyo  caso  podrán  presentar  la 
declaración en el mes subsiguiente de realizadas, en la forma y plazos que se establezcan en el  
reglamento.
 Los sujetos pasivos que exclusivamente transfieran bienes o presten servicios gravados con tarifa 
cero o no gravados, así como aquellos que estén sujetos a la retención total del IVA causado, 
presentarán  una declaración semestral  de dichas  transferencias,  a  menos que sea agente de 
retención de IVA. (Art. 67, LORTI).

Declaración del impuesto.- Los sujetos pasivos del Impuesto al Valor Agregado que efectúen 
transferencias  de  bienes  o  presten  servicios  gravados  con  tarifa  12%  del  Impuesto  al  Valor 
Agregado, y aquellos que realicen compras o pagos por las que deban efectuar la retención en la 
fuente del Impuesto al Valor Agregado, están obligados a presentar una declaración mensual de las 
operaciones gravadas con este tributo, realizadas en el mes inmediato anterior y a liquidar y pagar  
el  Impuesto al  Valor  Agregado causado,  en la  forma y dentro  de los  plazos  que establece  el 
presente reglamento.
 Quienes transfieran bienes o presten servicios gravados únicamente con tarifa  0%, así  como 
aquellos  que  estén  sujetos  a  la  retención  total  del  IVA causado,  presentarán  declaraciones 
semestrales;  sin  embargo,  si  tales  sujetos  pasivos  deben  actuar  también  como  agentes  de 
retención del IVA, obligatoriamente sus declaraciones serán mensuales.
 Las obligaciones mencionadas en este artículo, deberán ser cumplidas aunque en uno o varios  
períodos  no  se  hayan  registrado  ventas  de  bienes  o  prestaciones  de  servicios,  no  se  hayan 



producido adquisiciones o no se hayan efectuado retenciones por el Impuesto al Valor Agregado, 
excepto para el caso de las personas naturales no obligadas a llevar contabilidad, que importen 
servicios gravados, cuyas obligaciones como contribuyentes por el IVA retenido, estarán ligadas 
únicamente al período en el cual realizaron la importación del servicio gravado. 
 Las personas naturales, las Instituciones del Estado, las empresas públicas reguladas por la Ley 
Orgánica de Empresas Públicas, y las sociedades que importen bienes, liquidarán el Impuesto al 
Valor Agregado en la correspondiente declaración de importación. El pago de este impuesto se 
efectuará  en  cualquiera  de  las  instituciones  autorizadas  para  cobrar  tributos,  previa  la 
desaduanización de la mercadería.
 Las declaraciones se efectuarán en los formularios o en los medios que establezca el Servicio de  
Rentas Internas y se los presentará con el pago del impuesto hasta las fechas previstas en este 
reglamento.
 Los sujetos pasivos del IVA declararán el impuesto de las operaciones que realicen mensualmente  
y pagarán los valores correspondientes a su liquidación en el siguiente mes, hasta las fechas que  
se  indican  a  continuación,  atendiendo  al  noveno  dígito  del  número  del  Registro  Único  de 
Contribuyentes - RUC: 

Si el noveno dígito es Fecha de vencimiento 
(hasta el día)

1 10 del mes siguiente
2 12 del mes siguiente
3 14 del mes siguiente
4 16 del mes siguiente
5 18 del mes siguiente
6 20 del mes siguiente
7 22 del mes siguiente
8 24 del mes siguiente
9 26 del mes siguiente
0 28 del mes siguiente

 Los mismos plazos, sanciones y recargos se aplicarán en los casos de declaración y pago tardío  
de retenciones, sin perjuicio de otras sanciones previstas en el Código Tributario y en la Ley de 
Régimen Tributario Interno.
 Los  sujetos  pasivos  que  deban  presentar  su  declaración  semestral  se  sujetarán  a  los  días 
descritos anteriormente, excepto los agentes de retención que deberán presentar la declaración 
mensual, atendiendo al noveno dígito del número del Registro Único de Contribuyentes - RUC, en 
los meses señalados:

Semestre Fecha de vencimiento
Enero a Junio Julio

Julio a Diciembre Enero

 Los  contribuyentes  que  tengan  su  domicilio  principal  en  la  Provincia  de  Galápagos,  las 
Instituciones del  Estado y las empresas públicas reguladas por  la  Ley Orgánica de Empresas 
Públicas, podrán presentar las declaraciones correspondientes hasta el 28 del mes siguiente sin 
necesidad de atender al noveno dígito del Registro Único de Contribuyentes.
 Cuando una fecha de vencimiento coincida con días de descanso obligatorio o feriados, aquella se 
trasladará al siguiente día hábil. 
 Si  el  sujeto  pasivo  presentare  su  declaración  luego  de  haber  vencido  el  plazo  mencionado 
anteriormente,  a  más  del  impuesto  respectivo,  deberá  pagar  los  correspondientes  intereses  y 
multas que serán liquidados en la  misma declaración,  de conformidad con lo que disponen el 
Código Tributario y la Ley de Régimen Tributario Interno.
 Cuando  el  sujeto  pasivo  presente  una  declaración  en  su  totalidad  con  valores  en  cero  y 
posteriormente la sustituya registrando valores que demuestren efectivamente el hecho generador,  
la base imponible y la cuantía del tributo, deberá, en esta última, calcular la multa correspondiente 
de conformidad con la Ley de Régimen Tributario Interno, sin perjuicio de las demás sanciones a 



que hubiere  lugar.  Su  declaración  sin  valores  se  considerará  como no  presentada.  (Art.  158, 
RGLORTI).

Liquidación del impuesto.- Los sujetos pasivos liquidarán mensualmente el impuesto aplicando 
las tarifas del 12% y del 0% sobre el valor total de las ventas o prestación de servicios, según 
corresponda. En aquellas ventas por las que se haya concedido plazo de un mes o más para el  
pago, el sujeto pasivo deberá declarar esas ventas en el mes siguiente y pagarlas en el siguiente o 
subsiguiente  de  realizadas.  De  la  suma  del  IVA  generado  por  las  ventas  al  contado,  que 
obligatoriamente debe liquidarse en el mes siguiente de producidas, y del IVA generado en las 
ventas a crédito y que se liquidaren en ese mes, se deducirá el valor correspondiente al crédito 
tributario  según  lo  dispuesto  en  el  Art.  66  de  la  Ley  de  Régimen  Tributario  Interno  y  este 
reglamento.
 La  diferencia  resultante,  luego  de  realizadas  las  operaciones  indicadas  en  el  inciso  anterior, 
constituye el valor del impuesto causado en el mes o el valor del crédito tributario a aplicarse en el 
siguiente mes.
 Se deducirá  luego el  saldo del  crédito  tributario  del  mes anterior  si  lo  hubiere,  así  como las 
retenciones que le hayan sido efectuadas, con lo que se tendrá el saldo de crédito tributario para el  
próximo mes o el valor a pagar.
 En el caso de terminación de actividades de una sociedad el saldo pendiente del crédito tributario 
se incluirá en los costos. (Art. 159, RGLORTI).

Devolución  del  impuesto  al  valor  agregado  a  agencias  especializadas  internacionales, 
organismos no gubernamentales y personas jurídicas de derecho privado que hayan sido 
designadas ejecutoras en convenios internacionales, créditos de gobierno a gobierno o de 
organismos multilaterales.- Las entidades detalladas en el segundo inciso del Art. 73 de la Ley 
de Régimen Tributario Interno, podrán solicitar la devolución del IVA pagado en importaciones o 
adquisiciones locales de bienes o servicios, siempre que dichas importaciones o adquisiciones se 
realicen con cargo a fondos provenientes de convenios internacionales, créditos de gobierno a 
gobierno o de organismos multilaterales, y que se encuentren dentro de las categorías de gasto  
establecidas en el presupuesto de los mismos.
 Para poder acceder a la devolución de IVA, tanto los convenios internacionales como los créditos  
de gobierno a gobierno o de organismos multilaterales, deberán estar registrados previamente en 
el Servicio de Rentas Internas, el que mediante resolución establecerá los requisitos para dicho 
registro. 
 Una vez efectuado el registro, y luego de que el beneficiario haya presentado la declaración y los  
anexos  en  los  medios,  forma  y  contenido  que  defina  el  Servicio  de  Rentas  Internas,  podrá 
presentar la solicitud de devolución a la que acompañará copias certificadas de los comprobantes 
de venta y un listado certificado en el que se deberán detallar claramente los comprobantes de 
venta de las adquisiciones o importaciones realizadas con cargo a los fondos provenientes de 
convenios internacionales, créditos de gobierno a gobierno o de organismos multilaterales, sobre 
los  que  se  está  solicitando  la  devolución.  En  el  caso  de  beneficiarios  que  manejen  varios 
proyectos, el listado deberá contener el detalle y clasificación de los comprobantes de venta por 
proyecto  y  convenio  internacional  o  crédito.  En  ambos  casos,  el  listado  deberá  contener  la 
respectiva  identificación  por  comprobante  de  la  categoría  de  gasto  establecida  dentro  del 
presupuesto.  La solicitud se referirá a periodos mensuales y en cada mes se podrá presentar 
únicamente  una  solicitud  por  cada  proyecto.  En  el  caso  de  que  un  ejecutor  desarrolle  varios 
proyectos, podrá presentar las solicitudes mensuales individuales de todos sus proyectos en el 
mismo mes. (Art. 176, RGLORTI).

Declaración semestral.- Las instituciones de carácter privado sin fines de lucro y organizaciones 
de la  economía  popular  y  solidaria  y  del  sector  financiero  popular  y  solidario,  presentarán  de 
manera acumulada y semestral, las declaraciones de Impuesto al Valor Agregado (IVA) generado 
en su calidad de agentes de percepción y de retención, así como de retenciones en la fuente de 
Impuesto a la Renta, durante los respectivos períodos, siempre y cuando no registren transacción 
económica alguna. Estas declaraciones se realizarán en los meses de julio y enero, atendiendo a 
las  fechas  de  vencimiento  para  la  presentación  de  las  declaraciones  semestrales  de  IVA,  de 



acuerdo al noveno dígito del número de RUC, señaladas en el Reglamento para la Aplicación de la 
Ley de Régimen Tributario Interno.
 De cumplirse lo señalado en el inciso anterior, no habrá obligación de presentar los respectivos 
anexos. (Disposición General Primera, Resolución N° NAC-DGERCGC12-00034: RO 636: 08-
02-2012).

Firma de Contador/a.- En los casos en los que las instituciones de carácter privado sin fines de 
lucro y organizaciones de la economía popular y solidaria y del sector financiero popular y solidario  
no  realicen  actividades  económicas  durante  un  determinado  ejercicio  fiscal  y  presenten  sus 
declaraciones de impuestos, sin que se registre transacción económica alguna, no será obligatoria 
la  firma  de  un  contador  en  la  presentación  de  las  mismas.  (Disposición  General  Segunda, 
Resolución N° NAC-DGERCGC12-00034: RO 636: 08-02-2012).

Declaraciones tardías.- Las instituciones de carácter privado sin fines de lucro y organizaciones 
de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario que a la fecha de 
publicación  de  esta  resolución  en  el  Registro  Oficial  tengan  pendiente  la  presentación  de 
declaraciones de IVA generado en su calidad de agentes de percepción y de retención, así como 
de retenciones  en la  fuente de  Impuesto  a  la  Renta,  podrán acogerse  a  lo  establecido  en la 
Disposición  General  Primera  de esta  resolución,  siempre  y  cuando no  se  registre  transacción 
económica  alguna,  en  las  mismas.  (Disposición  Transitoria  Segunda,  Resolución N°  NAC-
DGERCGC12-00034: RO 636: 08-02-2012).

*****



CONTRAPORTADA

CIUDAD es una institución autónoma,  no gubernamental  y sin  fines de lucro, 
fundada  en  1977  en  la  ciudad  de  Quito,  Ecuador,  con  personalidad  jurídica 

otorgada por el Ministerio de Educación. Como objetivos busca hacer efectivo el derecho a vivir 
bien en la ciudad, en condiciones justas y democráticas; promueve el debate sobre la problemática 
urbana y regional, el desarrollo de un pensamiento crítico, la formulación de políticas alternativas 
para la gestión local y el fortalecimiento de diversos actores sociales e institucionales.
 CIUDAD  participa  en  redes  que  actúan  en  diversas  temáticas  y  actividades  académicas  y 
profesionales, como  FORHUM, HIC, ALOP, CLACSO, SIAP, WSSCC-WASH, IRHA, ISW, CEAAL, 
REPEM,  INTERCOM.  También  está  integrada  a  los  grupos  de  trabajo  “Sociedad  y  Medio 
Ambiente”, “Gobiernos Locales en América Latina”, Red Ecuador Dialoga, Contrato Social por la 
Vivienda , entre otras.

Economía Solidaria es la convivencia entre personas y naturaleza que satisface las necesidades 
humanas y garantiza el sostenimiento de la vida, con una mirada integral, mediante la fuerza de la  
organización, aplicando los saberes y las prácticas ancestrales para transformar la sociedad.


